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I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, y Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente Acuña. 
Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:21, en presencia de 12 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 55ª, ordinaria, en 18 de octubre; 56ª, extraordinaria, y 57ª, ordinaria, ambas en 24 de octubre, y 58ª, ordinaria, en 25 de octubre, todas del año en curso, que no han sido observadas (Véanse en los Anexos las actas aprobadas).



Asimismo, las actas de las sesiones 59ª y 60ª, ordinarias, ambas en 7 de noviembre de 2017, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y los señores Senadores hasta la sesión próxima para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cinco de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con los tres primeros retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:



1) El que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez (boletín N° 10.584-07).



2) El que declara feriado el 17 de enero de 2018 para la Región de La Araucanía y el 18 de enero de 2018 para la Región de Tarapacá, con motivo de la visita de Su Santidad el Papa Francisco (boletín N° 11.350-06).



3) El que introduce diversas modificaciones en la normativa educacional (boletín N° 11.471-04).



Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:



1) El relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06).



2) El que regula el uso de plásticos desechables de un solo uso (boletín N° 10.054-12).


--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Oficios



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:


Con los que comunica que ha dado su aprobación a los siguientes proyectos de ley:



1) El que modifica la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, en el sentido de establecer una definición de discapacidad social que comprenda el síndrome de Asperger y otros trastornos del espectro autista (boletín N° 11.240-31) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Salud.



2) El que modifica la ley N° 19.070, que aprobó el Estatuto de los Profesionales de la Educación y las leyes que la complementan y modifican, para perfeccionar la causal de término de la relación laboral de los docentes municipales, determinada por salud incompatible (boletín N° 11.322-13) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



3) El que fortalece el Servicio de Tesorerías (boletín N° 11.468-05) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.


4) El que declara el 7 de febrero de cada año como “Día Nacional por la no violencia en el pololeo” y autoriza para realizar ese día distintas manifestaciones conmemorativas a lo largo del país (boletín N° 11.235-24) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Educación y Cultura.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Expide copias de las sentencias definitivas pronunciadas en sendos controles de constitucionalidad relativos a los siguientes proyectos de ley:



-El que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (boletín N° 10.368-04).



-El que posterga la entrada en vigencia de la nueva estructura curricular establecida en la ley N° 20.370 (boletín N° 11.132-04).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Remite diversas sentencias dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad acerca de las siguientes normas:



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.



-Artículo 78 del Código de Procedimiento Penal.



-Artículo 20, inciso final, en la parte que indica, del decreto ley N° 2.186, del año 1978, ley orgánica de procedimiento de expropiaciones.



-Artículo 391, N° 1, circunstancia quinta, del Código Penal.



-Artículo 449, N° 1, del Código Penal.



--Se manda archivar los documentos.



Adjunta numerosas resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y artículos 2°, letras b) y c); 9°, incisos primero y segundo, y 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.



-Artículo 364 del Código Procesal Penal, y artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Artículo 8°, N° 9°, de la ley N° 18.101, que fija normas especiales sobre arrendamiento de predios urbanos.



-Inciso primero del artículo 29 del decreto ley N° 3.538, de 1980, ley orgánica de la Superintendencia de Valores y Seguros.



-Artículo 472 del Código de Procedimiento Civil.



-Artículo 449, inciso primero, regla N° 1, del Código Penal.



-Artículos 193, 205, 318, 330, inciso primero, 334, 351 y 352 del Código de Procedimiento Penal.



-Artículo 12 de la ley N° 17.322, que establece normas sobre cobranza judicial de imposiciones, aportes y multas de las instituciones de previsión.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro de Desarrollo Social:


Responde acuerdo del Senado por medio del cual se solicita la adopción de medidas para afrontar la crisis institucional del sistema de protección del Servicio Nacional de Menores (boletín N° S 1.942 -12).



De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social:


Contesta requerimiento, manifestado en nombre de la Senadora señora Goic, en cuanto a presentar un proyecto de ley para restituir a los extrabajadores de ASMAR las cotizaciones aportadas al fondo de desahucio de la ley N° 15.386.



De la señora Ministra de Salud:


Informa solicitudes, expedidas en nombre del Senador señor García, acerca de lo siguiente:



-Avance del proyecto de recuperación de siete pabellones del Hospital Hernán Henríquez Aravena, en la ciudad de Temuco.



-Estado de implementación de lo dispuesto en las leyes N°s 20.209, 20.707 y 20.972, sobre remuneraciones y asignaciones profesionales.



Envía respuesta a petición formulada en nombre del Senador señor De Urresti, relativa a la atención de salud entregada a persona individualizada.



Informa consulta del Senador señor Navarro acerca del convenio suscrito con la Organización Panamericana de la Salud.



Anexa antecedentes relativos a las licencias médicas de persona individualizada, materia planteada en nombre del Senador señor Tuma.



Del señor Ministro de Obras Públicas:


Informa requerimientos, formulados en nombre del Senador señor Horvath, acerca de las siguientes materias:



-Proyecto Sendero de Chile.



-Reutilización de las alcantarillas reemplazadas en la construcción del Camino Austral en otros caminos públicos.



Atiende diversas solicitudes, expresadas en nombre de los señores Senadores que se consignan a continuación:



-Del Senador señor García, para informar sobre el camino que une Puerto Saavedra con la Hostería Boca Budi y el mirador del sector, en la Región de La Araucanía.



-Del Senador señor Espina, sobre reparación de la Ruta R-86, de la Región de La Araucanía.



-Del Senador señor Prokurica, en cuanto a la paralización de las obras de la Ruta C-46 de Huasco, Región de Atacama.



-Del Senador señor Navarro, acerca de la construcción del Puente Bicentenario en la Región del Biobío. 



-Del Senador señor De Urresti, para informar sobre problema de tránsito durante el invierno en el paso ferroviario en Folleco, Región de Los Ríos. 



-Del Senador señor Coloma, relativa a la construcción del puente del camino Rol M-680, Ruta 128, comuna de Cauquenes.



-Del Senador señor Lagos, referente a la rebaja del pasaje de transporte público para los adultos mayores de regiones.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales:


Adjunta datos sobre materias consultadas por el Senador señor De Urresti, acerca de:


-Propiedad de los terrenos del sector de Playa Pilolcura, de Valdivia.



-Denuncia de los vecinos de Calcurrupe Alto respecto del cierre de accesos a lagos indicados. 



De la señora Subsecretaria de Educación:


Da respuesta a petición, expresada en nombre del Senador señor Araya, sobre los colegios de Antofagasta que solicitaron renuncia a la subvención. 



Contesta consulta, formulada por el Senador señor Navarro, en cuanto a la situación que afecta a los profesores de los liceos de la Cámara Chilena de la Construcción de Tomé, Coronel y Concepción.



Del señor Subsecretario de Justicia:


Remite respuesta a requerimiento, enviado en nombre del Senador señor Ossandón, tocante a índices relativos a la población penal del país.



Del señor Subsecretario (S) del Trabajo:


Informa acerca de la obtención de pensiones de gracia solicitadas por un grupo de trabajadores portuarios de estiba de la Región de Magallanes, materia consultada en nombre del Senador señor Bianchi.



Del señor Subsecretario (S) de Desarrollo Regional y Administrativo:


Envía respuesta sobre el presupuesto destinado a la Región de Los Ríos por el Fondo Nacional de Desarrollo Regional, consulta efectuada por el Senador señor De Urresti.



Del señor Superintendente de Seguridad Social:


Atiende consulta del Senador señor Araya, relativa al rechazo de licencias médicas de persona individualizada. 



Del señor Superintendente de Servicios Sanitarios:


Da respuesta a inquietud, planteada en nombre del Senador señor Bianchi, sobre los resultados de la investigación realizada por el corte de suministro de agua potable, por turbiedad, en la ciudad de Puerto Natales.



Consigna requerimiento del Senador señor Navarro, relativo a la denuncia presentada por vecinos de la localidad de Puerto Varas por la contaminación del Lago Llanquihue.



Del señor Superintendente de Electricidad y Combustibles:


Indica datos acerca de fiscalizaciones, sanciones y planes para evitar cortes eléctricos en la Región Metropolitana, materia requerida en nombre del Senador señor Ossandón.



De la señora Alcaldesa de Viña del Mar:


Consigna antecedentes relativos a hechos delictuales ocurridos en últimos cinco años en alrededores de calle Valparaíso, pregunta formulada en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Alcalde de San Pablo:


Informa sobre denuncia realizada por vecinos a raíz del funcionamiento de empresa “chipeadora” en el sector de Putable, materia consultada en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Director Nacional (S) del SENDA:


Comunica respuesta a petición, manifestada en nombre del Senador señor Navarro, con relación a los convenios vigentes con el Hospital de San Antonio. 



Del señor Vicepresidente Ejecutivo de CORFO:


Consigna información sobre el litio y su explotación industrial, consulta realizada en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Director Ejecutivo de CONAF:


Adjunta antecedentes sobre las siguientes materias, solicitadas por el Senador señor De Urresti:



-Protocolo CONAF-FACH para el combate de incendios forestales.



-Denuncia de tala ilegal de bosque nativo en la Provincia de Ranco, Región de Los Ríos. 



De la señora Directora Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas:


Expide datos sobre el convenio de colaboración suscrito con el Servicio Agrícola y Ganadero de la Región de Los Ríos, consulta efectuada en nombre del Senador señor De Urresti.



Del señor Vicepresidente Ejecutivo de CAPREDENA:


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Senador señor Chahuán, en cuanto al sistema de pago, por parte de los pensionados, de las atenciones de salud en los establecimientos asistenciales de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad.



Del señor Director Nacional de Gendarmería de Chile:


Remite antecedentes sobre internos con enfermedades terminales y crónicas, consulta realizada en nombre Senador señor Chahuán.



Del señor Seremi de Vivienda y Urbanismo de Atacama:


Da cuenta de las razones por las cuales una persona damnificada por los aluviones del año 2015 no ha obtenido una solución habitacional, consulta expresada en nombre del Senador señor Prokurica.



De la señora Directora (S) del SERVIU de la Región de La Araucanía:


Responde petición, expedida en nombre del Senador señor García, acerca del proceso de venta de un terreno del SERVIU en la comuna de Saavedra.



De la señora Jefa de la División de Análisis y Control de Gestión del Gobierno Regional de La Araucanía:


Comunica requerimiento, formulado en nombre del Senador señor García, relacionado con el proyecto de agua potable rural “Caivaco-El Águila”.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe



De la Comisión Especial encargada de tramitar proyectos relacionados con niños, niñas y adolescentes, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez (boletín N° 10.584-07) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Queda para tabla. 

Mociones




De los Senadores señor Letelier, señoras Allende y Muñoz y señor Montes, con la que comienzan un proyecto de ley que autoriza erigir un monumento en memoria del ex Diputado señor Héctor Luis Olivares Solís en la comuna de Rancagua (boletín Nº 11.487-04) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Pasa a la Comisión de Educación y Cultura.



De los Senadores señor De Urresti, señora Allende y señores Girardi, Guillier y Horvath, con la que dan inicio a un proyecto de ley para promocionar la eficiencia energética en sectores con consumo energético relevante (boletín Nº 11.489-08) (Véase en los Anexos, documento 7).



De la Senadora señora Allende, con la que inicia un proyecto de ley que fija el sentido y alcance de las normas relativas al estatuto legal que rige a la Corporación Nacional del Cobre (boletín Nº 11.498-08) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Pasan a la Comisión de Minería y Energía.



De los Senadores señora Goic y señores Matta, Ignacio Walker y Patricio Walker, con la que dan inicio a un proyecto de ley que faculta a las personas entre catorce y dieciocho años para desempeñarse voluntariamente como vocales de mesas receptoras de sufragios (boletín Nº 11.494-07) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Cinco de la Senadora señora Goic:



Con la primera comienza un proyecto de ley para regular el recurso de protección y derogar la ley N° 18.971, que regula el denominado “recurso de amparo económico” (boletín Nº 11.495-07) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República.



Con la segunda da inicio a un proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 20 de la Carta Fundamental, sobre recurso de protección (boletín Nº 11.496-07) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con la tercera da comienzo a un proyecto de ley relativo a la alimentación en los lugares de trabajo (boletín Nº 11.497-13) (Véase en los Anexos, documento 12).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


Con la cuarta inicia un proyecto que modifica la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, para interpretar lo que debe entenderse por ajustes necesarios requeridos para un caso particular (boletín Nº 11.501-11) (Véase en los Anexos, documento 13).



--Pasa a la Comisión de Salud.



Con la quinta da comienzo a un proyecto que modifica la ley N° 20.712, sobre administración de fondos de terceros y carteras individuales, para establecer un mecanismo de publicidad de las inversiones de personas fallecidas que tengan fondos de inversión y regular el destino de dichos recursos (boletín Nº 11.503-05) (Véase en los Anexos, documento 14).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.
Solicitud de permiso constitucional



Del Senador señor Patricio Walker, para ausentarse del país a contar del día 30 de noviembre próximo.



--Se accede a lo solicitado.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta.
ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión celebrada el día de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Postergar, hasta la sesión ordinaria de mañana, miércoles 22 del presente, el tratamiento de la iniciativa que figura en el número uno de la tabla de hoy, esto es, el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Girardi, señora Goic y señores Ossandón, Rossi y Zaldívar, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la de laboratorios y farmacias (boletín N° 9.914-11).


2.- Tratar en la sesión ordinaria de hoy, después del proyecto signado con el número dos, el proyecto de ley que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez (boletín Nº 10.584-07).



3.- En cuanto a la tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2018 (boletín N° 11.452-05):



a) Citar a sesiones el jueves 23 de noviembre, de 16:00 a 21:00 horas, y el viernes 24 de noviembre, de 10:00 horas hasta su total despacho.


b) Fijar plazo para presentar indicaciones y solicitar votaciones separadas hasta las 14 horas del jueves 23 de noviembre.



c) Las partidas y artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni solicitudes de votación separada se darán por aprobados, salvo que requieran quorum especial de aprobación.



d) Las indicaciones de mera información se votarán en conjunto.



e) Las indicaciones inadmisibles serán declaradas así en su conjunto. Se dará una hora, desde la respectiva declaración de inadmisibilidad, para pedir la revisión de dicha declaración, sobre la base del listado que se entregará a Sus Señorías, otorgándose para su tratamiento dos minutos para el Senador que impugne e igual tiempo para quien respalde la inadmisibilidad, luego de lo cual se procederá de inmediato a votar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El proyecto debe quedar despachado antes del 29 de noviembre, de acuerdo con la norma constitucional. Por lo tanto, si fuera necesaria una Comisión Mixta, las sesiones para pronunciarse sobre su informe tendrían que realizarse entre martes y miércoles de la próxima semana a más tardar.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, entiendo que el acuerdo de los Comités es votar en paquete las indicaciones de solicitud de información. De ser así, estarían todas aprobadas. Sin embargo, ello es complejo, porque hay muchas y son sectoriales.



Mi duda es si la Secretaría las revisó y determinó si todas corresponden.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se trata de las indicaciones que vengan aprobadas, señor Senador. Las que no lo hayan sido pueden ser renovadas y, en tal caso, sí deberíamos verlas en forma separada.

 El señor NAVARRO.- Conforme, señor Presidente.

V. ORDEN DEL DÍA

ELIMINACIÓN DE APORTE FISCAL INDIRECTO PARA INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Según lo resuelto por los Comités, corresponde tratar, en primer lugar, el proyecto de ley, iniciado en mensaje de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, en primer trámite constitucional, que elimina el aporte fiscal indirecto para las instituciones de educación superior, estableciendo una regulación transitoria para el año 2017, con informes de las Comisiones de Educación y Cultura y de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (11.257-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:



En primer trámite: sesión 21ª, en 7 de junio de 2017 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Educación y Cultura: sesión 52ª, en 10 de octubre de 2017.



Hacienda: sesión 52ª, en 10 de octubre de 2017.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El principal objetivo de la iniciativa es suprimir el aporte fiscal indirecto para las instituciones de educación superior, estableciendo una regulación transitoria para el año 2017.



La Comisión de Educación y Cultura discutió el proyecto en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala con fecha 6 de septiembre del presente año, aprobándolo en ambos casos por mayoría de votos. Votaron a favor los Senadores señores Quintana, Quinteros e Ignacio Walker, y se abstuvieron los Senadores señora Von Baer y señor Allamand.



La Comisión de Hacienda, por su parte, se pronunció acerca de los artículos 1, 2 y 3 en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Educación y Cultura, y no introdujo enmiendas a la normativa despachada por esta.



El texto que se propone aprobar se consigna en la página 7 del informe de la Comisión de Hacienda y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En la discusión general del proyecto, tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, quiero explicar la razón por la cual nosotros nos abstuvimos en esta iniciativa, pero antes voy a señalar qué es el aporte fiscal indirecto.



El AFI es un aporte basal que el Estado entrega a las universidades, sea que pertenezcan o no al CRUCh y sean privadas o no privadas. ¿Cómo se asigna? Según los mejores puntajes obtenidos en la PSU. En definitiva, es un aporte basal que reciben las universidades donde se matriculen los 27 mil 500 mejores puntajes de la Prueba de Selección Universitaria.



¿Cuál es la lógica del sistema? Que los estudiantes con puntajes más altos elijan el plantel que consideren más adecuado. Así, este aporte basal, utilizado básicamente para investigación, va a dichas instituciones.


La suposición que hay detrás del sistema es que los estudiantes con mayores puntajes eligen a las mejores universidades, a las cuales se les entrega el aporte sin discriminar si son estatales o no y si son privadas o no.



Valga comentar que el AFI había sido eliminado el año pasado vía Ley de Presupuestos, siendo que se hallaba establecido por ley permanente. Ello llevó a una situación de tribunales. La Universidad Católica presentó un recurso y el Gobierno se vio en la necesidad de negociar, ya que, efectivamente, no es posible cambiar una ley permanente a través del Presupuesto de la Nación.



Desde mi punto de vista, aquel fue un tropiezo bastante severo para el Ministerio de Educación, que nosotros advertimos durante la tramitación del respectivo proyecto. Pero, más allá de eso, el Gobierno insistió en eliminar el aporte fiscal indirecto por considerarlo discriminatorio, atendido que sigue a los estudiantes con mejores puntajes, quienes, en general, provienen de colegios particulares. Lo que no se dijo en el análisis es que está sucediendo algo que no sucedía al principio del AFI: que la creciente reputación de varias universidades privadas ha permitido que su distribución sea pareja con las universidades públicas. O sea, hay estudiantes que migraron desde estas últimas hacia las privadas, por lo que el aporte también se está yendo a estas instituciones.



La propuesta legal en debate, entonces, apunta a suprimir el AFI, pero lo que a nosotros nos parece discriminatorio es que los fondos son reasignados solo a planteles pertenecientes al Consejo de Rectores, excluyendo a casas de estudios superiores que también forman parte del sistema y han alcanzado buenos niveles de acreditación y buenos niveles de investigación.



En ese sentido, las justificaciones que plantea el Ejecutivo siguen siendo, desde nuestro punto de vista, insuficientes, debido a que actualmente cerca del 25 por ciento de los fondos del aporte fiscal indirecto va a universidades privadas no miembros del CRUCh y que son superdiversas: tenemos a la Adolfo Ibáñez, por un lado, pero también están la Diego Portales, la de Los Andes, la del Desarrollo y la San Sebastián. O sea, establecimientos a los que uno podría decir, con prejuicio, que asisten alumnos de familias de altos ingresos. Sin embargo, igualmente se trata de estudiantes con altos puntajes provenientes de familias de clase media e, incluso, planteles a los que ingresan jóvenes que en gran porcentaje pertenecen a familias vulnerables.


Por lo tanto, señor Presidente, nuevamente se está discriminando dentro del sistema, con una mirada que a nosotros nos parece sumamente ideológica. Hay universidades que representan proyectos educativos nuevos, que han sido exitosas en distintas líneas y que merecen ser fortalecidas en materia de desarrollo e investigación, especialmente si los mejores puntajes de la PSU han optado por ellas. Pero aquí, simplemente, se las está eliminando.


Me preocupa, sobre todo si lo unimos a lo que se está planteando en la nueva Ley de Educación Superior. ¿Por qué? Porque a las universidades, para ser acreditadas, se les va exigir, por ejemplo, que realicen investigación. Y a estas el Estado no les estaría entregando ningún tipo de financiamiento para tal efecto. Precisamente, una forma que los planteles no pertenecientes al CRUCh y que no son estatales tienen para acceder a fondos de investigación es vía AFI, atrayendo a los más altos puntajes de la PSU.



En ese sentido, uno puede discutir si el aporte fiscal indirecto es la mejor herramienta, pero lo que no se puede discutir es que la solución planteada por el Ejecutivo es absolutamente discriminatoria. Y en ese sentido nosotros no estamos de acuerdo, porque creemos que incluso arrebata una herramienta más a un sistema que entrega cada vez menos aportes a la investigación.



Si hay algo en que estamos quedando al debe no es en el financiamiento estudiantil para las universidades, pero sí, fuertemente, en cuanto a los fondos que van a la investigación. En otras partes del mundo es en las universidades donde se realiza investigación, y esta es un motor muy fuerte para el desarrollo.



En virtud de ello, señor Presidente, nosotros nos vamos a abstener.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, ¿puede abrir la votación?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado?

El señor PIZARRO.- Conforme.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, uno podría preguntarse cuál es el problema con el AFI, que es una especie de incentivo, de premio, a aquellas instituciones de educación superior que captan los mejores puntajes. De hecho, estamos hablando de los 27 mil 500 mejores puntajes del país. La verdad es que con el aporte fiscal indirecto hay dos problemas, más un tercer problema que en realidad es legal.



En primer lugar, desde el punto de vista del aporte fiscal al financiamiento a las universidades, en los años ochenta aproximadamente el 85 por ciento era a través del AFI; es decir, tenía una significación importante. Hoy en día solo el 3,5 por ciento de ese aporte corresponde al aporte fiscal indirecto. Por lo tanto, es una institución que en su momento jugó un rol importante y que ha caído en desuso.



Esa es la primera razón para revisar este mecanismo.



Pero existe una segunda: el AFI mantiene y reproduce la segregación, porque generalmente va a las universidades tradicionales que es donde están los mejores alumnos que, a su vez, corresponden a los niveles de mayores ingresos. Entonces, no es equitativo; es más bien inequitativo.



Ahí hay dos razones bastante de fondo: una, que ha caído en desuso; otra, que mantiene y reproduce la segregación, la inequidad.



Y, en tercer lugar, se ha compensado a las universidades perjudicadas, que son las que van a dejar de percibir este ingreso vía aporte fiscal indirecto.



Les recuerdo que hubo también una demanda de la Universidad Católica que tenía cierta razón, pues efectivamente la ley mandataba y mandata: dice que habrá un aporte fiscal indirecto. Sin embargo, para este año no hubo recursos en el presupuesto. Es decir, se estaría incumpliendo la ley, porque esta manda, prohíbe o permite; y, en este caso, desde los años ochenta manda que exista un aporte fiscal indirecto.



Por eso hubo que reformar la ley y estamos derogando este precepto, el cual establece un mecanismo desde el año 1981 que beneficia a aquellas instituciones que logran captar los 27 mil 500 mejores puntajes del país.



Por lo tanto, parece del todo razonable eliminar el aporte fiscal indirecto y pasar a otras modalidades, como los aportes basales, que recuerdo que hoy día están en todas las universidades del CRUCh; los avances que estamos teniendo en gratuidad; las becas y los créditos. En consecuencia, existen otros mecanismos que han ido supliendo esta forma de financiamiento.



De allí que aprobamos derogar este instrumento de la actual ley.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, siempre escuchamos de los representantes de Chile Vamos la regla económica de que hay que focalizar el gasto. Y esto se repite especialmente a propósito de la gratuidad de la educación superior, cuando se insiste en la idea de que quienes pueden pagar la educación de sus hijos deben hacerlo. Incluso, su candidato presidencial ha llegado a decir que existe mayor compromiso de las familias cuando se paga por la educación.



Pues bien, este proyecto trata justamente de corregir la asignación de los siempre escasos recursos públicos eliminando el aporte fiscal indirecto, que beneficia precisamente a las instituciones que acogen a los alumnos de mayores ingresos, pertenecientes a los dos últimos quintiles, que son los que concentran a quienes obtienen los mejores puntajes de la PSU.



Según cifras del Ministerio de Educación, los egresados de colegios particulares pagados generan el 45 por ciento de estos recursos.



El aporte fiscal indirecto fue creado en 1981 y beneficia a las instituciones que admitan a los 27 mil 500 mejores puntajes de los alumnos matriculados en el primer año de estudios.



¿Acaso alguien todavía cree que estos son recursos asignados en función de la calidad?



Hace tiempo que está demostrado que la PSU no es indicativa de calidad y tampoco es el mejor instrumento para seleccionar estudiantes.



Hay experiencias prácticas en varias universidades respecto del buen rendimiento de alumnos con mejores desempeños en la enseñanza media que no necesariamente obtuvieron un buen puntaje en la Prueba de Selección Universitaria.



Cada vez la PSU pesa menos en la selección de estudiantes, y es lógico que esta fuente de financiamiento pese menos en el presupuesto de las universidades.



En definitiva, la mantención del aporte fiscal indirecto aparece como un instrumento anacrónico y regresivo, que apunta justamente en sentido contrario a la inclusión y a la igualdad de derechos.



Esto no quiere decir que las universidades de mayor complejidad, que son aquellas que atraen a los mayores puntajes, no merezcan financiamientos adicionales acordes a su nivel marcadamente superior en todos los ámbitos, especialmente en investigación, sino que estos financiamientos deben ser de acuerdo a las características de estas entidades y no en función de la base formativa con la que llegan sus estudiantes, que obviamente está condicionada por el nivel económico, social y educacional de sus padres.



Señor Presidente, ni la cuna, ni el colegio ni el preuniversitario son elegidos libremente por los jóvenes chilenos. Con esta lógica, también podríamos asignar el financiamiento de la educación escolar de acuerdo a los resultados del SIMCE.



Esta situación anómala debe ser corregida. Dicho propósito ha sido incluido en el proyecto de educación superior del Gobierno y en las anteriores leyes de presupuestos.



Espero que esta vez ese criterio quede asentado de manera definitiva y no siga siendo objeto de jugarretas judiciales, como las que ha promovido la Universidad Católica o las que se intentan cada cierto tiempo en el Tribunal Constitucional.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, la verdad es que esto parece el mundo al revés, porque quienes han anunciado que se van a abstener en esta votación, han señalado durante todo el tiempo que se ha llevado adelante la reforma educacional en curso -esta iniciativa busca ser parte de esa misma sintonía y coherencia- que los recursos tienen que ir a los alumnos. Y sucede que lo que hoy día estamos derogando, el aporte fiscal indirecto (que, como han dicho los colegas, data de la reforma de 1981 que permitió una liberación completa de la educación superior y que cualquiera pudiera crear una universidad), se ha transformado con el correr del tiempo en un instrumento completamente regresivo. De ahí que el Senador Ignacio Walker, Presidente de la Comisión de Educación, señalara que el AFI reproduce la segregación ahora dentro de las instituciones de educación superior. 



Efectivamente, se trata de 27 mil 500 estudiantes. Pero estos recursos, que son cuantiosos, no los reciben ellos. Eso es lo primero que hay que dejar en claro. Estos son recursos que reciben las instituciones en que se matriculan estos estudiantes, a quienes, por haber obtenido buenos puntajes, los persigue esa asignación de fondos y, por tanto, se quedan en determinado plantel educativo.



Sin embargo, tal asignación no necesariamente impacta en la calidad de la educación o en optimizar los procesos formativos. Puede ser usada en expansión o, incluso, en mejorar la infraestructura de una universidad.



¿Dónde está el punto, señor Presidente? En el hecho de que este instrumento ha dejado de ser útil, pese al incremento sostenido de los recursos.



El año 2000 hablamos de 284 mil millones de pesos. En 2016, de 1.800 millones de pesos: ¡1,8 billones! O sea, una cantidad estratosférica de fondos en la que ningún peso se destinaba a los estudiantes; porque lo que importaba era el mecanismo, que consistía, tal como manifestó el Senador Quinteros, en la PSU. Pero ya se halla suficientemente demostrado que dicha prueba no puede ser el único instrumento de selección o admisión a las casas de estudios superiores. También se ha puesto en evidencia que existe una estrecha correlación entre el puntaje del estudiante, su universo económico y el entorno familiar del cual proviene. 



Por tanto, mantener el aporte fiscal indirecto a las universidades, tal como hemos hecho durante todos estos años, no da cuenta de cómo ha crecido la composición de los estudiantes que hoy día forman parte de la educación superior, en que han crecido los tres primeros quintiles. Es decir, los alumnos de menores ingresos son los que hoy día llegan de manera creciente a las universidades y se matriculan en aquellas donde normalmente no se da el mayor corte -ya sean privadas o tradicionales-, con independencia de la complejidad de la casa de estudios superiores.



Insisto en que este instrumento es completamente regresivo: involucra muchos recursos y no se justifica actualmente, por las otras fuentes de financiamiento con que se viene experimentando desde el año 2015 en adelante, fundamentalmente por la gratuidad. ¡Fundamentalmente por la gratuidad!



Estos dineros ahora irán a aumentar el presupuesto para el financiamiento de la gratuidad. Por tanto, quienes afirman que no les gusta esta ley en proyecto para derogar el AFI están diciendo claramente que no les gusta la gratuidad. Por eso hace muy bien el Senador Quinteros al poner el punto político, porque venimos saliendo de una campaña.



En Chile tenemos a 240 mil jóvenes estudiando gratis en las universidades, en los centros de formación técnica, en los institutos profesionales. Y sucede que ahora algunos candidatos se están dando una vuelta de carnero al señalar que sí, que van a mantener la gratuidad. No obstante, sucede que los parlamentarios de sus filas, que respaldan al candidato Sebastián Piñera, hoy día están frenando la gratuidad. Vamos a ver cuál será el comportamiento en los próximos días cuando en el proyecto de Ley de Presupuestos, en la Glosa correspondiente, tengamos que votar el incremento de la gratuidad a 60 por ciento. Yo espero que no busquemos argumentos y artilugios como los que se usan ahora para seguir manteniendo un sistema segregado, donde más bien importa lo que reciben las universidades y no lo que se entrega al alumno.



Por todas estas razones, señor Presidente, creo que estamos terminando en un muy buen momento con el aporte fiscal indirecto, que se creó en 1981.



Voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la verdad es que todos los niños de Chile, que acostumbran jugar en los patios de sus escuelas, se dan vueltas de carnero. Pero hoy van a tener que cambiarle el nombre y llamarlo “vueltas de Piñera”. Es impresionante cómo Sebastián Piñera, avalado también por las conductas de sus Senadores, renegó de la gratuidad señalando que efectivamente la educación es un bien y no un derecho. 



Yo espero que la definición en torno a la gratuidad, proyecto de ley que viene en camino, sea un elemento importante de transparencia, de claridad frente a la ciudadanía, frente a los estudiantes. 



¿La Derecha está o no a favor de la gratuidad universal tal como la ha implementado el Gobierno de la Presidenta Bachelet, tal como se planteó durante la campaña presidencial?



Si lo que señalan ahora en el sentido de que están a favor de aquella solo fuera un argumento para la campaña -porque están en contra, pero hablan de ella dando un argumento positivo-, creo que le harían un daño grave a la política, a la transparencia, a la credibilidad.



Señor Presidente, el aporte fiscal indirecto fue creado el año 1981, a través del decreto con fuerza de ley N° 4. ¡No había Congreso en esa fecha! Quienes estaban en las universidades en esos años recuerdan claramente que esto era una inyección para un modelo de educación superior que nacía en Chile y que se buscaba fortalecer: las universidades privadas. En ese entonces, el aporte fiscal indirecto llegaba a 40 por ciento de los estudiantes, pero hoy día la matrícula ha crecido, hay más de un millón de estudiantes de educación superior y, por tanto, el aporte se ha reducido y llega a no más del 10 por ciento.



Por lo tanto, no es algo que sea relevante en materia de impacto para los estudiantes; tampoco lo es para el financiamiento de las universidades. De acuerdo al informe que nos ha enviado la Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, señora Alejandra Contreras, no supera el 3,5 por ciento de financiamiento de la educación superior.



Entonces, pareciera no ser demasiado significativo. Sin embargo, lo que sí está claro es que es discriminador. Discrimina, efectivamente, en torno a premiar a las universidades a las cuales acceden los estudiantes provenientes de colegios particulares pagados y que tienen una sólida formación de su ambiente familiar, lo cual los hace tener ventajas sobre otros grupos de jóvenes que también aspiran a llegar a  la universidad, pero que no cuentan con la misma capacitación, recorrido y trayectoria para rendir una buena PSU.



En consecuencia, la eliminación de este mecanismo viene a generar mayor igualdad y un aporte al financiamiento que tiene un solo nombre: “gratuidad de la educación superior”.



Por lo tanto, lo que estamos votando hoy no es solo la eliminación del aporte fiscal indirecto (AFI), sino ratificar como concepto lo que el Gobierno de la Presidenta Bachelet ha señalado: “gratuidad”. 



No escuché bien si la Derecha se va a abstener o va a votar en contra.



Estamos diciendo que el elemento principal para financiar la educación superior en Chile, de manera igualitaria para todos los estudiantes -vengan estos del quintil que vengan; vengan de los hogares que vengan- es la gratuidad. No es un aporte fiscal indirecto que premia de manera discriminatoria a aquellos que han tenido mejores oportunidades de preparar una muy buena prueba de selección universitaria. 



Por eso, señor Presidente, yo espero que esto se elimine. 



Se ha hecho una salvedad, que entiendo. Se ha planificado la extensión de aportes para el 2017, porque no va a haber ley y esta es exigible. Yo creo que eso debiera dar tranquilidad en el sentido de que tales recursos van a llegar por última vez.



Finalmente, lo que resta después de esta eliminación es determinar si la PSU será un elemento, como prueba estandarizada, para seguir midiendo la vocación, la aptitud de nuestros jóvenes para ingresar a la educación superior. Creo que es un elemento que hay que revisar. Son demasiados los análisis y los especialistas que han señalado que no es el mejor instrumento de selección, que no determina cualitativamente cuál es la vocación de los estudiantes y los somete a un ritmo de preparación más bien técnica, no intelectual, ni siquiera de conocimientos.



Voto a favor. 



Me habría gustado que este aporte se hubiera eliminado mucho antes, pero hoy es la oportunidad de hacerlo.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, me correspondió ver este proyecto en la Comisión de Hacienda y me abstuve. Voy a hacer lo mismo ahora en la Sala.



Yo tengo una mirada distinta.



Siento que las universidades regionales hacían un gran esfuerzo de retener a los mejores estudiantes, a los que habían tenido un muy buen rendimiento en la prueba de selección universitaria. Y parte de ese incentivo, por supuesto, era quedarse con el aporte fiscal indirecto asociado a esos buenos puntajes.



Primero, aquí se eliminó o se intentó eliminar este sistema por una vía que no corresponde, a través de la Ley de Presupuestos. O sea, por un año nos quedamos sin aporte fiscal indirecto.



Luego, se presentó esta iniciativa, y finalmente la estamos votando. Eso significa que en sucesivas leyes de presupuestos se fue renovando la idea de eliminar el aporte fiscal indirecto.



Y lo quiero decir: para la Universidad de la Frontera este aporte fiscal indirecto representó, el año 2015, que fue el último en el que se entregó, un ingreso adicional de casi 379 millones de pesos; y para la Universidad Católica de Temuco, de 56 millones 600 mil pesos. 



A través de este proyecto -porque también está entregando un aporte de 2 mil millones de pesos- la Universidad de la Frontera recibirá 39 millones de pesos y la Universidad Católica de Temuco, 4 millones 600 mil pesos, en cifras redondas. 



Me parece que sin una discusión técnica adecuada, sin que exista el convencimiento de que este instrumento era regresivo, malo, que no iba a los estudiantes sino a las respectivas universidades, les estamos ocasionando a las instituciones de regiones, que hacían el esfuerzo por tener a los mejores alumnos y rendimientos obtenidos en la prueba de selección universitaria, una situación de menoscabo respecto de sus ingresos y también de su institucionalidad.



Considero que esto debimos haberlo discutido y conversado mucho más para ver cómo se sustituyen estos recursos, dejándoles siempre a las universidades algún instrumento que les permita atraer a los estudiantes más talentosos, a los que obtienen el mejor rendimiento académico. 



No puede ser que finalmente todo termine concentrándose en las universidades que tienen su domicilio en la Región Metropolitana.



Por eso, señor Presidente, me abstengo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (19 votos a favor, 9 abstenciones y un pareo) y, por no haberse presentado indicaciones, queda aprobado también en particular y despachado en este trámite. 



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Muñoz y Lily Pérez y los señores Araya, Chahuán, Guillier, Horvath, Lagos, Letelier, Navarro, Ossandón, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar. 



Se abstuvieron las señoras Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Bianchi, Coloma, García, García-Huidobro, Pérez Varela y Prokurica. 



No votó, por estar pareado, el señor Moreira. 

CREACIÓN DE DEFENSORÍA DE DERECHOS DE LA NIÑEZ

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En conformidad al acuerdo adoptado por los Comités, corresponde tratar el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez, con informe de la Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes y urgencia calificada de “discusión inmediata”. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.584-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite: sesión 3ª, en 22 de marzo de 2016 (se da cuenta).



En tercer trámite: sesión 52ª, en 10 de octubre de 2017.



Informes de Comisión:



Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes: sesión 43ª, en 30 de agosto de 2016.



Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes (segundo): sesión 11ª, en 2 de mayo de 2017.



Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes: sesión 61ª, en 21 de noviembre de 2017.



Hacienda: sesión 11ª, en 2 de mayo de 2017.



Discusión:



Sesiones 44ª, en 31 de agosto de 2016 (se aprueba en general); 12ª, en 3 de mayo de 2017 (queda pendiente la discusión en particular); 13ª, en 9 de mayo de 2017 (se aprueba en particular).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Este proyecto inició su tramitación en el Senado y en el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados efectuó diversas enmiendas a su texto.



La Comisión Especial, con las votaciones que consigna en su informe, aprobó las enmiendas efectuadas por la Cámara de Diputados, con excepción de las recaídas en las siguientes disposiciones, que propone rechazar:



-ARTÍCULO 2°.


-ARTÍCULO 4°: letra b), nueva; letra c), que pasaría a ser letra d); letra e); letra f), nueva; letra g), en lo relativo a la segunda modificación propuesta; letra i), nueva, en lo referente a la primera modificación propuesta; letra k), nueva.


-ARTÍCULO 7°.


-ARTÍCULO 10: inciso segundo.


-ARTÍCULO 11: letra e); letra f), en lo relativo a la primera modificación propuesta.


-ARTÍCULO 13.



-ARTÍCULO 14: letra d).


-ARTÍCULO 15: inciso primero, encabezado; letra b); letra c), nueva; letra f), que pasaría a ser letra g), en lo referente a la segunda modificación propuesta.



-ARTÍCULO 16: inciso primero; inciso cuarto; inciso final, nuevo.


-ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO.



Cabe hacer presente que en caso de aprobarse las modificaciones efectuadas por la Cámara de Diputados en cuanto a los incisos primero, sexto y séptimo del artículo 13 del proyecto de ley, que la Comisión propone rechazar, deben serlo con el voto favorable de los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio, esto es, con 21 votos.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios se transcriben, en la primera columna, el texto aprobado por el Senado; en la segunda, las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados y, en la tercera, la proposición de la Comisión Especial.



Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión las enmiendas de la Cámara de Diputados.



Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, Honorable Senado, en mi calidad de Presidente de la Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes, quiero señalar que nos tocó estudiar este proyecto de ley, que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez. 


Como estamos hablando de un tercer trámite constitucional, paso a informar nuestro acuerdo respecto de las modificaciones de la Cámara de Diputados.



En primer lugar, en lo relativo a las enmiendas aprobadas por la Comisión, cabe destacar que ellas recaen, principalmente, en la supresión del término “niñas”, a fin de que con la expresión “niños” se comprenda a los menores de ambos sexos. Lo anterior,  en coherencia con el lenguaje empleado en la Convención sobre los Derechos del Niño y con el objetivo de uniformar la nomenclatura utilizada en la iniciativa en examen y demás proyectos relacionados.



Asimismo, se aprobaron modificaciones relativas a ciertas atribuciones de la Defensoría concernientes a las labores de coordinación  que debe llevar a cabo con otros órganos públicos en materias de su competencia, la delimitación de sus funciones como amicus curiae ante los tribunales, su rol de protección del derecho de participación de los niños, las máximas que la citada entidad debe considerar en sus actuaciones, entre otras materias.



Por último, se acogieron enmiendas referentes a los principios a los que se deberán ajustar los estatutos de la Defensoría y a la reducción del plazo de duración del cargo del Defensor, de ocho a cinco años.



Por otra parte, respecto de las modificaciones rechazadas por la Comisión, hago presente que tal decisión obedece, fundamentalmente, a la intención de perfeccionar la redacción del proyecto en la Comisión Mixta. Ese fue el sentido de rechazar dichas normas, en lo que, en general, estuvimos bastante de acuerdo los integrantes de la Comisión. 



En consecuencia, solicitamos a la Sala un voto de confianza para arreglar esas normas en la Comisión Mixta, de manera que después podamos ver el texto final que se proponga a la Sala.



Sin perjuicio de lo señalado, subrayo que en los temas referentes a la definición de los destinatarios de las acciones de la Defensoría, al proceso de nombramiento del Defensor y a las hipótesis en las cuales este último se encontrará habilitado para interponer acciones y querellas, la Comisión rechazó las respectivas modificaciones con el objetivo de que luego la Comisión Mixta pueda revisar con profundidad tales materias, a fin de superar las divergencias con la Cámara de Diputados. 



Reitero que la Comisión pide a la Sala votar de manera que el proyecto vaya a Comisión Mixta, para solucionar ciertos problemas y mejorar algunas redacciones del texto que viene de la Cámara de Diputados, sin perjuicio de que aprobamos varias normas tal cual las despachó esa Corporación. 



Es cuanto puedo informar, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La idea es que aprobemos el informe, de tal manera que la iniciativa pase a Comisión Mixta. Así lo recomienda la Comisión Especial.

La señora VON BAER.-  Señor Presidente, tengo una consulta. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.
La señora VON BAER.-  Señor Presidente, si aprobamos el informe, ¿significa que estamos rechazando el proyecto y que va a Comisión Mixta? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En todo lo rechazado por la Comisión.



En votación la proposición de la Comisión. 



--(Durante la votación). 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, ya está claro que habrá Comisión Mixta. Pero me preocupa el asunto, porque a la Cámara de Diputados el proyecto llegó con la expresión “niños y niñas”, en materia de defensa de los derechos, y si bien hubo una recomendación de parte del Ejecutivo para utilizar el término “niños” como nomenclatura universal, por ser la que se usa en la Convención sobre los Derechos del Niño, a nosotros nos interesa priorizar el lenguaje inclusivo. 



Por mi parte, presenté una moción para que todos los proyectos que se tramiten en el Congreso utilicen un lenguaje inclusivo. 



Por tanto, como dentro de los deberes de esta Defensoría se halla la protección de los derechos de niños y niñas, me parece fundamental que se usen tales expresiones, aun cuando haya un lenguaje universal que hable solo de “niños”. 



Estamos haciendo una ley en Chile. Está bien que en tratados internacionales que hemos suscrito se utilice otro lenguaje, pero en las leyes emanadas del Congreso Nacional y, como una manera clara de inclusión en términos de género, se debiera preferir la expresión “niños y niñas”. 



Entiendo que al rechazar el informe se contradice lo obrado por la Comisión del Senado, que ratificó la utilización del término “niños”. 



Creo que ese debate habría sido interesante darlo en la Sala, porque el lenguaje inclusivo de género no solo es aplicable a este proyecto de ley, sino a todas las iniciativas. 



El segundo punto -también lo formularon los Senadores Letelier y Ossandón- se refiere al establecimiento claro de grupos respecto a los cuales la Defensoría deberá preocuparse preferentemente: los niños migrantes y, también, los pertenecientes a pueblos originarios. 



Hay otros grupos de niños. El informe lo señala claramente. 



Por eso, quiero entender que cuando rechazamos dicho informe, para que haya Mixta, estamos votando a favor de que se revise todo lo obrado por la Comisión. Mi único alcance es que dicho organismo aprobó la exclusión del concepto “niñas”. 



Entonces, estamos pronunciándonos a favor de eso, señor Presidente, y espero que la Comisión Mixta lo analice dentro de cierto plazo -le pediría a la Secretaría estimar ese lapso-, para que ojalá este proyecto de ley pueda salir antes del término del actual Gobierno. 



Por lo tanto, si ese trámite fuera corto y abreviado, yo estaría de acuerdo, y dejo mi intervención hasta aquí. 



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No hay más inscritos. 



Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueban las recomendaciones de la Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes (26 votos a favor, uno en contra y un pareo), y queda despachado el proyecto en este trámite. 



Votaron por la afirmativa las señoras Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Montes, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar. 


Votó por la negativa la señora Muñoz.


No votó, por estar pareado, el señor Moreira.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ahora deberá formarse una Comisión Mixta. 



Integrarán dicha instancia los miembros de la Comisión Especial sobre infancia del Senado y aquellos que la Cámara nominará en su oportunidad. 



En todo caso, Senador señor Navarro, la Comisión Mixta por supuesto que puede referirse al tema planteado por usted. No hay problema en ese sentido. 

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Pido el asentimiento de la Sala para que el Honorable señor Tuma me remplace en la testera por algunos minutos.



Acordado. 



--Pasa a presidir la sesión el Senador señor Tuma, en calidad de Presidente accidental.

CONVIVENCIA DE MEDIOS DE TRANSPORTE

El señor TUMA (Presidente accidental).- Corresponde reanudar la discusión particular del proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito para incorporar disposiciones sobre convivencia de los distintos medios de transporte, con segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “simple”. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.217-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 18ª, en 18 de mayo de 2016 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 3ª, en 21 de marzo de 2017.



Transportes y Telecomunicaciones (segundo): sesión 49ª, en 3 de octubre de 2017.



Hacienda: sesión 49ª, en 3 de octubre de 2017.



Discusión:



Sesiones 4ª en 22 de marzo de 2017 (queda para segunda discusión en general); 6ª, en 5 de abril de 2017 (se aprueba en general); 55ª, en 18 de octubre de 2017 (queda para segunda discusión en particular).
El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe recordar que en sesión de fecha 18 de octubre se solicitó segunda discusión de las dos enmiendas aprobadas por mayoría en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones. 



La primera figura en la página 65 del boletín comparado y sugiere eliminar del número 14 del artículo 201 de la ley actual la expresión “bicicletas”, que aparece en negrillas en la primera columna. 



Esa modificación fue aprobada por mayoría de votos en la Comisión.

El señor TUMA (Presidente accidental).- ¿Punto de Reglamento, Senador señor García-Huidobro?

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Sí, señor Presidente.



En la Comisión tuvimos una discusión muy importante sobre la rebaja de la velocidad en las zonas urbanas. Como esto viene dentro de un paquete, respecto del cual hubo votación dividida, pedimos la unanimidad de la Sala para reabrir ese debate aquí, porque hay distintas visiones al respecto y quisiéramos que se vote el punto conforme a lo que estime cada cual.



Esa es la petición que hacemos junto al Senador Ossandón. 

El señor TUMA (Presidente accidental).- ¿Habría acuerdo para reabrir el debate sobre el particular?



Acordado. 



Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- En consecuencia, se acordó reabrir el debate respecto del punto 1.1 del número 1 del artículo 145 de la ley vigente, sobre el límite máximo de velocidad en zonas urbanas. En el texto aprobado por la Cámara dicho límite es de 60 kilómetros por hora (primera columna en negrilla), y lo que se propone es reemplazar el guarismo “60” por “50”.

El señor TUMA (Presidente accidental).- En discusión.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Secretaría entiende que se quiere suprimir la letra b) aprobada por el Senado. Por eso se ha pedido la reapertura del debate.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma. 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, me parece importante que en el Senado reflexionemos sobre esto. 



La verdad es que no hay elementos ideológicos en esta discusión, así que considero apropiado que analicemos bien si efectivamente mejora el desplazamiento de los vehículos el hecho de disminuir la velocidad en zonas urbanas de 60 kilómetros por hora -es la vigente hoy día- a 50 kilómetros por hora en el caso de los que tengan un peso inferior a 3 mil 860 kilos -son casi todos- y de las motocicletas. 



Me dicen que hay estudios internacionales; probablemente la OCDE, que siempre hace cosas raras, algo puede haber dicho. Pero a mí no me hace sentido que, en cuanto a la convivencia de los medios de transporte, disminuir la velocidad máxima en zonas urbanas sea la solución para mejorar el desplazamiento vehicular.



Digo lo anterior, señor Presidente, porque el punto se discutió también en un esquema distinto: cuando se elevó de 100 a 120 kilómetros por hora la velocidad máxima en las autopistas. La discusión demoró muchos años -¡una década!-, pues algunos especialistas sostenían que si se subía la velocidad iban a aumentar los accidentes y que nuestro país había funcionado bien con los 100 kilómetros.



Quienes recorremos muchos kilómetros nos damos cuenta de la diferencia entre una cosa y otra.



Al final, aumentó esa velocidad a 120 kilómetros por hora, mejoraron los estándares y no ha habido ninguna dificultad, sino todo lo contrario.



Entonces, a mí por lo menos no me calza el hecho de que ahora, para que los distintos medios de transporte convivan, la solución sea disminuir la velocidad máxima en zonas urbanas. Yo no estoy de acuerdo con eso y no he escuchado un argumento sólido en el sentido contrario.



Por eso es importante este debate.



Si no hubiera una justificación distinta, yo votaría en contra de la modificación que se nos propone.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- En efecto, señor Presidente, en la Comisión debatimos bastante respecto de este punto. Porque la ley actual viene del siglo pasado. Por tanto, las normas aplicables a cada vehículo son totalmente distintas.



Hoy día los vehículos tienen frenos de mayor calidad; mejores dispositivos de seguridad interior (airbags, en fin); carrocerías con diseños del todo diferentes de los del siglo pasado (luego de un choque, ahora es mucho más fácil resultar indemne).



Por eso, no encontramos motivos para reducir la velocidad máxima en las zonas urbanas, que es de 60 kilómetros por hora. 



Incluso, los municipios tienen facultades para disminuir la velocidad máxima en la ciudad cuando es necesario; por ejemplo, en zonas de escuelas, de hospitales, en fin.



Yo al menos voté en contra de este punto en la Comisión, al igual que el Senador Ossandón -si no recuerdo mal-, pues creo que, lejos de contribuir a la convivencia de los medios de transporte, la rebaja de la velocidad máxima aumentará cada vez más los tacos en las zonas urbanas, las cuales ya se encuentran colapsadas, y de paso incrementara la contaminación.



Entonces, también voy a votar en contra en la Sala, porque considero muy importante mantener la norma vigente sobre la materia.



A mi juicio, es del todo inconveniente crear nuevos conflictos por la vía de incrementar la congestión vehicular.



Hoy día, la velocidad máxima en las zonas urbanas ya está restringida automáticamente en muchos sectores por razones naturales.



Por eso era importante abrir este debate, conversar sobre la materia. El punto es bien discutible. Entonces, lo relevante aquí es dialogar.



Agradezco la reapertura del debate, señor Presidente. 
El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, yo escucho los argumentos en contra de esta enmienda, que podrían tener un elemento de racionalidad. Sin embargo, quiero agregar lo siguiente.



Se han creado cientos de kilómetros de ciclovías y tenemos un proceso de educación, pedagógico, para conductores, ciclistas y peatones, pues se está haciendo uso de ellas.



Esas ciclovías forman parte de un elemento protector que antes no existía: la gente no circulaba en bicicleta porque no tenía ningún resguardo.



Hay que fomentar el uso de la bicicleta. Hay que estimular todo aquello que vaya contra el sedentarismo y la obesidad.



La restricción de 60 kilómetros por hora como velocidad máxima en zona urbanas es para vehículos de menos de 3.860 kilogramos de peso bruto; estamos hablando de automóviles.



Todos los estudios sobre accidentes del tránsito, particularmente los de la SIAT, revelan que solo 10 por ciento se deben a conducción a velocidad elevada y que la mayor parte de ellos ocurre por manejo descuidado.



Entonces, teniendo presente, uno, que hay mayor flujo vehicular (ha aumentado el parque automotriz) y que las calles siguen siendo las mismas; dos, que existen ciclovías; tres, que la densidad poblacional ha aumentado en todos los lugares de gran concentración ciudadana, parece que lo que se plantea podría disminuir la cantidad de accidentes; es decir, puede haber más prudencia.



Porque cuando la velocidad es 60, a veces el velocímetro marca 65 o 70; si es 50, se trata de una medida precautoria.



Como medida precautoria destinada a disminuir los accidentes del tránsito, sobre todo en las ciudades, producto de la alta densidad vehicular, del alto flujo peatonal, más las ciclovías, puede que sea correcta.



Lamentablemente, no está el Ejecutivo para entregar los antecedentes técnicos en que se funda la enmienda propuesta. Pero, desde la perspectiva de la protección al peatón y a los ciclistas, pareciera ser una medida prudente.



Por eso, voy a votarla a favor. 



Se trata de una medida precautoria. Es claro que con menos velocidad el impacto y los daños en un accidente son menores. También, es posible frenar con bastante más anticipación para evitar un accidente. 



Desde ese ángulo, la enmienda parece tener sentido y coherencia.



Se argumenta lo de los tacos y otras situaciones. Eso tiene otra solución: hay que disminuir la circulación de automóviles en la ciudad; se debe restringir el ingreso al centro de ella.



En cuanto a la contaminación, esperamos que a muy corto plazo haya baterías de litio, pilas de litio, autos eléctricos. Muchas de las grandes industrias automotoras ya han anunciado que solo van a producir autos eléctricos.



Creo que de esa forma se contribuirá a mejorar la seguridad urbana.



Voto a favor.

)----------(

El señor TUMA (Presidente accidental).- Saludo a la delegación del 8° básico del Instituto Abdón Cifuentes, de San Felipe, que nos visita esta tarde.



¡Bienvenidos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
)----------(

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, esta discusión  es muy relevante, porque tiene que ver con los conceptos de territorio y de ciudad. 



¿Para quién es la ciudad? ¿Para quién queremos que a futuro se incentive la ciudad?



Hay una ciudad donde el privilegio y la centralidad son de los automóviles. En ella las vías públicas que se ofrecen son utilizadas preferentemente por los autos particulares.



Es más: en esa ciudad los alcaldes, en vez de preocuparse de las veredas, por donde transitan las personas, entre ellas los adultos mayores, centran su atención en los hoyos. Incluso, llaman a las cámaras de televisión y generan grandes noticias cuando se tapa uno, porque, en esa lógica, el actor preferente, la vedete es el automóvil.



A través de este proyecto -en virtud de él se regula la convivencia vial-, que se inició en movimientos ciudadanos de ciclistas, de peatones, de la gente que desea una sociedad para convivir, queremos precisamente establecer una jerarquía distinta.



¿Cuál es esa jerarquía diferente?



Deseamos, primero, una ciudad pensada fundamentalmente en los peatones. Luego, una ciudad pensada en los ciclistas. Después, una ciudad pensada para quienes circulan en transporte público. Y finalmente, una ciudad pensada para el individualismo que envuelve el uso del auto particular.



No hay ciudad del mundo sustentada sobre la base de que todo el mundo se mueva en autos particulares.



Por eso existen la planificación: la ciudad inteligente, el transporte público. Y por eso hay políticas universales para desincentivar el uso del auto y estimular la utilización del transporte público. 



La manera de regular la congestión y la contaminación tiene que ver con lo que señalaba el Senador Navarro: la existencia de políticas que desincentiven el uso del auto particular, que fomenten el transporte público, que restrinjan la circulación vehicular, que establezcan tarificación vial. Hay diversos mecanismos, los que se utilizan en todas las ciudades del mundo.



Pero aquí subyace una cuestión que va más allá de eso. Justamente para favorecer la convivencia vial, para desestimular el uso del auto particular, una ciudad que quiere respeto hacia las personas es aquella donde los vehículos circulan a menos de 60 kilómetros por hora.



Está demostrado internacionalmente en todos los estudios que, independiente de que el mal manejo sea por distracción -por ejemplo, el uso de celular mientras se conduce- o por ingesta de alcohol, es muy distinto atropellar a un ciclista a sobre 50 kilómetros por hora que hacerlo bajo esta velocidad.



Toda la evidencia indica que cuando se choca a un ciclista o se atropella a un peatón a menos de 50 kilómetros por hora la persona afectada tiene alta probabilidad de salvarse.



El efecto no es lineal, sino logarítmico.



Así, cuando se sobrepasan los 50 kilómetros por hora, la posibilidad de salvar la vida de un ciclista chocado o de un peatón atropellado, independientemente de cuál sea la causa, baja exponencialmente.



De eso se trata.



Yo pienso en todas las personas -incluidos, por supuesto, mis familiares- que se desplazan en bicicleta por la ciudad para ir a su trabajo, a la universidad, que es la conducta que ética y ecológicamente deberíamos considerar. Pero mantener la situación actual implica dejar a esa gente en total indefensión.



La ciudad ya es compleja y agresiva; ya privilegia la vía pública, que les pertenece a todos los habitantes, para destinarla prioritariamente a los vehículos particulares. Entonces, me parecería un contrasentido que, además de eso, no diéramos paso a una medida que se está tomando en todas las urbes modernas y civilizadas del planeta para respetar los derechos humanos de los peatones y otras personas y para poder salvar vidas.



Ahora, no es cierto -discrepo de los Senadores que afirman lo contrario- que la reducción de la velocidad en zonas urbanas va a generar más congestión y mayor contaminación: el efecto será inverso.



Aquí está en juego un bien superior. Pero no el del automóvil, sino el bien superior de las personas, sean peatones o ciclistas.



Insisto, señor Presidente, en que esto no es lineal, sino logarítmico: si se atropella a un peatón o se choca a un ciclista a menos de 50 kilómetros por hora, esa persona tiene posibilidad de sobrevivir; a mayor velocidad la probabilidad de sobrevivencia baja de manera dramática.



Por eso, considero que la reducción de la velocidad en zonas urbanas es una medida básica de convivencia, de respeto al prójimo: implica hacerse cargo del legítimo otro.



No sigamos construyendo una ciudad para los automóviles: levantemos una ciudad para la convivencia, para los peatones.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón. 

El señor OSSANDÓN.- Solo un mínimo de sentido común, señor Presidente: hoy día es casi imposible que los automóviles circulen a menos de 60 kilómetros por hora.



Ahora, los municipios tienen facultades para reducir esa velocidad en los sectores donde sea necesario.



Insisto: 60 kilómetros por hora es una velocidad absolutamente razonable para las ciudades.



Ahora, más allá de la congestión vehicular, hay que hacer leyes reales y que se cumplan.



Como dije, existen herramientas para restringir la velocidad en los sectores donde sea menester: zonas de escuela, de hospital, en fin. Reducir en 10 kilómetros por hora la velocidad máxima en toda la ciudad es algo absolutamente inaplicable, sobre todo teniendo en cuenta la tecnología aplicada en la actualidad a todo tipo de vehículo.



Voto por no bajar la velocidad máxima en las zonas urbanas.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, el proyecto en debate regula los distintos medios y modos de transporte.



Si uno lo revisa desde el punto de vista de las indicaciones que formulamos en su minuto concluye que la enmienda que se nos propone ahora es claramente inconveniente.



Las velocidades dependen de las distancias, de las zonas, de la tecnología.



Si analizamos la situación retrospectivamente, debemos considerar que la gente antes se movía en caballos, de a pie, en fin. Hoy puede hacerlo, por ejemplo, en bicicleta, que es un modo efectivo. Pero no podemos aprobar una modificación que se nos presenta en estas condiciones.



Así que estoy a favor de no avanzar en la línea que se nos sugiere en este instante.

El señor TUMA (Presidente accidental).- No hay más oradores inscritos.



Vamos a votar.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se reabrió el debate sobre la enmienda consistente en remplazar por “50” el guarismo “60” que figura en el punto 1.1 del artículo 145 de la Ley de Tránsito.



Dicha modificación se introduce mediante la letra b) que figura en la página 45 del boletín comparado.



De consiguiente, quienes están de acuerdo con la eliminación de la letra b), que rebaja la velocidad en zonas urbanas, deben votar que sí, y aquellos que no están de acuerdo en suprimirla, que no.

El señor TUMA (Presidente).- En votación.



--Se suprime la letra b) (11 votos a favor y 8 en contra).



Votaron por la afirmativa la señora Von Baer y los señores Allamand, Bianchi, Coloma, García, García-Huidobro, Horvath, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica y Tuma.


Votaron por la negativa la señora Muñoz y los señores Araya, Girardi, Harboe, Letelier, Matta, Navarro y Quinteros.
El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Les ruego a Sus Señorías dirigirse a la página 65 del comparado.



Ahí, en la tercera columna figura una letra b) que tiene por objeto eliminar de la norma vigente (artículo 201, número 14, de la Ley de Tránsito) la expresión “bicicletas”.



El artículo 201 se refiere a las infracciones o contravenciones menos graves. Y en el número 14 dice: “Conducir bicicletas, motocicletas o vehículos similares, contraviniendo la norma sobre uso obligatorio de casco protector y demás elementos de seguridad;”.



La enmienda consistente en suprimir la expresión “bicicletas” se aprobó por mayoría.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, siempre constituye falta transitar en bicicleta sin usar casco protector.



La supresión de la palabra “bicicletas” tiene que ver con el tipo de sanción que se aplica en tal caso.



Eso motivó planteamientos no solo de las organizaciones preocupadas por este proyecto -mediante él se regula la convivencia de diferentes medios de transporte- sino también del Ejecutivo.



La idea es que la sanción que corresponde ante dicha conducta, que sigue siendo fuerte, se cambie de lugar.



Ese es el sentido de la supresión sugerida. Por eso, invito a aprobarla.



Para evitar una interpretación errónea, debo aclarar que no se trata de eliminar como obligación el uso de casco protector cuando se transita en bicicleta. La idea es equilibrar las sanciones aplicables a las diferentes clases de infracciones.



Invito a votar que sí.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- A eliminar la palabra.

El señor LETELIER.- En esa parte. Porque la referencia se hace en otro lugar.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Puede intervenir el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, tal como lo ha expresado el colega Letelier, contemplar bicicletas, motocicletas o vehículos similares en el mismo número lleva a calificar la norma como compleja, porque también pueden ser ciclistas los menores de edad. ¿Me explico? La ley obliga al uso de elementos de seguridad, pero los que montan una bicicleta pueden ser incluso de temprana edad.



Por lo tanto, eso hace recomendable que la contravención de la exigencia del casco se encuentre sancionada en una parte distinta de lo relativo a motocicletas o vehículos similares, que generan otra condición.



Ello es lo apuntado por el señor Senador.



A mí me parece bien excluir esa falta de este tipo de sanción.



Además, siempre he dicho que todo lo aparejado a un castigo tiene que conllevar una obligación pedagógica. Junto a ciclovías, debiera haber campañas, en particular de los municipios, para el uso del casco. No se utiliza tiempo en televisión para una difusión adecuada e incentivar y promover la adquisición de un artículo como este que sea de buena calidad, así como, en definitiva, de todo lo que lleve a facilitar el cumplimiento de la disposición.



En los casos de trabajadores que se trasladan en bicicleta y de que se disponga de varios de estos vehículos en una familia es preciso comprar dicho elemento para todas las personas involucradas.



Me parece, entonces, que las situaciones particulares debieran estar separadas y en un número distinto, y con otra normativa, que debiera ser más bien preventiva que sancionatoria. Es decir, en una motocicleta se puede alcanzar una velocidad de hasta cien o ciento veinte kilómetros por hora, pero en una ciclovía es inferior. Al establecerse el mismo tipo de sanción para muy distintos vehículos y velocidades, se incurre en una discriminación negativa.



En consecuencia, voto a favor de la eliminación de la expresión “bicicletas”.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.

El señor LETELIER.- “Si le parece”

El señor TUMA (Presidente accidental).- Si no hay objeciones, se aprobará la eliminación del vocablo “bicicletas”.



--Se aprueba.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables señores Letelier, Matta y Ossandón, y una abstención, del Senador señor García-Huidobro, propone agregar el siguiente artículo tercero transitorio, nuevo:



“Los triciclos motorizados de carga que se encuentren circulando por las calles y caminos del país a la fecha de publicación de la presente ley, tendrán un plazo de 6 meses, contado desde la publicación de la misma, para obtener el certificado de revisión técnica respectivo, inscribirse en el Registro de Vehículos Motorizados del Servicio de Registro Civil e Identificación y obtener su placa patente única. Cumplido el trámite anterior, quedarán habilitados para circular por las calles y caminos que la presente ley determine.”.
El señor LETELIER.- “Si le parece”.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Que se vote.

El señor TUMA (Presidente accidental).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Quienes estén de acuerdo con la recomendación de la Comisión votan que sí.



--(Durante la votación).

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en la Comisión de Transportes también conversamos bastante con el Ejecutivo acerca de este punto.



Hoy día no existe la obligación de que los triciclos motorizados -y pueden ser eléctricos- cumplan con una revisión técnica ni estén inscritos en el Registro de Vehículos Motorizados. Muchos de ellos son muy pequeños y llevan motores mosquito, y se utilizan en zonas urbanas o rurales. En virtud de la disposición que se estaría incorporando, tendrían que ser inscritos en el Registro de Vehículos Motorizados del Servicio de Registro Civil y contar con placa patente única y revisión técnica.



Entonces, no sé si estamos demasiado preocupados de aspectos no muy complejos, porque estos no son vehículos de mayor envergadura. Creo que tales medidas seguirían burocratizando y de alguna manera molestando la vida de mucha gente, ya que, en el fondo, los triciclos no se utilizan en forma permanente. Depende del lugar. No pueden salir a una carretera, sino solo transitar en calles y caminos que autorice la misma ley en proyecto.



Por mi parte, me abstuve, porque no sé si se ayudará a la convivencia vial. Juzgo que lo que más se hará es complicarles la vida a muchas personas que, con mucho esfuerzo, disponen de un pequeño triciclo.



Gracias.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Puede intervenir el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, concordando con el colega García-Huidobro, ya aprobamos que “Sólo en el caso de los triciclos motorizados de carga, la revisión técnica consistirá en una inspección ocular de los elementos de seguridad del vehículo que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones determine en el Reglamento respectivo, los que se verificarán, de igual modo, en las correspondientes plantas.”.



Entiendo que eso salva la cuestión. Claramente, es un medio de transporte especial. Habrá una inspección ocular. Y si es eléctrico y no anda, no andará, no más. Las personas que lo utilicen obtendrán muchas facilidades, por los costos. Se trata de trabajadores por cuenta propia a los que, en definitiva, cualquier costo adicional complica y hace dejar de usar estos medios.



Se trata del inciso tercero que se agregaría al artículo 89.



Como hemos venido tratando el proyecto en varias sesiones, le formulo la consulta respectiva, señor Presidente, porque me parece que la disposición fue acogida y que para los triciclos motorizados solo es exigible la revisión técnica citada.



Si es así, debiéramos estar tranquilos en el sentido de no contemplar una exigencia incumplible y de dar una facilidad, a lo que cabe agregar la conveniencia de que el Ministerio de Transportes dicte a la brevedad el reglamento, porque hay mucha inquietud. No son pocas las personas que se me han acercado para saber qué pasará al respecto con ellas.



Repito que el inciso citado resuelve que se exigirá una inspección ocular en la revisión técnica -son vehículos eléctricos- de los elementos de seguridad, que es lo más importante. Ya que no producen emisiones, no hay revisión de gases.



Por lo tanto, me pronuncio a favor, para despejar la duda de que pudiéramos estar instalando exigencias adicionales, cuando queremos dar mayor protección.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.

El señor TUMA (Presidente accidental).- No hay más inscritos.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor TUMA (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Por 9 votos a favor y 6 abstenciones, se aprueba el artículo tercero transitorio, nuevo, quedando aprobado también en particular el proyecto y despachado en este trámite.


Votaron las señoras Muñoz y los señores De Urresti, Girardi, Harboe, Letelier, Matta, Navarro, Quinteros y Tuma.


Se abstuvieron la señora Von Baer y los señores Bianchi, García, García-Huidobro, Ossandón y Prokurica.
OBLIGACIÓN DE PROVISIÓN DE ROAMING AUTOMÁTICO NACIONAL ANTE SITUACIONES DE EMERGENCIA O DE CATÁSTROFE

El señor TUMA (Presidente accidental).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señores Girardi, Letelier, Matta y Ossandón, en primer trámite constitucional, que modifica el artículo 39 A de la Ley General de Telecomunicaciones, para garantizar las comunicaciones en situaciones de emergencia, con segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.402-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Girardi, Letelier, Matta y Ossandón):


En primer trámite: sesión 71ª, en 18 de noviembre de 2015 (se da cuenta).


Informes de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 1ª, en 15 de marzo de 2016.



Transportes y Telecomunicaciones (segundo): sesión 57ª, en 24 de octubre de 2017.



Discusión:



Sesión 25ª, en 21 de junio de 2016 (se aprueba en general).

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.



El órgano técnico realizó diversas enmiendas al texto aprobado en general, sancionadas por unanimidad, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición respecto de alguna de ellas o existan indicaciones renovadas.



Sus Señorías tienen a su disposición un boletín comparado cuya tercera columna consigna las modificaciones introducidas en el segundo informe y cuya cuarta columna contiene el texto que quedaría de ser acogidas.



Nada más.

El señor TUMA (Presidente accidental).- En discusión particular.



Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, seré muy breve.



El proyecto, que es muy importante, apunta a que cuando haya desastres como un terremoto y se caigan todas las líneas, los sistemas de telecomunicaciones que permanezcan vigentes tengan que prestar apoyo -por eso, la denominación es “roaming de emergencia”- al menos en materia de transmisión de datos, ya que no se hace referencia a transmisión de voz, a personas o a redes logísticas, como en la propia ONEMI u hospitales, para que pueda haber una forma de contacto que se mantenga activa.



La idea es proporcionar un elemento de robustez en la situación actual, ya que en catástrofes como tsunamis, terremotos, aluviones u otras se caen torres, muchas veces, y no es posible comunicarse. Aquí se obliga al sistema que quede en funcionamiento a prestar servicio a toda la comunidad en la transmisión de datos con motivo de la emergencia.



Tal vez debiéramos avanzar más en otras iniciativas, pero el texto en debate constituye un mínimo. Ni siquiera se pide a las empresas de telecomunicaciones que hagan prestación de un servicio de roaming de voz, por ejemplo. Solo se trata de datos. Es un piso.



Pienso que en el futuro se debiera progresar en este ámbito. Pero hoy día, al menos, de acuerdo con todos los expertos, esta es una base totalmente viable, compatible y que será extremadamente necesaria, a mi juicio, cuando acontezcan situaciones -ojalá no- como las mencionadas.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Puede intervenir el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, estimo que el proyecto está bien orientado respecto de hechos lamentables y graves ocurridos en Chile…

El señor BIANCHI.- ¿Se puede abrir la votación?

El señor NAVARRO.-… que se han traducido en la interrupción de las comunicaciones.



Solo quiero hacer presente que, tratándose de la imposición de la gratuidad de los mensajes de texto, las empresas deben prestar toda la atención que corresponda. Es decir, no por esa característica pueden dejar feble e inseguro el mecanismo. Por lo tanto, como lo ha expresado el Subsecretario de Telecomunicaciones, todos los elementos del texto son un derecho de los usuarios. Y ello debiera estar resguardado.



No he alcanzado a ver las sanciones para las que no cumplan.



Quisiera recordar que el 27 de febrero de 2010 se interrumpieron absolutamente todas las comunicaciones con las regiones afectadas, en particular la del Biobío, que sufrió el efecto de un tsunami. No había forma de contactarse. Ello también se extendió al Gobierno. No funcionaron ni los teléfonos satelitales.


Juzgo que la responsabilidad de las empresas de telecomunicaciones es mantener el servicio -en primer lugar, el permanente- y realizar para ello las inversiones necesarias, que les permitan a los usuarios que pagan una cuenta, que suscriben un contrato, contar siempre con ello.



Claro, podrá haber situaciones graves mayores, pero tiene que existir un sistema alternativo de emergencia. Este es el sentido de la iniciativa.



He leído el informe y no he encontrado una opinión de las empresas. El Senador señor Bianchi estuvo en la Comisión, pues me impuse de un planteamiento de su parte. Asistió también el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Rodrigo Ramírez. Mas no observo cuál es el parecer de ellas. No sé si fueron invitadas o no.



Por mi parte, presenté una moción para que en el tratamiento de los proyectos de ley sean invitados siempre los actores principales, que son o los usuarios o las empresas o los beneficiarios o, en definitiva, aquellos cuyos intereses puedan resultar dañados.



Espero que las entidades estén concordes y actúen en consecuencia. Hubiera sido interesante conocer su posición. Entiendo que había urgencia, pero me preocupa que se pueda alegar después que no tuvieron ocasión de expresarse. Además, están asociadas, mantienen un lobby fenomenal y son muy importantes en materia de usuarios. Debe de haber más de cuarenta millones de celulares en Chile. Me inquieta que podamos acoger un proyecto que no contenga algunos elementos necesarios para aprobarlo.



Entiendo que si en algún minuto las empresas deciden formular observaciones a la moción que nos ocupa, de los colegas Girardi, Letelier, Matta y Ossandón, lo harán en la Cámara de Diputados. Me hubiera gustado que hubiesen sido invitadas al Senado, para el efecto de ajustar ese parecer en el debate. Lo más probable es que el proyecto vuelva en tercer trámite producto de lo mismo. Abrigo la convicción de que van a hacer valer su legítimo derecho a presentar opiniones. Hubiéramos podido resolver acá. Siempre es conveniente que el texto salga lo más afinado, debatido y profundizado posible en la rama del Congreso donde nace.



Voto a favor, porque la iniciativa presenta un sentido correcto en cuanto a proteger el derecho del usuario, particularmente en materia de comunicaciones en situaciones de emergencia. Y no me refiero solo a grandes desastres naturales, sino también a casos de aislamiento que impiden la comunicación oral.



¡Patagonia sin represas! 



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP! 


He dicho.
El señor TUMA (Presidente accidental).- Proponen que se abra la votación.



Se tocarán los timbres.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Todavía no.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, quiero informarle, por su intermedio, al Senador señor Navarro que las empresas fueron escuchadas por la Comisión con motivo del primer informe. Este es el segundo.

El señor PROKURICA.- ¿Qué opinaron?

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Están de acuerdo, porque es un asunto de coordinación.

El señor PROKURICA.- La cuestión está resuelta, entonces.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Lo que ocurre es lo siguiente: está resuelta en la realidad, pero no hay una norma que lo garantice. Este es el motivo por el cual quienes presentaron el proyecto quisieron traducirlo en una disposición que sea obligatoria.



Es importante señalar que el propósito del texto es establecer, ante situaciones de emergencia o de catástrofe, la obligación de provisión de roaming automático nacional entre concesionarios del servicio público de telefonía móvil y de transmisión de datos, de manera que los usuarios afectados puedan contar con servicio público de voz e Internet independientemente de la compañía a la cual se encuentren suscritos.



En efecto, se establece que, ante la ocurrencia de situaciones de emergencia, los operadores y los concesionarios de servicio público de telefonía móvil y de transmisión de datos que dispongan de infraestructura para la prestación de servicios de telefonía e internet móvil que se encuentre operativa estarán obligados a proveer el servicio de roaming para mensajería SMS y para llamadas a numeración de emergencia, así como nuevas tecnologías, servicios o aplicaciones, según lo determine un reglamento de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, hacia los concesionarios que hayan visto comprometida la operación de su infraestructura de telecomunicaciones en la zona geográfica afectada por la emergencia.


Lo anterior, sin perjuicio de las responsabilidades que procedan respecto de los concesionarios que vieron afectada tal infraestructura.



Ocurre que muchas veces, tal como lo señaló el Senador Girardi en su momento, algunas torres se caen por este tipo de situaciones y otras empresas tienen que entrar a solucionar el problema.



En seguida, se dispone que el precio del servicio de roaming en situación de emergencia entre concesionarios sea similar al precio promedio del servicio de roaming nacional, lo que será verificado por un reglamento de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, el cual deberá considerar como parámetros, al menos, la información de las ofertas y los contratos vigentes a la fecha de su fijación.



Se subraya, a su turno, la expresa mención de que el concesionario cuya infraestructura se haya visto afectada por la emergencia no podrá traspasar ninguno de los costos del servicio de roaming a sus usuarios.



Por otra parte, se establece que mediante resolución fundada de la Subsecretaría del Interior se contemplará un listado de números telefónicos de organismos encargados de la gestión de emergencias y de autoridades con responsabilidades en tales casos, los cuales tendrán preferencia en materia de acceso, interconexión y encaminamiento. Además, se fijará otro listado de números telefónicos que utilizarán las autoridades responsables en la zona en situación de emergencia y solo mientras esta dure.



Dichos números -es importante señalarlo- tendrán prioridad de conexión de acuerdo con los términos reglamentariamente fijados por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.



A su vez, se fija que en situaciones de emergencia los concesionarios de servicio público de telefonía móvil y de transmisión de datos móviles deberán poner a disposición de los usuarios que no tuvieran saldo o estuvieran en situación de corte del servicio por no pago un número determinado de mensajes gratuitos de emergencia, lo que será regulado reglamentariamente.



Es importante puntualizar lo anterior, porque hay personas que carecen de recursos en esos momentos o están por cortarles el teléfono o no tienen saldo. Por lo tanto, las empresas deberán suministrarles un número determinado de mensajes de emergencia gratuitos, lo cual será regulado por el mismo reglamento.



Por último, se expresa que las obligaciones de provisión de roaming solidario entre concesionarios cesarán una vez que se restablezcan los servicios de aquella empresa cuya infraestructura se hubiera visto afectada.



Quise exponer lo que emanó de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones con el fin de que la Sala pueda disponer de una información bastante más cabal sobre el proyecto, cuya aprobación, ojalá por unanimidad, me parece fundamental.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, solo quiero hacer presente que ojalá no creemos expectativas.



Este es un proyecto bastante básico. El Ejecutivo llegó a un acuerdo con las empresas y la iniciativa apunta, según las condiciones, solo a los famosos SMS, en el sentido de que las compañías tengan la obligación de proveerlos ante una catástrofe.



A mi juicio, este es el piso mínimo -¡mínimo!- que debería existir.



Yo por lo menos era partidario de un proyecto mucho más exigente y de que se hubiera llegado a un acuerdo con las empresas para que permitieran todo tipo de roaming ante una catástrofe, pues creo que eso es lo que corresponde.



Eso obedece a una razón bien importante.



Muchas de las antenas que se encuentran en nuestro país fueron financiadas con fondos fiscales y pertenecen a las empresas que participaron en los respectivos concursos.



Por lo tanto, no se trata solo de si el usuario tiene o no tiene saldo. Lo lógico es que una persona que suscribió contrato con otra compañía y se halla en la mitad de un terremoto pueda usar cualquier roaming durante la emergencia.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Señores Senadores, se me ha pedido abrir la votación, sin perjuicio de seguir ofreciendo la palabra.

El señor BIANCHI.- Perfecto.

El señor TUMA (Presidente accidental).- En consecuencia, si les parece a Sus Señorías, así se procederá.



Acordado.



En votación las modificaciones propuestas por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



--(Durante la votación).

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, este es un buen proyecto, que se refiere a una situación que debió haberse resuelto hace tiempo, ya que nuestro país habitualmente sufre emergencias de la naturaleza y de otro tipo.



Por lo tanto, será una gran ayuda, tal como lo planteó acertadamente el Senador García-Huidobro, establecer la obligación legal respecto de una situación que técnicamente hoy día ya está funcionando.



Sin embargo, el Senador Ossandón expuso un tema que ha ido quedando debajo de la discusión y que en algún minuto se lo hice presente a la Ministra de Transportes. Hay numerosas antenas, especialmente en sectores rurales, que se han instalado con recursos del Estado. Originalmente se acordó que durante un año podían funcionar solamente para los usuarios que contrataban servicios con la empresa correspondiente, pero que, luego de ese lapso, las compañías tenían que abrir su señal para los usuarios del resto de las empresas.



Señor Presidente, eso no se ha cumplido.



A raíz de ello, algunas personas se han visto obligadas a contratar con una compañía específica. Esto también ocurre en sectores turísticos, donde llega una persona y ve que existe una antena -financiada con recursos del Estado-, pero no puede usar su celular ni puede hablar.



¿Por qué sucede eso? Porque hasta este minuto no se ha dado cumplimiento al compromiso de que aquellas torres que se financiaron con recursos del Estado podían atender durante un año solo a los clientes de la compañía específica, pero después de ese plazo se tenían que abrir a todos los usuarios, no importando si estos tenían o no contratos con esa empresa.



Creo que este es un problema que debiéramos plantear. Es preciso que ese acuerdo se cumpla, pues allí hubo una inversión con recursos del Estado y hoy día no se está cubriendo con servicio a todos los usuarios de telefonía.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro para fundar su voto.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, el Senador Prokurica tiene toda la razón.



Se han entregado recursos públicos para poner torres y antenas en lugares apartados de nuestro país. Así, en un sector determinada empresa se ganó la licitación; en otro, una distinta, y así sucesivamente.



Eso lo vemos fundamentalmente en las zonas de Aisén, de Los Lagos, etcétera.



¿Pero qué es lo que sucede? Algo que hemos planteado permanentemente en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones: no nos parece admisible llamar a licitación sin que exista el roaming automático.



Eso no ha ocurrido.



Nos han dicho que esta condición se va a incorporar en las próximas licitaciones.



Sin embargo, eso no sirve, pues las empresas obligan a las personas a tener dos o tres celulares, porque en ciertos lugares, fundamentalmente turísticos, se carece de cobertura. Esto también les sucede a pescadores que trabajan en naves que se transportan desde un lugar a otro, y como en algunas partes sus celulares no les sirven, deben tener uno o dos equipos más para poder comunicarse.



Ojalá, señor Presidente, en las próximas licitaciones el requerimiento mencionado se haga realidad. Lo hemos planteado hace años, pues se trata de recursos que pone el Estado a fin de que las empresas tengan un incentivo para construir y darles a los usuarios el servicio que corresponde en esos lugares.



Por eso, señor Presidente, ratifico lo que ha planteado el Senador Prokurica.



Estas son cosas importantes. Y uno no entiende cómo no se obliga aún a un roaming automático, sobre todo cuando son recursos del Estado los que se ponen a disposición de las empresas de telecomunicaciones.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor TUMA (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se aprueban las modificaciones propuestas por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones (14 votos favorables), queda aprobado el proyecto en particular y despachado en este trámite.



Votaron los señores Allamand, Bianchi, Coloma, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quinteros y Tuma.
REGULACIÓN PARA USO DE VIDRIOS OSCUROS O POLARIZADOS EN VEHÍCULOS MOTORIZADOS

El señor TUMA (Presidente accidental).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el numeral 1 del artículo 75 de la Ley de Tránsito, relativo al uso de vidrios oscuros o polarizados en vehículos motorizados, con segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


--Los antecedentes sobre el proyecto (10.645-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Ossandón y Matta):



En primer trámite: sesión 13ª, en 4 de mayo de 2016 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 43ª, en 30 de agosto de 2016.



Transportes y Telecomunicaciones (segundo): sesión 57ª, en 24 de octubre de 2017.



Discusión:



Sesión 50ª, en 27 de septiembre de 2016 (se aprueba en general).

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El proyecto fue aprobado en general en sesión de 27 de septiembre de 2016.



La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones deja constancia, para efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni modificaciones.



La Comisión realizó dos enmiendas al texto aprobado en general, las cuales acordó por unanimidad, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas.



Sus Señorías tienen a su disposición un boletín comparado en que se consigna, en la tercera columna, las modificaciones introducidas por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones en el segundo informe, y en la cuarta columna, el texto como quedaría de ser aprobadas.

El señor TUMA (Presidente accidental).- En discusión particular.



Ofrezco la palabra.



Puede intervenir el Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, el proyecto aparece muy banal, pero es muy muy importante.



Hoy día no está regulado el uso de los vidrios polarizados. Al no estar regulados o prohibidos en un cien por ciento, en gran parte de muchas zonas de nuestro país los vehículos usan sus vidrios polarizados en un cien por ciento.



Eso se ha transformado en algo muy peligroso para la seguridad de quienes realizan controles (funcionarios de Carabineros e Investigaciones) y, en definitiva, para cualquier persona.



En los sectores más complicados, donde hay mucha drogadicción, todos los autos están polarizados en un cien por ciento, incluidos los vidrios traseros, posteriores.



¿Qué busca el proyecto?



No persigue prohibir los vidrios polarizados, pero sí regular su uso. Por ejemplo, que el parabrisas delantero no pueda ser polarizado; que el vidrio trasero tenga un porcentaje de polarización menor que permita ver la parte de adelante cuando uno va detrás de un vehículo; y que en los vidrios laterales delanteros la polarización también sea de un porcentaje menor, como ocurre en función de las normas internacionales que se aplican en los países desarrollados.



En resumen: hay vidrios que pueden tener polarizado absolutamente oscuro, pero otros no, por razones de seguridad.



Eso está regido en muchos países. ¡Y aquí no se rige!



Entonces, estamos al arbitrio de las plantas de revisión técnica, que, en estricto rigor, debieran exigir sacar el cien por ciento del polarizado de los vidrios, cosa que no se hace.



Se acaba de enviar un instructivo al respecto, que mandó el Ministerio de Transportes cuando se presentó este proyecto, y empezó a quedar la grande por lo mismo, pues empezó a reclamar la gente que instala estos productos, que hoy día serían ilegales.



El sentido común nos dice que el uso de vidrios polarizados es importante. Incluso, muchos traen filtros que son buenos para la salud. Pero eso no significa que en un vehículo los vidrios en la parte delantera, lateral delantera y trasera puedan tener cien por ciento de oscuridad, porque eso atenta contra la seguridad del tránsito, de los funcionarios de Carabineros, etcétera. Por ejemplo, es imposible controlar a quienes están metidos en bandas de narcos, porque nadie sabe cuántas personas van adentro de los autos en que se trasladan.



Repito: lo que hace esta iniciativa es autorizar, bien regulado, acorde con las normas internacionales, el uso de vidrios polarizados.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, uno de los temas que se abordó en la Comisión fue el relativo a la seguridad.



Muchas personas ponen láminas de seguridad en sus vehículos, independientemente de que sean transparentes o no, porque a varios conductores los han asaltado en muchas esquinas: les han quebrado los vidrios para robarles las carteras, etcétera. Por ello, decidieron instalar este tipo de elementos.



Esta fue una discusión bastante compleja, porque el Ejecutivo señalaba, y con justa razón, que también se presenta un problema de seguridad, pues, en la eventualidad de que no se puedan abrir las puertas -ante un cortocircuito, un incendio-, dicho material impide que los vidrios se rompan.



Ese fue uno de los debates que tuvimos en el contexto del tema del uso de los vidrios polarizados.



Al final, resolvimos no legislar respecto de este tipo de medidas de seguridad que se están poniendo en muchos autos por el tema de la delincuencia. Por ello, solo se trabajó en lo relativo a los vidrios polarizados.



En general, la iniciativa en referencia pretende modificar la Ley de Tránsito para dar certeza a la ciudadanía sobre el adecuado uso de vidrios oscuros o polarizados, permitiendo el empleo de estos últimos en cuanto se encuentren enmarcados en las especificaciones técnicas que permitan la seguridad vial, fijadas en un reglamento que debe dictarse.



En esa línea, se modifica el número 1 del artículo 75 del citado cuerpo legal. Así, se establece que los vehículos motorizados estarán provistos de “Vidrios de seguridad que permitan una perfecta visibilidad desde y hacia el interior del vehículo” -repito: desde y hacia el interior del vehículo-, pero, sin perjuicio de ello, se dispone expresamente que el vehículo “Podrá contar con vidrios oscuros o polarizados que cumplan con los factores de transmisión regular de la luz u otras cualidades ópticas, y las certificaciones, establecidas en el reglamento” que a este efecto dicte el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.



Hoy día ustedes pueden ver que, inclusive, las tecnologías modernas permiten que un vidrio (por ejemplo, en el caso de los aviones) pueda quedar absolutamente oscuro, y da la impresión de que está de noche.



Esas son regulaciones, señor Presidente, que vendrán en los vehículos del futuro. Es decir, se va a regular la luz que ingresará a ellos, sea por razones de salud o de comodidad de las personas. ¡Y eso viene en los vehículos del futuro!



Por lo tanto, expresamente dejamos que un reglamento -la parte técnica- vaya adecuando las especificaciones de los elementos que aborda la norma que se estaría aprobando en el día de hoy, si ustedes lo estiman pertinente.



Voy a votar a favor del proyecto, pero dejando constancia de que el reglamento es el que debe ir estableciendo las normas en el momento correspondiente, porque las tecnologías van cambiando permanentemente.



En tal sentido, también tenemos que preocuparnos por el tema de la salud y los rayos ultravioleta, razón por la cual hay gente que ha oscurecido los vidrios de sus vehículos.



Pero, por otro lado, ustedes se han dado cuenta de que nadie sabe quién está adentro de los vehículos que utilizan vidrios polarizados.



Lo importante es que los vidrios delanteros y los laterales delanteros por ningún motivo estén polarizados. En el caso de los demás, que se ajusten a las normas que resuelva el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.



He dicho.

La señora MUÑOZ.- ¿Puede abrir la votación, señor Presidente?

El señor TUMA (Presidente accidental).- ¿Habría acuerdo para abrir la votación?



Acordado.



En votación las enmiendas introducidas por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



--(Durante la votación).

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, este tema es complejo, de largo debate.



El proyecto de ley es extremadamente sencillo, de artículo único.



Este dispone que un vehículo “Podrá contar con vidrios oscuros o polarizados que cumplan con los factores de transmisión regular de la luz u otras cualidades ópticas, y las certificaciones, establecidas en el reglamento.”.



¡O sea, estamos dejando todo al reglamento!



Porque, de la experiencia internacional (Argentina, Brasil, Estados Unidos), todos oscilan entre el 70 y el 75 por ciento de lo que se llama la “transmitancia de la luz”.



Entonces, al final, dónde y en qué porcentaje se permite la visibilidad, por motivos de seguridad ya sea hacia el exterior (para que no vayan camuflados quienes pretenden cometer un asalto) o hacia el interior del automóvil (para que las personas no sean asaltadas), va a depender del reglamento.



En consecuencia, le digo al Senador Ossandón que está claro que con el proyecto de ley le estamos señalando al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones: “¡Haga un reglamento!”.



Efectuamos el debate en la Comisión y lo estamos realizando hoy día en la Sala, pero la responsabilidad de determinar qué se va a hacer en definitiva se la dejamos a dicho Ministerio.



Yo he leído la opinión del Subsecretario de Transportes, quien señala que, efectivamente, hasta 2005 estaba prohibida la polarización de los vidrios en los vehículos y que esto comenzó a cambiar debido particularmente a la importación de vehículos 4x4, que traían ya incorporado de fábrica un menor grado de transmitancia o transparencia lumínica.



¡Pero ese no puede ser el factor decisivo! 



Tal situación también tiene que estar normada en el ingreso de vehículos.



El reglamento pertinente será discutido por un equipo de técnicos de alta calificación. Me preocupa que el proyecto de ley delegue tal responsabilidad en dicho equipo. 



Me hubiera gustado contar con una opinión más clara de los organismos de seguridad -como Carabineros y PDI- y de las concesionarias de carreteras, para establecer en la iniciativa al menos un criterio en esta materia, en lugar de dejar el cien por ciento del impacto real de esta futura ley en manos de un comité técnico que va a fijar un reglamento.



Lo digo porque, no en pocas ocasiones, los reglamentos han ido en la línea contraria de lo que hemos aprobado como norma legal. Y, al final, queda la sensación de que evitamos hacer la pega producto de que es demasiado técnica.



Señor Presidente, no sé si es extremadamente necesario votar hoy este proyecto de ley. Me hubiera gustado tener a la vista, a lo menos, un informe de los organismos de seguridad, cuya tarea es proteger a los que están dentro y fuera de los automóviles. Habría sido bueno que pudieran determinar cuáles son los elementos básicos que debiera contener el reglamento. 



El artículo único propuesto delega en un reglamento todas las certificaciones que debe contemplar la norma, ¡a pesar del debate!



Estamos aprobando una iniciativa que deja la responsabilidad de establecer lo que será la ley íntegramente a un reglamento. 



Las más de las veces hemos dicho: “Estos son los lineamientos generales; de esto no puede pasar la norma reglamentaria”, porque hemos hecho una evaluación. ¿Con quién debió hacerse en este caso? Bueno, con el Automóvil Club, con las entidades que agrupan a los ciudadanos que usan vehículos y también con las policías. 



El elemento central es la seguridad. Yo coincido: ¡es la seguridad! 



Los vidrios polarizados protegen a los que van al interior del automóvil de los asaltos en las esquinas, de los robos a las carteras. Pero también generan desprotección cuando los vehículos son utilizados en la comisión de un delito: ponen en riesgo a las policías, pues estas no saben cuántas personas van dentro ni quiénes son. 



Habría preferido, señor Presidente, tener a la vista en el informe una propuesta de la PDI, de Carabineros de Chile, del Automóvil Club. ¡De la SIAT! Si la polarización de vidrios afecta la seguridad, debiera ser abordada por el organismo encargado de los accidentes del tránsito: la SIAT. 



El efecto de la polarización, al restringir o no la visibilidad al conducir, es un elemento que hay que incorporar.



No sé si es posible, señor Presidente, acceder a lo que solicito. Usted ya puso en votación la iniciativa. 



Yo me abstendré porque son muchas las dudas e incertidumbre que me genera el texto propuesto. No hay claridad en torno a lo que el reglamento definitivamente va a señalar.



El proyecto está bien orientado, pero mal definido en su redacción. Me abstengo y espero que en algún minuto se pueda tener una opinión técnica más específica.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor TUMA (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se aprueban las enmiendas propuestas por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones (9 votos a favor, 1 en contra y 3 abstenciones), quedando la iniciativa aprobada en particular y despachada en este trámite.


Votaron por la afirmativa los señores Allamand, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Montes, Ossandón, Prokurica y Tuma.


Votó por la negativa el señor Pizarro.


Se abstuvieron la señora Muñoz y los señores Navarro y Quintana.

El señor QUINTEROS.- Agregue mi voto afirmativo, señor Presidente.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Queda constancia de la intención de voto favorable del señor Senador.

NUEVAS OBLIGACIONES A PROVEEDORES DE CRÉDITO Y A EMPRESAS DE COBRANZA EXTRAJUDICIAL. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor TUMA (Presidente accidental).- A continuación, vamos a tratar el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto que modifica el artículo 37 de la ley Nº 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, a fin de establecer nuevas obligaciones a los proveedores de crédito y a las empresas de cobranza extrajudicial.


La propuesta de la Comisión Mixta es unánime y dice relación con la información que dichas empresas deberán remitir a sus deudores y con el modo de entregarla.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.226-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Ossandón, Guillier y Tuma):


En primer trámite: sesión 40ª, en 5 de agosto de 2015 (se da cuenta).


En tercer trámite: sesión 26ª, en 4 de julio de 2017.


Informes de Comisión:


Economía: sesión 58ª, en 6 de octubre de 2015.



Economía: sesión 32ª, en 18 de julio de 2017.



Mixta: sesión 58ª, en 25 de octubre de 2017. 



Discusión:



Sesión 89ª, en 6 de enero de 2016 (se aprueba en general y en particular); 42ª, en 5 de septiembre de 2017 (se rechazan las modificaciones de la Cámara de Diputados y el proyecto pasa a Comisión Mixta).
El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte del Senado, en el tercer trámite constitucional, de la totalidad de las enmiendas efectuadas por la Cámara de Diputados en el artículo único de la iniciativa, consistentes en el reemplazo de su encabezamiento; en la introducción de un número 1 y un número 2, nuevos; en las modificaciones realizadas al contenido del artículo único del Senado, que pasó a ser número 3, y en la incorporación de un artículo transitorio.



La Comisión Mixta, como forma de resolver las diferencias entre ambas Cámaras, propone la aprobación de un texto que recoge las enmiendas efectuadas por la Cámara Baja en los números 1 y 2, nuevos, y que, en relación con las modificaciones planteadas en el número 3, contempla una norma de silencio inverso en favor del consumidor, en el sentido de que este deberá ser informado de su derecho de requerir el envío por escrito de la información que detalla el proyecto y que, en caso de que el consumidor guarde silencio al respecto y una vez transcurridos quince días desde que la información fue entregada, la empresa deberá enviársela por escrito. En lo demás se conserva el texto propuesto por el Senado, con algunos ajustes formales.



La Comisión Mixta acordó dicha proposición por la unanimidad de sus miembros presentes.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición figuran la proposición de la Comisión Mixta y el texto como quedaría de aprobarse aquella.



Nada más, señor Presidente.

El señor TUMA (Presidente accidental).- ¿Habría acuerdo para abrir la votación?

La señora ALLENDE.- Toque los timbres, señor Presidente.

El señor OSSANDÓN.- Pido la palabra.

El señor TUMA (Presidente accidental).- La tiene, señor Senador.

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, este es un proyecto muy simple, que busca que las empresas de cobranza tengan la obligación de informar a los deudores antes de ejecutar.



Muchas personas reciben llamadas por teléfono, mails, mensajes por WhatsApp con amenazas y otras formas de cobranza que no son judiciales. 



La iniciativa obliga a las empresas a informar, antes de cursar cualquier cobranza, los derechos que les asisten a los consumidores.



Así de simple.

El señor TUMA (Presidente accidental).- No tengo más inscritos.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Quienes estén de acuerdo con el informe de la Comisión Mixta votan a favor.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor TUMA (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición de la Comisión Mixta (13 votos) y queda despachado el proyecto en este trámite.



Votaron la señora Allende y los señores Allamand, Coloma, García, García-Huidobro, Lagos, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros y Tuma.
El señor TUMA (Presidente accidental).- Por haberse cumplido su objetivo, se levantará la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



Al señor Ministro de Defensa Nacional, en relación con DERRAME DE COMBUSTIBLE EN BAHÍA DE SAN ANTONIO, CONCESIÓN MARÍTIMA EN FAVOR DE COFRADÍA NÁUTICA DEL PACÍFICO Y CONSERVACIÓN DE SANTUARIO DE LA NATURALEZA ISLOTE PÁJARO NIÑO Y PINGüINO DE HUMBOLDT.



Al señor Alcalde de Cartagena, a fin de que remita información acerca de ESTADO DE CONSERVACIÓN DE ESTERO SAN SEBASTIÁN, CON MIRAS A DESARROLLO DE PROYECTO “CONSTRUCCIÓN Y HABILITACIÓN DE SENDEROS Y MIRADORES ESTERO CARTAGENA”.



Al señor Director de Obras Hidráulicas, para que indique MEDIDAS GUBERNATIVAS ADOPTADAS EN ZONA DE PETORCA Y ACONCAGUA, REGIÓN DE VALPARAÍSO, EN EL MARCO DE ACCIONES E INVERSIONES REALIZADAS Y PROYECTADAS EN GESTIÓN DE RECURSOS HÍDRICOS A RAÍZ DE DENUNCIAS EFECTUADAS POR ONG EUROPEAS.



A la señora Seremi del Medio Ambiente de Valparaíso, con el objeto de que señale ORIGEN Y CAUSANTE DE DERRAME DE COMBUSTIBLE EN BAHÍA DE SAN ANTONIO, ASÍ COMO RIESGOS ECOLÓGICOS PARA SANTUARIO DE LA NATURALEZA ISLOTE PÁJARO NIÑO Y PINGÜINO DE HUMBOLDT, Y POSIBLES SANCIONES PARA RESPONSABLE.


Y al señor Director del Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio, para que informe sobre ESTADO DE TRAMITACIÓN DE CONTRATACIÓN DE SERVICIOS DE IMPLEMENTACIÓN DE PROYECTO SIDRA PARA REGISTRO CLÍNICO ELECTRÓNICO INTEGRADO.



Del señor BIANCHI:



Al señor Ministro de Hacienda, a fin de solicitarle ATENCIÓN DE PLIEGO 2017-2018 “PROPUESTA DE REAJUSTE Y MEJORAMIENTO DE LAS CONDICIONES LABORALES NEGOCIACIÓN DEL SECTOR PÚBLICO, CENTRALIZADO Y DESCENTRALIZADO”.



Del señor CHAHUÁN:



A la señora Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, con el objeto de que informe INICIO DE PROCESO DE LICITACIÓN DE SISTEMA DE MOVILIZACIÓN COLECTIVA DENOMINADO “TRANSVALPARAÍSO”.



Al señor Superintendente de Seguridad Social, a fin de que indique RAZONES DE CAJA DE COMPENSACIÓN DE ASIGNACIÓN FAMILIAR LOS ANDES PARA NO INTEGRAR EN CUENTA INDIVIDUAL DE AFILIADOS EL UNO POR CIENTO DE SU PENSIÓN NI HACER DEVOLUCIÓN DE ÉL.


Al señor Vicepresidente de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, solicitándole INCLUSIÓN DE ASIGNACIÓN DE PELIGROSIDAD EN PENSIÓN DE RETIRO DE DON HÉCTOR LIBORIO SILVA CAROCA.


Y al señor Director de Obras de la Municipalidad de Concón, pidiéndole diversos antecedentes sobre CONSTRUCCIÓN DE EDIFICIO DE CALLE LAS PELARGONIAS Nº 1045, SECTOR BOSQUES DE MONTEMAR.



Del señor DE URRESTI:



Al señor Ministro de Obras Públicas, para que informe acerca de SITUACIÓN DE HUMEDAL UBICADO ENTRE CALLES MUÑOZ HERMOSILLA, CARLOS KRAHMER, MANUEL MONTT Y SAN MARTÍN, EN VALDIVIA.


A la señora Ministra de Salud, solicitándole remitir antecedentes vinculados a DECISIÓN DE DECRETAR ALERTA SANITARIA EN REGIONES DE LA ARAUCANÍA, LOS RÍOS Y LOS LAGOS POR BROTE EPIDÉMICO DE DENOMINADA “FIEBRE Q”; en torno a INVERSIÓN MINISTERIAL EN ÚLTIMO LUSTRO PARA PROGRAMA NACIONAL DE TRASPLANTE DE MÉDULA ÓSEA, y referentes a REQUISITOS PARA RECONOCIMIENTO A HOSPITAL BASE DE VALDIVIA COMO CENTRO DE REFERENCIA PARA TRASPLANTES DE MÉDULA ÓSEA EN ZONA SUR DE CHILE.



Al señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social, pidiéndole RESPUESTA PARA DON JAIME ÁLVAREZ CASTILLO, DE VALDIVIA, SOBRE SOLICITUD DE BENEFICIO COMO EXONERADO POLÍTICO.



Y a la señora Contralora Regional de Los Ríos, demandándole información acerca de TRAMITACIÓN DE ORDENANZA COMUNAL DE PROTECCIÓN DE HUMEDALES EMANADA DE MUNICIPALIDAD DE VALDIVIA.



Del señor GARCÍA:



Al señor Alcalde de Temuco, requiriéndole antecedentes en cuanto a FUENTE DE FINANCIAMIENTO PARA PROYECTO DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE VILLA ALTOS DEL SOL, SECTOR LABRANZA, y con relación a CRONOGRAMA DE REMODELACIÓN DE MERCADO MUNICIPAL Y ORIGEN DE RECURSOS PARA CADA ETAPA.



Al señor Contralor Regional de La Araucanía, para pedir antecedentes sobre DIFICULTADES EN PROYECTO DE MEJORAMIENTO DE INTERCONEXIÓN VIAL TEMUCO-PADRE LAS CASAS.



Y al señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de La Araucanía, a fin de formular consultas acerca de PROYECTO DE MEJORAMIENTO DE INTERCONEXIÓN VIAL TEMUCO-PADRE LAS CASAS, COMO TAMBIÉN SOLICITUD DE COPIA ÍNTEGRA DE LIBRO DE OBRA.



Del señor GIRARDI:



Al señor Director del Instituto Nacional de Derechos Humanos, para que se informe en cuanto a EFICACIA DE NORMATIVA SOBRE TRATA DE PERSONAS, CUMPLIMIENTO DE ESTÁNDARES INTERNACIONALES Y EVENTUALES IRREGULARIDADES, TRABAS O VACÍOS EN CUMPLIMIENTO DE CONDENAS POR ESTE TIPO DE DELITOS.



Y a la señora Directora del Hospital de Quilpué, solicitándole información sobre EXISTENCIA DE PROTOCOLOS PARA ENTREGA DOMICILIARIA DE CILINDROS Y CONCENTRADORES DE OXÍGENO A PACIENTES OXIGENODEPENDIENTES POR PARTE DE EMPRESA AIR LIQUIDE S.A.


Del señor GUILLIER:



Al señor Ministro Secretario General de la Presidencia, consultándole por AVANCES EN MATERIA DE RÉGIMEN PREVISIONAL DE PERSONAL NO UNIFORMADO DE GENDARMERÍA DE CHILE.


Y al señor Ministro de Justicia y Derechos Humanos, preguntándole por RAZONES DE IMPLEMENTACIÓN DE “NUEVOS PROGRAMAS DE REPRESENTACIÓN JURÍDICA” PARA MENORES Y FUTURO DE ACTUALES PROGRAMAS, EXISTENTES DESDE HACE MÁS DE 13 AÑOS.


Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Obras Públicas, requiriéndole antecedentes detallados acerca de PUENTES Y OBRAS PÚBLICAS A MEDIO TERMINAR EN CHILE.


Y a los señores Ministro de Obras Públicas y Seremi de Obras Públicas del Biobío, solicitándoles informe sobre LOCALIDADES QUE SERÁN BENEFICIADAS POR TRAMOS DE PUENTES MECANO Y UBICACIÓN DE LOS CUATRO PUENTES CUYA INSTALACIÓN SE ESPERA ANTES DE FINALIZAR EL PRESENTE AÑO.


Del señor PROKURICA:



Al señor Ministro de Relaciones Exteriores, solicitándole diversos antecedentes sobre PAGO DE “DEUDA HISTÓRICA” A PROFESORES, DE CONFORMIDAD A LO SEÑALADO POR LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS.



Del señor TUMA:



A la señora Ministra de Bienes Nacionales, para que informe sobre EVENTUAL VULNERACIÓN DE DERECHOS POR DESTINACIÓN DE INMUEBLE FISCAL A MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL EN TERRITORIO ANCESTRAL DE COMUNIDAD AYMARA EN COMUNA DE PUTRE.


Y al señor Director General de Aeronáutica Civil, consultándole por POSIBLE VULNERACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES A CIUDADANO SIRIO-VENEZOLANO CHABLI AL SEHNAWI Y SU FAMILIA, A RAÍZ DE EXIGENCIA DE AEROLÍNEA COPA DE COMPRAR PASAJES DE SALIDA PARA LA VENTA DE PASAJES DE INGRESO A CHILE.


De la señora VON BAER:



A los señores Ministro de Obras Públicas y Presidente del Consejo Superior de ASMAR, consultándoles por DISEÑO DE PLAN DE DRAGADO DE RÍO VALDIVIA PARA 2018 Y ESTADO DE REPARACIÓN DE DRAGA ERNESTO PINTO LAGARRIGUE.



Y al señor Presidente del Directorio de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, requiriéndole GESTIONES PARA IMPLEMENTACIÓN DE TRENES DE ACERCAMIENTO ENTRE LOCALIDADES DE MÁFIL, SAN JOSÉ DE LA MARIQUINA Y VALDIVIA Y ENTRE COMUNAS DE LOS LAGOS Y DE VALDIVIA.
)------------(

El señor TUMA (Presidente accidental).- Se levanta la sesión.


--Se levantó a las 18:31.







Manuel Ocaña Vergara,
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SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 365ª

ACTAS APROBADAS
SESIÓN 55ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 18 DE OCTUBRE DE 2017


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Andrés Zaldívar; del Vicepresidente Honorable Senador señor Guido Girardi y accidental de los Honorables Senadores señores Ricardo Lagos y Eugenio Tuma.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros; Walker, Ignacio y Walker, Patricio.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor de la Fuente; Secretaria General de Gobierno, señora Narváez; y de Obras Públicas, señor Undurraga. Además el Coordinador de Concesiones de Obras Públicas, señor Abedrapo; y el Jefe de Asesores del Ministro de Obras Públicas, señor Álvarez.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los subrogantes, señores José Luis Alliende Leiva y Julio Cámara Oyarzo, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 36.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 50ª, ordinaria, del día 4 de octubre; 51ª, especial, y 52ª, ordinaria, ambas del día 10 de octubre; que no han sido observadas.

- - -

CUENTA

Mensajes

Veintidós de S.E. la Presidenta de la República


Con los doce primeros, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1) Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


2) Proyecto de ley que instaura el día 12 de marzo de cada año como el Día Nacional del Trabajador Papelero (Boletín N° 8.875-13).


3) Proyecto de ley que determina conductas terroristas y su penalidad y modifica los Códigos Penal y Procesal Penal (Boletines N°s 9.692-07 y 9.669-07, refundidos).


4) Proyecto de ley que establece un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez (Boletín N° 10.315-18).


5) Proyecto de ley que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (Boletín N° 10.482-21).


6) Proyecto de ley que crea el Ministerio de Pueblos Indígenas (Boletín N° 10.687-06).


7) Proyecto de ley que crea un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería (Boletín N° 10.995-08).


8) Proyecto de ley que modifica la ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, con el objeto de eliminar la distinción entre empleados y obreros (Boletines N°s 11.053-13 y 11.103-13, refundidos).


9) Proyecto de ley que modifica el Código Tributario con el objeto de establecer un plazo para informar al Servicio de Impuestos Internos las modificaciones importantes de los datos de la declaración de inicio de actividades (Boletín N° 11.120-05).


10) Proyecto de ley que regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales (Boletín N° 11.200-06).


11) Proyecto de ley que otorga una bonificación adicional por retiro al personal académico, directivo y profesional no académico de las universidades del Estado y faculta a las mismas para conceder otros beneficios transitorios que indica (Boletín N° 11.271-04).


12) Proyecto de ley que incorpora diversas medidas de índole tributaria (Boletín N° 11.404-05).


Con los diez siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes asuntos:


1) Proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito y la ley N°18.287, con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales (Boletín N° 10.125-15).


2) Proyecto de ley que previene y sanciona los conflictos de intereses, y modifica normas sobre inhabilidades e incompatibilidades en el ejercicio de la función pública (Boletín N° 10.140-07).


3) Proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito, para incorporar disposiciones sobre convivencia de los distintos medios de transporte (Boletín       N° 10.217-15).


4) Proyecto de ley que reduce los aranceles para la importación de mercancías que contribuyen al crecimiento verde y al desarrollo sostenible (Boletín N° 10.394-05).


5) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Tratado sobre el Comercio de Armas de las Naciones Unidas”, adoptado en Nueva York, el 2 de abril de 2013 (Boletín N° 10.480-10).


6) Proyecto de ley que crea el Consejo Nacional y los Consejos de Pueblos Indígenas (Boletín N° 10.526-06).


7) Proyecto de ley que modifica la ley N°20.357, que tipifica crímenes de lesa humanidad y genocidio y crímenes y delitos de guerra, para incorporar el delito de agresión y extender los crímenes de guerra a conflictos no internacionales (Boletín Nº 10.665-07).


8) Proyecto de ley que crea el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación (Boletín N° 11.101-19).


9) Proyecto de ley que crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil e introduce modificaciones a la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal de adolescentes, y a otras normas que indica (Boletín N° 11.174-07).


10) Proyecto de ley que regula la declaración de un día como feriado regional (Boletín N° 11.349-06).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Moción


Del Honorable Senador señor Guillier, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal, para regular la revocación del acuerdo reparatorio (Boletín Nº 11.481-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y modifica las normas que señala.

(Boletín N° 10.126-15).


El Presidente pone en discusión en general y en particular el proyecto de la referencia.


El Secretario General (S) informa que el Ejecutivo ha hecho presente la urgencia para su despacho con calificación de “simple”.


Agrega que los principales objetivos de la iniciativa son crear la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, incorporándola dentro de la estructura formal del Ministerio de Obras Públicas; adecuar y modificar algunos aspectos de la Ley de Concesiones de Obras Públicas, ampliando las atribuciones del panel técnico, y regular el traspaso del personal de la Unidad de Coordinación de Concesiones a la Dirección General que se crea, que se compensa mediante asignaciones especiales a la antigüedad de dichos trabajadores, a fin de evitarles un detrimento patrimonial.


Añade que la Comisión de Obras Públicas discutió este proyecto en general y en particular en virtud del acuerdo adoptado por la Sala con fecha 12 de abril de 2017. Aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, De Urresti, Horvath y Walker, Ignacio. Lo aprobó en particular con las enmiendas y por las votaciones que consigna en su informe.


A la vez, indica que la Comisión de Hacienda, por su parte, se pronunció acerca de los artículos 1, numeral 2) -correspondiente a los artículos 22 bis y 22 ter de la ley; 3, números 1 -letra b, ordinal iii)- y 2; 4 y 5, permanentes; y respecto a los artículos primero, segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto, transitorios, y no introdujo enmiendas al texto despachado por la Comisión de Obras Públicas.


Enseguida el Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella el Ministro de Obras Públicas, señor Undurraga; y los Honorables Senadores señores Coloma y De Urresti.


El Presidente pone en votación en general y en particular la iniciativa de la referencia, y previo acuerdo unánime de la Sala, también se incluye una indicación del Ejecutivo presentada durante la sesión.


El resultado es de 28 votos a favor y 1 pareo.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Prokurica.


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señores García, Pérez Varela, Tuma y Pizarro,  señora Allende, señor Guillier, señora Pérez San Martín y señores Navarro; Walker, Ignacio y Lagos.


Interviene durante la votación el Honorable Senador señor Prokurica.


El Presidente declara aprobada en general y en particular la iniciativa.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el siguiente:


“Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 850, de 1997, del Ministerio de Obras Públicas:


1. Elimínase la letra g) del artículo 14.


2. Incorpóranse los siguientes artículos 22 bis, 22 ter y 22 quáter, nuevos:


“Artículo 22 bis.- Créase la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, dependiente del Ministerio de Obras Públicas, que tendrá como objeto la ejecución, reparación, mantención, conservación y explotación de obras públicas fiscales conforme al artículo 87, y la provisión de equipamiento o la prestación de servicios asociados conforme a lo establecido en el decreto supremo N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, como también la fiscalización del debido cumplimiento de las normas legales y administrativas aplicables a los contratos de concesión, sin perjuicio de las demás funciones que le encomienden las leyes.


La Dirección General de Concesiones de Obras Públicas será un servicio que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.


La Dirección General de Concesiones de Obras Públicas estará a cargo de un Director General, que tendrá la calidad de alto directivo público, de conformidad a las normas contenidas en el Título VI de la ley N° 19.882, y estará bajo la dependencia del Ministro de Obras Públicas.


El personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas se regirá por las disposiciones de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, y en materia de remuneraciones, por las normas del decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria.


Artículo 22 ter.- Para el cumplimiento de su objeto, corresponderán al Director General de Concesiones de Obras Públicas las siguientes funciones y atribuciones:


a) Someter a la aprobación del Ministro de Obras Públicas la propuesta de ejecución, reparación, mantención, conservación o explotación de obras públicas fiscales por el sistema regulado en el artículo 87 y en la Ley de Concesiones de Obras Públicas. El Ministro de Obras Públicas someterá a la aprobación del Presidente de la República la propuesta, la que deberá contar con informe del Ministerio de Hacienda.


Para el ejercicio de esta facultad podrá requerir a las demás direcciones operativas del Ministerio de Obras Públicas la asesoría técnica de las obras que sean sometidas al sistema de concesiones de obras públicas.


b) Dirigir y coordinar la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y de sus divisiones y la organización interna de ésta.


c) Representar para todos los efectos legales a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, tanto en el ámbito judicial como extrajudicial.


d) Contratar estudios, proyectos, ejecución de obras y asesorías en la forma que determine la ley. Asimismo, podrá celebrar los actos y contratos que sean necesarios para el cumplimiento de las funciones que le corresponden a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas. 


e) Velar por el adecuado y correcto cumplimiento de los contratos de concesión en sus diferentes etapas, en virtud de lo dispuesto en la Ley de Concesiones de Obras Públicas, su reglamento, el contrato de concesión, las bases de licitación y los actos administrativos que conforman el contrato de concesión, como también en las demás leyes y reglamentos que le fueren aplicables.


f) Fomentar, promover y difundir ante inversionistas públicos o privados, nacionales o extranjeros, la asociación público-privada en materia de infraestructura, en coordinación con las demás instituciones competentes en esta materia.


g) Presentar al Ministro de Obras Públicas, para su aprobación, dentro del primer trimestre de cada año, el plan de concesiones, con una proyección de cinco años de plazo. Este plan deberá ser previamente sometido a la consulta del Consejo de Concesiones y posteriormente enviado al Congreso Nacional para su conocimiento. 


Dicho plan contendrá una visión territorial, para lo cual sus proyectos contemplarán infraestructura en diferentes zonas del país, procurando un desarrollo armónico entre ellas.


h) Presentar al Ministro de Obras Públicas, dentro del primer trimestre de cada año, un informe de monitoreo y evaluación de la labor fiscalizadora en las etapas de ejecución, reparación, mantención, conservación o explotación de obras públicas, con su correspondiente plan de fortalecimiento. 


i) Estudiar, analizar y proponer al Ministro de Obras Públicas proyectos que puedan ser promovidos y ejecutados por el ministerio mediante el sistema de concesiones regulado por el artículo 87, sean éstos de iniciativa propia, de otros ministerios u organismos de la administración pública o de iniciativas privadas presentadas ante el Ministerio de Obras Públicas, de conformidad a la ley.


j) Evaluar, analizar y estructurar financieramente los proyectos en desarrollo, y contratar la asesoría de expertos en estructuración financiera, contractual y de garantías para las obras concesionadas. 


k) Proponer al Ministro de Obras Públicas las expropiaciones necesarias para la ejecución de las obras públicas fiscales y no fiscales por el sistema regulado a través del artículo 87. 


l) Destinar, comisionar y encomendar cometidos al personal de la Dirección General a su cargo, cuando deban llevarse a cabo en servicios distintos de aquel en que se encuentra nombrado el funcionario.


m) Aplicar las multas que procedan en conformidad a la Ley de Concesiones de Obras Públicas y su reglamento, al contrato de concesión, y a las demás leyes y reglamentos que le fueren aplicables. 


n) Delegar en funcionarios de su dependencia, previa aprobación del Ministro de Obras Públicas, atribuciones específicas para una o más regiones o localidades, cuando circunstancias calificadas, tanto de operación como de proyectos en estudio y en etapa de construcción, lo hagan necesario, pudiendo poner término a la delegación en cualquier momento.


En el acto de la delegación, el Director General de Concesiones de Obras Públicas determinará las facultades específicas que delega en el funcionario, el plazo de su desempeño y el ámbito territorial en que ejercerá su competencia.


ñ) Todas las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.


Artículo 22 quáter.- El Director General de Concesiones de Obras Públicas, en el mes de abril de cada año, en audiencia pública, rendirá cuenta de su gestión en la Dirección General.


En dicha cuenta se referirá a los resultados obtenidos en las actividades realizadas durante el período, incluyendo las estadísticas básicas que las reflejen, el uso de los recursos otorgados y las dificultades que se hubieren presentado, y dará a conocer las actuaciones de la Dirección General que se realizarán durante el período siguiente, incluido el grado de avance del plan a cinco años señalado en la letra g) del artículo 22 ter.”.


Artículo 2.- Desde la fecha de inicio de sus funciones, la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas asumirá la totalidad de las competencias, funciones y atribuciones que desempeñaba la Dirección General de Obras Públicas, por sí y a través de la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas, dispuestas en el decreto con fuerza de ley N° 850 de 1997, Ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, relacionadas con la Ley de Concesiones de Obras Públicas y, por tanto, estará encargada especialmente de continuar la gestión de los contratos de estudios, asesorías y concesión a través de sus etapas de proyecto, construcción y explotación, respecto de todos los contratos que, hasta la fecha de entrada en vigor de esta ley, tenían a su cargo.


Artículo 3.- Modifícase el decreto supremo N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, del siguiente modo:


1. Reemplázanse, todas las veces que aparecen, las expresiones “Director General de Obras Públicas” por “Director General de Concesiones de Obras públicas”, “Dirección General de Obras Públicas” por “Dirección General de Concesiones de Obras Públicas” y “DGOP” por “DGCOP”.


2. En el artículo 1 bis:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 1 bis.- Habrá un Consejo de Concesiones, de carácter consultivo, integrado por:


1.- Un consejero de libre designación y remoción conjunta por parte de los Ministros de Obras Públicas y de Hacienda, quien lo presidirá.


2.- Dos consejeros designados por el Ministro de Hacienda. El primero será un académico perteneciente a una facultad de Economía o de Economía y Administración, y el segundo pertenecerá a una facultad de Ciencias Jurídicas o de Ciencias Jurídicas y/o Sociales. Uno de ellos deberá pertenecer a una universidad con sede principal en una región distinta de la Región Metropolitana.


3.- Dos consejeros designados por el Ministro de Obras Públicas. El primero será un académico perteneciente a una facultad de Ingeniería Civil, y el segundo pertenecerá a una facultad de Arquitectura. Uno de ellos deberá pertenecer a una universidad con sede principal en una región distinta de la Región Metropolitana. 


4.- El Ministro de Obras Públicas.”.


b) Modifícase el inciso séptimo, como se indica:


i. Reemplázase en los literales a), b), c) y d) el punto y coma final por un punto y aparte.


ii. Sustitúyese en el literal e) la expresión “, y” por un punto y aparte. 


iii. Agréganse las siguientes letras g) y h):


“g) Modificar las características de las obras y servicios contratados, a objeto de incrementar los niveles de servicio y estándares técnicos establecidos en las bases de licitación, mediante la suscripción de un convenio complementario al contrato de concesión, cuando, separada o conjuntamente, dichas modificaciones superen el 10% del presupuesto oficial de la obra, ya sea durante la etapa de construcción o de explotación.


h) Establecer la política de peajes aplicables a todas las rutas y carreteras cuya explotación se regule al amparo de esta ley.”.


3. Intercálase en el artículo 20 el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto:


“Cuando las modificaciones a que se refiere este artículo, separada o conjuntamente, superen el 10% del presupuesto oficial de la obra, ya sea durante la etapa de construcción o explotación, deberán ponerse los antecedentes a disposición del Consejo de Concesiones para que informe al Ministerio de Obras Públicas sobre la conveniencia de dichas modificaciones.”.


4. En el artículo 36:


a) Agrégase en el inciso primero la siguiente oración final: “Asimismo, el Ministerio de Obras Públicas y una o más sociedades concesionarias, en forma conjunta o separada, podrán realizar consultas al Panel Técnico sobre las materias mencionadas anteriormente.”.


b) Intercálase en el encabezamiento del inciso cuarto, a continuación de la palabra “discrepancias”, la expresión “y consultas”.


Artículo 4.- Establécese una asignación especial para los funcionarios pertenecientes a la planta de profesionales de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, o que se encuentren asimilados a ella, en razón del desempeño de las funciones de regulación y fiscalización de la Dirección.


El monto de la asignación especial no podrá ser superior al 60% de la suma de las siguientes remuneraciones: 


a) Sueldo base.


b) Asignación de los artículos 17 y 18 de la ley N° 19.185.


c) Asignación del artículo 19 de la ley N° 19.185.


d) Asignación del artículo 6 del decreto ley N° 1.770, de 1977, según corresponda. 


La asignación especial será otorgada hasta un máximo de 72 funcionarios de aquellos a que se refiere el inciso primero, y el monto para cada uno de ellos será determinado por el Ministro de Obras Públicas, a propuesta del Director General de Concesiones de Obras Públicas, mediante decreto expedido anualmente bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas, visado por la Dirección de Presupuestos, el que deberá fundarse en criterios objetivos que considerarán los niveles de responsabilidad y complejidad de las funciones desempeñadas por los funcionarios.


La asignación especial se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable, y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración. Además, será incompatible con las asignaciones de los artículos sexagésimo quinto y septuagésimo tercero de la ley N° 19.882.


Artículo 5.- La asignación especial a que se refieren los artículos 4 y primero transitorio no podrá significar un gasto total anual superior a $545.000.000 (quinientos cuarenta y cinco millones de pesos), el que irá disminuyendo en razón de la cantidad de cupos que se extingan de acuerdo a lo establecido en el artículo primero transitorio.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- La asignación especial señalada en el artículo 4 de esta ley será otorgada, además, hasta a un máximo de 22 funcionarios a contrata asimilados a las plantas de Técnicos y de Administrativos de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas que a la fecha de su contratación cumplan con los siguientes requisitos copulativos: 


a) Haber prestado servicios a honorarios por a lo menos cinco años, continuos o discontinuos, en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas. 


b) Haberse encontrado prestando servicios en calidad de honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas al 30 de noviembre de 2016.


c) Que las labores desempeñadas a honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas hayan correspondido a la prestación de servicios para cometidos específicos y que sean de naturaleza habitual de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.


Los cupos a que se refiere el inciso anterior se asignarán por una única vez y se extinguirán cuando el personal a quien se le hubiere otorgado la asignación cese en sus funciones por cualquier causal, y no podrán reasignarse a otros funcionarios. Cada vez que dicho personal cese en sus funciones la Dirección General de Concesiones deberá comunicarlo a la Dirección de Presupuestos. La individualización de los funcionarios que percibirán la asignación especial y el monto que corresponda para cada uno de ellos serán determinados por el Ministro de Obras Públicas, a propuesta del Director General de Concesiones de Obras Públicas, mediante decreto expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas, visado por la Dirección de Presupuestos, considerando lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4.


Artículo segundo.- El Presidente de la República, sin sujetarse a lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882, podrá nombrar al primer Director General de Concesiones de Obras Públicas, quien asumirá de inmediato, por el plazo máximo de un año, en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública, y percibirá la asignación de alta dirección pública fijada para tal efecto.


El primer nombramiento de los cargos correspondientes al segundo nivel jerárquico de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas podrá realizarse sin sujetarse a lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882. Los funcionarios así designados asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año, en tanto se efectúan los procesos de selección pertinentes que establece la ley antes señalada, y percibirán la asignación de alta dirección pública fijada para tal efecto.


Durante el año de inicio de actividades de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, el personal a contrata podrá desempeñar funciones de carácter directivo que se le asignen mediante resolución fundada del Jefe de Servicio, en la que deberán precisarse las referidas funciones. Dicho personal no podrá exceder de 33 funcionarios. En los años siguientes se estará a lo que disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público respectiva.


Artículo tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que dentro del plazo de seis meses, contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Obras Públicas y suscritos también por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1. Fijar las plantas de personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y dictar todas las normas necesarias para su adecuada estructuración y operación. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8 de la ley Nº 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Asimismo, determinar los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882 y las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. Además, podrá establecer las normas para el encasillamiento en las plantas.


2. Disponer el traspaso de los funcionarios titulares de planta y a contrata desde la Dirección General de Obras Públicas a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, y podrá establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas.


3. Determinar la dotación máxima del personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


4. Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije, del traspaso y del encasillamiento que se practique y de la iniciación de actividades de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.


5. Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad señalada en el número 1 de este artículo no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.


6. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


b) No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.


c) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


7. Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde la Dirección General de Obras Públicas a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.


Artículo cuarto.- El personal que a la fecha de inicio de actividades de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas se encuentre prestando servicios a honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas podrá optar a modificar su calidad jurídica de honorarios a suma alzada por la de contrata, siempre que cumpla con los requisitos respectivos y otorgue previamente su consentimiento.


En la medida que el personal señalado en el inciso anterior cumpla con los requisitos respectivos y dé su consentimiento, las modificaciones de calidad jurídica señaladas en el inciso precedente alcanzarán un número máximo de 218 personas, las que deberán incluirse en la dotación máxima de personal del primer presupuesto que se fije para la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, a la vez que un número equivalente de personas deberá ser excluido del número máximo de personas a ser contratadas a honorarios fijado en las glosas presupuestarias correspondientes, asociadas a los subtítulos 21 y 24.


Los funcionarios que cambien de calidad jurídica de acuerdo a lo señalado en este artículo mantendrán sus remuneraciones brutas.


Artículo quinto.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y transferirá los fondos necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.


En el decreto señalado en el inciso anterior, se autorizará un máximo de 35 cupos para los efectos del artículo septuagésimo tercero de la ley N° 19.882. En los años siguientes, se estará a lo que dispongan las respectivas leyes de presupuestos del sector público.


Artículo sexto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Obras Públicas, Programa 12-02-08 Administración Sistema de Concesiones, y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos del Sector Público. Para los años posteriores, se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de presupuestos del sector público.


Artículo séptimo.- La integración del Consejo de Concesiones a que se refiere el artículo 1 bis del decreto supremo N° 900, del Ministerio de Obras Públicas, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, vigente a la fecha de publicación de la presente ley, se mantendrá por el plazo de un año contado desde dicha fecha.


Artículo octavo.- La política de peajes a que se refiere la letra h) del artículo 1 bis del decreto supremo N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, se aplicará a las rutas y carreteras cuyos contratos de concesión se celebren con posterioridad a la entrada en vigencia de esta ley.”.

----

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile.

(Boletín N° 6.191-19)


El Presidente informa que corresponde abordar el proyecto de la referencia, pero señala que el Comité Partido Unión Demócrata Independiente ha solicitado el aplazamiento de la votación.


El Presidente manifiesta que esta iniciativa quedará pendiente para la siguiente sesión.

----


Las enmiendas propuestas por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones al texto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

ARTÍCULO ÚNICO

Número 1)

Artículo 2°


- Sustituirlo por el que sigue:


1) Reemplázase el artículo 2° por el siguiente:


“Artículo 2°. Su objeto es establecer, operar y explotar servicios de televisión y de producción, emisión y transmisión de contenidos audiovisuales y de radiodifusión, cualquiera sea su formato, plataforma audiovisual o medio.


En general, podrá realizar todas las actividades propias de una concesionaria de servicios de telecomunicaciones, de televisión, de radiodifusión sonora, de servicios intermedios de telecomunicaciones y de servicios audiovisuales, con iguales derechos, obligaciones y limitaciones.


La empresa, a través de la programación de sus señales y el desarrollo de sus actividades y las de sus filiales, deberá velar por la efectiva realización de su misión pública, que incluye promover y difundir los valores democráticos, los derechos humanos, la cultura, la educación, la participación ciudadana, la identidad nacional y las identidades regionales o locales, la multiculturalidad, el respeto y cuidado del medio ambiente, la tolerancia y la diversidad.”.”.

Número 2)

Artículo 3°


- Sustituirlo por el que sigue:


2) Reemplázase el artículo 3° por el siguiente:


“Artículo 3°.- En el cumplimiento de los fines antes señalados, deberá sujetarse estrictamente al "correcto funcionamiento" que definen los incisos cuarto, sexto, séptimo y octavo del artículo 1° de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión.


El pluralismo y la objetividad deberán manifestarse en toda su programación y, muy especialmente, en los noticieros, programas de análisis o debate político.


Sin perjuicio de lo anterior, la empresa desarrollará un instrumento de planificación, denominado “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública”, que contendrá las orientaciones de programación para su señal principal, sus señales adicionales y sus filiales. El documento deberá ser aprobado por el Directorio, en sesión especialmente convocada al efecto, y será revisado cada cinco años. 


El “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública” deberá adecuarse al presupuesto de la empresa, así como a las exigencias derivadas de la responsabilidad financiera tanto de sí misma como de sus filiales. 


El documento deberá estar permanentemente a disposición del público en los sitios electrónicos de la empresa.


Anualmente, Televisión Nacional de Chile deberá exponer sobre la realización y avance del Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública, ante el Senado, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36.


La falta de aprobación y publicación en tiempo y forma de este instrumento acarreará la suspensión del derecho establecido en el artículo 11 de esta ley, por el período en que subsista el incumplimiento.”.”.

- - - - -

Número 3)

Artículo 4°


- Modificarlo de la siguiente forma:

- - - - -

Letra a), nueva


-Incorporar una nueva letra a), del siguiente tenor:


“a) Reemplázase el encabezado, la letra a) y la letra b) de su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 4°.- La administración de la empresa la ejerce un directorio compuesto de siete miembros, designados de la siguiente forma:


a) Un director de libre designación y remoción por parte del Presidente de la República, cuya idoneidad garantice el debido pluralismo en el funcionamiento de la empresa, y que se desempeñará como Presidente del directorio. 


b) Seis directores propuestos por el Presidente de la República al Senado para su aprobación. El Presidente hará la proposición en un solo acto, cuidando que el Directorio quede integrado en forma pluralista.”.”:

- - - - - -

Letra a)


- Pasó a ser letra b), sin enmiendas.

Letras b) y c)


- Eliminarlas.

- - - - - -

Número 4), nuevo

Artículo 4° bis, nuevo


- Intercalar un N° 4, nuevo, del siguiente tenor, reordenándose los demás de forma correlativa:


4) Intercálase el siguiente artículo 4° bis:


“Artículo 4° bis. Para ser nombrado Director de la empresa se deberá cumplir, a lo menos, con los siguientes requisitos:


1. Haber alcanzado la mayoría de edad.


2. Estar en posesión de un título profesional o técnico o licenciatura de carrera de, a lo menos, cinco semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, o de un título de nivel equivalente otorgado por una universidad extranjera, o acreditar alguna de las siguientes circunstancias:


a) Una experiencia profesional de, a lo menos, cinco años, continuos o no, como director, gerente, jefatura desde el tercer nivel jerárquico inclusive, administrador o ejecutivo principal en empresas, instituciones u organismos, públicos o privados; o académicos con destacada y reconocida trayectoria docente en Universidades reconocidas por el Estado, o


b) Contar con reconocidos méritos laborales y profesionales en la función pública o la gestión de empresas, los medios audiovisuales o de las comunicaciones, la educación o la cultura y las artes.


3. No estar afecto a las inhabilidades o incompatibilidades establecidas en los artículos 4° ter y 5°, respectivamente.”.

- - - - - -

Número 5), nuevo

Artículo 4° ter, nuevo


- Intercalar un N° 5, nuevo, del siguiente tenor, reordenándose los demás de forma correlativa:


5) Intercálase, luego del Subtítulo b), “De las inhabilidades y recusaciones de los Directores” el siguiente artículo 4° ter, nuevo:


“Artículo 4° ter. Se considerarán inhabilidades para ser designado en el cargo de Director las siguientes:


a) Haber sido condenado por crimen o simple delito. En caso que un Director en ejercicio sea acusado por crimen o simple delito, será suspendido de su cargo y del derecho establecido en el artículo 11, hasta que exista sentencia firme y ejecutoriada. De ser absuelto podrá volver a ejercer sus funciones por el tiempo que le faltare hasta cumplir su período. En caso de condena, cesará en su cargo por incurrir en una inhabilidad sobreviniente, precediéndose a nombrar su reemplazo por el tiempo restante.


b) Haber sido declarado fallido o condenado por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta o tener la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación, o haber sido administrador o representante legal de deudores condenados por delitos concúrsales establecidos en el Código Penal.


c) Haber sido sancionado por atentados contra la libre competencia, tanto personalmente como en caso de haber desempeñado funciones de administrador, ejecutivo o representante legal de la persona, natural o jurídica, sancionada de conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, que establece normas para la defensa de la libre competencia.


d) Haber sido sancionado por la Comisión para el Mercado Financiero, por infracciones graves a la ley N°18.045, de mercado de valores y la ley N°18.046, sobre sociedades anónimas, especialmente en lo relativo a los deberes de los Directores.


e) Tener un interés significativo en actividades que se enmarquen dentro del giro de Televisión Nacional de Chile.


Para estos efectos, se entenderá que tienen un interés significativo, entre otros, quienes por sí o a través de personas jurídicas en las que tengan control de su administración, de su cónyuge o conviviente civil, o de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad:


1. Tengan o adquieran, a cualquier título, participación en la propiedad de concesionarias de servicios de televisión de libre recepción o de servicios limitados de televisión, de empresas de producción de contenidos audiovisuales, de empresas de producción audiovisual publicitaria, de empresas de prestación de servicios televisivos que estén vinculadas a la explotación de una concesión de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción o servicios limitados de televisión, de sociedades o empresas que exploten concesiones de radiodifusión sonora, y en general, cualquier sociedad, empresa o entidad que desarrolle actividades que se enmarquen dentro del giro de la empresa establecido en los incisos primero y segundo del artículo 2°.


2. Mantengan relaciones contractuales con Televisión Nacional de Chile o con alguno de sus competidores respecto de actividades que se enmarquen dentro del giro de la empresa.


f) Haber sido afectado por la revocación a que se refiere el artículo 77 de la ley Nº 18.046, sobre sociedades anónimas, y


g) No tener antecedentes comerciales y tributarios intachables. Para estos efectos, se entenderá que una persona posee antecedentes comerciales intachables cuando no registre protestos vigentes de documentos no aclarados. Asimismo, se entenderá que una persona posee antecedentes tributarios intachables cuando no haya sido objeto de sanciones impuestas por el Servicio de Impuestos Internos durante los últimos 5 años, como tampoco haberse dictado sentencia de remate en juicio ejecutivo dictado en su contra durante el mismo período.”.

- - - - - -

Número 6), nuevo

Artículo 4° quáter, nuevo


- Intercalar un N° 6, nuevo, del siguiente tenor, reordenándose los demás de forma correlativa:


6) Intercálase, luego del artículo 4° ter, el siguiente artículo 4° quáter, nuevo:


“Artículo 4° quáter.- Los directores deberán abstenerse de participar y votar cuando se traten materias o asuntos en que puedan encontrarse implicados o respecto de los cuales mantengan algún interés, circunstancia de la cual se deberá informar al Directorio.


Se entenderá que concurre una causal de abstención, entre otras circunstancias, cuando:


1. Las decisiones o asuntos se refieran a los casos contenidos en el inciso tercero del artículo 44 de la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas.


2. La decisión que adopte pudiese afectar sus intereses, en los términos a que se refiere el artículo 7 de la ley N° 20.880, sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses, y el artículo 12 de la ley N° 19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.


3. Las decisiones, asuntos o negociaciones afecten a sociedades o entidades en las que se hubiere desempeñado en los últimos doce meses como director, administrador, gerente, trabajador dependiente o asesor, consejero o mandatario, ejecutivo principal o miembro de algún comité, como también de sus matrices, filiales o coligadas.


4. Las decisiones o asuntos a tratar pudieren afectar los intereses de su cónyuge, conviviente civil, o de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.


La dieta de director no se entenderá comprendida en las situaciones descritas.


En cualquier caso, el Directorio podrá establecer, en su normativa interna, los procedimientos y mecanismos que deberán adoptarse en materia de conflictos de interés. Lo anterior, sin perjuicio de los deberes generales de abstención para el ejercicio de la función pública establecidos en ésta y otras leyes.


El director afectado por una causal de abstención podrá asistir a la sesión en que se traten materias adicionales a aquella que lo implica, pudiendo participar en el tratamiento y resolución de éstas. Con todo, su asistencia no será considerada para los efectos de determinar el quórum en la resolución de la materia o asunto en la que pudiera tener interés o estar involucrado.


La ausencia del director que se haya abstenido de participar de una determinada sesión en virtud de alguna de las causales referidas en el presente artículo se entenderá, para todos los efectos de esta ley, como justificada.”.

- - - - - - -

Número 4)

Artículo 5°


- Reemplazar el N° 4, que ha pasado a ser 7), por el siguiente:


7) Reemplázase el artículo 5° por el siguiente:


“Artículo 5o.- El cargo de Director será incompatible con:


a) El cargo de diputado, senador, ministro del Tribunal Constitucional, ministro de la Corte Suprema, consejero del Banco Central, Fiscal Nacional del Ministerio Público, Contralor General de la República y cargos del alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.


b) El cargo de ministro de Estado, subsecretario, jefe de servicio o de alguna institución autónoma del Estado, embajador; gobernador regional, delegado presidencial regional y delegado presidencial provincial; alcalde y concejal; consejero regional; miembro del escalafón primario del Poder Judicial; secretario y relator del Tribunal Constitucional; fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones y su secretario-relator; miembro de los Tribunales Electorales Regionales, sus suplentes y sus secretarios-relatores; miembros de los demás tribunales creados por ley; y miembros de los órganos ejecutivos o de dirección, de los tribunales regionales o del Tribunal Supremo de los partidos políticos, candidatos a algunos de los cargos de elección popular cuya posesión constituye una inhabilidad para ejercer como Director, y miembros de las directivas nacionales de asociaciones gremiales o sindicales.


La incompatibilidad de los candidatos a cargos de elección popular regirá desde la inscripción de las candidaturas y hasta la respectiva elección. En el caso de los dirigentes gremiales y sindicales la incompatibilidad regirá hasta cumplidos seis meses desde la fecha de cesación en dichos cargos, y salvo en el caso del representante de los trabajadores de la empresa en el Directorio.


c) Los funcionarios de las superintendencias, de organismos públicos u otras instituciones del Estado que supervisen o fiscalicen a la Empresa, sus filiales o coligadas;


d) El cargo de ejecutivo o director en alguna empresa que desarrolle actividades que se enmarquen dentro del giro de Televisión Nacional de Chile establecido en los incisos primero y segundo del artículo 2°.


e) Las personas que se encuentren en alguno de los casos contemplados en el artículo 86 del Estatuto Administrativo, con la sola excepción del desempeño en cargos docentes de hasta media jornada.


f) El director ejecutivo, gerente general o ejecutivos relevantes de la Empresa o de sus filiales o coligadas.".

Número 5)

Artículo 6°


- Reemplazar el N° 5), que ha pasado a ser 8), por el siguiente:


8) Sustitúyese el artículo 6º por el siguiente:


“Artículo 6°.- Los Directores en quienes concurra alguna de las circunstancias señaladas a continuación respecto de un caso particular sometido a su conocimiento y que no implique una inhabilidad, deberán informar al Directorio tan pronto tengan noticia de ello y abstenerse de intervenir en forma directa o indirecta en el asunto:


1.- Tener él, o su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción, interés patrimonial en el asunto de que se trate o en otro cuya resolución pudiera influir directa o indirectamente la de aquél. 


2.- Tener cuestión litigiosa pendiente con algún interesado, en la materia cuya decisión ha sido sometida al conocimiento del Directorio.


3.- Tener relación de prestación de servicios con alguna persona natural o jurídica interesada directamente en el asunto, o haberle prestado, en los últimos dos años, servicios profesionales de cualquier tipo y en cualquier circunstancia o lugar. 


4.- Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con aquél o aquéllos a quienes afecte dicha materia.


La infracción, a sabiendas, al deber de abstención establecido en el inciso anterior se considerará como incumplimiento grave y manifiesto para efectos de lo dispuesto en el artículo 12 de la presente ley. 


Sin perjuicio del deber de informar que le asiste al Director sobre la existencia de una eventual causal de abstención, los interesados podrán deducir recusación hasta el momento mismo en que el Directorio entre a resolver sobre la materia respecto de la cual se alega la causal. La recusación se deberá hacer por escrito ante el Directorio y deberá ir acompañada de las pruebas que justifiquen la causal invocada. Tratándose de prueba testimonial, ésta se adjuntará mediante declaraciones juradas prestadas ante notario público.


Deducida la recusación, el Presidente del Directorio notificará de ésta al Director que le afecta, quien deberá informar por escrito, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, allanándose o controvirtiendo el libelo. En caso de allanarse, el Director se abstendrá de conocer del asunto. Si controvirtiere la recusación o nada dijere dentro de dicho plazo, el Presidente del Directorio o quien haga sus veces, con o sin el informe del Director afectado, citará de inmediato a una sesión extraordinaria del Directorio para resolver la recusación. La resolución del Directorio no será susceptible de recurso alguno. Mientras no se resuelva sobre la recusación, el Directorio se abstendrá de resolver sobre la materia en que ésta incide.


En el evento en que la causal de recusación llegue a conocimiento del interesado con posterioridad a la decisión del asunto, ésta deberá hacerse valer dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que tuvo conocimiento de la decisión. El Directorio sólo la admitirá a tramitación en el evento en que el voto del Director recusado haya sido determinante para lograr el quórum exigido por la ley, según sea la materia de que se trate. De acogerse la recusación, el Directorio, en sesión especialmente convocada al efecto, deberá pronunciarse nuevamente sobre la materia en que incide la recusación, quedando suspendido el cumplimiento de la decisión anterior.


La notificación de la recusación se hará mediante carta entregada en el domicilio que el afectado tenga registrado en la empresa, por el secretario o ministro de fe pública.”.”.

- - - - - -

Número 9), nuevo

Artículo 8°


- Agregar un N° 9), nuevo, del siguiente tenor, reordenándose correlativamente los demás:


9) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 8°:


i. Reemplázase en el inciso primero la palabra “Corporación” por la palabra “empresa”.


ii. Reemplázase en el inciso segundo la referencia a la “Superintendencia de Valores y Seguros” por “Comisión para el Mercado Financiero”.


iii. Agrégase un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor:


“La actuación del Directorio estará sujeta, en lo que fuere pertinente, a las normas contenidas en el Título IV de la ley N° 18.046 sobre sociedades anónimas, y a su normativa complementaria, sin perjuicio de las normas a que se refiere esta ley, las que prevalecerán respecto de aquellas.”.”.

- - - - - -

Número 10), nuevo

Artículo 9°


- Agregar un N° 10, nuevo, del siguiente tenor, reordenándose correlativamente los demás:


10) Reemplázase el artículo 9° por el siguiente:


“Artículo 9°. Los Directores están obligados a guardar reserva acerca de los documentos y antecedentes de los que tomen conocimiento con ocasión del ejercicio de sus funciones, siempre que tales documentos y antecedentes no tengan el carácter de públicos. La infracción de estas obligaciones se castigará con la pena de reclusión menor de cualquiera en sus grados y multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales.”.

- - - - - -

Número 11), nuevo

Artículo 10


- Agregar un N° 11, nuevo, del siguiente tenor, reordenándose correlativamente los demás:


11) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 10: 


i. Intercálase, en su numeral 1), entre la palabra “intereses” y la expresión “o los de terceras personas”, la frase “, los de su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción,”.


ii. Elimínase, en su numeral 1), la expresión “parentesco,”.


iii. Intercálase, en su numeral 4), entre la palabra “propio” y la expresión “o de terceros”, la frase “, los de su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción,”.


iv. Elimínase, en su numeral 4), la expresión “parentesco,”.


v. Intercálase, en su numeral 5), entre las palabras “para sí” y la expresión “o para terceros”, la frase “, los de su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción,”.


vi. Elimínase, en su numeral 5), la expresión “parentesco,”.”.

- - - - - -

Número 6)

Artículo 11


- Reemplazar el número 6), que ha pasado a ser 12), por el siguiente:


12) Sustitúyese el artículo 11 por el siguiente:


“Artículo 11.- Los Directores tendrán derecho a una dieta mensual que será establecida por el Ministerio de Hacienda y revisada por éste con una periodicidad no superior a dos años. Para estos efectos, el Ministro de Hacienda deberá considerar como arancel de referencia la dieta promedio de un director de empresa pública, pudiendo asimismo incluir, en las dietas que proponga, componentes relativos a la participación en comités y al cumplimiento de metas anuales de rentabilidad, de valor económico y de los convenios de desempeño de la Empresa.


Quienes se desempeñen simultáneamente como Directores de Televisión Nacional de Chile y de una o más de sus filiales recibirán la dieta establecida de conformidad al inciso anterior, aumentada en un 50%.”.

- - - - - -

Número 13), nuevo

Artículo 12


- Agregar un N° 13), nuevo, del siguiente tenor, reordenándose correlativamente los demás:


13) Reemplázase el artículo 12 por el siguiente:


“Artículo 12.- Son causales de cesación en el cargo de Director de aquellos que se refiere la letra b) del artículo 4°, las siguientes:


a) Expiración del plazo o período por el que fue nombrado, sin perjuicio de mantenerse en funciones hasta el nombramiento de su reemplazante. 


b) Renuncia aceptada por el Presidente de la República.


c) Incapacidad síquica o física para el desempeño del cargo.


d) Alguna causal sobreviniente de inhabilidad o incompatibilidad.


e) Inasistencia injustificada a cuatro o más sesiones ordinarias del Directorio en un año calendario. 


f) Haber maliciosamente incluido datos inexactos u omitido información relevante en cualquiera de las declaraciones de patrimonio o intereses, o en su declaración jurada de incompatibilidades e inhabilidades.


g) Haber incurrido en alguna infracción o incumplimiento grave de las prohibiciones o deberes a que se refiere la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas; o haber incumplido en forma grave y manifiesta los deberes y obligaciones contemplados en esta ley, como el deber de reserva establecido en el artículo 9°.


h) Haber votado favorablemente acuerdos de la Empresa que impliquen un grave y manifiesto incumplimiento de los estatutos o de la normativa legal que le es aplicable o que le causen daño patrimonial significativo a ésta.


La existencia de las causales establecidas en las letras c) y d), si hubiere discusión sobre una inhabilidad sobreviniente, y en las letras e) a la h), serán declaradas por el Pleno de la Corte de Apelaciones de Santiago, a requerimiento del Directorio; o del Ministro Secretario General de Gobierno en conjunto con el Ministro de Hacienda, en el caso de la letras e), f) y h); o de cualquier persona en el caso de la letra d).


El requerimiento deberá hacerse por escrito, acompañándose todos los elementos de prueba que acrediten la existencia de la causal. Se dará traslado al afectado por el término fatal de diez días hábiles para que exponga lo que estime conveniente en su defensa. Vencido este plazo, con o sin la respuesta del afectado, se ordenará traer autos en relación. La causa, para su agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las reglas aplicables al recurso de protección. Tratándose de la causal de la letra c), la Corte podrá decretar informe pericial como medida para mejor resolver.”.

- - - - - -

Número 14), nuevo

Artículo 13


- Agregar un N° 14, nuevo, del siguiente tenor, reordenándose correlativamente los demás:


14) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 13:


i. Sustitúyese, en el encabezado del inciso segundo, el artículo “la” la segunda vez que aparece por “las”.


ii. Intercálase en el número 1) del inciso segundo la frase “aprobar el Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública;”, luego de los dos puntos y antes de la frase “designar o remover al Vicepresidente del Directorio”.


iii. Reemplázase en el número 1) del inciso segundo la palabra “Corporación” por la palabra “empresa”.  


iv. Reemplázase en el número 1) del inciso segundo la frase “las letras c), d) y e) del artículo 12” por la frase “las letras c) a la h) del artículo 12”.



v. Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “El Directorio no podrá establecer más de dos sesiones ordinarias por mes”, por la frase “El Directorio deberá establecer, al menos, una sesión ordinaria por mes”.


vi. Agrégase en el artículo 13 el siguiente inciso final, nuevo: 


“El Directorio deberá constituir un comité de directores que tendrá las mismas facultades y deberes que se contemplan en el artículo 50 bis de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas, el que deberá poner especial atención a las operaciones realizadas entre partes relacionadas, velando porque éstas tengan como objeto contribuir directamente al interés societario de la empresa. Estas operaciones deberán estar ajustadas en precio, términos y condiciones a aquéllas que prevalezcan en el mercado al tiempo de su aprobación. Todo lo anterior, se entenderá sin perjuicio de la facultad del Directorio de constituir otros comités para los fines que estime necesarios.”.

- - - - - -

Número 7)

Artículo 13, inciso tercero


- Eliminarlo.

- - - - - -

Número 15), nuevo

Artículo 14


- Agregar un N° 15, nuevo, del siguiente tenor, reordenándose correlativamente los demás:


15) Modifícase el artículo 14 en el siguiente sentido:


i. Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “Corporación” por “empresa”


ii. Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:


“Se presume de derecho que existe interés de un Director en toda negociación, acto, contrato u operación en la que deba intervenir el mismo, su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción, con sociedades de personas de las que aquéllos o éstas formen parte, con sociedades comanditas por acciones o anónimas cerradas en que aquéllos o éstas sean accionistas, con sociedades anónimas abiertas en que aquéllos o éstas sean dueños de acciones que representen el 10% o más del capital, con los gerentes, administradores, representantes o directores de cualquiera de las sociedades antedichas.”.


iii. Sustitúyase, en su inciso tercero, la expresión “Corporación” por “empresa”.

Número 8)


- Pasó a ser 16), sin enmiendas.

- - - - - -

Número 9)

Artículo 16


- Reemplazar el N° 9), que ha pasado a ser 17), por el siguiente, reordenándose correlativamente los demás:


17) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 16:


i. Sustitúyase, en su inciso primero la expresión “Corporación” por empresa”.


ii. Reemplázase, en la letra a) del inciso segundo, la frase “de la Corporación” por la expresión “del Directorio”.


iii. Agrégase en la letra a) del inciso segundo la siguiente frase final: “La remoción del Vicepresidente seguirá las mismas reglas.”.


iv. Elimínase en la letra a) del inciso segundo la frase “y el nombramiento deberá contar con no menos de cinco votos favorables de los Directores en ejercicio”.


v. Intercálase en la letra b) inciso segundo la expresión “o remover” entre la palabra “Designar” y la frase “al Director Ejecutivo de la empresa”.


vi. Elimínase en la letra b) del inciso segundo la frase “y el acuerdo deberá contar con el voto favorable de no menos de cinco Directores en ejercicio”.


vii. Elimínase en la letra b) del inciso segundo la frase “, pero el acuerdo sólo requerirá el voto favorable de la mayoría absoluta de los Directores en ejercicio”.


viii. Agrégase, en el inciso segundo, la siguiente letra i), nueva, del siguiente tenor:


“i) Determinar la creación de sociedades o empresas filiales para el cumplimiento del giro y de la misión pública de la empresa que establece la ley, aprobar sus estatutos, y velar siempre por la debida eficiencia en la administración de dichas entidades con el objetivo de que éstas puedan generar recursos propios para su financiamiento. La creación de sociedades o empresas filiales deberá satisfacer siempre las exigencias establecidas en el artículo 22.”.


ix. Agrégase, en el inciso segundo, la siguiente letra j), nueva, del siguiente tenor:


“j) Designar o remover a los Directores que representen a Televisión Nacional de Chile en las sociedades filiales que cree.”.


x. Sustitúyase, en el numeral 1) del inciso cuarto, la expresión “Corporación” por “empresa”.


xi. Modifícase el numeral 2) del inciso cuarto en el siguiente sentido:


a) Sustitúyase la expresión “Corporación” por empresa”.


b) Intercálase, entre la expresión “con programas y publicidad propias” y el punto seguido (.) la frase “, a menos que se trate de empresas o personas jurídicas filiales.”.

Número 10)

Artículo 18, inciso final nuevo


- Eliminarlo.

- - - - - -

Número 18), nuevo

Artículo 19


- Intercalar un N° 18, nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


18) Intercálase en el artículo 19 entre la palabra “artículos” y el número “5°”, el número “4 ter”.”.

- - - - - -

Número 19), nuevo

Artículo 20


- Intercalar un N° 19, nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


19) Reemplázase en el artículo 20 la palabra “Corporación” por “empresa”.”.

- - - - -

Número 20), nuevo

Artículo 22


- Intercalar un N° 20), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


20) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 22:


i. Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:


“La empresa podrá constituir o formar parte de sociedades cuyo objeto sea necesario para el debido desarrollo de sus actividades.”.


ii Agrégase un inciso cuarto, nuevo, del siguiente tenor:


“La empresa o sus sociedades filiales podrán convenir con terceros la cesión, retransmisión o licenciamiento de los derechos que recaigan sobre los contenidos que sean de su propiedad. Con todo, la empresa deberá establecer condiciones competitivas, transparentes, no discriminatorias y verificables de contratación.”.

- - - - - -

Número 21), nuevo

Artículo 24


- Intercalar un N° 21), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


21) Modifícase el artículo 24 de la siguiente forma: 


i. Reemplázase la frase “auditadas por firmas auditoras externas de primera categoría” por la frase “auditadas por firmas auditoras externas de reconocido prestigio”.


ii. Intercálase entre la expresión “Estado” y el punto y aparte  la siguiente frase “, salvo las excepciones que consagran las normas siguientes”.

- - - - - -

Número 22), nuevo

Artículo 25


- Intercalar un N° 22), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


22) Reemplázase el artículo 25 por el siguiente:


“Artículo 25.- Televisión Nacional de Chile estará afecta a lo dispuesto en el artículo 44 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre administración financiera del Estado. La respectiva autorización se otorgará mediante decreto exento del Ministerio de Hacienda.


Televisión Nacional de Chile informará anualmente, antes del 31 de diciembre, al Ministerio de Hacienda su Presupuesto de Operación e Inversiones, el que será exigible para el procesamiento de las solicitudes de endeudamiento que la empresa solicite.


La evaluación y autorización contenidas en los incisos anteriores no podrán, en caso alguno, referirse al contenido y programación de todas sus señales.


El financiamiento de la empresa deberá ser obtenido a condiciones de mercado y de manera transparente y competitiva, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 37.


Todos los documentos e información presentados por Televisión Nacional de Chile al Ministerio de Hacienda en ocasión de los trámites establecidos en los incisos anteriores tendrán el carácter de reservados para todos los efectos de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública.”.

- - - - - -

Número 23), nuevo

Artículo 26


- Intercalar un N° 23), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


23) Intercálase en el artículo 26 la frase “, a más tardar el día 30 de junio del año siguiente,” entre las frases “Las utilidades anuales que obtenga Televisión Nacional de Chile se traspasarán” y “a rentas generales de la Nación,”.

- - - - - -

Número 24), nuevo

Artículo 27, inciso segundo


- Intercalar un N° 24), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


24) Reemplázase el inciso segundo del artículo 27, por el siguiente:


“Se eximen de la prohibición de gratuidad las campañas de utilidad pública en las que participen, en igualdad de espacio y condiciones, todas las concesionarias de servicios de televisión de libre recepción o de radiodifusión sonora, dentro de una misma zona de servicio. Entre ellas se entenderán incluidas las campañas a que hace referencia la letra m) del artículo 12 de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión y las instrucciones que dicha entidad dicte para estos efectos, y las normas referidas a situaciones de emergencia y catástrofes.”.

- - - - - -

Número 25), nuevo

Artículo 33


- Intercalar un N° 25), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


25) Reemplázase el artículo 33, por el siguiente:


“Artículo 33.- La empresa y sus filiales quedarán sujetas a la tuición y fiscalización de la Comisión para el Mercado Financiero en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas.”.

- - - - - -

Número 26), nuevo

Artículo 34


- Intercalar un N° 26), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


26) Modifícase el artículo 34 de la siguiente manera:


i. Reemplázase en el inciso primero la referencia a la “Superintendencia de Valores y Seguros” por la frase “Comisión para el Mercado Financiero”.


ii. Elimínase el inciso segundo.


iii. Reemplázase su inciso tercero por el siguiente:


“Televisión Nacional de Chile estará afecta al control de la Contraloría General de la República sólo respecto de los recursos que la Ley de Presupuestos pudiese destinar a la señal a que se refiere el artículo 35.”.

- - - - - -

Número 27), nuevo

Título VI, nuevo


- Intercalar un N° 27), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


27) Intercálase un Título VI, nuevo, luego del artículo 34, del siguiente tenor, pasando el actual Título VI, “Disposiciones varias”, a ser Título VII y reordenándose los artículos siguientes de forma correlativa:  

“Título VI

De la transmisión de contenidos educativos, culturales, tecnológicos, científicos e infantiles”.

- - - - - -

Número 28), nuevo

Artículo 35, nuevo


- Intercalar un número 28), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


28) Intercálase un artículo 35, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 35.- Televisión Nacional de Chile, mientras cuente con una concesión, deberá transmitir, mediante una señal televisiva especial y distinta de la principal, contenidos educativos, culturales, tanto en su dimensión nacional como regional y local, tecnológica, científica e infantil. 


Esta señal deberá destinarse íntegramente a la transmisión de los referidos contenidos, especialmente de aquellos de producción nacional, y deberá cumplir las mismas condiciones de cobertura que su señal principal.


La empresa destinará desde sus trabajadores, el personal ejecutivo, profesional, técnico y administrativo necesario para el adecuado funcionamiento de esta señal.


La señal a que se refiere este artículo deberá contar con un presupuesto separado de las demás operaciones de la empresa.”.

- - - - - -

Número 11)

Artículo 36, nuevo


- Reemplazar el N° 11), que ha pasado a ser 29), por el siguiente: 


29) Agrégase un artículo 36, nuevo, del siguiente tenor, reordenándose correlativamente las disposiciones siguientes:


“Artículo 36.- El Directorio de Televisión Nacional de Chile en ejercicio tendrá la obligación de concurrir al Senado, dentro de los ciento veinte días siguientes al término del año calendario, con el objeto de dar cuenta pública sobre los estados financieros de la empresa, su gestión y el cumplimiento del Compromiso sobre la Misión Pública de la empresa establecido en el artículo 3°; así como del funcionamiento, gestión y utilización de recursos destinados para el financiamiento de la señal de libre difusión establecida en el artículo 35.”.

- - - - -

Número 30), nuevo

Artículo 37, nuevo


- Intercalar un N° 30), nuevo, del siguiente tenor:


30) Agrégase un artículo 37, nuevo, del siguiente tenor, reordenándose correlativamente las demás disposiciones:


“Artículo 37.- La Ley de Presupuestos del Sector Público podrá considerar aportes o transferencias a Televisión Nacional de Chile con el solo objeto de implementar, desarrollar o mantener el funcionamiento de la señal de libre difusión establecida en el artículo 35. 


Dichos aportes deberán reflejarse en el presupuesto correspondiente, en los términos del precitado artículo.”.

- - - - - -

Número 31), nuevo


- Incorporar un N° 31), nuevo, del siguiente tenor:



31) Reemplázase la numeración de su Título VI, “Disposiciones varias”, y de sus artículos 35 y 36, pasando el primero a ser Título VII, y los segundos a ser 38 y 39, respectivamente, sin modificaciones.

- - - - - -

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


- Agregar, luego del artículo único, un título denominado “Disposiciones transitorias”, nuevo.

- - - - - -

Artículo primero transitorio, nuevo


- Agregar el siguiente artículo primero transitorio, nuevo:


“Artículo primero transitorio.- Las modificaciones realizadas por los artículos permanentes de la presente ley entrarán en vigencia en el plazo de treinta días contado desde la publicación de la misma en el Diario Oficial, sin perjuicio de las excepciones que se contemplan en los artículos siguientes.”.

- - - - - -

Artículo segundo transitorio, nuevo


- Agregar el siguiente artículo segundo transitorio, nuevo:


“Artículo segundo transitorio.- Televisión Nacional de Chile deberá publicar la primera versión del “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública” dentro de los ciento ochenta días siguientes a la publicación de esta ley.”.

- - - - - - -

Artículo tercero transitorio, nuevo


- Agregar el siguiente artículo tercero transitorio, nuevo:


“Artículo tercero transitorio.- Autorízase al Ministro de Hacienda para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", efectúe, durante un plazo máximo de hasta doce meses contados desde la publicación de la presente ley, un aporte extraordinario de capital a Televisión Nacional de Chile, por un monto total de hasta $47.000.000.- de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional, en una o más transferencias, los que se financiarán con activos financieros disponibles en el Tesoro Público. Dicho aporte extraordinario de capital estará destinado a financiar los proyectos de inversión que se identifiquen, en sujeción a lo dispuesto en el artículo 25 de la ley N° 19.132 y sólo podrá ser entregado una vez que la empresa informe al Ministerio de Hacienda el Presupuesto de Inversiones, de conformidad al precitado artículo. 


Asimismo, autorízase al Ministro de Hacienda para que mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, efectúe, dentro del plazo de dieciocho meses contado desde la publicación de la presente ley, un aporte extraordinario de capital a Televisión Nacional de Chile, para la implementación de la señal a que hace referencia el artículo 35, por un monto total de hasta $18.000.000 de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional, en una o más transferencias, que se financiarán con activos financieros disponibles en el Tesoro Público, para efectos de financiar su implementación y puesta en marcha.


Los montos recibidos por Televisión Nacional de Chile deberán ser registrados íntegramente en el presupuesto señalado en el artículo 35 de la ley N° 19.132.


Televisión Nacional de Chile deberá remitir al Ministerio de Hacienda un Informe de Avance Semestral de la puesta en marcha de la citada señal, dando cuenta del detalle de los principales componentes de su ejecución y el financiamiento utilizado. Dicho Informe deberá ser remitido en un plazo máximo de treinta días una vez concluido el semestre calendario respectivo. Idéntica obligación y con la misma periodicidad deberá cumplir durante los siguientes veinticuatro meses.”.

- - - - - -

Artículo cuarto transitorio, nuevo


- Agregar el siguiente artículo cuarto transitorio, nuevo:


“Artículo cuarto transitorio.- Mientras entren en vigencia los nuevos cargos de gobernador regional, delegado presidencial regional y delegado presidencial provincial; las referencias se deben entender realizadas a los cargos de intendente y gobernador.”.

- - - - - -


Las enmiendas de la Comisión de Hacienda formuladas al texto aprobado por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones en su segundo informe son las siguientes:

Artículo único

Número 4)

Artículo 4° bis

Inciso primero


- Eliminar el número 1, pasando el actual número 2 a ser 1.


- Suprimir, en el número 2, que pasa a ser 1, la frase “o acreditar alguna de las siguientes circunstancias:”, pasando la coma (,) a ser punto aparte (.), y eliminar sus literales a) y b).


- Intercalar el siguiente número 2, nuevo: 


“2. Contar con una experiencia profesional de, a lo menos, cinco años, continuos o no, como director, gerente, jefatura desde el tercer nivel jerárquico inclusive, administrador o alto ejecutivo en empresas, instituciones u organismos, públicos o privados; o académico con destacada y reconocida trayectoria docente en Universidades reconocidas por el Estado; o contar con reconocidos méritos laborales y profesionales en la función pública o la gestión de empresas, los medios audiovisuales o de las comunicaciones, la educación o la cultura y las artes.”.

Número 5)

Artículo 4° ter

Inciso primero


Sustituir el literal a) por el siguiente:


“a) Haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva o que signifique la inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, por delitos tributarios, por delitos contemplados en la ley N° 18.045, del mercado de valores, o por violencia intrafamiliar constitutiva de delito conforme a la ley N° 20.066.”.

Número 12)

Artículo 11

Inciso primero


- Suprimir, en la segunda oración, la expresión “arancel de”.

Número 22)

Reemplazarlo por el siguiente:


“22) Sustitúyese el artículo 25 por el siguiente:


“Artículo 25.- Televisión Nacional de Chile estará afecta a lo dispuesto en el artículo 44 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre administración financiera del Estado. La respectiva autorización se otorgará mediante decreto exento del Ministerio de Hacienda. Asimismo, sólo para efectos de informar al Ministerio de Hacienda, le serán aplicables los incisos segundo y cuarto del artículo 11 de la ley N° 18.196 de normas complementarias de la administración financiera, personal y de incidencia presupuestaria y el inciso segundo del artículo 3 del decreto ley N° 1.056, de 1975, del Ministerio de Hacienda.


Televisión Nacional de Chile informará anualmente al Ministerio de Hacienda, antes del 31 de diciembre de cada año, sus Presupuestos de Operación e Inversiones, los que serán exigibles para el procesamiento de sus solicitudes de endeudamiento.


Las evaluaciones y autorizaciones contenidas en los incisos anteriores no podrán, en caso alguno, referirse al contenido y programación de todas sus señales.


El financiamiento de la empresa deberá ser obtenido a condiciones de mercado y de manera transparente y competitiva, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 37.


Todos los documentos e información presentados por Televisión Nacional de Chile al Ministerio de Hacienda con ocasión de los trámites establecidos en los incisos anteriores tendrán el carácter de reservados para los efectos de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública.”.”.

Número 28)

Sustituirlo por el siguiente:


“28) Intercálase un artículo 35, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 35.- Televisión Nacional de Chile, mientras cuente con una concesión, deberá transmitir, mediante una señal televisiva especial y distinta de la principal, contenidos educativos, culturales, tanto en su dimensión nacional como regional y local, tecnológica, científica e infantil. 


Esta señal deberá destinarse íntegramente a la transmisión de los referidos contenidos, especialmente de aquellos de producción nacional, y deberá cumplir las mismas condiciones de cobertura que su señal principal.


La señal a que se refiere este artículo deberá contar con un presupuesto separado de las demás operaciones de la empresa aprobado por el Ministerio de Hacienda de conformidad a los términos contenidos en los incisos segundo a cuarto del artículo 11 de la ley N° 18.196, de normas complementarias de la administración financiera, personal y de incidencia presupuestaria.”.”.

Número 30)

Artículo 37

Inciso primero


Suprimir la expresión “de libre difusión”.

Inciso final


Incorporar, a continuación de la expresión “en el presupuesto” la palabra “separado”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo segundo

Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo segundo transitorio.- Entiéndase expirado, en el término de noventa días contados desde la entrada en vigencia de la ley, y por su solo ministerio, el período legal de los directores cuyo nombramiento se extendía hasta el año 2020. Las vacantes deberán ser llenadas conforme a las normas del párrafo 1° del Título II de la ley N° 19.132.”.

Artículo tercero


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo tercero transitorio.- Entiéndase expirado, en el término de un año contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, y por su solo ministerio, el período legal de los directores cuyo nombramiento se extendía hasta el año 2024. Las vacantes deberán ser llenadas conforme a las normas del párrafo 1° del Título II de la ley N° 19.132.”.

Artículo cuarto

Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo cuarto transitorio.- Televisión Nacional de Chile deberá publicar la primera versión del “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública” dentro de los ciento ochenta días siguientes a la publicación de esta ley.”. 

°°°


Incorporar el siguiente artículo quinto transitorio, nuevo:

 
“Artículo quinto transitorio.- Autorízase al Ministro de Hacienda para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", efectúe, durante un plazo máximo de hasta seis meses contados desde la vigencia de esta ley, un aporte extraordinario de capital a Televisión Nacional de Chile, por un monto total de hasta $47.000.000.- de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional, en una o más transferencias, los que se financiarán con activos financieros disponibles en el Tesoro Público. Dicho aporte extraordinario de capital estará destinado a financiar exclusivamente los proyectos de inversión que se identifiquen y sólo podrá ser entregado una vez que la empresa informe al Ministerio de Hacienda el Presupuesto de Inversiones. 


Asimismo, autorízase al Ministro de Hacienda para que mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, efectúe, dentro del plazo de doce meses contado desde que el Directorio de Televisión Nacional de Chile apruebe la implementación de la señal a que hace referencia el nuevo artículo 35 de la ley N° 19.132 y comunique al Ministerio de Hacienda el presupuesto de la nueva señal, un aporte extraordinario de capital a Televisión Nacional de Chile, por un monto total de hasta $18.000.000 de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional, en una o más transferencias, que se financiarán con activos financieros disponibles en el Tesoro Público, para financiar su implementación y puesta en marcha. Para estos efectos, Televisión Nacional de Chile deberá presentar a la Dirección de Presupuestos una propuesta de presupuesto de operación e inversión, conforme a la cual se entregarán los recursos.


Los montos recibidos por Televisión Nacional de Chile deberán ser registrados íntegramente en el presupuesto señalado en el artículo 35 de la ley N° 19.132.


Televisión Nacional de Chile deberá remitir al Ministerio de Hacienda un Informe de Avance Semestral de la puesta en marcha de la citada señal, dando cuenta del detalle de los principales componentes de su ejecución y el financiamiento utilizado. Dicho Informe deberá ser remitido en un plazo máximo de treinta días una vez concluido el semestre calendario respectivo. Idéntica obligación y con la misma periodicidad deberá cumplir durante los siguientes veinticuatro meses.”.

° ° °


Agregar el siguiente artículo sexto transitorio, nuevo:


“Artículo sexto transitorio.- Mientras entren en vigencia los nuevos cargos de gobernador regional, delegado presidencial regional y delegado presidencial provincial; las referencias se deben entender realizadas a los cargos de intendente y gobernador.”.

- - -


Queda pendiente la tramitación de este asunto.

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga una bonificación adicional por retiro al personal académico, directivo y profesional no académico de las universidades del Estado y faculta a las mismas para conceder otros beneficios transitorios que indica.

(Boletín N° 11.271-04)


El Presidente pone en discusión el proyecto de la referencia.


El Secretario General (S) informa que  el proyecto está relacionado con el incentivo al retiro del personal académico, directivo y profesional no académico de las universidades del Estado y que contiene normas de quórum calificado.


La Sala acuerda que se vote sin debate la iniciativa,  y el Presidente la pone en votación en general y en particular.


El resultado es de 20 votos favorables.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Bianchi, De Urresti, García Huidobro, Girardi, Harboe, Lagos, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio y Zaldívar.


El Presidente declara aprobado en general y en particular el proyecto de ley, en los mismos términos que la Honorable Cámara de Diputados.

- - -


Terminada la votación manifiestan su intención de voto a favor los Honorables Senadores señores Ossandón, Allamand  y Guillier.

- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de la norma de quórum calificado, sobre un universo de 36 senadores en ejercicio.

- - -


Queda terminada la tramitación de este proyecto.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:


“Artículo 1.- El personal académico y directivo de las universidades del Estado, que perciba el beneficio compensatorio del artículo 9 de la ley N° 20.374, que entre el 1 de enero de 2012 y el 31 de diciembre de 2024 haya cumplido o cumpla 65 años de edad, en el caso de los hombres, y 60 años de edad, tratándose de las mujeres, y se encuentre afiliado al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema, tendrá derecho a una bonificación adicional, de cargo fiscal, siempre que cumpla los demás requisitos establecidos en esta ley. También podrá acceder a esta bonificación adicional dicho personal de las universidades del Estado que, al 31 de diciembre de 2011, haya cumplido las edades antes mencionadas siempre que cumpla con los requisitos para acceder a ella.


Del mismo modo, el personal profesional no académico de las universidades del Estado, que perciba el beneficio compensatorio del artículo 9 de la ley N° 20.374, que entre el 1 de enero de 2015 y hasta el 31 de diciembre de 2024 haya cumplido o cumpla 65 años de edad, en el caso de los hombres, y 60 años de edad, tratándose de las mujeres, y se encuentre afiliado al sistema de pensiones establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema, tendrá derecho a la bonificación adicional de cargo fiscal a que se refiere el inciso anterior, siempre que cumpla los demás requisitos establecidos en esta ley. Igualmente, podrá acceder a esta bonificación adicional dicho personal de las universidades del Estado que, al 31 de diciembre de 2014, haya cumplido las edades antes mencionadas siempre que cumpla con los requisitos para acceder a ella.


El personal académico, directivo y profesional no académico tendrá derecho a la bonificación adicional, siempre que sirva sus cargos en calidad de planta o a contrata y que haya prestado servicios en cualquiera de dichas calidades por un período no inferior a diez años, continuos o discontinuos, en las universidades del Estado, a la fecha del inicio del respectivo período de postulación a dicha bonificación. Todo el personal antes señalado deberá hacer efectiva su renuncia voluntaria en los plazos que se señalan en el artículo siguiente. 


El reconocimiento de años de servicios discontinuos en las universidades del Estado para efectos del inciso anterior, sólo procederá cuando dicho personal tenga, a lo menos, cinco años continuos de servicios inmediatamente anteriores a la fecha de inicio del respectivo período de postulación a la bonificación adicional, en cargos de planta o a contrata en las mencionadas universidades.


Artículo 2.- El personal a que se refiere el artículo 1 que resulte beneficiario de un cupo de la bonificación adicional deberá hacer efectiva su renuncia voluntaria a la universidad del Estado, respecto del cargo o del total de horas que sirva en virtud de su nombramiento o contrato, dentro de los ciento ochenta días siguientes al cumplimiento de los 65 años de edad o dentro de los noventa días siguientes a la notificación de la resolución que le asigna un cupo, conforme al artículo 5, si esta última fecha fuera posterior a aquélla.


Con todo, las funcionarias, sean académicas, directivas o profesionales no académicas, podrán postular a la bonificación adicional desde que cumplan 60 años de edad y hasta el período que le corresponda postular a los 65 años de edad, cumpliendo con las demás condiciones fijadas por esta ley y su reglamento. Las funcionarias que postulen antes del cumplimiento de los 65 años de edad y sean beneficiarias de un cupo de la bonificación adicional, deberán hacer efectiva su renuncia voluntaria dentro de los ciento ochenta días siguientes a la notificación del acto que les asigna un cupo. Si la funcionaria no hiciere efectiva su renuncia dentro de dicho plazo, perderá su cupo, pero podrá participar en los procesos siguientes hasta aquel en que le corresponda postular a los 65 años de edad.


El personal directivo, académico y profesional no académico beneficiario de la bonificación adicional conforme al artículo 1, cesará en funciones sólo si la universidad empleadora pone a su disposición la totalidad del beneficio compensatorio del artículo 9 de la ley Nº 20.374 que le corresponda.


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos primero y segundo de este artículo, los rectores de las universidades estatales que sean elegidos por períodos fijos y cumplan todos los requisitos que establece la presente ley, podrán hacer efectiva su renuncia voluntaria hasta el término del período de su nombramiento.


Artículo 3.- La bonificación adicional se otorgará hasta por un máximo de 3.800 cupos para académicos y directivos, y hasta 900 cupos para profesionales no académicos, según lo dispuesto en el artículo 5, será de cargo fiscal y ascenderá, según los años de servicios que el funcionario haya prestado en universidades del Estado a la fecha de inicio del respectivo período de postulación a dicha bonificación, a los siguientes montos:

	ESTAMENTO
	AÑOS DE SERVICIOS, CONTINUOS O DISCONTINUOS, EN LAS UNIVERSIDADES DEL ESTADO
	MONTO DE LA BONIFICACIÓN ADICIONAL EN UNIDADES DE FOMENTO

	Directivos y Profesionales no académicos
	10 o más años
	935

	Académicos
	10 y menos de 15 años
	935

	Académicos
	15 o más años
	950



La bonificación adicional será equivalente a los montos señalados en el inciso anterior, por una jornada máxima de 44 horas semanales, calculándose en forma proporcional a la jornada de trabajo por la cual esté sirviendo, si ésta fuere inferior. Si el personal está contratado por una jornada mayor o desempeña funciones en más de una universidad estatal con jornadas cuya suma sea superior a dicho máximo, sólo tendrá derecho a una bonificación adicional correspondiente a las referidas 44 horas semanales.


Para efectos del inciso primero de este artículo, el reconocimiento de años de servicios discontinuos en las universidades del Estado se efectuará conforme al inciso final del artículo 1.


La bonificación adicional no se considerará remuneración ni renta para ningún efecto legal, y no estará afecta a descuento alguno. El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo de este beneficio será el que corresponda a la fecha del cese de funciones.


Para efectos de acceder a la bonificación de que trata este artículo, no se podrán computar los mismos años de servicios que ya hayan sido contabilizados para percibir otros beneficios asociados al retiro voluntario, con excepción de la bonificación del artículo 9 de la ley N° 20.374.


La bonificación adicional se pagará por la universidad empleadora de una sola vez, al mes siguiente de producido el cese de funciones del personal, siempre que el Ministerio de Educación haya traspasado los recursos a la respectiva universidad.


Artículo 4.- También tendrá derecho a la bonificación adicional el personal académico, directivo y profesional no académico de las universidades del Estado, de planta o a contrata, que obtenga o haya obtenido una pensión de invalidez del decreto ley N° 3.500, de 1980, o que cese o haya cesado en sus funciones por declaración de vacancia por salud irrecuperable o incompatible con el desempeño del cargo, entre la fecha de publicación de la presente ley y el 31 de diciembre de 2024, siempre que se encuentre afiliado al sistema de pensiones establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema, reúna los demás requisitos necesarios para su percepción y acceda a uno de los cupos a que se refiere el artículo 5.


Además, los funcionarios señalados en el inciso anterior, dentro de los tres años siguientes a la obtención de la pensión de invalidez o cese en sus funciones por declaración de vacancia según las causales señaladas en el inciso anterior, deberán cumplir entre la fecha de publicación de la presente ley y el 31 de diciembre de 2024, 65 años de edad, en el caso de los hombres, y 60 años de edad, tratándose de las mujeres.


El personal señalado en el inciso anterior que no cumpla con el requisito de edad allí establecido, igualmente podrá acceder a la bonificación adicional si tiene treinta o más años de servicios, continuos o discontinuos, a la fecha del cese de funciones, en cualquier calidad jurídica, sea de planta o a contrata, en las universidades del Estado; y siempre que al 31 de diciembre del año anterior al cese de sus funciones por las causales indicadas en el inciso primero haya tenido un mínimo de diez años de desempeño continuo o discontinuo en cargos de planta o a contrata en dichas universidades.


El personal a que se refiere este artículo tendrá derecho a la bonificación adicional siempre que sirva sus cargos en calidad de planta o a contrata y que haya prestado servicios en cualquiera de dichas calidades por un período no inferior a diez años, continuos o discontinuos, en las universidades del Estado, a la fecha del cese de funciones por cualquiera de las causales indicadas en el inciso primero. Para el reconocimiento de años de servicios discontinuos, se aplicará lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 1, contados al cese de funciones.


El personal señalado en los incisos anteriores de este artículo podrá postular a la bonificación adicional en la universidad del Estado empleadora, una vez cumplidas las edades señaladas en el inciso segundo o al cesar en sus funciones si tiene treinta o más años de servicios de acuerdo al inciso tercero, dentro del plazo que señale el reglamento. Si no postula dentro de dicho plazo, se entenderá que renuncia irrevocablemente a la bonificación adicional.


La bonificación adicional se pagará por la universidad del Estado empleadora de una sola vez, al mes siguiente de tramitado totalmente el acto administrativo que la concede, siempre que el Ministerio de Educación haya traspasado los recursos a la respectiva universidad. El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo de este beneficio, será el que corresponda al último día del mes anterior a su pago.


Las universidades estatales estarán facultadas para otorgar el beneficio compensatorio del artículo 9 de la ley Nº 20.374 al personal académico, directivo y profesional no académico, de planta o a contrata, que perciba la bonificación adicional en virtud del inciso primero de este artículo. En este caso, el número de meses a pagar por dicho beneficio compensatorio corresponderá a la diferencia entre los meses que hubiere podido percibir de acuerdo al artículo 9 de la ley Nº 20.374, si hubiere renunciado voluntariamente, y seis meses del inciso segundo del artículo 152 de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fijó el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


Artículo 5.- Podrán acceder a la bonificación adicional creada por esta ley hasta un total de 3.800 beneficiarios académicos y directivos. Para el año 2017 se contemplarán 300 cupos. Para los años 2018, 2019, 2020 y 2021 se contemplarán, por cada anualidad, 600 cupos. Para el año 2022 existirán 400 cupos. Para los años 2023 y 2024 se contemplarán, por cada anualidad, 350 cupos. Los cupos que no hubieren sido utilizados en los años 2017 y 2018 incrementarán los cupos del año 2019. A partir de este último año, los cupos que no sean utilizados en cada anualidad incrementarán los cupos del año inmediatamente siguiente.


Podrán acceder a la bonificación adicional creada por esta ley hasta un total de 900 beneficiarios profesionales no académicos. Para el año 2017 se contemplarán 120 cupos. Para los años 2018 y 2019 se contemplarán, por cada anualidad, 150 cupos. Para los años 2020, 2021 y 2022 se contemplarán, por cada anualidad, 100 cupos. Para los años 2023 y 2024 se contemplarán, por cada anualidad, 90 cupos. Con todo, los cupos que no hubieren sido utilizados en los años 2017 y 2018 incrementarán los cupos del año 2019. A partir de este último año, los cupos que no sean utilizados en cada anualidad incrementarán los cupos del año inmediatamente siguiente.


Para que los funcionarios accedan a la bonificación adicional deberán postular en su respectiva universidad empleadora en los plazos que fije el reglamento, comunicando su decisión de renunciar voluntariamente. Dichas universidades deberán remitir al Ministerio de Educación las postulaciones de los funcionarios que cumplan con los requisitos para acceder a los beneficios de esta ley, en los plazos y formas que indique el reglamento.


Mediante una o más resoluciones exentas del Ministerio de Educación, visadas por la Dirección de Presupuestos, se establecerá la distribución de los cupos anuales entre las universidades estatales, velando por la equidad regional, en forma proporcional al número de postulaciones que cumplan con los requisitos fijados por esta ley conforme a los cupos a que se refiere el presente artículo.


La universidad empleadora deberá dictar, para cada proceso de postulación, una resolución que deberá contener el listado de todos los postulantes que cumplan los requisitos para acceder a la bonificación adicional de esta ley. Además, dicha resolución contendrá la individualización de los beneficiarios de los cupos disponibles para dicho año y las demás materias que defina el reglamento.


En caso de haber un mayor número de postulantes por universidad que cupos anuales otorgados a ella, ésta los asignará conforme a los siguientes criterios: 


a) En primer término, se preferirá a aquéllos con un mayor número de días por sobre la edad legal para pensionarse por vejez, sean funcionarios o funcionarias, considerados a la fecha de inicio del periodo de postulación que fije el reglamento.


b) En igualdad de condiciones de edad, se preferirá a los que tengan más años de servicios en la universidad estatal empleadora, y luego en todas las universidades estatales, a la fecha que determine el reglamento.


c) Si persiste la igualdad, se preferirá a los que tengan el mayor número de días de reposo de licencias médicas cursadas durante los 365 días corridos inmediatamente anteriores al inicio del respectivo período de postulación.


d) En todo caso, si aplicados todos los criterios de selección persiste la igualdad, resolverá la máxima autoridad de la universidad respectiva, garantizando la paridad de género, si correspondiere.


Una vez dictada la resolución a que se refiere el inciso quinto, la universidad estatal empleadora la notificará dentro de los cinco días siguientes a la fecha de su dictación, a cada uno de los funcionarios que participaron del proceso de postulación, al correo electrónico institucional que tengan asignado o al que fijen en su postulación, o por carta certificada a la dirección que indicó el funcionario al postular, o de conformidad al inciso final del artículo 46 de la ley N° 19.880.


A más tardar dentro de los diez días hábiles siguientes a la notificación a que se refiere el inciso anterior, los beneficiarios de cupos deberán informar por escrito a la respectiva universidad estatal empleadora la fecha en que harán dejación definitiva del cargo o empleo o del total de horas que sirvan. Dicho personal deberá presentar su renuncia voluntaria y hacerla efectiva en los plazos señalados en el artículo 2.


No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, el personal que postule a la bonificación adicional y cumpla con los requisitos para acceder a ella, podrá renunciar a todos los cargos y al total de horas que sirva, a contar de la fecha de presentación de su postulación a dicho beneficio, siempre que tenga cumplidas las edades establecidas en el artículo 1, según corresponda. En este caso, el pago de la bonificación adicional se efectuará por la universidad empleadora, en el mes siguiente al de la total tramitación de la resolución que conceda al funcionario un cupo para acceder a la bonificación, y siempre que el Ministerio de Educación haya traspasado los recursos a la respectiva universidad. Con todo, las universidades podrán adelantar el pago de la bonificación adicional con recursos propios, a partir de la asignación del cupo o desde que el funcionario se encuentre en la situación que regula el artículo 6, sin perjuicio del posterior traspaso de recursos que a su respecto realice el Ministerio de Educación. Dichos pagos anticipados no podrán realizarse durante el año 2024. El valor de la unidad de fomento para el cálculo de la bonificación será el vigente al último día del mes anterior a la fecha de la resolución que disponga su pago. A su vez, el beneficio compensatorio del artículo 9 de la ley N° 20.374 se pagará cuando corresponda, según el inciso cuarto de dicho artículo.


Para los efectos del artículo 8 de esta ley, los funcionarios a que se refiere el inciso anterior deberán presentar la solicitud para acceder al bono establecido en la ley N° 20.305 en la misma oportunidad en que presenten su renuncia voluntaria.


Artículo 6.- Los postulantes a la bonificación adicional que, cumpliendo los requisitos para acceder a ella, no fueren seleccionados por falta de cupo, pasarán a integrar en forma preferente el listado de seleccionados del proceso que corresponda al año o años siguientes, sin necesidad de realizar una nueva postulación, manteniendo los beneficios que le correspondan a la época de dicha postulación, incluido aquel a que se refiere el artículo 9 de la ley N° 20.374, siempre que tengan derecho al mismo. Una vez que dichos postulantes sean incorporados a la nómina de beneficiarios de cupos del período o períodos siguientes, si quedaren cupos disponibles, éstos serán completados con los postulantes de dicho año que resulten seleccionados.


El valor de la unidad de fomento que se considerará para el pago de la bonificación adicional, conforme a lo expresado en el inciso anterior, será el que corresponda al del último día del mes anterior a la fecha del cese de funciones.


Artículo 7.- En el caso de que un funcionario o funcionaria seleccionado dentro de los cupos asignados a un proceso de postulación se desistiere de aquél, dicho cupo se reasignará por la respectiva universidad, siguiendo estrictamente el orden del listado contenido en la resolución de la universidad señalada en el artículo 5.


Las mujeres menores de 65 años de edad que habiendo sido seleccionadas con un cupo se desistieren, no lo conservarán para los años siguientes, debiendo volver a postular conforme a las normas que establezca el reglamento.


A quien se le reasigne el cupo del personal que se desista deberá hacer efectiva su renuncia voluntaria de acuerdo al artículo 2.


Artículo 8.- El personal académico, directivo y profesional no académico de las universidades del Estado que postule a la bonificación adicional, tendrá derecho a presentar la solicitud para acceder al bono establecido en la ley N° 20.305, en la misma oportunidad en que comunique su fecha de renuncia voluntaria. Para tal efecto, se considerarán los plazos y edades establecidos en la presente ley, sin que sean aplicables a su respecto los plazos de doce meses señalados en los artículos 2 número 5, y 3 de la ley N° 20.305.


Artículo 9.- La bonificación adicional será incompatible con otras bonificaciones al retiro, tales como las otorgadas por las leyes N° 20.996 y N° 20.807, o por los artículos 1 y 4 de la ley N° 20.374.


Asimismo, la bonificación adicional que establece la presente ley será incompatible con toda indemnización que, por concepto de término de la relación laboral o cese de funciones, pudiere corresponderle al personal académico, directivo o profesional no académico, con las únicas excepciones del beneficio contemplado en la ley N° 20.305, el beneficio compensatorio establecido en el artículo 9 de la ley N° 20.374 y el desahucio a que se refiere el artículo 13 transitorio del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


Artículo 10.- El personal académico, directivo y profesional no académico que cese en su empleo por aplicación de lo dispuesto en esta ley u obtenga cualquiera de sus beneficios, no podrá ser nombrado ni contratado, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios, en cualquier institución que integre la Administración del Estado durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral; a menos que, previamente, devuelva la totalidad del beneficio percibido, debidamente reajustado por la variación del índice de precios al consumidor, determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes del pago del beneficio respectivo y el mes anterior al de la restitución, más el interés corriente para operaciones reajustables.


Artículo 11.- Si el personal académico, directivo y profesional no académico no postula a la bonificación adicional en las fechas que establezca el reglamento o no hace efectiva su renuncia voluntaria dentro de los plazos señalados en esta ley, se entenderá que renuncia irrevocablemente a dicho beneficio.


Artículo 12.- El personal que se acoja a los beneficios de esta ley deberá renunciar a todos los cargos y al total de horas que sirva en los plazos señalados al respecto. Los funcionarios que se desempeñen en más de una universidad del Estado deberán renunciar a la totalidad de horas y nombramientos o contratos que sirven en las distintas entidades empleadoras.


Asimismo, dicho personal no podrá utilizar los años de servicios para acceder a bonificaciones o beneficios asociados al retiro voluntario que otorguen otras leyes ni tampoco utilizar años de servicios que ya hubieren sido considerados para luego acceder a otros incentivos asociados al retiro.


Artículo 13.- Las universidades estatales podrán otorgar el beneficio compensatorio que establece el artículo 9 de la ley N° 20.374, por única vez, al personal académico, directivo y profesional no académico, de planta o a contrata, que tuviere más de 65 años y 180 días de edad a la fecha de publicación de la presente ley, siempre que tenga derecho a ese beneficio y presente su renuncia voluntaria respecto de su cargo o del total de horas que sirva, dentro de los ciento ochenta días siguientes a dicha publicación, cuando sólo tenga derecho a este beneficio. Si el personal no presenta su renuncia dentro del plazo antes señalado, se entenderá que renuncia irrevocablemente a dicha compensación.


Las universidades estatales también estarán facultadas para otorgar el beneficio compensatorio señalado en el inciso anterior, por única vez y en forma excepcional, al personal académico, directivo y profesional no académico, de planta o a contrata, que tuviere más de 65 años de edad con anterioridad a la fecha de inicio del primer proceso de postulación a la bonificación adicional dispuesto en el numeral 1 del artículo primero transitorio y tenga derecho a esta bonificación, siempre que haga efectiva su renuncia voluntaria respecto de su cargo o del total de horas que sirva dentro del plazo señalado en el artículo primero transitorio. Si el personal no hace efectiva su renuncia voluntaria dentro del plazo antes señalado se entenderá que renuncia irrevocablemente a dicha compensación.


Artículo 14.- Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación, y suscrito también por el Ministro de Hacienda, determinará el o los periodos de postulación a los cupos de la bonificación adicional, pudiendo establecer plazos distintos según la fecha en que los funcionarios cumplan los requisitos correspondientes. También podrá establecer el procedimiento de otorgamiento de los beneficios de esta ley y fijar los mecanismos para solicitar los recursos fiscales que correspondan para financiar la bonificación adicional. Asimismo, el reglamento determinará los procedimientos aplicables para la heredabilidad de la bonificación adicional. También podrá establecer las demás normas que sean necesarias para la aplicación de esta ley.


En la dictación del reglamento, la autoridad tomará conocimiento de la opinión de las asociaciones de funcionarios que representen a los académicos, directivos y profesionales no académicos de las universidades del Estado, constituidas de conformidad con la ley N° 19.296.


El reglamento señalado en el inciso primero deberá ser dictado dentro de los noventa días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley.


Artículo 15.- La bonificación adicional que corresponda a un funcionario será transmisible por causa de muerte, si éste fallece entre la fecha de su postulación y antes de percibirla, y siempre que cumpla con los requisitos establecidos en la presente ley para acceder a ella. Este beneficio quedará afecto a los incisos primero y segundo del artículo 5, según corresponda. 


Artículo 16.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 10, el personal académico que perciba los beneficios que establece esta ley y siempre que al cese de sus funciones hubiere estado desempeñando una jornada de trabajo semanal de 44 o más horas, podrá ser recontratado en las universidades estatales sólo para el desempeño de una de las siguientes funciones:


a) Ejercer una jornada semanal de hasta 12 horas de docencia.


b) Ejercer una jornada semanal de hasta 22 horas de investigación.


c) Ejercer una jornada semanal de hasta 22 horas, de las cuales hasta 12 horas podrán ser para el desempeño de labores de docencia de postgrado y las restantes para investigación.


También podrá ser recontratado el personal académico que perciba los beneficios que establece la presente ley y siempre que al cese de sus funciones hubiere estado desempeñando una jornada de trabajo semanal inferior a 44 horas. En este caso, las jornadas máximas dispuestas en las letras del inciso anterior se ajustarán en proporción a la jornada semanal que se hubiere encontrado desempeñando en el momento del cese de sus funciones.


El personal académico que haga uso de lo dispuesto en el inciso noveno del artículo 5 podrá ser recontratado conforme a lo dispuesto en este artículo, según corresponda.


Con todo, las recontrataciones a que se refiere este artículo sólo podrán efectuarse hasta que el personal académico cumpla 70 años de edad en el caso de la letra a) del inciso primero. En el caso de las recontrataciones señaladas en las letras b) y c) del inciso primero, sólo podrán efectuarse hasta que el personal académico cumpla 75 años de edad.


Sólo podrán ser recontratados para desempeñar una jornada semanal de 22 horas quienes sean académicos de la más alta jerarquía de la respectiva universidad estatal.


Artículo 17.- Los académicos beneficiarios de esta ley que sean recontratados para desempeñar labores de docencia, de conformidad con lo señalado en el artículo anterior, deberán cumplir alguno de los siguientes requisitos, alternativamente:


a) Ser académico de la más alta jerarquía.


b) Ser académicos de la segunda más alta jerarquía y tener el grado académico de doctor, siempre que hubieren tenido una jornada semanal de 44 o más horas durante, a lo menos, diez años de servicios continuos o discontinuos en la universidad en la cual cesaron en funciones acogiéndose a los beneficios que establece la presente ley.


c) Ser académicos de la segunda más alta jerarquía y tener el grado académico de magíster, siempre que hubieren tenido una jornada semanal de 44 o más horas durante, a lo menos, diez años de servicios continuos o discontinuos, en la universidad en la cual cesaron en funciones acogiéndose a los beneficios que establece la presente ley, y siempre que sean recontratados exclusivamente en una universidad estatal de las incluidas en el artículo 12 de la ley N° 20.374 o en el decreto con fuerza de ley N° 7, de 2016, del Ministerio de Educación.


Artículo 18.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 10, el personal que perciba los beneficios que establece esta ley y tenga el título profesional de médico cirujano u odontólogo, podrá ser recontratado por las universidades estatales para desempeñar labores de docencia, siempre que hubiere ejercido, a lo menos, diez años como docente en la universidad en la que cesó en funciones acogiéndose a los beneficios de la presente ley, y acredite estudios sistemáticos en las disciplinas que imparte en calidad de docente.


En este caso el número de horas máximas a recontratar para el desempeño de horas de docencia no podrá ser superior al 50% de la jornada laboral que desempeñaba en la universidad y en ningún caso superior a 12 horas semanales y no les serán aplicables los incisos primero y segundo del artículo 16.


El personal señalado en el inciso primero que haga uso de lo dispuesto en el inciso noveno del artículo 5 podrá ser recontratado conforme a lo dispuesto en este artículo, según corresponda.


Con todo, las recontrataciones a que se refiere este artículo sólo podrán efectuarse hasta que el personal académico o profesional no académico cumpla 70 años de edad.


El presente artículo no se aplicará al personal a que se refieren los artículos 16 y 17.


Artículo 19.- Los exfuncionarios académicos que hubieren cesado en funciones hasta el día antes de la publicación de esta ley y que hayan percibido el beneficio compensatorio establecido en el artículo 9 de la ley N° 20.374, podrán ser recontratados conforme a los artículos 16, 17 y 18 si cumplen con los requisitos respectivos. A dichos funcionarios no les será aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 8 de la ley N° 20.374.


Los exfuncionarios académicos que hubieren cesado en funciones hasta el día antes de la publicación de la presente ley y que hayan sido recontratados conforme a los incisos segundo y siguientes del artículo 8 de la ley N° 20.374, continuarán rigiéndose por dicha normativa.


Artículo 20.- Para los efectos de proceder a las recontrataciones a que se refieren los artículos 16, 17, 18 y 19, cada rector recibirá las solicitudes de recontratación de personal que le presenten las facultades de las respectivas universidades estatales. Dichas recontrataciones podrán realizarse a contrata u honorarios.


El rector deberá remitir dichas solicitudes, manifestando su opinión al respecto, a la Comisión de Jerarquización Académica Superior o a su equivalente de la respectiva universidad, para que certifique el cumplimiento de cada una de las condiciones exigidas. El rector estará facultado para recontratar a quienes obtengan una certificación favorable y siempre que la universidad cuente con disponibilidad presupuestaria, previa aprobación del órgano colegiado superior existente en la universidad.


En caso de que exista más de una Comisión de Jerarquización Académica o su equivalente en una universidad, se conformará una Comisión Superior para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, la que estará conformada por integrantes de cada una de aquellas, los que serán elegidos entre sus pares.


Las recontrataciones también podrán efectuarse por universidades estatales distintas de aquella en la que se desempeñaba el personal académico en el momento de su cese de funciones, siéndoles aplicable el procedimiento señalado en los incisos anteriores. En este caso, la certificación del cumplimiento de las condiciones exigidas será realizada por la comisión a que se refiere el inciso segundo o tercero, según corresponda, de la universidad que realizará la recontratación. La universidad en que el personal cesó en funciones le remitirá las calificaciones y todos los demás antecedentes asociados a su desempeño.


Anualmente, las universidades deberán informar al Ministerio de Educación la nómina del personal académico que hubiere sido recontratado y los antecedentes que acrediten el cumplimiento de los requisitos para ello, según lo establezca el reglamento. En el caso de que se verifique que fue recontratado sin cumplir con los requisitos, se aplicará el artículo 10, sin perjuicio de las demás sanciones que sean procedentes.


Las universidades empleadoras deberán mantener a disposición permanente del público las recontrataciones que se realicen de acuerdo a los artículos 16, 17, 18 y 19, conforme con lo dispuesto en el título III de la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado, contenida en el artículo primero de la ley N° 20.285.


Los contratos que se celebren de acuerdo a lo dispuesto en los incisos anteriores podrán ser renovados anualmente, previa evaluación de su cumplimiento.


Artículo 21.- Quienes se acojan a los beneficios de la presente ley y luego sean recontratados de acuerdo a lo establecido en los artículos 16, 17, 18 y 19, no podrán obtener nuevos beneficios asociados al retiro durante el período de su recontratación, cualquiera que sea su origen o fuente de financiamiento.


Artículo 22.- Autorízase a las universidades del Estado para que, hasta el 31 de diciembre de 2024, contraten uno o más empréstitos con el objeto exclusivo de financiar el beneficio establecido en el artículo 9 de la ley N° 20.374. El o los empréstitos que sean contratados deberán estar directamente relacionados con el gasto real o proyectado del beneficio antes citado en la universidad respectiva. La autorización no comprometerá en forma directa o indirecta el crédito o la responsabilidad financiera del Fisco.


El servicio de deuda derivada de los empréstitos que se autorizan contratar de acuerdo a lo dispuesto en el presente artículo deberá hacerse con cargo al patrimonio de la universidad respectiva y no podrá exceder del plazo de veinte años, contado desde la fecha de celebración del contrato.


La selección de las entidades financieras con las cuales se contraten los empréstitos señalados se efectuará mediante licitación pública, la que no estará sujeta a las disposiciones de la ley N° 19.886 y su reglamento.


Con todo, las universidades del Estado podrán celebrar los contratos de empréstitos a que se refiere este artículo, a través de licitación privada o trato directo en virtud de las causales señaladas en el artículo 8 de la ley N° 19.886, en caso de que la utilización del procedimiento de licitación pública ponga en riesgo la oportunidad, la finalidad o la eficacia de la aplicación del artículo 9 de la ley N° 20.374. En estos casos, las universidades del Estado deberán establecer por medio de una resolución, disponible en el Sistema de Información de Compras y Contratación Pública, los procedimientos internos que permitan resguardar la publicidad, la transparencia, la igualdad de trato y la no discriminación arbitraria en esta clase de contratación de servicios.


Copia de los contratos de los empréstitos materia de este artículo, indicando el monto y las condiciones bajo los cuales fueron celebrados, además de un informe que especifique los usos de los recursos obtenidos, serán remitidos por la universidad respectiva a los ministerios de Hacienda y de Educación, dentro de los treinta días siguientes a su celebración.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- El procedimiento para asignar los cupos en el año 2017 se sujetará a las reglas siguientes:


1.- Los académicos, directivos y los profesionales no académicos a que se refiere el artículo 1, que al 31 de diciembre de 2017 cumplan o hayan cumplido 65 o más años de edad, deberán postular a la bonificación adicional por retiro que establece la presente ley dentro de los cuarenta y cinco días hábiles siguientes a su publicación, en la respectiva universidad estatal empleadora. Si no postularen dentro de dicho plazo se entenderá que renuncian irrevocablemente a los beneficios de la misma.


También, dentro del mismo plazo antes señalado, podrán postular a la bonificación las funcionarias a las que se aplica la presente ley y que al 31 de diciembre de 2017 cumplan o hayan cumplido entre 60 y 64 años de edad. Con todo, ellas podrán postular hasta el período en que cumplan 65 años de edad.


2.- Las universidades estatales empleadoras deberán remitir las postulaciones que cumplan los requisitos al Ministerio de Educación dentro de los cuarenta y cinco días hábiles siguientes al término del plazo para postular fijado en el numeral anterior. Dichas instituciones deberán remitir la certificación del cumplimiento de los requisitos para acceder a la bonificación adicional que establece la presente ley.


3.- Mediante una o más resoluciones exentas del Ministerio de Educación, visadas por la Dirección de Presupuestos, se establecerá la distribución de los cupos anuales entre las universidades estatales, en forma proporcional al número de postulaciones que cumplan con los requisitos fijados por esta ley conforme a los cupos a que se refiere el artículo 5. Dicha resolución deberá ser dictada a más tardar dentro de los cuarenta y cinco días hábiles siguientes al vencimiento del plazo señalado en el numeral anterior.


4.- La universidad empleadora deberá dictar una resolución que deberá contener el listado de todos los postulantes que cumplen los requisitos para acceder a la bonificación adicional de esta ley según lo informado en el numeral 2 anterior, identificando los beneficiarios de los cupos disponibles para el año 2017 y aquellos a quienes se les aplique el artículo 6 cuando corresponda. Dicha resolución deberá dictarse a más tardar dentro de los quince días hábiles siguientes a la notificación de la resolución a que se refiere el numeral anterior que realice el Ministerio de Educación a la respectiva universidad.


5.- La universidad empleadora deberá notificar a los funcionarios la resolución a que se refiere el numeral anterior a más tardar dentro de los cinco días hábiles siguientes a su dictación.


6.- A más tardar, dentro de los diez días hábiles siguientes a la notificación de la resolución a que se refiere el numeral 4, los beneficiarios de cupos deberán informar por escrito a la respectiva universidad estatal empleadora la fecha en que harán dejación definitiva del cargo o empleo o del total de horas que sirvan, la cual deberá ajustarse a lo señalado en los párrafos siguientes.


El personal a que se refiere el numeral 1 de este artículo que resulte beneficiario de un cupo de la bonificación adicional deberá hacer efectiva su renuncia voluntaria a la universidad del Estado, respecto del cargo o del total de horas que sirva en virtud de su nombramiento o contrato, dentro de los noventa días siguientes al cumplimiento de los 65 años de edad o dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a la notificación de la resolución que le asigna un cupo, si esta última fecha fuere posterior a aquélla.


Las funcionarias, sean académicas, directivas o profesionales no académicas, que postulen en el proceso a que se refiere este artículo, que tengan menos de 65 años de edad y sean beneficiarias de un cupo de la bonificación adicional, deberán hacer efectiva su renuncia voluntaria dentro de los noventa días siguientes a la notificación del acto que le asigna un cupo. Si la funcionaria no hiciere efectiva su renuncia dentro de dicho plazo, perderá su cupo, pero podrá participar en los procesos siguientes hasta aquel en que le corresponda postular a los 65 años de edad.


A los rectores les será aplicable lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 2.


7.- Las universidades estatales deberán informar al Ministerio de Educación el cese de funciones de cada beneficiario de la bonificación adicional establecida en esta ley, dentro de los cinco días hábiles siguientes a dicho cese.


Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. Para los años siguientes se consultarán los recursos en la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito, para incorporar disposiciones sobre convivencia de los distintos medios de transporte.

(Boletín N° 10.217-15)


El Vicepresidente pone en discusión en particular el proyecto de ley de la referencia.


El Secretario General (S) informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho y la calificó de “simple”.


Agrega que esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 5 de abril de 2017, y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y con informe de la Comisión de Hacienda.


Añade que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones deja constancia, para los efectos reglamentarios,  que los artículos primero y segundo transitorios no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que algún senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.


El Vicepresidente las declara aprobadas de conformidad al inciso primero del artículo 124 del Reglamento del Senado.


Continúa el Secretario General (S) y señala que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, las cuales fueron aprobadas por unanimidad, con excepción de dos de ellas que serán puestas en discusión y en votación oportunamente.


Indica que la Comisión de Hacienda, por su parte, se pronunció acerca de las normas de su competencia, y no introdujo enmiendas al texto despachado por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


Recuerda finalmente que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existieren indicaciones renovadas.

- - -


Enmiendas de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones introducidas al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

ARTÍCULO ÚNICO


- Pasó a ser ARTÍCULO PRIMERO

Numeral 2)

Artículo 2º

- - - - - -

Letra f), nueva


- Consultar una letra f), nueva, del siguiente tenor:


“f) Incorpórase el siguiente número 44.1), nuevo:


“44.1) Triciclo motorizado de carga: vehículo motorizado de tres ruedas destinado exclusivamente al transporte de carga. La capacidad de carga de estos vehículos no podrá superar los 300 kilogramos de peso.”.”.

- - - - - -

Letra f)


- Pasó a ser letra g), con la siguiente enmienda:


- Intercalar, entre las expresiones “sillas de ruedas,” y “coches para bebé”, la frase “motorizadas o no,”.

Letra g)


- Pasó a ser letra h), sin modificaciones.

Letra h)


- Pasó a ser letra i).

Número 53)


- Sustituir la palabra “Conjunto” por “Vía o conjunto”.


- Agregar después del vocablo “físicas” la expresión “u operacionales”.


- Intercalar a continuación de la palabra “velocidades” la voz “máximas”.

- - - - - - -

Numeral 3), nuevo

Artículo 5º

Inciso quinto


- Consultar el siguiente numeral 3), nuevo, del siguiente tenor:


“3) Agrégase la siguiente oración final al inciso quinto de su artículo 5°, pasando el punto aparte (.) a ser coma (,):


“a los postulantes a licencia de conducir que se encuentren realizando el examen práctico acompañado de un funcionario municipal habilitado para tales efectos y a los conductores de 18 o más años, de vehículos motorizados de tres ruedas, cuya velocidad máxima no supere los 30 kilómetros por hora.”.

- - - - - -

Numerales 3) y 4)


- Pasaron a ser numerales 4) y 5), respectivamente, sin modificaciones.

- - - - - - -

Numeral 6), nuevo

Artículo 13


- Contemplar un numeral 6) nuevo, del siguiente tenor:


“6) En el artículo 13:


a) Agrégase en el número 2) de su inciso primero, luego del punto y coma (;), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Para la conducción de los triciclos motorizados de carga, los conocimientos teóricos se acreditarán mediante un examen simplificado, en los términos que lo establezca el Reglamento respectivo del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones;”.


b) Modifícase en su acápite denominado “LICENCIA NO PROFESIONAL CLASE C” lo siguiente:


i) Intercálase entre la palabra “básica” y el punto aparte (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: 


“Este requisito no será exigible a quienes postulen a esta licencia para conducir triciclos motorizados de carga.”.


ii) Agrégase a continuación del número 2 el siguiente párrafo, nuevo:


“El otorgamiento de la licencia Clase C para conducir triciclos motorizados de carga sólo habilitará para la conducción de este tipo de vehículos.”.”.

- - - - - - -

Numeral 5)


- Pasó a ser numeral 7), sin enmiendas.

Numeral 6)


- Pasó a ser 8).

Artículo 31


- Reemplazarlo por el siguiente:


“8) Modifícase el artículo 31 en los siguientes términos: 


a. Reemplázase en su inciso primero la expresión “Clases B y C” por el término “de Clase C”, e intercálase entre la locución “o Especial Clase D” y el punto final (.) la frase “o de varias a la vez”.


b. Agrégase en el inciso segundo del artículo 31, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Su enseñanza deberá promover el conocimiento, respeto y cuidado de los derechos y deberes de los peatones, ciclistas y conductores de otros ciclos.”.

- - - - - - -

Numeral 9), nuevo

Artículo 67


- Contemplar un numeral 9) nuevo, del siguiente tenor:


“9) Agrégase al artículo 67 el siguiente inciso segundo:


“En ningún caso los vehículos motorizados de 3 ruedas, destinados al transporte de carga, podrán transportar personas en los espacios destinados a carga.”.”.

- - - - - - - -

Numeral 7)


- Pasó a ser numeral 10), sin modificaciones.

- - - - - - -

Numeral 11), nuevo


- Contemplar un numeral 11) nuevo, del siguiente tenor:


“11) Incorpórase a su artículo 89 el siguiente inciso tercero, pasando el actual a ser cuarto:


“Sólo en el caso de los triciclos motorizados de carga, la revisión técnica consistirá en una inspección ocular de los elementos de seguridad del vehículo que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones determine en el Reglamento respectivo, los que se verificarán, de igual modo, en las correspondientes plantas.”.”.

- - - - - -

Numeral 8)


- Pasó a ser numeral 12), sin modificaciones.

- - - - - - -

Numeral 13), nuevo

Artículo 113


- Consultar un nuevo numeral 13), del tenor que sigue:


“13) Agrégase al artículo 113 el siguiente inciso tercero:


“En todo caso, los vehículos de 3 ruedas, destinados al transporte de carga, no podrán circular por autopistas y autovías.”.”.

- - - - - - -

Numerales 9), 10), 11), 12), 13), 14) y 15)


- Pasaron a ser numerales 14), 15), 16), 17), 18), 19) y 20), respectivamente, sin modificaciones.

Numeral 16)


- Pasó a ser 21).

Artículo 135


- Reemplazarlo por el siguiente:


“21) Modifícase el artículo 135 en los siguientes términos: 


a. Intercálase en el número 1 de su inciso primero, entre la expresión “borde de la calzada” y el punto seguido, la frase “, a menos que exista una ciclovía, en cuyo caso dicho viraje deberá hacerse lo más cerca del elemento segregador”.


b. Agrégase el siguiente inciso final:


“En caso de congestión, los conductores procurarán mantener despejadas las intersecciones y deberán permitir, de forma alternada, el viraje de los vehículos que acceden a la vía.”.

Numerales 17), 18), 19), 20), 21), 22), 23), 24), 25), 26), 27) y 28)


- Pasaron a ser numerales 22), 23), 24), 25), 26), 27), 28), 29), 30), 31), 32) y 33), respectivamente, sin modificaciones.

Numeral 29)


- Pasó a ser 34).

Artículo 201

Letra b)


- Eliminarla.

Numeral 30)


- Pasó a ser 35).

Artículo 222

Letra b)

Párrafo primero


- Intercalar en su encabezamiento, a continuación de la frase “respetando en todo momento la preferencia de éstos,”, la expresión “cuando no exista una ciclovía y”.

- - - - - - -

Ordinal iii, nuevo


- Agregar el siguiente ordinal iii, nuevo:


“iii. Tratándose de personas con alguna discapacidad, como también aquellas de movilidad reducida.”.

- - - - - - -

Ordinal iv, nuevo


- Agregar el siguiente ordinal iv, nuevo:


“iv. Aun existiendo una ciclovía, cuando las condiciones de ésta o de la calzada, o las condiciones climáticas hagan peligroso continuar.”.

- - - - - - -

Letra b)

Párrafo segundo


- Sustituirlo por el siguiente:


“En caso de que la circulación por la ciclovía o la calzada se vea imposibilitada, el conductor del ciclo podrá utilizar excepcionalmente la acera, respetando siempre la prioridad del peatón y los vehículos que ingresen a las edificaciones o emerjan de éstas. El desplazamiento deberá efectuarlo a velocidad de peatón, alejado de las edificaciones o cierres, y si el flujo peatonal es muy alto deberá descender del ciclo.”.

Letra c)


- Reemplazarla por la siguiente:


“c) En el caso de tener que utilizar un cruce peatonal, el conductor del ciclo deberá detenerse antes del mismo y atravesarlo a velocidad reducida, respetando siempre la prioridad del peatón, a velocidad de peatón y si el flujo peatonal es muy alto deberá descender del ciclo.”.

Artículo 224

Inciso segundo


- Modificarlo en los siguientes términos:


Suprimir la expresión “a árboles,”.


Reemplazar la coma (,) presente entre los vocablos “transporte público y “en pasos de peatones” por la conjunción “y”.


Eliminar la frase “y en espacios habilitados para el estacionamiento de bicicletas de uso público”.

Numeral 31)


- Pasó a ser numeral 36), sin modificaciones.

- - - - - -

ARTÍCULO SEGUNDO, nuevo


- Consultar un nuevo artículo segundo, del siguiente tenor:


“Artículo segundo.- Modifícase el inciso primero del artículo 12 del decreto supremo N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, de la siguiente manera:


a) Intercálase en la letra a) de su inciso primero, entre el término “camionetas” y la expresión “y motocicletas”, el vocablo “, triciclos motorizados de carga”.


b) Intercálase en el número 7 de su letra b), entre la expresión “bicimotos” e “y bicicletas con motor”, la frase “, triciclos motorizados de carga cuya velocidad máxima no supere los 30 kilómetros por hora”.”.

- - - - - - -

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo tercero, nuevo


- Agregar el siguiente artículo tercero transitorio:


“Artículo tercero.- Los triciclos motorizados de carga que se encuentren circulando por las calles y caminos del país a la fecha de publicación de la presente ley, tendrán un plazo de 6 meses, contado desde la publicación de la misma, para obtener el certificado de revisión técnica respectivo, inscribirse en el Registro de Vehículos Motorizados del Servicio de Registro Civil e Identificación y obtener su placa patente única. Cumplido el trámite anterior, quedarán habilitados para circular por las calles y caminos que la presente ley determine.”.

- - -


El Vicepresidente pone en votación todas las enmiendas aprobadas en forma unánime por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


El resultado es de 19 votos a favor y 2 pareos.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Bianchi, De Urresti, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Matta, Montes, Navarro, Pérez Varela, Pizarro, Quinteros; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Lagos y Prokurica.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Matta, Pizarro, Girardi, De Urresti y Navarro.

- - -


El Vicepresidente declara aprobadas las señaladas enmiendas.

- - -


Intervienen asimismo durante la votación los Honorables Senadores señor Ossandón, señora Muñoz y señor Harboe.


Terminada la votación expresa su intención de votar a favor el Honorable Senador señor Espina.

- - -


Durante la votación asume la presidencia accidental el Honorable Senador señor Ricardo Lagos.

- - -


A su vez, el Vicepresidente solicita la segunda discusión de las restantes disposiciones del proyecto.

- - -


Queda pendiente la tramitación de este proyecto.

- - -

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica el decreto ley N° 2.695, de 1979, para resguardar derechos de terceros en relación con la regularización de la pequeña propiedad raíz.

(Boletín N° 10.802-12)


El Vicepresidente, con el acuerdo unánime de la Sala para modificar el orden la de Tabla, pone en discusión el proyecto de la referencia.


El Secretario General (S) informa que este proyecto inició su tramitación en el Senado y en el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados efectuó diversas enmiendas a su texto.


Añade que la Comisión de Vivienda y Urbanismo rechazó todas las enmiendas efectuadas por la Cámara de Diputados, con la finalidad de que la materia sea vista en una Comisión Mixta. Dicho rechazo fue acordado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Montes, Moreira, Ossandón y Tuma.

- - -


Las modificaciones propuestas por la Honorable Cámara de Diputados al proyecto despachado por el Senado en su primer trámite constitucional son las siguientes:

Artículo único

Número 1


- Lo ha rechazado.

*****


- Ha incorporado el siguiente número 1, nuevo:


“1.- Agrégase en el artículo 5, a continuación del punto final, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Adicionalmente, en las áreas urbanas, deberá acompañar un certificado de informaciones previas que contenga las condiciones aplicables al predio respectivo.”.”. 

*****

Número 3, nuevo


- Ha intercalado el siguiente número 3, nuevo, pasando el actual 3 a ser número 4, y así sucesivamente:


“3.- Agréganse, en el artículo 8, los siguientes incisos sexto y séptimo: 


“En el área urbana, los nuevos sitios o lotes resultantes de la regularización de una parte de un inmueble inscrito de mayor extensión deberán tener acceso a través de un espacio de uso público, cumplir la superficie predial mínima, ajustarse estrictamente a los trazados viales y declaratorias de utilidad pública establecidas en el instrumento de planificación territorial.


Como parte del proceso de desarrollo urbano, la formación de los referidos nuevos sitios o lotes deberá ser informada a la dirección de obras municipales para su catastro.”.”. 

*****

Números 3 y 4


- Han pasado a ser números 4 y 5, respectivamente, sin modificaciones.

Número 5, que ha pasado a ser número 6


- Ha rechazado su literal c).

Número 6, que ha pasado a ser número 7


- Lo ha reemplazado por el siguiente:


“7.- Modifícase el artículo 17 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente: 


“Artículo 17.- Los poseedores de inmuebles inscritos con arreglo a esta ley no podrán gravarlos durante el plazo de dos años, contado desde la fecha de la inscripción del dominio. Para enajenarlos, el plazo será de cinco años contado desde la misma fecha.”.


b) En su inciso segundo, ha sustituido la frase “transcurrido el referido plazo de un año. Vencido este término” por “transcurridos los plazos a que se refiere el inciso anterior. Vencidos estos plazos”.

Números 7 y 8


- Han pasado a ser números 8 y 9, respectivamente, sin enmiendas.

Número 9, que ha pasado a ser número 10


- Lo ha reemplazado por el siguiente:


“10.- Sustitúyese el artículo 29 por el siguiente:


“Artículo 29.- La acción a que se refiere el artículo anterior deberá ejercerse dentro del plazo de cinco años, contado desde que el interesado se haga dueño del inmueble por prescripción, según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 15, ante el tribunal que señala el artículo 20 y se tramitará de acuerdo con las reglas del procedimiento sumario.”.”.

- - -


El Secretario General recuerda que la Comisión de Vivienda y Urbanismo, por la unanimidad de sus miembros presentes propone el rechazo de todas las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados.


El Vicepresidente pone en votación la proposición de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.


El resultado es de 16 votos a favor y 1 pareo.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Lagos, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro y Tuma.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Prokurica.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Montes y Moreira.

- - -


El Presidente accidental declara aprobada la proposición del informe.

- - -


Terminada la votación manifiesta su intención de votar a favor el Honorable Senador señor Quinteros.

 - - -


Durante la votación asume la presidencia accidental el Honorable Senador señor Eugenio Tuma.

 - - -


El Presidente accidental señala que, en atención a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, corresponde la formación de una Comisión Mixta que proponga la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, para lo cual propone que la integren, de conformidad a lo establecido en el artículo 46 del Reglamento del Senado, los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Vivienda y Urbanismo. Así se acuerda.

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo, con el objeto de aplicar al trabajador que celebra un acuerdo de unión civil el permiso laboral que se otorga a quien contrae  matrimonio.

(Boletín N° 10.763-13)


El Presidente accidental, con el acuerdo unánime de la Sala para modificar el orden establecido en la Tabla, pone en discusión el proyecto de la referencia.


Se deja constancia que el informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone aprobar el proyecto en los mismos términos en que los despachó la Honorable Cámara de Diputados.


Enseguida ofrece la palabra y hace uso de ella la Honorable Senadora señora Muñoz.


El Presidente accidental pone en votación el proyecto y el resultado es de 15 votos a favor y 1 pareo.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Araya, De Urresti, García Huidobro, Lagos, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio y Walker, Patricio.


No vota por estar pareado el Honorable Senador señor Prokurica.


Fundan su voto de aprobación los Honorables Senadores señor Navarro, señora Muñoz y señor Moreira.


Durante la votación también interviene el Honorable Senador señor Prokurica.


El Presidente accidental declara aprobada la iniciativa.

- - -


Queda terminada la tramitación de este proyecto.


El texto despachado por el Senado es el siguiente:


“Artículo único.- Sustitúyese el artículo 207 bis del Código del Trabajo por el siguiente:


“Artículo 207 bis.- En el caso de contraer matrimonio o celebrar un acuerdo de unión civil, de conformidad con lo previsto en la ley N° 20.830, todo trabajador tendrá derecho a cinco días hábiles continuos de permiso pagado, adicional al feriado anual, independientemente del tiempo de servicio.


Este permiso se podrá utilizar, a elección del trabajador, en el día del matrimonio o del acuerdo de unión civil y en los días inmediatamente anteriores o posteriores al de su celebración.


El trabajador deberá dar aviso a su empleador con treinta días de anticipación y presentar dentro de los treinta días siguientes a la celebración el respectivo certificado de matrimonio o de acuerdo de unión civil del Servicio de Registro Civil e Identificación.”.”.

- - -


El Presidente accidental informa que ha concluido el Orden del Día.

- - -

Petición de Oficios


El Secretario General informa que se ha recibido petición de oficios del Honorable Senador señor Horvath, dirigidos, en su nombre, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario.

- - -


Se levanta la sesión.

José Luis Alliende Leiva

Secretario General (S) del Senado

SESIÓN 56ª, EXTRAORDINARIA, EN MARTES 24 DE OCTUBRE

 DE 2017


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Andrés Zaldívar y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Guido Girardi.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio y Walker, Patricio.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor de la Fuente y Secretaria General de Gobierno, señora Narváez.


Actúa de Secretario General el titular del Senado, señor Mario Labbé Araneda.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.
- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley,  en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.132, de Televisión Nacional de Chile.

(Boletín Nº 6.191-19)


El Presidente reanuda la discusión en particular del proyecto de ley de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia, calificándola de “suma”.


Señala luego que respecto de la iniciativa, en sesión de fecha 18 de octubre recién pasado, se solicitó el aplazamiento de la votación.


Recuerda enseguida que en sesión de fecha 3 de octubre se aprobaron las enmiendas unánimes de quorum simple y en que no hay contradicción entre lo resuelto por las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Hacienda.


Expresa que ahora habría que ver que hay enmiendas, también unánimes, que recayeron en el inciso final del artículo 2°, propuesto en el número 1); el inciso tercero del artículo 3°, propuesto en el numeral 2), y otras más, dentro del número 24, que requieren para su aprobación 19 votos favorables porque son de quórum calificado.


Agrega que además las recaídas en las letras a) y b) del artículo 5° propuesto en el número 7); el inciso segundo del artículo 12, propuesto en el numeral 3), y el ordinal iii del número 26, son normas de rango orgánico constitucional que requieren para su aprobación 21 votos favorables.


Hace presente que justamente se postergó la votación de estas disposiciones porque son enmiendas unánimes, que requieren el quórum especial correspondiente.


Señala enseguida que en el caso del número 28 del artículo único, que es también una norma de quórum calificado, en la Comisión de Hacienda sólo se aprobó por mayoría y, de consiguiente, será puesta en discusión y en votación dentro del orden del proyecto.


Por ello propone ir a las distintas normas en el orden del proyecto en que hay diferencias entre las Comisiones. 

- - -


El Presidente suspende la sesión para celebrar una reunión de Comités solicitada por los Honorables Senadores señores Allamand y Montes.


Se reanuda la sesión.

- - -


El Presidente informa, que luego del debate en Comités, se colocarán en votación todas las modificaciones aprobadas en forma unánime por  las Comisiones informantes y que deben ser aprobadas con un quórum especial.


El Secretario General precisa que las enmiendas unánimes de quórum simple quedaron aprobadas en la sesión del 3 de octubre, y se dejó expresamente pendiente las de rango orgánico constitucional y las de quórum calificado.


Señala que esas normas son las siguientes. En el caso de las de quórum calificado, el inciso final del artículo 2° propuesto en el numeral 1); el inciso tercero del artículo 3° propuesto por el numeral 2); el ordinal viii del número 17); los ordinales i. y ii. del número 20, y el N° 24. Todos que son numerales del artículo único, y que requieren 19 votos favorables para su aprobación.


Agrega que las enmiendas recaídas en las letras a) y b) del artículo 5°, propuesto en el N° 7; en el inciso segundo del artículo 12, propuesto por el N° 13, y el ordinal iii., del número 26), son de rango orgánico constitucional y requieren 21 votos favorables.

- - -


Puestas en votación las enmiendas, el resultado es de 26 votos a favor, 5 votos en contra y 3 abstenciones.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.


Votan en contra los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores García, Navarro, Pérez Varela y Prokurica.


Se abstienen los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Espina y Moreira.


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señores Quinteros, Girardi, García Huidobro, Tuma; Walker, Ignacio; De Urresti, Montes y Lagos, señora Allende, señores Pizarro, Allamand, Larraín, Guillier, Letelier y Harboe.


Fundan su voto de rechazo los Honorables Senadores señores Navarro y Prokurica, señora Van Rysselberghe  y señor García.


Funda su abstención el Honorable Senador señor Moreira.

- - -


El Presidente declara aprobadas las enmiendas.


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por los incisos segundo y tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional o de quórum calificado, respectivamente, sobre un universo de 37 senadores en ejercicio.

- - -


Queda pendiente el tratamiento de este asunto.

- - -


El Presidente informa que ha concluido el Orden del Día.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
SESIÓN 57ª, ORDINARIA, EN MARTES 24 DE OCTUBRE DE 2017


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Andrés Zaldívar y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Guido Girardi.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio y Walker, Patricio.

Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor de la Fuente; Secretaria General de Gobierno, señora Narváez; y de Salud, señora Castillo. También asiste el Subsecretario de Salud Pública, señor Burrows y la asesora de la misma Subsecretaría, señora Martones.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 53ª y 54ª, ordinarias, de los días 11 y 17 de octubre, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de Sus Señorías, hasta la sesión próxima para su aprobación.
- - -

CUENTA

Mensajes
Tres de S.E. la Presidenta de la República


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


Con el segundo, hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que elimina el aporte fiscal indirecto para las instituciones de educación superior, estableciendo una regulación transitoria para el año 2017 (Boletín N° 11.257 -04).


Con el último, retira y hace presente la urgencia del inciso segundo del N°5) del artículo 53 de la Carta Fundamental para la tramitación del oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, con el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Director de la Empresa Televisión Nacional de Chile al señor Jorge Andrés Richards Rojas, por el período que indica (Boletín N° S 1.940-05).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Siete de la Honorable Cámara de Diputados


Con el primero, señala que tomó conocimiento que el Senado desechó las enmiendas propuestas por esa Corporación al proyecto de ley que modifica decreto ley N° 2.695, de 1.979, para resguardar derechos de terceros en relación con la regularización de la pequeña propiedad raíz (Boletín Nº 10.802-12), y comunica la nómina de Diputados que concurrirán a la formación de la Comisión Mixta que establece el artículo 71 de la Constitución Política.


-- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Con los cinco siguientes, comunica que ha dado su aprobación a los siguientes proyectos de ley:


1) El que modifica la ley N° 20.423, del Sistema Institucional para el Desarrollo del Turismo (Boletín N° 9.170-23).


-- Pasa a la Comisión de Economía y a la de Hacienda, en su caso.


2) Sobre protección de la salud mental (Boletines N°s 10.563-11 y 10.755-11).


-- Pasa a la Comisión de Salud.


3) El que modifica la ley N° 19.828, que creó el Servicio Nacional del Adulto Mayor, para establecer el concepto de cuarta edad (Boletín N° 11.224-18).


-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


4) El que perfecciona los beneficios otorgados a bomberos por accidentes y enfermedades y la demás legislación aplicable a dichas instituciones (Boletín N° 11.465-22).


-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la de Hacienda, en su caso.


5) El que declara el 20 de octubre de cada año como el Día Nacional de la Diversidad Cultural para el Diálogo y el Desarrollo (Boletín N° 11.332-24).


-- Pasa a la Comisión de Educación y Cultura.


Con el último, informa que ha aprobado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada, de acceso a internet (Boletín N° 8.584-15).


-- Se toma conocimiento y se manda comunicar a S.E. la Presidenta de la República.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite resoluciones rectificatorias de las sentencias pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad que señala, recaídos en el artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.


Expide copia de las sentencias definitivas pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes normas:


- Inciso segundo del artículo 768 del Código de Procedimiento Civil.


- Artículo 387, inciso segundo, del Código Procesal Penal.


Acompaña sentencia pronunciada en el proceso sobre requerimiento de inconstitucionalidad respecto del numeral 1° del Auto Acordado sobre Tramitación y Fallo del Recurso de Protección de las Garantías Constitucionales de la Corte Suprema.


-- Se manda archivar los documentos.


Adjunta diversas resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.


- Artículo 8, numeral 9°, segundo párrafo, parte final, de la ley          N° 18.101, que fija normas especiales sobre arrendamiento de predios urbanos.


- Artículos 21 i), 33, N° 1, letra g) y 31, inciso primero, de la Ley de Impuesto a la Renta.


- Artículo 768 del Código de Procedimiento Civil.


- Artículos 129 bis 5, 129 bis 6 y 129 bis 9, del Código de Aguas.


- Artículos 196 ter, inciso primero y 196 ter, inciso segundo, parte primera, de la ley N° 18.290, de Tránsito.


- Artículos 31, inciso primero, 33, N° 1, letra g), y 21, inciso primero, de la Ley de Impuesto a la Renta.


- Artículos 220, N° 1 y N° 7, de la ley N° 18.175 (antigua Ley de Quiebras), y duodécimo transitorio de la ley N° 20.720, que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la superintendencia del ramo.


- Artículos 1, inciso tercero, 162, inciso cuarto, 163, 168, 485 y 489, incisos tercero y cuarto, del Código del Trabajo.


- Inciso final del artículo 482 del Código del Trabajo.


- Inciso final del número 1°, del artículo 163 del Código del Trabajo, en relación a los artículos 183-A y 183-B del mismo cuerpo legal.


-- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia


Contesta acuerdo del Senado, por el que se solicita adoptar medidas para afrontar la crisis del sistema de protección del Servicio Nacional de Menores (Boletín N° S 1.942-12).

Del señor Ministro de Obras Públicas


Atiende denuncia de tala ilegal de árboles nativos, por parte de la empresa encargada de hacer trabajos en la ruta T-85, en el Lago Ranco; consulta enviada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti.

De la señora Ministra de Salud


Remite respuesta a solicitud, formulada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, acerca de las medidas adoptadas para que la comuna de Porvenir cuente con médicos especialistas.


Da respuesta a requerimientos de información, expresados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre las siguientes materias:


- Aspectos relativos a las zonas del país saturadas de contaminación por anhídrido sulfuroso y material particulado.


- Autorizaciones otorgadas a empresas industriales para funcionar en las cercanías del complejo educacional Sargento Aldea de Ventanas, en Puchuncaví.


- Convenios de la empresa Nestlé con establecimientos de salud, para entrega de leche.


- Situación de la bacteria Cronobacter Sakazakii, detectada en preparados de leche.


Atiende petición, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Girardi, relativa al proceso de entrega de certificados de discapacidad por la COMPIN Metropolitana.


Anexa antecedentes de las emanaciones de olores molestos en la ciudad de Antofagasta; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Guillier.


Envía respuesta a requerimiento, expedido en nombre del Honorable Senador señor Araya, acerca de la eventual descarga de aguas servidas en el borde costero de Antofagasta.


Consigna datos sobre el plazo que tiene COMPIN para cursar las licencias médicas electrónicas; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán.

De la señora Subsecretaria de Hacienda


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor García, sobre la adopción de medidas de apoyo para las personas individualizadas con contribuciones impagas, en la comuna de Collipulli.

De la señora Subsecretaria de Derechos Humanos


Da respuesta a petición, expresada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, sobre la mesa de trabajo realizada con organizaciones de ex conscriptos.

Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones


Contesta requerimiento, formulado en nombre del Honorable Senador señor García, para informar sobre la denuncia por fallas en el servicio de telefonía móvil y de transmisión de datos, en la Región de La Araucanía.

Del señor Alcalde de la comuna de Temuco


Informa sobre la instalación de un reductor de velocidad en el sector individualizado de esta localidad; consulta realizada en nombre del Honorable Senador señor García.

Del señor Director Nacional de Aduanas


Expresa respuesta, ante consulta enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a la suspensión de los comités de vigilancia de riesgos psicosociales, denunciada por la Asociación Nacional de Funcionarios de Aduanas.

Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal


Informa solicitud, expedida en nombre del Honorable Senador señor García, acerca de una eventual autorización para que la obligación de reforestar, derivada de un corte ilegal de espinos, pueda efectuarse en zonas afectadas por los incendios forestales. 


Da respuesta a requerimiento, manifestado en nombre del Honorable Senador señor Araya, en relación a las acciones efectuadas para proteger el desierto florido entre las Regiones de Antofagasta y Atacama.

Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero OR.OC


Consigna datos sobre requerimientos de información formulados en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, sobre lo siguiente:


- Antecedentes de la empresa Cryobazz, en cuanto a la administración de bancos de recursos zoogenéticos.


- Informe de felinos servales provenientes de Bélgica.


Atiende consulta, relativa a las causas de mortandad de las abejas; materia solicitada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

De la señora Directora Nacional del Servicio Nacional de Menores


Expide antecedentes sobre los sumarios administrativos instruidos en el Centro de Reparación Especializada de Administración Directa de Playa Ancha, de Valparaíso; consulta efectuada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán.

Del señor Director Nacional (S) del Instituto Nacional de Deportes de Chile


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Honorable Senador señor García, relativa al proceso de traspaso de funcionarios a honorarios a la modalidad de contrata.

Del señor Secretario Regional Ministerial 
del Medio Ambiente de Antofagasta


Adjunta información de los proyectos ingresados por la empresa minera Nova Ventura; consulta efectuada en nombre del Honorable Senador señor Guillier.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


Tres segundos informes de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaídos en los siguientes proyectos de ley, en primer trámite constitucional:


1) El que modifica el artículo 39 A de la Ley General de Telecomunicaciones para garantizar las comunicaciones en situaciones de emergencia (Boletín Nº 10.402-15).


2) El que modifica la pena para la radiodifusión no autorizada (Boletín Nº 10.456-15).


3) El que modifica el numeral 1 del artículo 75 de la Ley de Tránsito, relativo al uso de vidrios oscuros o polarizados en vehículos motorizados (Boletín Nº 10.645-15).


Segundo informe de la Comisión de Minería y Energía e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería (Boletín N° 10.995-08) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Quedan para Tabla. 

Comunicaciones


Del Honorable Senador señor Ossandón con la que informa su incorporación al Comité Partido Renovación Nacional a contar del próximo 1 de noviembre.


Del Comité Partido Renovación Nacional con la que comunica que a contar del próximo 1 de noviembre, sus representantes serán los Honorables Senadores señores Andrés Allamand Zavala y Manuel José Ossandón Irarrázabal.


-- Se toma conocimiento.

- - -


En el curso de la sesión, ha llegado a la Mesa el siguiente mensaje de S.E. la Presidenta de la República:

Con el que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


-- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.
- - -


La Sala acuerda, a petición del Honorable Senador señor Guillier, que el proyecto de ley, que modifica el artículo 3° del decreto ley N° 3.059, de 1979, para autorizar el cabotaje de pasajeros a cruceros de bandera extranjera, en los casos que señala (Boletín N° 9.656-15), sea informado también por la Comisión de Trabajo y Previsión Social antes de su discusión en particular en la Sala.
- - -

ACUERDOS DE COMITES


El Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos:


1.- Adelantar la sesión ordinaria fijada para la mañana del miércoles 8 de noviembre del presente, para el martes 7, de 12:30 a 14:00 horas, permitiendo el mejor funcionamiento de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos el día miércoles 8, dejando sin efecto la Hora de Incidentes.


2.- En relación con la tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2018 (Boletín Nº 11.452-05), realizar sesiones los días jueves 23 y viernes 24 de noviembre.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -
ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería.
(Boletín Nº 10.995-08)


El Presidente, con la anuencia de la Sala, pone en votación en particular el proyecto de ley de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho y la calificó de “suma”.

Agrega que esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 11 de julio de 2017, y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Minería y Energía y con informe de la Comisión de Hacienda.


Añade que las Comisiones dejan constancia, para los efectos reglamentarios, que los artículos 1, 2 y 6 permanentes y los artículos primero, tercero, cuarto y quinto transitorios no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. Estas disposiciones deben darse por aprobadas salvo que algún senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.


Indica luego que el artículo 6, es una norma de rango orgánico constitucional y requiere para su aprobación de 21 votos favorables.

Señala que la Comisión de Minería y Energía declaró inadmisibles todas las indicaciones formuladas a la iniciativa, por lo que propone su aprobación en particular en los mismos términos en que fue despachada en general.

Expresa finalmente que la Comisión de Hacienda se pronunció acerca de las normas de su competencia, e introdujo modificaciones en los artículos 3, 4, 5, 7 y 8 permanentes del texto despachado por la Comisión de Minería y Energía.
- - -

Se deja constancia que la Comisión de Minería y Energía no formuló enmiendas al texto aprobado en general, en tanto que la Comisión de Hacienda propuso las siguientes:

Artículo 3

Letra a)


En la primera oración, reemplazar la frase “el precio del cobre de estabilización, el marco presupuestario para el año calendario” por la siguiente: “tanto el precio del cobre de estabilización como el marco presupuestario para el año calendario siguiente,”; y, en la segunda oración, intercalar, entre las expresiones “mencionado precio” y “será”, la siguiente frase: “no se podrá modificar durante el año de vigencia, y”.

Letra e)


Reemplazar las palabras “una resolución” por “un oficio”, y la voz “visada” por “visado”.
- - -


Incorporar el siguiente literal f), nuevo:


“f) Las transferencias de recursos que procedan entre el Fondo y la empresa se realizarán únicamente de acuerdo a lo dispuesto en esta ley, independientemente de la celebración entre los beneficiarios y Enami de otros contratos o convenios de atenuación de fluctuaciones del precio del cobre.”. 

- - -

Artículo 4


Reemplazar, en la letra d), las palabras “una resolución” por “un oficio”.
Artículo 5


Reemplazar, en la letra b), las palabras “la resolución” por “el oficio”.
Artículo 7

Inciso primero


- Suprimir, en la letra a), la palabra “hasta”, la primera vez que aparece. 


- Intercalar en la letra b), entre la voz “considerarán” y el artículo “la”, la expresión “, al menos,”.
Inciso final


Sustituir la expresión “párrafo” por lo siguiente: “inciso, en un plazo de 90 días contados desde la fecha de requerimiento”.
Artículo 8


Reemplazar, en el inciso primero, la frase “del Ministerio de Hacienda y suscrito también por el Ministro de Minería”, por “de los Ministerios de Hacienda y Minería”.

- - -


El Presidente pone en votación particular la iniciativa.

El resultado es de 27 votos a favor.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio y Zaldívar.

El Presidente declara aprobadas las enmiendas.

- - -

Se deja constancia de haberse alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de la norma de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 37 senadores en ejercicio.

- - -

Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:


“Artículo 1.- Objeto de la ley. Créase un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería, que operará a través del Fondo de Estabilización del Precio del Cobre para la Pequeña Minería (en adelante también “el Fondo”), y de la Empresa Nacional de Minería (en adelante también “Enami”), cuyo objeto exclusivo será atenuar las fluctuaciones que experimente el precio de ese metal para el referido sector.


El Fondo se constituirá con los recursos que señala la presente ley y será administrado por Enami, mediante una cuenta separada creada al efecto.


Artículo 2.- Beneficiarios. Serán beneficiarios del mecanismo de estabilización dispuesto en esta ley todos los productores mineros que realicen entregas mensuales a Enami bajo el sistema de compras por tarifa o por contratos, para un máximo de 2.000 Toneladas Métricas Secas (TMS) de mineral de cobre, 300 TMS de concentrado de cobre, 150 TMS de mineral de fundición directa o 100 TMS de precipitados de cobre, siempre que cumplan con lo dispuesto en el reglamento de esta ley y se encuentren debidamente empadronados en Enami.


Artículo 3.- Operación del Mecanismo. El mecanismo operará del siguiente modo:


a) El Ministerio de Hacienda, mediante oficio, comunicará a Enami en el mes de diciembre del año anterior al de su vigencia o cuando las condiciones así lo ameriten, tanto el precio del cobre de estabilización como el marco presupuestario para el año calendario siguiente, y otras disposiciones que la empresa deberá utilizar para la aplicación de estas condiciones en las compras de mineral de cobre conforme a los preceptos de este cuerpo legal y en el ámbito de las competencias definidas en su ley orgánica. El mencionado precio no se podrá modificar durante el año de vigencia, y será equivalente al precio de referencia del cobre de largo plazo utilizado para la estimación del Balance Estructural del Sector Público, vigente para el año correspondiente a la aplicación del mismo, de conformidad a lo señalado en el artículo 10 del decreto ley N° 1.263, de 1975, orgánico de Administración Financiera del Estado.


b) En base a la banda de precios a que se refiere el artículo 8 de esta ley, y en caso de generarse una diferencia negativa entre el precio internacional contado del cobre promedio observado en la Bolsa de Metales de Londres el mes inmediatamente anterior al de la operación del mecanismo y el precio de estabilización, que obligue a aplicarla, corresponderá al Fondo devengar un monto de recursos a Enami, equivalente a la aplicación de la señalada banda en las compras efectuadas a los beneficiarios de esta ley.


c) Del mismo modo, en base a la banda de precios previamente indicada, y en caso de generarse una diferencia positiva entre el precio internacional contado del cobre promedio observado en la Bolsa de Metales de Londres el mes inmediatamente anterior al de la operación del mecanismo y el precio de estabilización, que obligue a aplicarla, corresponderá devengar un monto de recursos desde Enami al Fondo, equivalente a la aplicación de la señalada banda en las compras efectuadas a los beneficiarios de esta ley.


d) Para el solo efecto de la aplicación del Fondo, Enami comprará los minerales de cobre de aquellos productores mineros que cumplan con los requisitos para ser considerados beneficiarios, teniendo presente las instrucciones impartidas de acuerdo al oficio aludido en el literal a) y las condiciones señaladas en los literales b) y c) anteriores.


e) Para efectos de determinar los montos de los recursos por ser transferidos entre Enami y el Fondo, dicha empresa confeccionará balances trimestrales y emitirá un oficio, que deberá ser visado por el Ministro de Hacienda, para sancionar los depósitos o giros del Fondo.


f) Las transferencias de recursos que procedan entre el Fondo y la empresa se realizarán únicamente de acuerdo a lo dispuesto en esta ley, independientemente de la celebración, entre los beneficiarios y Enami, de otros contratos o convenios de atenuación de fluctuaciones del precio del cobre.


Artículo 4.- Rol de la Empresa Nacional de Minería. Para efectos de asegurar el adecuado funcionamiento del mecanismo establecido en esta ley, serán obligaciones de Enami las siguientes:


a) Administrar el Fondo, mantenerlo en una cuenta separada y realizar inversiones financieras.


b) Realizar las compras de minerales de cobre al conjunto de beneficiarios identificados en el artículo 2, de acuerdo al marco presupuestario comunicado.


c) Elaborar balances trimestrales del Fondo que den cuenta de los recursos efectivamente entregados y recuperados del conjunto de beneficiarios, los que deberán ser remitidos al Ministerio de Hacienda, dentro de los treinta días siguientes al término del trimestre respectivo.


d) Emitir un oficio trimestral para la aprobación del Ministro de Hacienda, con el detalle de los depósitos o giros del Fondo que corresponda efectuar.


e) Elaborar y publicar en su sitio web el informe financiero trimestral del Fondo, cuyo contenido quedará establecido en el reglamento a que hace mención el artículo 8.


Artículo 5.- Rol del Ministerio de Hacienda. Para efectos de esta ley, serán obligaciones del Ministerio de Hacienda las siguientes:


a) Comunicar a Enami, mediante oficio, el precio de estabilización, el marco presupuestario para el año calendario en el cual regirá, así como otras condiciones financieras que deberá observar la empresa, conforme a los preceptos de este cuerpo legal y en el ámbito de las competencias definidas en su ley orgánica.


b) Visar el oficio trimestral que Enami le remitirá para efectos de determinar los depósitos o giros del Fondo que corresponda efectuar.


Artículo 6.- Rol de la Contraloría General de la República. La Contraloría General de la República ejercerá su función fiscalizadora de conformidad con lo dispuesto en la ley N° 10.336, de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República, cuyo texto refundido fija el decreto N° 2.421, de 1964, del Ministerio de Hacienda. Asimismo, Enami estará sujeta a las normas que regulan la rendición de cuentas ante ese órgano contralor.


Artículo 7.- Patrimonio del Fondo. El Patrimonio del Fondo estará constituido por:


a) Un aporte fiscal inicial de US$ 50.000.000 (cincuenta millones de dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional, proveniente de la liquidación de activos del Tesoro Público. Dicho aporte se materializará en una o más transferencias que se realizarán desde la entrada en vigencia del mecanismo hasta el 28 de febrero de 2018.


b) Las recuperaciones a las que hace referencia la letra c) del artículo 3, las que considerarán, al menos, la aplicación de una tasa de interés equivalente al costo de deuda del Fisco relativo al aporte realizado.


c) El producto de las inversiones financieras que el Fondo realice, las que deberán sujetarse a lo dispuesto en el artículo 12 de la ley N° 20.128, sobre Responsabilidad Fiscal.


El Fisco podrá efectuar retiros de capital desde el Fondo si es que éste no registra movimientos de recursos durante un periodo de dos años consecutivos. Sin embargo, ante una disminución en el precio del cobre, que haga aplicable el mecanismo de sustentación establecido en esta ley, y a requerimiento de Enami, el Fisco deberá restituir los recursos retirados a los que se refiere este inciso, en el plazo de noventa días contado desde la fecha de requerimiento.


Artículo 8.- Reglamento. Un reglamento, expedido a través de los Ministerios de Hacienda y de Minería, regulará los asuntos necesarios para la adecuada implementación de esta ley. En particular, el reglamento establecerá una banda de precios para las compras que Enami realice a los beneficiarios de la ley para que, conforme a los recursos del Fondo, puedan atenuarse las fluctuaciones que experimente el precio del cobre respecto del precio de estabilización señalado en la letra a) del artículo 3. Asimismo, establecerá reglas que permitan ajustar la banda de precios, el devengo y las transferencias contempladas en el artículo 3 para mantener su sustentabilidad, en especial, cuando se proyecte el agotamiento del Fondo durante un año calendario.


Este reglamento dispondrá también la manera de determinar los pagos que por concepto de administración del Fondo deban efectuarse a la empresa, los que deberán ser financiados con cargo al mismo Fondo.


En la dictación del reglamento previsto en este artículo, así como sus modificaciones, serán aplicables los artículos 69 al 75 contenidos en el Título IV de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- El mecanismo de estabilización que se establece en la presente ley regirá a partir del primer día del mes siguiente a la publicación en el Diario Oficial del reglamento señalado en el artículo 8.


El reglamento a que se refiere el inciso anterior deberá dictarse en el plazo de noventa días contado desde la fecha de publicación de esta ley.


Artículo segundo.- El total de los recursos que recupere Enami por aplicación de lo autorizado por el Ministerio de Hacienda respecto de la operación del mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería para el año 2016 ingresará al patrimonio del Fondo.


Los recursos que recupere Enami por la operación del mecanismo de estabilización del precio del cobre para el año 2015 se mantendrán en el activo de la empresa.


Artículo tercero.- Autorízase al Ministro de Hacienda para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, efectúe el aporte extraordinario de capital al Fondo de Estabilización del Precio del Cobre para la Pequeña Minería, de acuerdo a lo dispuesto en la letra a) del artículo 7.


Artículo cuarto.- Autorízase al Ministro de Hacienda para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, efectúe aportes extraordinarios de capital a Enami por un monto de US$ 35.343.000 (treinta y cinco millones trescientos cuarenta y tres mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional, en una o más transferencias, a más tardar en seis meses contados desde la publicación de la presente ley. Este aporte se financiará durante el año 2017 con una reasignación de recursos de la Partida del Ministerio de Minería, o con recursos de la Partida Tesoro Público a partir del año 2018.


Artículo quinto.- Sin perjuicio del mecanismo establecido en esta ley, Enami podrá aplicar otros mecanismos de fomento para los productores de la mediana minería de cobre, según lo permitan sus recursos financieros y competencias, en conformidad a su ley orgánica.”.
- - -
Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias.

(Boletín N° 9.914-11)


El Presidente reanuda la discusión en particular del proyecto de la referencia.


El Secretario General recuerda que en la sesión anterior fueron aprobadas aquellas enmiendas unánimes respecto de las cuales no se solicitó votación separada.

Asimismo, y como se señaló al iniciarse la discusión de este asunto, entre las enmiendas aprobadas por mayoría se encuentran los números 23 y 24 del artículo 1°, que introducen un artículo 129 G y un artículo 129 H al Código Sanitario respectivamente, que son normas de quórum calificado que requieren para su aprobación 19 votos favorables, modificaciones que se pondrán en discusión y en votación en su oportunidad.

Añade que prosiguiendo con las solicitudes de votación separada corresponde tratar la relativa al artículo 1º numeral 5 letra b). Esta norma, además, fue aprobada con 3 votos a favor y 2 abstenciones en la Comisión.

Luego da lectura a la enmienda señalada.


El Presidente pone en discusión la enmienda y ofrece la palabra. Hacen uso de ella el Subsecretario de Salud Pública, señor Burrows y los Honorables Senadores señor Girardi y señoras Van Rysselberghe y Goic.


Enseguida pone en votación la enmienda y el resultado es de 15 votos a favor, 3 abstenciones y 3 pareos.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Girardi, Guillier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Tuma; Walker, Ignacio y Zaldívar.

Se abstienen los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Coloma y Pérez Varela.

No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señoras Allende y Von Baer y señor Quinteros.

Funda su abstención el Honorable Senador señor Coloma.


El Presidente declara aprobada la enmienda.

- - -

El Presidente pone en discusión la enmienda de la Comisión de Salud correspondiente al artículo 1º numeral 6 letras a) y b), cuya votación separada fue solicitada  y ofrece la palabra; hace uso de ella el Honorable Senador señor Girardi.


Enseguida abre la votación y el resultado es de 19 votos a favor, 5 en contra y 1 pareo.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Espina, Girardi, Guillier, Lagos, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Tuma; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.


Votan por el rechazo los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán, Coloma, García y Pérez Varela.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Quinteros.


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señores Prokurica y Ossandón y señora Pérez San Martín.


Fundan su rechazo los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán y Coloma.

- - -

Interviene durante la votación, con la anuencia de la Sala, el Subsecretario de Salud Pública, señor Burrows.

- - -

El Presidente declara aprobada la enmienda.

- - -

El Presidente pone en discusión la enmienda de la Comisión de Salud correspondiente al numeral 8 del artículo 1º.


Luego ofrece la palabra y hace uso de ella la Honorable Senador señora Van Rysselberghe.


Puesta en votación la enmienda el resultado es de 13 votos a favor y 4 abstenciones. 


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores García, Girardi, Guillier, Matta, Navarro, Prokurica, Quintana, Tuma; Walker, Ignacio y Zaldívar.


Se abstienen los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán, Coloma y Pérez Varela.

  - - -

El Presidente declara aprobada la modificación.

  - - -

Interviene durante la votación, con la anuencia de la Sala, el Subsecretario de Salud Pública, señor Burrows.

- - -

Terminada la votación manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Ossandón.

- - -


El Presidente pone en discusión la enmienda de la Comisión de Salud correspondiente al artículo 111 bis, contenido el numeral 9 del artículo 1º, cuya votación separada fuera solicitada.


Ofrece enseguida la palabra y hacen uso de ella la Honorable Senador señora Van Rysselberghe y el Subsecretario de Salud Pública, señor Burrows.

Del debate surge la precisión que solo se pide la votación separada de la frase “u otro artículo similar o relacionado”, contenido en el encabezamiento del mencionado artículo 111 bis.


El Presidente somete a votación la norma y propone que voten en contra quienes deseen conservar la frase como fue propuesta por la Comisión y a favor quienes desean eliminarla.


El resultado es de 4 votos a favor, 8 votos en contra y 2 abstenciones.


Votan por el rechazo los Honorables Senadores señoras Goic y Muñoz y señores Girardi, Matta, Navarro, Tuma; Walker, Ignacio y Zaldívar.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán, Coloma y Ossandón 


Se abstienen los Honorables Senadores señores Espina y Prokurica.


El Presidente declara rechazada la supresión de la frase.
- - -


El Presidente pone en discusión la enmienda de la Comisión de Salud correspondiente al artículo 111 ter, contenido el numeral 9 del artículo 1º, cuya votación separada fuera solicitada.


El resultado de la votación es de 9 votos a favor, 4 abstenciones y 1 pareo.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Araya, Chahuán, Girardi, Navarro, Ossandón, Quintana; Walker, Ignacio  y Zaldívar.


Se abstienen los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Coloma, Pérez Varela y Prokurica.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Tuma.


Funda su voto a favor el Honorable Senador señor  Girardi y su abstención la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe.

- - -

Interviene durante la votación, con la anuencia de la Sala, el Subsecretario de Salud Pública, señor Burrows.

- - -

El Presidente da por aprobada la disposición.

- - -

El Presidente pone en discusión el numeral 10 del artículo 1º del texto en general aprobado.


Ofrece luego la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Girardi, Chahuán y Coloma.


Del curso del debate el Presidente, a petición del Ejecutivo, somete la admisibilidad de esta disposición a la consideración de la Sala.


Puesta en votación el resultado es de 4 votos a favor de la admisibilidad, 9 en contra y 1 pareo.


Votan en contra los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán, Coloma, García, Matta, Ossandón, Prokurica, Walker, Ignacio y Zaldívar.


Votan por la admisibilidad los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Girardi, Navarro y Quintana.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Tuma.


El Presidente declara inadmisible la norma.

- - -

El Presidente pone en discusión el numeral 10 del artículo 1º por haberse solicitado su votación separada.


Los autores de la petición la retiran.

- - -

El Presidente pone en discusión las enmiendas correspondientes al numeral 16 del artículo 1º.


Enseguida ofrece la palabra y hacen uso de ella el Honorable Senador señor Chahuán; el Subsecretario de Salud Pública, señor Burrows y los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Girardi.

- - -

Se deja constancia que en su intervención el Honorable Senador señor Chahuán formula expresa reserva de constitucionalidad sobre esta disposición.

- - -

Por su parte el Honorable Senador señor Girardi solicita aplazamiento de la votación respecto de las restantes normas del proyecto.


El Presidente informa que se continuará con el tratamiento de este proyecto en una próxima sesión.

- - -

Queda pendiente el despacho de la iniciativa.

- - -
Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Matta, García y De Urresti, en primer trámite constitucional, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al señor Adolf Christian Boesch.

(Boletín N° 11.183-17)


El Presidente con la autorización de la Sala pone en discusión el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que el objetivo de la iniciativa es conceder, por especial gracia, la nacionalidad chilena a don Adolf Christian Boesch.


Agrega que la Comisión de Derecho Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Letelier y Matta, dejando constancia de que, después de analizar la iniciativa y en razón de las pautas establecidas para ponderar la procedencia del otorgamiento excepcional de la nacionalidad chilena, por especial gracia, a extranjeros de actuación notable en beneficio para la comunidad nacional, se formó la convicción de que el señor Adolf Christian Boesch, por su destacado aporte en la formación educacional y musical de los niños chilenos del mundo rural, es merecedor del reconocimiento reservado a las personas que han prestado valiosos servicios, a los que alude la norma contenida en el número 4° del artículo 10 de la Constitución Política de la República.


El Presidente pone en votación en general y en particular la iniciativa.


El resultado es de 15 votos a favor y 2 pareos.


Votan a favor los Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Coloma, Girardi, Larraín, Letelier, Matta, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Montes y Tuma.

- - -

Terminada la votación manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor García Huidobro.

- - -

El Presidente declara aprobado el proyecto.

- - -

Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:


“Artículo único.- Concédese la nacionalidad chilena, por especial gracia, al ciudadano austriaco señor Adolf Christian Boesch.”.

- - -
Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Convenio sobre el trabajo marítimo, 2006” adoptado el 23 de febrero de 2006, en la 94ª Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo.

(Boletín N° 11.193-10)


El Presidente pone en discusión el proyecto de acuerdo de la referencia.


El Secretario General informa que su objetivo principal es establecer el derecho de la gente de mar a disfrutar de condiciones de trabajo decentes.


Agrega que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, aprobándolo por la unanimidad de sus  miembros, Honorables Senadores señores Chahuán, Lagos, Larraín, Letelier y Pizarro, en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados.


El Presidente ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Larraín.


Puesta en votación la iniciativa el resultado es de 17 votos a favor y 1 pareo.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores  Bianchi, Chahuán, Coloma, García Huidobro, Girardi, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Prokurica; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Tuma.


Funda su voto a favor el Honorable Senador señor Chahuán.


El Presidente declara aprobado en general y en particular el proyecto de acuerdo.

- - -

Queda terminada la tramitación de este proyecto.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:


“Artículo único.- Apruébase el “Convenio sobre el Trabajo Marítimo, 2006”, adoptado el 23 de febrero de 2006, en la 94° Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo.”.
- - -

El Presidente informa que ha concluido el Orden del Día.

- - -
TIEMPO DE VOTACIONES
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Walker, Patricio, señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Allamand, Araya, Bianchi, De Urresti, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Montes, Ossandón, Pérez Varela|, Pizarro, Quinteros y Walker, Ignacio, por medio del cual solicitan a S.E. la Presidenta de la República, si lo tiene a bien, la creación del “Área Marina Protegida en Isla Guafo”, como parte de la red de áreas marinas protegidas en la Patagonia.

(Boletín N° S 1.949-12)


El Presidente pone en votación el asunto de la referencia.


El Secretario General da lectura del proyecto de acuerdo.


Enseguida el Presidente lo declara aprobado por la unanimidad de los senadores presentes.


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor:


“Solicitar a la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, que instruya a los señores Ministros de Defensa Nacional, de Economía, Fomento y Turismo y del Medio Ambiente que, desde esas Secretarías de Estado, promuevan la creación de un área marina protegida en Isla Guafo, como parte de una red de áreas marinas protegidas en la Patagonia.”.

- - -
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Navarro, señoras Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, García, Guillier, Harboe, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma y Walker, Patricio, por medio del cual solicitan a S.E. la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, se sirva implementar el pago de la Asignación de Fiscalización y de la Asignación Especial a los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil.

(Boletín N° S 1.950-12)


El Presidente pone en votación el asunto de la referencia.


El Secretario General da lectura del proyecto de acuerdo.


El resultado es 11 votos a favor y 1 abstención.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán, García Huidobro, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Ossandón, Prokurica, Quintana y Zaldívar.


Se abstiene el Honorable Senador señor Moreira.


El Presidente declara aprobado el proyecto de acuerdo.

- - -

Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:


“Solicitar a la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, y, por su intermedio, a los señores Ministros de Defensa Nacional y de Hacienda, que, desde esas Secretarías de Estado, promuevan el pago de las asignaciones por Fiscalización y Especial que en Derecho corresponde a los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil, eliminando la injusticia que hoy les afecta respecto de otros servicios públicos.”.

- - -
PETICIONES DE OFICIOS


El Secretario General informa que se han recibido peticiones de oficios de los Honorables Senadores señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García, Horvath, Navarro y Prokurica, dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario.
- - -
Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
SESIÓN 58ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 25 DE OCTUBRE DE 2017


Presidencia del Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Guido Girardi.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio y Walker, Patricio.


Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda, señor Eyzaguirre; Secretario General de la Presidencia, señor de la Fuente; Secretaria General de Gobierno, señora Narváez; y de Transportes y Telecomunicaciones, señora Tapia.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 53ª y 54ª, ordinarias, de los días 11 y 17 de octubre, respectivamente; que no han sido observadas.
- - -

CUENTA
Mensajes

Veintiuno de S.E. la Presidenta de la República


Con los trece primeros, retira y hace presente la urgencia,  calificándola de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas de ley:


1) La que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


2) La que instaura el día 12 de marzo de cada año como el Día Nacional del Trabajador Papelero (Boletín N° 8.875-13).


3) La que determina conductas terroristas y su penalidad y modifica los Códigos Penal y Procesal Penal (Boletines N°s 9.692-07 y 9.669-07, refundidos).


4) La que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (Boletín N° 9.914-11).


5) La que establece un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez (Boletín N° 10.315-18).


6) La que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (Boletín N° 10.482-21).


7) La que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez (Boletín     N° 10.584-07).


8) La que regula el ejercicio de los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua (Boletín N° 10.683-06).


9) La que crea el Ministerio de Pueblos Indígenas (Boletín N° 10.687-06).


10) La que modifica la ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, con el objeto de eliminar la distinción entre empleados y obreros (Boletines N°s 11.053-13 y 11.103-13, refundidos).


11) La que modifica el Código Tributario con el objeto de establecer un plazo para informar al Servicio de Impuestos Internos las modificaciones importantes de los datos de la declaración de inicio de actividades (Boletín N° 11.120-05).


12) La que regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales (Boletín N° 11.200-06).


13) La que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile (Boletín N° 6.191-19).


Con los ocho siguientes, retira y hace presente la urgencia,  calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes asuntos:


1) Proyecto de ley que reforma el Código de Aguas (Boletín N° 7.543-12).


2) Proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, INDESPA (Boletín N°9.689-21).


3) Proyecto de reforma constitucional que establece que los crímenes y delitos de guerra, lesa humanidad y genocidio no pueden prescribir ni ser amnistiados (Boletín N° 9.748-07).


4) Proyecto de ley que adecua la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el derecho internacional respecto de los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (Boletín N° 9.773-07).


5) Proyecto de ley sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano (Boletín N° 10.163-14).


6) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Israel sobre cooperación y asistencia administrativa mutua en materia aduanera” (Boletín Nº 10.207-10).


7) Proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y otros cuerpos legales en lo relativo a probidad y transparencia (Boletín Nº 10.264-07).


8) Proyecto de ley que crea una nueva institucionalidad del sistema estadístico nacional (Boletín N° 10.372-03).


-- Se tienen presentes los retiros y las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Dos de la Honorable Cámara de Diputados


Con los que comunica que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado a los siguientes proyectos de ley:


1) El que crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y modifica las normas que señala (Boletín N° 10.126-15).


2) El que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (Boletín N° 9.369-03).


-- Se toma conocimiento y se manda archivar los antecedentes.

Del señor Director Regional del Trabajo de la Región del Bío Bío


Remite antecedentes solicitados por el Honorable Senador señor Navarro, acerca de la situación que afecta a los trabajadores de la empresa a cargo de las obras de reposición de la cárcel El Manzano I.

Del señor Fiscal de CORFO


Responde inquietud del Honorable Senador señor Prokurica sobre las pertenencias mineras registradas a nombre de esa Corporación.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe


De la Comisión Mixta encargada de resolver las discrepancias producidas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica el artículo 37 de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, a fin de establecer nuevas obligaciones a los proveedores de crédito y a las empresas de cobranza extrajudicial (Boletín N°10.226-03).


-- Queda para Tabla. 

Moción


De los Honorables Senadores señores Girardi, De Urresti, Navarro, Ossandón y Quinteros, con la que inician un proyecto de ley que modifica el Código Penal y otros cuerpos legales, en lo relativo a los delitos contra el medio ambiente (Boletín Nº 11.482-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
- - -

El Vicepresidente suspende la sesión para realizar una reunión de Comités.


Se reanuda la sesión.

- - -

El Secretario General informa que los Comités acordaron  postergar el tratamiento del proyecto de ley que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile (Boletín 6.191-19), para la sesión del día martes 7 de noviembre,  a las 12:30 horas.

- - -

La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -
ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que incorpora diversas medidas de índole tributaria.

(Boletín N° 11.404-05)


El Vicepresidente pone en discusión el proyecto de la referencia.

El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia calificándola de “suma” para su despacho.

Añade que su principal objetivo es impulsar materias de índole tributaria e introducir ajustes en el sistema tributario vigente.


Agrega que la Comisión de Hacienda discutió el proyecto en general y en particular en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.


Indica luego que lo aprobó en particular en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados, con las votaciones que consigna en su informe.


El Vicepresidente ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Montes, que interviene en su calidad Presidente de la Comisión  de Hacienda y De Urresti, quien pide votación separada del artículo 3º .


El Vicepresidente pone en votación en general el proyecto de ley.


El resultado es de 22 votos a favor, 1 abstención y 3 pareos.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, García, Girardi, Guillier, Lagos, Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros Y Walker, Ignacio.


Se abstiene el Honorable Senador señor De Urresti.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señora Allende y señores Coloma y Tuma.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Pizarro, Lagos, Ossandón, Quinteros y Larraín, señora Pérez San Martín y señores Guillier, Moreira y Navarro.


Funda su abstención el Honorable Senador señor De Urresti.

- - -

Interviene también el Honorable Senador señor Coloma, quien no vota por estar pareado.

- - -

El Vicepresidente declara aprobada en general la iniciativa.

- - -

Enseguida el Vicepresidente ofrece la palabra al Ministro de Hacienda, señor Eyzaguirre, quien hace uso de ella.

- - -

El Vicepresidente pone en votación separada el artículo 3º del proyecto, conforme a la solicitud hecha por el Honorable Senador señor De Urresti.


El resultado es de 22 votos favorables, 1 en contra y 1 abstención.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Muñoz y Pérez San Martín y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, García Huidobro, Guillier, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros y Walker, Ignacio.


Vota en contra el Honorable Senador señor De Urresti.


Se abstiene el Honorable Senador señor Harboe.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Lagos, Montes, Navarro y Moreira.


Funda su abstención el Honorable Senador señor De Urresti.


El Vicepresidente declara aprobada la disposición.

- - -

El Vicepresidente pone en votación el artículo 5º del proyecto, cuya votación separada fue solicitada por el Honorable Senador señor Coloma.


El resultado es de 16 votos favorables, 6 en contra, 1 abstención y 1 pareo.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Quintana, Quinteros y Walker, Ignacio.


Votan en contra los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, García Huidobro, Larraín, Pérez Varela y Prokurica.


Se abstiene el Honorable Senador señor Pizarro.


No vota, por estar pareado el Honorable Senador señor Moreira.


Fundan su voto de aprobación los Honorables Senadores señores Montes, Harboe y Navarro.


Funda su voto de rechazo el Honorable Senador señor Coloma.


El Vicepresidente declara aprobado este artículo, y asimismo, despachado en particular la iniciativa.

- - -

Queda terminada la tramitación de este proyecto.


El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1 del decreto ley N° 824, de 1974:


1. En la letra c) del inciso tercero del artículo 10: 


a) Reemplázase la frase “países o jurisdicciones que figuren en la lista a que se refiere el número 2, del artículo 41 D” por “territorios o jurisdicciones que se consideren como un régimen fiscal preferencial conforme a las reglas establecidas en el artículo 41 H”.


b) Reemplázase la expresión “el país o jurisdicción listado” por la expresión “uno de estos territorios o jurisdicciones”.


c) Reemplázase la frase “un país o jurisdicción que no forme parte de la lista señalada en el número 2, del artículo 41 D” por “territorio o jurisdicción que no tenga un régimen fiscal preferencial en los términos dispuestos en el artículo 41 H”.


2. Elimínase en la letra a) del número 1 de la letra E) del artículo 14 la frase “incluidos en la lista que establece el número 2, del artículo 41 D, o”.


3. Derógase el artículo 41 D.


4. Reemplázase, en el párrafo tercero del número 1 del artículo 41 E la frase “o territorio incorporado en la lista a que se refiere el número 2 del artículo 41 D” por “, territorio o jurisdicción a los que se refiere el artículo 41 H”.


5. En el artículo 41 F:


a) Elimínase el literal i) del numeral 6.


b) Reemplázase en el párrafo segundo del numeral 13 la frase “constituidas, establecidas, domiciliadas o residentes en alguno de los territorios o jurisdicciones a que se refiere el artículo 41 D, o que dicha persona o entidad quede comprendida” por la expresión “que queden comprendidas”.


6. Sustitúyese en el número 2 de la letra C del artículo 41 G la frase “de aquellos a que se refieren los artículos 41 D, número 2 y 41 H” por “que se considere como un régimen fiscal preferencial conforme a las reglas establecidas en el artículo 41 H”.


7. Reemplázase en el inciso primero del artículo 59 la frase “que formen parte de la lista a que se refieren los artículos 41 D y 41 H” por “que se consideren como un régimen fiscal preferencial conforme a las reglas establecidas en el artículo 41 H”.


Artículo 2.- Reemplázase en el párrafo segundo del numeral XVIII del artículo tercero transitorio de la ley N° 20.780, de reforma tributaria que modifica el sistema de tributación de la renta e introduce diversos ajustes en el sistema tributario, la frase “constituidas, establecidas, domiciliadas o residentes en alguno de los territorios o jurisdicciones a que se refiere el artículo 41 D, o que dicha persona o entidad quede comprendida” por la expresión “que queden comprendidas”. 


Artículo 3.- Los contribuyentes que, de acuerdo con las normas de la Ley sobre Impuesto a la Renta, declaren sus rentas efectivas demostradas mediante un balance general o se encuentren acogidas a las disposiciones del artículo 14 ter letra A) de dicha ley, y que efectúen donaciones a la Conferencia Episcopal de Chile, con motivo de la visita del Papa, podrán rebajar como gasto las sumas de dinero donadas, para los efectos de la determinación de la renta líquida imponible afecta a los tributos que establece dicha ley, aplicándose el límite global absoluto del artículo 10 de la ley N° 19.885, que incentiva y norma el buen uso de donaciones que dan origen a beneficios tributarios y los extiende a otros fines sociales y públicos. Si el donante registra pérdida tributaria, podrá rebajar como gasto la cantidad donada hasta el 1,6% del capital propio tributario.


Sólo gozarán del beneficio establecido en el inciso anterior las primeras donaciones que acepte la Conferencia Episcopal de Chile hasta que, en conjunto, se entere la cantidad máxima de $4.000.000.000.- (cuatro mil millones de pesos). La Conferencia Episcopal de Chile certificará esta circunstancia en el momento de aceptar cada donación. Dentro del primer semestre del año 2018 deberá efectuar una completa rendición de cuentas al Ministerio de Hacienda respecto de los fondos recibidos y de su destino. Por su parte, el Ministerio de Hacienda remitirá dicha información a la Cámara de Diputados y al Senado.


La deducción como gasto de las donaciones señaladas se efectuará en el ejercicio en que efectivamente se incurrió en el desembolso y deberá acreditarse con recibos suscritos por representantes autorizados de la donataria, en la forma que determine el Servicio de Impuestos Internos.


Las donaciones que cumplan con los requisitos que establece este artículo no requerirán del trámite de insinuación y estarán exentas de todo impuesto.


Artículo 4.- Reeemplázase en el artículo cuarto transitorio de la ley N° 20.899, que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras disposiciones legales tributarias, la expresión “2017”, la segunda vez que aparece, por el guarismo “2019”, y la expresión “2019” por “2021”.


Artículo 5.- Incorpórase en el Código Tributario, contenido en el decreto ley N° 830, de 1974, un nuevo artículo 62 ter del siguiente tenor:


“Artículo 62 ter.- Con el objeto de dar cumplimiento a los convenios internacionales que versen sobre intercambio de información provenientes de instituciones financieras calificadas como tales de conformidad con los referidos convenios que se encuentren vigentes en nuestro país, el Servicio de Impuestos Internos podrá requerir anualmente la información reservada que cumpla los requisitos dispuestos en este artículo. Las señaladas instituciones financieras fiscalizadas, por su parte, deberán aplicar los procedimientos de revisión e identificación establecidos en el reglamento respectivo.


Para los efectos del inciso anterior, la información requerida deberá cumplir los siguientes requisitos: 


a) Corresponder a los titulares de cuentas financieras o controladores de dichos titulares que sean personas naturales, personas jurídicas o entidades que tengan residencia tributaria en otra jurisdicción, patrimonios quedados al fallecimiento de una persona que al momento de fallecer era residente de otra jurisdicción, o personas jurídicas o entidades que no tengan residencia tributaria en Chile y cuya administración efectiva se lleve a cabo en otra jurisdicción.


b) Versar sobre el saldo o valor de las cuentas financieras pertenecientes a los titulares o controladores señalados en el literal a) anterior, al 31 de diciembre de cada año o a la fecha de cierre de las cuentas, rentas pagadas a dichos titulares o controladores, y sobre la identidad de éstos.


c) Encontrarse en poder de instituciones financieras calificadas como tales de conformidad con un convenio internacional vigente que disponga el intercambio de información sobre cuentas financieras.


Las instituciones financieras deberán entregar al Servicio de Impuestos Internos la información indicada en el inciso anterior a más tardar el 30 de junio de cada año, por los medios que establezca el Servicio mediante resolución.


Para tal efecto, las instituciones financieras deberán llevar un registro que dé cuenta de los procedimientos de revisión realizados para identificar las cuentas financieras cuya información deba ser comunicada al Servicio. Dicho registro, junto con la información que le sirva de respaldo, deberá ser mantenido por siete años consecutivos, contados desde la fecha en que la institución financiera tomó conocimiento y registró la información requerida para dar cumplimiento a los procedimientos a que se refiere el presente artículo. En cualquier caso, el Servicio no podrá solicitar información que exceda del período anteriormente señalado. 


El incumplimiento de la obligación de ejecutar los procedimientos de revisión e identificación de cuentas financieras, de entregar la información al Servicio de manera oportuna y completa, y de mantener el registro señalado anteriormente por parte de una institución financiera, será sancionado con una multa equivalente a 1 unidad tributaria anual por cada una de las cuentas respecto de las cuales se infrinja cualquiera de los deberes señalados. Con todo, la multa total anual a pagar por cada institución no podrá exceder de 500 unidades tributarias anuales. La entrega de información maliciosamente falsa por parte del titular de la cuenta o sus controladores a la institución financiera será sancionada con la multa establecida en el párrafo final del número 4 del artículo 97. 


La información a la que accederá el Servicio con motivo de lo dispuesto en este artículo no podrá ser divulgada en forma alguna y sólo podrá ser usada para cumplir con los propósitos de intercambio de información regulados en convenios internacionales vigentes que permitan el intercambio de información entre autoridades tributarias.


Las disposiciones de este artículo serán aplicadas e interpretadas siguiendo las recomendaciones de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico o de la Organización de Naciones Unidas. En ningún caso tales interpretaciones implicarán una extensión del ámbito de aplicación del presente artículo a personas naturales o jurídicas que tengan su residencia tributaria en Chile. 


Artículo 6.- Intercálase en el inciso primero del artículo 37 del decreto ley N° 1939, de 1977, que establece normas sobre adquisición, administración y disposición de bienes del Estado, entre las expresiones “toda clase de impuestos” y “y no requerirán”, lo siguiente: “y tendrán la calidad de gasto necesario para producir la renta para los efectos de lo establecido en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1 del decreto ley N° 824, de 1974. Por su parte, estas donaciones no estarán sujetas al límite global absoluto establecido en el artículo 10 de la ley N° 19.885,”.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- La eliminación del artículo 41 D de la Ley sobre Impuesto a la Renta dispuesta por el número 3 del artículo 1 de la presente ley entrará en vigencia el 1 de enero del año 2022. No obstante lo anterior, a partir de la publicación de la presente ley, no podrán ingresar nuevas empresas al régimen establecido en la norma del artículo 41 D.


Artículo segundo.- Las sociedades anónimas abiertas, las sociedades anónimas cerradas y sus accionistas que, a la fecha de la publicación de la presente ley, se encuentren acogidas a las disposiciones del artículo 41 D de la Ley sobre Impuesto a la Renta, se sujetarán a las siguientes disposiciones:


1. Las sociedades anónimas abiertas y las sociedades anónimas cerradas acogidas a las disposiciones del artículo 41 D al 31 de diciembre de 2021, se deberán incorporar al régimen general de impuesto de primera categoría con deducción parcial de crédito en los impuestos finales establecido en la letra B) del artículo 14 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1 del decreto ley N° 824, de 1974, a partir del año comercial 2022.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, dichas sociedades podrán transformarse entre el 1 de enero y el 2 de mayo de 2022, en una sociedad habilitada para optar al régimen general de impuesto de primera categoría con imputación total de crédito en los impuestos finales establecido en la letra A) del artículo 14 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, dando aviso de lo anterior en la forma y plazo que disponga el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.


2. Las sociedades que se incorporen al régimen general, sin perjuicio de lo que al respecto establece el N° 2 del artículo 18 del Código Tributario, deberán llevar contabilidad completa en moneda nacional. En el caso en que, por aplicación de lo dispuesto en el número 4 del derogado artículo 41 D, la sociedad llevara su contabilidad en moneda extranjera y no obtuviere autorización del Servicio de Impuestos Internos para mantenerla, deberá efectuar la conversión a moneda nacional al tipo de cambio observado al 31 de diciembre del año anterior al ejercicio de su incorporación al régimen general. De igual forma deberán reemplazar el registro especial a que se refiere la disposición mencionada por el registro general dispuesto en el artículo 68 del Código Tributario, en la forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución. La conversión en moneda nacional producirá efectos en el resultado tributario, según las reglas generales.


3. Para los efectos de la incorporación al régimen de tributación establecido en la letra B del artículo 14 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, las sociedades anónimas abiertas y cerradas acogidas al régimen del artículo 41 D deberán determinar al 31 de diciembre de 2021, cuando corresponda, los antecedentes que detalla la letra a) del número 1 del numeral I del artículo tercero transitorio de la ley N° 20.780, modificada por la ley N° 20.899.


4. Para los fines de informar los antecedentes que solicita el numeral i) de la referida letra a), se considerará aquellos que figuren en los registros que actualmente se encuentran obligados a llevar los contribuyentes sujetos a las disposiciones del artículo 41 D de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


5. Los contribuyentes que queden sujetos al régimen general y a las disposiciones de la letra B del artículo 14 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, a contar del 1 de enero del ejercicio comercial 2022, deberán aplicar, cuando corresponda, las reglas establecidas en la letra b) del número 1 y los números 5, 6, y 9 del numeral I del artículo tercero transitorio de la ley N° 20.780, modificada por la ley N° 20.899.


6. Las distribuciones que se efectúen a contar del 1 de enero del año 2022 se imputarán en la forma establecida en la letra c) del número 1 del numeral I del artículo tercero transitorio de la ley N° 20.780, modificada por la ley N° 20.899, considerando, además, cuando corresponda, lo dispuesto en el numeral ii) de la señalada letra c).


7. Las rentas que se encuentren pendientes de distribución a los respectivos accionistas al 31 de diciembre del año anterior al que se incorporen al régimen general, deberán ser anotadas en un registro especial, cuya forma establecerá el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución. Cuando dichas rentas sean distribuidas a accionistas sin domicilio ni residencia en Chile no quedarán afectas a impuesto alguno y podrán ser distribuidas a dichos accionistas en cualquier momento, sin atender al orden de imputación que establezca la Ley sobre Impuesto a la Renta a la fecha de la distribución. Si las mismas rentas son distribuidas a accionistas con domicilio o residencia en Chile, quedarán afectas a los impuestos generales de la Ley sobre Impuesto a la Renta, con derecho a rebajar como crédito el impuesto soportado por la sociedad plataforma de negocios, sobre las rentas de fuente nacional que hayan obtenido. Para los efectos de calcular el referido crédito, la sociedad deberá considerar que las utilidades que se distribuyen, afectadas por el impuesto referido, corresponden a todos sus accionistas en proporción a la propiedad existente de los accionistas residentes o domiciliados en Chile y los no residentes ni domiciliados en el país.


8. Los contribuyentes que, a contar del 1 de enero del ejercicio comercial 2022, opten por acogerse al régimen a que se refiere el párrafo segundo de la letra a) del presente artículo, deberán aplicar, cuando corresponda, las reglas establecidas en las letras anteriores, salvo en lo referido a las distribuciones que se efectúen a contar del 1 de enero del año 2022, que se imputarán en la forma establecida en el numeral i) de la letra c) del número 1 del numeral I del artículo tercero transitorio de la ley N° 20.780, modificada por la ley N° 20.899.


Artículo tercero.- El artículo 3 de esta ley regirá desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial y hasta el 15 de enero de 2018.


Artículo cuarto.- Las disposiciones contenidas en la presente ley que no tengan una regla especial de vigencia, conforme a los artículos precedentes, entrarán en vigencia a contar del primer día del mes siguiente al de su publicación.”.

- - -


El Vicepresidente ofrece la palabra al Ministro de Hacienda, señor Eyzaguirre, quien hace uso de ella.

- - -


El Vicepresidente informa que ha concluido el Orden del Día.

- - -
Peticiones de Oficios


El Secretario General informa que se han recibido peticiones de oficios de los Honorables Senadores señores Araya, Chahuán y De Urresti, dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario.

Incidentes


Se deja constancia que el Vicepresidente ofrece la palabra a todos los Comités Parlamentarios y ninguno hace uso de aquel derecho reglamentario.

- - -

Se levanta la sesión

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
DOCUMENTOS

1
PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.422, QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE IGUALDAD DE OPORTUNIDADES E INCLUSIÓN SOCIAL DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD, EN EL SENTIDO DE ESTABLECER UNA DEFINICIÓN DE DISCAPACIDAD SOCIAL QUE COMPRENDA EL SÍNDROME DE ASPERGER Y OTROS TRASTORNOS DEL ESPECTRO AUTISTA

(11.240-31)
Oficio Nº 13.608

VALPARAÍSO, 8 de noviembre de 2017
Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que modifica la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, en el sentido de establecer una definición de discapacidad social que comprenda el síndrome de Asperger y otros trastornos del espectro autista, correspondiente al boletín No 11.240-31, del siguiente tenor: 

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Sustitúyese el artículo 5 de la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, por el siguiente:

“Artículo 5.- Persona con discapacidad es aquella que teniendo una o más deficiencias físicas, mentales, sea por causa psíquica o intelectual, del neurodesarrollo, sensoriales o sociales, de carácter temporal o permanente, al interactuar con diversas barreras presentes en el entorno, ve impedida o restringida su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.

Se entenderán incluidas en las deficiencias del neurodesarrollo todas aquellas que comprenden la condición del espectro autista.”.”.

*****

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
2

PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.070, QUE APROBÓ EL ESTATUTO DE LOS PROFESIONALES DE LA EDUCACIÓN Y DE LAS LEYES QUE LA COMPLEMENTAN Y MODIFICAN, PARA PERFECCIONAR LA CAUSAL DE TÉRMINO DE LA RELACIÓN LABORAL DE LOS DOCENTES MUNICIPALES, DETERMINADA POR SALUD INCOMPATIBLE

(11.322-13)

Oficio Nº 13.609
VALPARAÍSO, 8 de noviembre de 2017
Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.070, que Aprobó el Estatuto de los Profesionales de la Educación, y de las leyes que la complementan y modifican, para perfeccionar la causal de término de la relación laboral de los docentes municipales, determinada por salud incompatible, correspondiente al boletín N° 11.322-13, del siguiente tenor:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Reemplázase la letra h) del artículo 72 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, y de las leyes que la complementan y modifican, por la siguiente:
“h) Por salud incompatible con el desempeño de su función, debidamente calificada por el juzgado del trabajo.

El empleador podrá pedir del juzgado del trabajo correspondiente la calificación de incompatibilidad de la salud del trabajador con la labor docente solamente en caso de que éste haya hecho uso de licencia médica en un lapso continuo o discontinuo superior a seis meses en los últimos dos años, exceptuando las licencias por accidentes del trabajo, enfermedades profesionales o maternidad.

El tribunal deberá solicitar un informe médico de incompatibilidad antes de la audiencia preparatoria, a el o los organismos o profesionales que estime pertinente. Dicho informe deberá contener, a lo menos, un diagnóstico completo de la salud del trabajador, un informe sobre la recuperabilidad de su dolencia o enfermedad y una opinión médica sobre la compatibilidad o incompatibilidad de dicha enfermedad, sea ésta recuperable o no, con la labor docente que el trabajador ejerce. En caso de otorgarse la calificación de incompatibilidad y el empleador procediere al despido, el trabajador tendrá derecho a todas las indemnizaciones legales y convencionales a que haya lugar conforme con las reglas generales.

El docente objeto de la calificación de incompatibilidad no podrá ejercer la acción contenida en el inciso segundo del artículo 75 de la presente ley.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
3

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE FORTALECE EL SERVICIO DE TESORERÍAS

(11.468-05)
Oficio Nº 13.607
VALPARAÍSO, 8 de noviembre de 2017
Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que fortalece el Servicio de Tesorerías, correspondiente al boletín N° 11.468-05, del siguiente tenor: 

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1.- Facúltase al Presidente de la República para que dentro del plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1.
 Fijar las plantas de personal del Servicio de Tesorerías y dictar todas las normas necesarias para su adecuada estructuración y funcionamiento. En especial, podrá determinar el número de cargos para cada grado de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; los requisitos específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; los cargos de exclusiva confianza y de carrera; y sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos del artículo 8 de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Además, determinará los niveles jerárquico para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882, que regula nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica. En el ejercicio de esta facultad podrá crear, suprimir y transformar cargos y, además, podrá establecer normas de encasillamiento. 
2.
 Establecer las fecha de entrada en vigencia de las plantas que se fijen y de los encasillamientos del personal que se practiquen.

Artículo 2.- El encasillamiento del personal a que se refiere el artículo anterior quedará sujeto a las condiciones que se establezcan en el o los decretos con fuerza de ley que fijen las nuevas Plantas del Servicio de Tesorerías, para lo cual se deberá considerar lo siguiente:
1. 
Los funcionarios titulares de las plantas de directivos, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares se encasillarán en el mismo grado que tenían a la fecha del encasillamiento, manteniéndose el orden del escalafón de mérito. 

2. 
Una vez practicado el mecanismo anterior, los cargos que queden vacantes en las plantas de profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares se proveerán mediante concurso interno, en el que sólo podrán participar los funcionarios a contrata asimilados a las plantas respectivas, que en dicha calidad se hayan desempeñado sin solución de continuidad durante al menos diez años en la institución, anteriores al 1 de enero de 2017. Dichos funcionarios serán encasillados en el mismo grado y estamento al que se encontraban asimilados al 1 de enero de 2017.

3. 
Si, una vez encasillado el personal conforme a las reglas anteriores, quedaren aún cargos vacantes, éstos se proveerán mediante concurso interno, en el que sólo podrá participar el personal a contrata del Servicio de Tesorerías asimilado a las plantas de profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares, que se hayan desempeñado sin solución de continuidad en esa calidad durante al menos cinco años en la institución, anteriores al 1 de enero de 2017. Dichos funcionarios serán encasillados en el mismo grado y estamento al que se encontraban asimilados al 1 de enero de 2017.

4. 
En los concursos internos a que se refieren los numerales 2 y 3 sólo podrán participar los funcionarios a contrata asimilados a la respectiva planta, que se encuentren calificados en lista 1, de distinción, o en lista 2, buena, y que cumplan con los requisitos del cargo respectivo. El o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo anterior definirán los factores que, a lo menos, considerarán los concursos internos antes señalados. Además, el o los referidos decretos con fuerza de ley fijarán el grado en que podrán ser encasillados aquellos funcionarios a contrata que hubieren experimentado mejoramiento de grado remuneratorio en la época que determine dicho decreto con fuerza de ley. Con todo, aquellos funcionarios que hubieren experimentado mejoramiento de grado remuneratorio con posterioridad al 1 de enero de 2017 sólo podrán ser encasillados como máximo en el grado que detentaban con anterioridad a dicho mejoramiento.

La provisión de cargos vacantes de los concursos internos a que se refieren los numerales 2 y 3 se efectuará en orden decreciente de acuerdo al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida. En el evento de mantenerse esta igualdad decidirá el Tesorero General.

5. 
El encasillamiento del personal a que se refiere este artículo quedará sujeto a las siguientes condiciones:

a) 
No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

b) 
No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones respecto del personal titular de un cargo de planta que sea encasillado, ni modificación de los derechos previsionales.

c) 
Respecto del personal que en el momento del encasillamiento sea titular de un cargo de planta, cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios y funcionarias, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla, mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) 
Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento no serán considerados promoción y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios y, asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto. 

Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad a que se refiere el artículo anterior no serán exigibles respecto de los funcionarios y funcionarias titulares para efectos del encasillamiento dispuesto en este artículo. Asimismo, los funcionarios y funcionarias a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo anterior, y a aquellas y aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

Artículo 3.- A contar del primer día del mes subsiguiente a la total tramitación del acto administrativo que resuelva el concurso a que se refiere el numeral 3 del artículo anterior, por el sólo ministerio de la ley, los funcionarios titulares de las plantas de profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares que se encuentren en grado 12 o inferior a éste y que al 1 de enero de 2017 tengan, en calidad de planta, una antigüedad de  cinco años o más en el mismo grado, se encasillarán en el grado inmediatamente superior, creándose los cargos para tal efecto y, a su vez, se suprimirán los cargos que queden vacantes por el encasillamiento dispuesto en este artículo. Lo señalado en este inciso no será aplicable a quienes se encuentren en el grado tope de su escalafón ni a quienes hayan tenido mejoramientos de grados con posterioridad al 1 de enero de 2017.

Lo dispuesto en este artículo se formalizará mediante resolución del Subsecretario de Hacienda, visada por la Dirección de Presupuestos.

Artículo 4.- Incorpóranse en el artículo 5 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1994, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado del Estatuto Orgánico del Servicio de Tesorerías, las siguientes letras r) y s):


“r) Establecer la organización interna del Servicio de Tesorerías y determinar las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de sus áreas, tales como divisiones, departamentos o secciones, establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 31 de la ley N° 18.575, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal.


s) Autorizar la eliminación de documentos oficiales del Servicio, que se encuentren en desuso y tengan más de diez años de antigüedad, contados desde la fecha de su emisión. Podrá delegar esta facultad en cualquier directivo del Servicio, que para estos efectos actuará como ministro de fe. Se tendrán por auténticas las copias electrónicas obtenidas a partir de los registros de la Tesorería General de la República, de toda la información que se reciba, elabore o conserve en dicho formato electrónico.”.

Artículo 5.- Establécese, a contar del primer día del mes subsiguiente a la fecha de publicación de esta ley, un bono por experiencia calificada de apoyo a la gestión de recaudación tributaria para el personal del Servicio de Tesorerías, titular de cargos de las plantas de técnicos, de administrativos y de auxiliares, cuando cumpla diez años de servicios en el grado tope de la respectiva planta. 

Para efectos de lo establecido en el inciso anterior, el personal titular de las plantas ya indicadas podrá computar los años de servicios prestados en calidad a contrata asimilados al grado tope de la respectiva planta que otorga el derecho a percibir el bono por experiencia calificada de apoyo a la gestión de recaudación tributaria.
El bono establecido en el presente artículo se pagará mensualmente desde el primer día del mes siguiente a aquel en que los beneficiarios cumplan diez años en el grado tope de la respectiva planta y mientras permanezcan en ella.

El monto del bono a que se refiere este artículo será equivalente al 25,2% para los funcionarios pertenecientes a la planta de técnicos, al 18% para los funcionarios de la planta de administrativos, y al 16,2% para los funcionarios de la planta de auxiliares.

Los porcentajes anteriores se aplicarán sobre la suma del sueldo base asignado al grado respectivo y la asignación señalada en el artículo 4 de la ley N° 18.717, según corresponda. 

Este bono tendrá el carácter de tributable e imponible para fines de previsión y salud. Además, no servirá de base de cálculo para ninguna otra remuneración o beneficio legal.

Artículo transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Servicio de Tesorerías. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con los referidos recursos. En los años posteriores el gasto se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de presupuestos del sector público.”.
*****

Hago presente a V.E. que los numerales 2, 3 y 4 del artículo 2 del proyecto de ley fueron aprobados en general y en particular con el voto afirmativo de 93 diputados, de un total de 119 en ejercicio, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE DECLARA EL 7 DE FEBRERO DE CADA AÑO COMO EL “DÍA NACIONAL POR LA NO VIOLENCIA EN EL POLOLEO”, Y AUTORIZA PARA REALIZAR ESE DÍA DISTINTAS MANIFESTACIONES CONMEMORATIVAS A LO LARGO DEL PAÍS

(11.235-24)
Oficio Nº 13.610
VALPARAÍSO, 9 de noviembre de 2017
Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N° 11.235-24:
PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Declárase el 7 de febrero de cada año como el “Día Nacional por la no violencia en el pololeo”, y autorízase para realizar ese día distintas manifestaciones conmemorativas a lo largo del país.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
5

INFORME DE LA COMISIÓN ESPECIAL ENCARGADA DE TRAMITAR PROYECTOS RELACIONADOS CON LOS NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA LA DEFENSORÍA DE LOS DERECHOS DE LA NIÑEZ

(10.584-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes, tiene el honor de informar el proyecto señalado en el epígrafe, que se encuentra en tercer trámite constitucional en el Senado, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


A la sesión en que se analizó esta materia, concurrieron: la Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz; el Jefe de Gabinete de dicha entidad, señor Cristián Rodríguez; las asesoras de tal organismo, señoras Karin Messenger y Daniela González, y la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Lizzy Seaman.


Asistieron como oyentes autorizados por el Presidente de la Comisión las siguientes personas: De la Corporación Opción: la asesora, señora Camila de la Maza; de la Corporación Comunidad y Justicia: el Coordinador del Área Legislativa, señor Cristóbal Aguilera, y las asesoras, señoras Simona Canepa y María Paz Madrid, y del Instituto Nacional de Derechos Humanos: el Analista Legislativo de la Unidad Jurídica Judicial, señor Christian Finsterbusch.



Además, estuvieron presentes los asesores del Honorable Senador señor Ossandón, don José Huerta y don Arturo Du Monceau; del Honorable Senador señor Quintana, doña Leslie Sánchez; de la Honorable Senadora señora Von Baer, don Pablo Urquízar; del Comité Demócrata Cristiano, señor Luis Espinoza; del Comité del Partido Socialista, señor Rodrigo Márquez; de la Fundación Jaime Guzmán, señora María Teresa Urrutia; de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Truffello, y de la Segpres, señores Esteban Contador y Gonzalo Frei.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Se hace presente que en caso de aprobarse las modificaciones efectuadas por la Honorable Cámara de Diputados en cuanto a los incisos primero, sexto y séptimo del artículo 13 del proyecto de ley en análisis, que esta Comisión propone rechazar, deben serlo con el voto favorable de los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio, en conformidad con lo establecido en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental. Lo anterior, en tanto revisten el carácter de orgánicos constitucionales, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 77 de la Constitución Política de la República, toda vez que establecen nuevas atribuciones jurisdiccionales para la Corte Suprema y la Corte de Apelaciones de Santiago.
- - - - - - - - -

DISCUSIÓN DE LAS MODIFICACIONES INTRODUCIDAS POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS



A continuación se efectúa, siguiendo el orden del articulado del proyecto, una relación de las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al texto aprobado por el Senado, en primer trámite constitucional, así como de los acuerdos adoptados por la Comisión respecto de las referidas enmiendas.

ARTÍCULO 1º
Inciso segundo


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente inciso segundo, relativo al domicilio de la Defensoría de los Derechos de la Niñez: 


“Tendrá su domicilio en la Región Metropolitana, sin perjuicio de los que pueda establecer en las distintas regiones del país.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, sustituyó la frase “sin perjuicio de los que pueda establecer en las distintas regiones del país” por “y procurará su presencia estableciendo su representación en todas las regiones del país”.

En discusión esta enmienda, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, estimó que la misma es del todo razonable, en tanto refuerza el deber de despliegue territorial que la Defensoría debe desarrollar a lo largo del país.


- Puesta en votación esta enmienda, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón y Walker, don Patricio.
ARTÍCULO 2º

El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente artículo 2º:


“Artículo 2º.- La Defensoría de los Derechos de la Niñez tendrá por objeto la difusión, promoción y protección de los derechos de que son titulares los niños y niñas, de acuerdo a la Constitución Política de la República, a la Convención sobre los Derechos del Niño y a los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, así como a la legislación nacional, velando por su interés superior.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo reemplazó por el siguiente:


“Artículo 2º.- La Defensoría de los Derechos de la Niñez tendrá por objeto la difusión, promoción y protección de los derechos de que son titulares los niños, velando por su interés superior, de acuerdo a la Constitución Política de la República, a la Convención sobre los Derechos del Niño y a los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, así como a la legislación nacional, respecto de los órganos de la Administración del Estado y de toda persona natural o jurídica, de derecho público o privado, nacional o extranjera, que pudiere afectar los derechos de los niños, así como de organizaciones y grupos pertinentes.


La Defensoría de la Niñez velará especialmente por proteger, promover y difundir los derechos de los niños migrantes y de los que pertenecen a los pueblos indígenas en el territorio de Chile. Para estos efectos, deberá elaborar y sugerir medidas especiales para el pleno disfrute de sus derechos.”.


En discusión la presente modificación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que, en su opinión, la redacción propuesta por la Cámara de Diputados limita el número de destinatarios de las acciones de la Defensoría.


La Honorable Senadora señora Von Baer, expresó que tal limitación se genera producto del listado taxativo que la enmienda introduce respecto de las personas sujetas a las atribuciones del referido organismo. A diferencia, agregó, del texto aprobado por la Cámara de Origen, en donde se establece una fórmula genérica que otorga mayor espacio al Defensor para desarrollar sus funciones.


La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Lizzy Seaman, indicó que el listado introducido por la enmienda en análisis da cuenta de los sujetos protegidos y de los destinatarios de las acciones de la Defensoría, de acuerdo con las atribuciones contempladas para esta última en el artículo 4° de la iniciativa en examen, lo que resulta en un amplio espectro de personas.


Sin perjuicio de lo anterior, expresó que el Ejecutivo no es partidario de la inclusión de la categoría de personas naturales en el referido listado de destinatarios; ello, explicó, en tanto las atribuciones de la Defensoría están pensadas para ser ejercidas ante órganos del Estado o personas jurídicas, salvo las excepciones expresamente contempladas, siendo de cierto modo disruptiva la inclusión de aquéllas en tal listado.


El Honorable Senador señor Ossandón, por otra parte, cuestionó que sólo se fije como deber especial de la Defensoría la difusión, protección y promoción de los derechos de los niños migrantes y de los pertenecientes a pueblos indígenas, lo que apoya en cuanto a la sustancia, pero se excluyan otros grupos de menores vulnerables que requieren, de igual modo, de una mayor protección, como lo son, por ejemplo, los niños que padecen de alguna discapacidad.


El Honorable Senador señor Letelier, concordó con quien le antecedió en el uso de la palabra, señalando que, en su opinión, si tal deber especial procede sólo respecto de los niños contemplados en el inciso segundo de la enmienda en examen, ello configuraría una discriminación en contra de otros grupos vulnerables. Lo anterior, precisó, de acuerdo a la normativa internacional existente al respecto.


Sin perjuicio de lo expuesto, señaló que ello pudiere ser abordado desde un punto de vista genérico, en tanto proceder dicho deber especial respecto de todos aquellos niños que pueden ser catalogados como especialmente vulnerables.


Por otra parte, solicitó al Ejecutivo precisar las razones por las que se prefiere excluir a las personas naturales del listado de destinatarios de las acciones de la Defensoría.


La asesora del Consejo Nacional de la Infancia, señora Daniela González, señaló que ello se debe a que si se incluye a las personas naturales en el listado en comento, en principio, todas las atribuciones de la Defensoría pudiesen ser ejercidas respecto de aquéllas, lo que puede resultar inadecuado en atención a las diversas potestades con las que contaría tal organismo.


En el mismo sentido, añadió, se prefiere excluir a las personas naturales para evitar, a su vez, la superposición o confusión de las facultades de la mencionada entidad con otros órganos del Estado con competencias en estas materias.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó que se inclina, en principio, por el texto aprobado en la Cámara de Origen, sin perjuicio de que el punto sea revisado en la Comisión Mixta.


En tal sentido, aclaró que en el estudio y votación de estas enmiendas, la Comisión sólo se puede pronunciar a favor o en contra de las mismas, independientemente del apoyo o rechazo, en el fondo, de cada una de ellas.


De ese modo, sugirió rechazar el texto para analizarlo con mayor profundidad en la Comisión Mixta que se forme para el estudio de las controversias que se susciten entre las Cámaras.


- Puesta en votación esta modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón y Walker, don Patricio.

ARTÍCULO 4º

Este precepto detalla las funciones y atribuciones de la Defensoría.
Inciso primero

Letra a)


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra a):


“a) Difundir, promover y proteger los derechos de los niños y niñas de acuerdo a lo que establece la presente ley.”.

La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, eliminó la expresión “y niñas”.

En discusión esta enmienda, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, indicó que la presente modificación, como muchas otras introducidas por la Cámara Revisora, suprime la expresión “niña”, a fin de que sólo con la alusión al término “niños” se comprenda a los menores de ambos sexos.

En seguida, solicitó la opinión del Ejecutivo sobre tales supresiones.


La Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz, indicó que la posición del Ejecutivo al respecto es uniformar el lenguaje expresado en todo el texto del proyecto, así como en las demás iniciativas relacionadas, mediante el empleo del término “niño”, lo que es coherente, además, con la nomenclatura utilizada en la Convención sobre los Derechos del Niño.


En virtud de lo anterior, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, sugirió al resto de los miembros de la misma, aprobar esta enmienda así como todas aquellas que se orienten en igual sentido.


Los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier y Ossandón, concordaron con la proposición previamente señalada.


- Puesta en votación esta modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón y Walker, don Patricio.

Letra b), nueva


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, incorporó la siguiente letra b), nueva, pasando la actual letra b) a ser c):


“b) Interponer acciones y deducir querellas, según corresponda, en causas que involucren un interés social relevante para la protección de los derechos de niños, en cualquier juicio, instancia o tribunal, de conformidad con el artículo 16.”.


En discusión esta modificación, la Honorable Senadora señora Von Baer, expresó que del contraste de la presente enmienda con lo dispuesto en la recaída, en lo pertinente, en el artículo 16, se observa el empleo de criterios jurídicos distintos al momento de establecer las hipótesis que facultan al Defensor para accionar o querellarse.


El Honorable Senador señor Quintana, manifestó que este punto debe revisarse con detención, en tanto, en su opinión, es el propio Defensor quien debe contar con la potestad para accionar o querellarse en uno u otro caso, dependiendo del grado de afectación de los derechos del niño en cuestión, por lo que ello no debe ser influenciado por lo informado por los medios de comunicación u otra plataforma, en tanto, de procederse de esa manera, se pueden generar mayores esfuerzos para atender un caso de conocimiento público, en desmedro de otro que no tenga un alto nivel de difusión y que sí requiera de una especial protección.


El Honorable Senador señor Letelier, indicó que se debe compatibilizar el criterio que habilite al Defensor para intervenir judicialmente en ciertos casos, generando, además, determinados elementos que permitan definir dicho estándar de acción, a fin de tener claridad y coherencia en este ámbito.



El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, sugirió que este punto sea revisado con detención en la Comisión Mixta que se genere. Lo anterior, en tanto se hace necesario compatibilizar los criterios previamente señalados.


Asimismo, propuso rechazar esta enmienda junto con la recaída, en lo pertinente, en el artículo 16, no por estar en desacuerdo en el fondo con las atribuciones conferidas al Defensor en estas materias, sino para, precisamente, uniformar los criterios para su ejercicio.


Los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón y Quintana, concordaron y adhirieron a la proposición previamente señalada.


- Puesta en votación esta modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio.

Letra b)


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra b):


“b) Derivar al órgano competente, cuando corresponda, aquellas peticiones que reciba sobre asuntos que se le formulen, dentro del ámbito de sus competencias.
En el ejercicio de esta atribución, podrá realizar recomendaciones específicas sobre las materias objeto de las peticiones que reciba, de conformidad a lo dispuesto por el literal f) de este artículo.

La Defensoría de la Niñez no podrá pronunciarse sobre un asunto que se encuentre en trámite ante los Tribunales de Justicia o ante el órgano de la Administración del Estado competente. Sin embargo, podrá efectuar propuestas sobre aspectos generales y realizar informes o emitir opiniones en relación con la materia de que se trate, de conformidad con las letras f) y h) de este artículo.”.

La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, reemplazó la letra b), que pasaría a ser c), por la siguiente: 


“c) Recibir peticiones sobre asuntos que se le formulen y derivarlas al órgano competente, haciendo el respectivo seguimiento, o ejercer las atribuciones pertinentes, cuando corresponda, dentro del plazo más breve posible. Deberá establecer mecanismos que aseguren, a nivel nacional, una atención expedita y oportuna de todos los niños.


En el ejercicio de esta atribución, podrá realizar recomendaciones generales o específicas, elaborar informes y emitir opiniones en materias de su competencia, pero no podrá avocarse al conocimiento de un asunto que se encuentre pendiente ante los Tribunales de Justicia o ante el órgano de la Administración del Estado competente.”.


- Puesta en votación esta enmienda, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio.

Letra c)


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra c):


“c) Intermediar o servir de facilitador entre los niños y niñas y los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños y niñas, cuando haya tomado conocimiento, de oficio o a petición de parte, de actos u omisiones que pudieren vulnerar los derechos de los niños y niñas.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, sustituyó la letra c), que pasaría a ser letra d), por la siguiente:


“d) Intermediar o servir de facilitador entre los niños y los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas mencionadas en el artículo 2, cuando haya tomado conocimiento, de oficio o a petición de parte, de actos u omisiones que pudieren vulnerar los derechos de los niños. El Defensor debe velar por el establecimiento de instancias y procedimientos de comunicación, conciliación y mediación expeditos y efectivos, de conformidad a la ley.”.


En discusión la presente modificación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, sugirió rechazarla, en tanto la misma hace remisión a los destinatarios de las acciones de la Defensoría, contemplados en la enmienda de la Cámara Revisora recaída en el artículo 2° del proyecto, previamente rechazada.


Por consiguiente, propuso que el punto sea examinado en la respectiva Comisión Mixta que se conforme.


Los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Ossandón y Quintana, concordaron con la proposición previamente señalada.


- Puesta en votación esta modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio.

Letra e)


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra e):


“e) Requerir antecedentes o informes a los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas jurídicas que tengan por objeto la promoción o protección de los derechos de los niños y niñas cuando, dentro del ámbito de sus competencias, tome conocimiento, de oficio o a petición de parte, de posibles vulneraciones a los derechos de los niños y niñas por actos u omisiones de las entidades. Para tales efectos, el requerimiento deberá establecer un plazo razonable para la entrega de la información solicitada.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, la reemplazó por la siguiente: 


“e) Requerir antecedentes o informes a los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas mencionadas en el artículo 2º cuando, dentro del ámbito de sus competencias, tome conocimiento, de oficio o a petición de parte, de posibles vulneraciones a los derechos de los niños por actos u omisiones de las entidades. Para tales efectos, el requerimiento deberá establecer un plazo razonable para la entrega de la información solicitada, el que no superará los sesenta días corridos.”.


En discusión esta enmienda, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, sugirió rechazarla, por las mismas razones indicadas en la modificación anterior.


- Puesta en votación esta enmienda, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio.

Letra f), nueva


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra k), que pasó a ser f), nueva, durante la tramitación en la Cámara Revisora, reemplazada como se indicará:


“k) Visitar los centros de privación de libertad, centros residenciales de protección o cualquier otra institución en que un niño o niña permanezca privado de libertad, reciban o no recursos por parte del Estado, sin perjuicio de las facultades de los demás organismos públicos competentes en la materia.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, como se mencionó previamente, contempló la referida letra k), como letra f), nueva, sustituida por la que sigue:


“f) Visitar los centros de privación de libertad, centros residenciales de protección o cualquier otra institución, incluyendo medios de transporte, en los términos de lo dispuesto en el Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, en que un niño permanezca privado de libertad, reciban o no recursos del Estado, sin perjuicio de las facultades de los demás organismos públicos competentes en la materia. Una vez realizada la visita, deberá evacuar un informe que deberá contener, a lo menos, la descripción de la situación general observada, el registro de las eventuales vulneraciones de derechos y las recomendaciones a los órganos competentes, sin perjuicio de denunciar los hechos que constituyan delito.”.


En discusión esta modificación, la Honorable Senadora señora Von Baer, presentó sus reparos a la redacción de la misma, consultando, además, a qué medios de transporte se refiere la Convención citada.


La Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz, indicó que el mencionado instrumento internacional alude, fundamentalmente, a los carros policiales como medios de transporte en los cuales pueden configurarse afectaciones a los derechos de los niños.


La Honorable Senadora señora Von Baer, indicó que, a su parecer, el texto no se circunscribe sólo a las mencionadas hipótesis, pudiendo extenderse a otros medios de transporte.


El Honorable Senador señor Quintana, por su parte, se mostró partidario de no limitar las atribuciones del Defensor sólo respecto de medios de transporte relacionados con las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, sino extender sus competencias a todos aquellos vehículos en donde se desplacen habitualmente niños y puedan ser objeto de afectaciones en sus derechos, por ejemplo, en transportes de escolares.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, indicó la necesidad de revisar la redacción de la presente facultad, a fin de que se delimite de modo adecuado el contenido de la misma.


Así, si bien se manifestó a favor de la existencia de esta atribución, propuso su rechazo con la finalidad expresa de que el texto que la contemple quede precisado en buenos términos en la eventual Comisión Mixta que se forme.


Los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Ossandón y Quintana, adhirieron a la proposición previamente señalada.


- Puesta en votación esta enmienda, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio.

Letra f)

El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra f):


“f) Emitir informes y recomendaciones que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños y niñas.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, la contempló como letra h), eliminando la expresión “y niñas”.

- Puesta en votación esta enmienda, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón y Walker, don Patricio.

Letra g)

El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra g):


“g) Denunciar vulneraciones a los derechos de los niños y niñas ante el órgano administrativo o judicial competente, según corresponda, remitiendo los antecedentes que funden dicha denuncia.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, introdujo las siguientes modificaciones:

- En primer término, eliminó la expresión “y niñas”.


- Puesta en votación esta modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón y Walker, don Patricio.


- En segundo lugar, incorporó, entre el vocablo “competente” y la coma que le sigue, la expresión “, nacional o internacional”.


En discusión esta modificación, la Honorable Senadora señora Von Baer, consultó si en virtud de la presente enmienda el Defensor podría denunciar al Estado frente, por ejemplo, a la Comisión o a la Corte Interamericana de Derechos Humanos.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que ello actualmente es posible de realizar incluso por parte de personas naturales. No obstante lo anterior, indicó que no tiene certeza de que un órgano público pueda accionar en contra del propio Estado del que forma parte.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que el punto fue debatido con ocasión de la tramitación legislativa del proyecto que crea la Subsecretaría de Niñez, definiéndose en tal oportunidad que es procedente la “autodenuncia” por parte de un organismo público en contra del Estado, sin perjuicio de que ello ocurra sólo extraordinariamente.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, sin perjuicio de concordar con la atribución en examen, sugirió rechazar la presente enmienda, a fin de que en la Comisión Mixta que se conforme se establezca con certeza la procedencia de la figura en análisis.


- Puesta en votación esta modificación, fue rechazada por tres votos en contra y dos votos a favor. Votaron por su rechazo los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Ossandón y Walker, don Patricio. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Letelier y Quintana.

Letra i), nueva

El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra d), que pasó a ser letra i), nueva, durante la tramitación en la Cámara Revisora, con las enmiendas que se indicará:


“d) Observar y hacer seguimiento a la actuación de los órganos de la Administración del Estado, a personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños o niñas y a organizaciones que puedan afectar con sus acciones tales derechos, de acuerdo a un plan que se elabore para estos efectos.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, como se mencionó previamente, la contempló como letra i), nueva, con las siguientes enmiendas: 


- En primer término, sustituyó la frase “a personas jurídicas de derecho privado” por “a aquellas personas mencionadas en el artículo 2”.


En discusión esta modificación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, sugirió rechazarla a fin de ser coherente con las anteriores enmiendas que se remiten al artículo 2°, previamente desechadas.


- Puesta en votación esta modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio.


- En segundo orden, eliminó la expresión “o niñas”.


- Puesta en votación esta modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón y Walker, don Patricio.

Letra h)

El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra h):


“h) Actuar como amicus curiae ante los tribunales de justicia, pudiendo realizar presentaciones por escrito que contengan su opinión con comentarios, observaciones o sugerencias en los casos y las materias relativas a su competencia. La presentación de la opinión escrita no conferirá a la Defensoría la calidad de parte ni suspenderá o alterará la tramitación del procedimiento, pero el tribunal deberá considerarla en la sentencia.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, efectuó las siguientes modificaciones a la letra h), que pasaría a ser letra j):


- Eliminó la frase final “, pero el tribunal deberá considerarla en la sentencia”.


- Agregó a continuación del punto final, que pasa a ser punto y seguido, las siguientes oraciones: “El tribunal deberá siempre pronunciarse respecto de dicha opinión en la sentencia. No podrá ejercerse esta facultad cuando la Defensoría haya actuado en el juicio de cualquier forma.”.


En discusión estas modificaciones, la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Lizzy Seaman, señaló que las enmiendas en examen recogen las observaciones efectuadas por la Corte Suprema durante el primer trámite constitucional del proyecto de ley en estudio. En efecto, en primer orden, se dispone el deber de los tribunales de pronunciarse en sus sentencias respecto de la opinión de la Defensoría, en su calidad de amicus curiae, y en segundo término, se prohíbe a esta última ejercer tal facultad cuando haya actuado en el juicio de cualquier forma.


- Puestas en votación ambas modificaciones, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio.

Letra k), nueva 

La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, incorporó como letra k), nueva, la siguiente: 


“k) Velar porque los responsables de formular las políticas económicas nacionales tengan en cuenta los derechos del niño al establecer y evaluar planes, políticas y programas económicos.”.

En discusión esta enmienda, la Honorable Senadora señora Von Baer, cuestionó el hecho de que sólo se mandate al Defensor a velar por la consideración de los derechos de los niños en el establecimiento y evaluación de las políticas económicas.


El Honorable Senador señor Letelier, en el mismo sentido, expresó que la atribución debiese proceder respecto de todas las políticas públicas que se formulen, velando de manera integral que siempre se tengan en consideración los referidos derechos.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, manifestó que, en su opinión, el punto debe ser revisado en la Comisión Mixta que se genere al efecto, a fin de analizar la extensión de la atribución en comento, independientemente del hecho de no discrepar con el fondo de la misma.


- Puesta en votación esta enmienda, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio.

Letra l)

El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra l):


“l) Recoger, facilitar y difundir la opinión de los niños y niñas, promoviendo su respeto y consideración.”.

La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, la reemplazó por la siguiente: 


“l) Velar por la participación de los niños, para que puedan expresar su opinión y ser oídos en los asuntos que les conciernen y en la definición de las cuestiones relacionadas con el ejercicio efectivo de sus derechos humanos.”.


- Puesta en votación esta modificación, fue aprobada por tres votos a favor y dos en contra. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Letelier, Quintana y Walker, don Patricio. Votaron por su rechazo los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.

Letra m), nueva

El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra i), que pasó a ser letra m), nueva, durante la tramitación en la Cámara Revisora, con las enmiendas que se indicará:


“i) Promover el cumplimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño y los demás tratados internacionales relativos a los derechos de los niños y niñas ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en la legislación, reglamentos y prácticas nacionales.”.

La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, como se mencionó previamente, la contempló como letra m), nueva, con las siguientes enmiendas: 


- En primer lugar, eliminó la expresión “y niñas”.


- Puesta en votación esta modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón y Walker, don Patricio.


- En segundo orden, sustituyó la frase “reglamentos y prácticas nacionales” por “y reglamentos nacionales, y asesorar a los órganos públicos y privados, a los niños y a las familias sobre la interpretación y aplicación de los derechos contenidos en tales cuerpos normativos”.


En discusión esta modificación, el Honorable Senador señor Letelier, consultó acerca de la finalidad de la supresión del concepto de “prácticas nacionales”.


La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Lizzy Seaman, respondiendo a la pregunta formulada, expresó que la aludida supresión pretende eliminar la indeterminación que genera el concepto de “práctica nacional” como fuente normativa.


La Honorable Senadora señora Von Baer, si bien se mostró partidaria de las acciones de promoción del cumplimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño, cuestionó los alcances que puedan tener las funciones de asesoramiento familiar que se otorgan a la Defensoría en la letra en estudio.


El Honorable Senador señor Quintana, por su parte, indicó que tales funciones de asesoramiento deben ser entendidas como una labor de orientación del Defensor respecto de familias que presenten algún tipo de problemas que puedan desencadenar eventuales afectaciones a los derechos de los niños. De ahí, agregó, que no se debe sobredimensionar el alcance de esta atribución en el marco de competencias de la Defensoría.


- Puesta en votación esta modificación, fue aprobada por tres votos a favor y dos en contra. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Letelier, Quintana y Walker, don Patricio. Votaron por su rechazo los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.

Letra n), nueva

El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra j), que pasó a ser letra n), nueva, durante la tramitación en la Cámara Revisora, con la enmienda que se indicará:


“j) Promover la adhesión o ratificación de tratados e instrumentos internacionales de derechos humanos de niños y niñas.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, como se mencionó previamente, la contempló como letra n), nueva, suprimiendo las palabras “y niñas”.


- Puesta en votación esta modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón y Walker, don Patricio.

Letra m)

El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra m):


“m) Colaborar con el Instituto Nacional de Derechos Humanos, en el ámbito de sus competencias, en la elaboración de los informes que deba presentar a los órganos y comités especializados de la Organización de las Naciones Unidas y de la Organización de Estados Americanos, así como ante otras organizaciones internacionales.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, incorporó el siguiente párrafo segundo en la letra m), que pasó a ser letra ñ):


“Sin perjuicio de lo anterior, la Defensoría podrá realizar presentaciones o informes directamente ante los organismos mencionados en el inciso primero, cuando corresponda.”.


- Puesta en votación esta enmienda, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio.

Letra n)

El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra n):


“n) Celebrar convenios de colaboración y cooperación con organismos públicos y privados nacionales o internacionales.”.

La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, reemplazó la letra n), que pasó a ser o), por la siguiente:


“o) Difundir el conocimiento de los derechos humanos, favorecer su enseñanza en todos los niveles del sistema educacional, incluyendo la formación impartida al interior de las Fuerzas de Orden y de Seguridad Pública, y promover la realización de investigaciones, estudios y publicaciones, otorgar premios, patrocinar actos y eventos relativos a estas materias, y realizar todo aquello que propenda a consolidar una cultura de respeto a los derechos humanos en el país. Asimismo, podrá celebrar convenios de colaboración y cooperación con organismos públicos o privados tanto nacionales como extranjeros, para el cumplimiento de esta y otras de sus atribuciones.”.


En discusión esta modificación, la Honorable Senadora señora Von Baer, sin perjuicio de respaldar la atribución en examen, discrepó con el hecho de que el texto resalte, en su opinión, a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública como entidades que, especialmente, puedan vulnerar los derechos de los niños.


- Puesta en votación esta enmienda, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio.

Inciso final, nuevo


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, incorporó el siguiente inciso final, nuevo: 


“Para el ejercicio de sus atribuciones, la Defensoría podrá solicitar la colaboración de los distintos órganos del Estado. Asimismo, podrá recibir todos los testimonios y obtener todas las informaciones y documentos necesarios para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia.”.


- Puesta en votación esta enmienda, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio.

ARTÍCULO 5º

El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente artículo 5º:


“Artículo 5°.- El interés superior del niño o niña, su derecho a ser oído, la autonomía progresiva y el derecho y deber preferente de los padres de educar a sus hijos son principios rectores que la Defensoría tendrá siempre en consideración al conocer y pronunciarse respecto de cualquier petición que se le formule.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, introdujo las siguientes modificaciones: 


- En primer orden, eliminó la expresión “o niña”.


- Puesta en votación esta modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón y Walker, don Patricio.


- En segundo lugar, intercaló a continuación de la expresión “oído,” la frase “la igualdad y no discriminación arbitraria,”.


- Por último, agregó a continuación de la palabra “formule” la frase “o cualquier función que ejerza”.


- Puestas en votación ambas modificaciones, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio.

ARTÍCULO 7º

El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente artículo 7°:


“Artículo 7°.- Las derivaciones o recomendaciones que la Defensoría realice se comunicarán al jefe superior del respectivo servicio del órgano del Estado o al representante legal de las personas jurídicas de derecho privado, según corresponda, sin perjuicio de que podrán además ser incorporadas en el Informe Anual de la Defensoría.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, reemplazó la frase “podrán además ser incorporadas en el Informe Anual de la Defensoría.” por “deberán además ser incorporadas en los informes regulares del Defensor, incluyendo su informe anual.”.


En discusión esta enmienda, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, sugirió rechazarla, a fin de que luego, en la Comisión Mixta que se conforme, se pueda corregir, en el precepto en análisis, la omisión respecto de las personas jurídicas de derecho público, en tanto la disposición en examen sólo se refiere a las personas jurídicas de derecho privado.


Sin perjuicio de lo anterior, destacó que el rechazo propuesto es sólo para los efectos previamente explicados, manifestándose a favor del contenido del artículo en examen.

Los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Ossandón y Quintana, concordaron con la proposición previamente señalada.


- Puesta en votación esta enmienda, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio.

ARTÍCULO 9º

Inciso primero

El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente inciso primero del artículo 9º:


“Artículo 9°.- En su organización interna, la Defensoría se regirá por las disposiciones de esta ley y lo que señalen sus estatutos, los que establecerán sus normas de funcionamiento. Los estatutos y sus modificaciones serán propuestos por el Defensor de la Niñez al Presidente de la República y su aprobación se dispondrá mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Con todo, los estatutos deberán ajustarse a los principios internacionales que rigen a las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos.”.

La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, reemplazó la oración final por las siguientes: “En la confección de los estatutos se tendrán en consideración los principios internacionales que rigen a las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos. Los estatutos deberán ser revisados, a lo menos, una vez durante el mandato del Defensor.”.


- Puesta en votación esta enmienda, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio.

ARTÍCULO 10


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente artículo 10:


“Artículo 10.- El Defensor de la Niñez, en adelante “el Defensor”, será el Director y representante legal de la Defensoría y estará encargado de dirigirla y administrarla. Asimismo, le corresponderán todas las atribuciones entregadas a la Defensoría de los Derechos de la Niñez.


El Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, a partir de la recomendación de una terna que deberá presentarle la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de dicha Corporación. Para estos efectos, la Comisión deberá oír especialmente al Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos y, tanto a académicos de destacada trayectoria como a organizaciones de la sociedad civil, vinculados a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas, que la Comisión estime pertinente. En caso de que el Senado no designe a alguno de los nombres sugeridos por la Comisión en el plazo de treinta días, ésta deberá presentarle una nueva terna como recomendación.


El nombramiento del Defensor será formalizado mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


El Defensor durará ocho años en su cargo y no podrá ser designado por un nuevo período.


Los estatutos de la Defensoría fijarán la forma en que el Defensor designará a su subrogante y las normas que rijan dicha subrogación.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, introdujo las siguientes modificaciones: 

Inciso segundo


Lo sustituyó por el siguiente: 


“El Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, a partir de una terna que deberá presentar el Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, la que requerirá igualmente del voto conforme de los dos tercios de los consejeros en ejercicio, previo concurso público. Durante éste, el Consejo Directivo deberá oír especialmente a las organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños, y a académicos de destacada trayectoria. El acuerdo deberá adoptarse dentro del plazo de cuarenta y cinco días desde que se realice la propuesta.”.


En discusión esta modificación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó que la presente enmienda si bien conserva que el nombramiento del Defensor sea acordado por el Senado, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, se dispone que la terna propuesta a dicha Corporación sea efectuada por el Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos (en adelante, INDH), el que requerirá, igualmente, del voto conforme de los dos tercios de los Consejeros en ejercicio. Lo anterior, previo concurso público.

De esa forma, agregó, se traslada desde la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado al Consejo Directivo del INDH la elaboración de la terna que se propondrá a esta última Cámara para su aprobación.

El Honorable Senador señor Quintana, resaltó que la enmienda en examen presenta un tenor similar al contenido originalmente contemplado por el Mensaje Presidencial sobre el punto.


Posteriormente, sugirió rechazar la modificación en análisis a fin de que el punto sea tratado con detención en la eventual Comisión Mixta que se conforme.


- Puesta en votación esta enmienda, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio.

Inciso cuarto


Sustituyó el vocablo “ocho” por “cinco”.


En discusión esta modificación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, explicó que durante el primer trámite constitucional la Cámara de Origen optó por establecer un período de ocho años para el Defensor, de igual extensión a otras magistraturas cuyos nombramientos son aprobados por el Senado, tal como el Contralor General de la República o el Fiscal Nacional del Ministerio Público. Lo anterior, añadió, a fin de dotar de la autonomía y relevancia adecuadas a la nueva institución que se crea.


No obstante ello, agregó, la Cámara Revisora redujo el mandato de ocho a cinco años.


- Puesta en votación esta modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio.

ARTÍCULO 11


Señala los requisitos para ser nombrado Defensor.
Letra c)


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra c):


“c) No encontrarse inhabilitado para trabajar con niños y niñas ni figurar en el registro de inhabilitaciones para ejercer funciones en ámbitos educacionales o con menores de edad, que lleva el Servicio de Registro Civil e Identificación, en conformidad a la ley N° 20.594, que Crea Inhabilidades para Condenados por Delitos Sexuales contra Menores y Establece Registro de dichas Inhabilidades.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, eliminó las palabras “y niñas”.


- Puesta en votación esta modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón y Walker, don Patricio.

Letra e)


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra e):


“e) Encontrarse en posesión de un título profesional y tener a lo menos diez años de experiencia profesional.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, eliminó la frase “y tener a lo menos diez años de experiencia profesional”.


En discusión esta enmienda, el Honorable Senador señor Ossandón se manifestó en contra de la supresión del requisito de contar con diez años de experiencia profesional para ser nombrado Defensor.


- Puesta en votación esta modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio.

Letra f)


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra f):


“f) Poseer una reconocida trayectoria en el ámbito de los derechos humanos o en la defensa de los derechos de los niños y niñas.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, introdujo las siguientes modificaciones: 


- En primer lugar, añadió a continuación de la palabra “trayectoria” la frase “de a lo menos diez años”.


En discusión esta modificación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, indicó que la misma establece que el Defensor deba contar con una trayectoria de a lo menos diez años en el ámbito de los derechos humanos o en la defensa de los derechos de los niños.


El Honorable Senador señor Ossandón, expresó que con la redacción de la presente letra, e independientemente de la enmienda introducida por la Cámara Revisora, el requisito en examen excluye a un gran número de profesionales que pueden ser idóneos para ser nombrados como Defensor, como lo podría ser, por ejemplo, un connotado abogado penalista de larga trayectoria.


El Honorable Senador señor Quintana, indicó que el profesional citado en el ejemplo expresado por quien le antecedió en el uso de la palabra podría calificar para ser nombrado como Defensor, siempre y cuando su trayectoria se enmarque en el ámbito de los derechos humanos o en la defensa de los derechos de los niños.


Cabe señalar que la Honorable Senadora señora Von Baer, dejó constancia de que, en su opinión, resulta exagerado que el Ejecutivo haya calificado con urgencia de “discusión inmediata” la presente iniciativa, lo que obliga a un despacho con gran celeridad, sin que se cuente con los tiempos necesarios para legislar adecuadamente sobre el particular.


Se suma a lo expresado, agregó, el hecho de que en forma simultánea a la presente sesión, se están llevando a cabo otras de las Comisiones Especial Mixta de Presupuestos y de Educación y Cultura, respecto de las cuales Su Señoría es miembro titular. Remarcó, además, que en la última de las Comisiones individualizadas, también se está conociendo una iniciativa a la que el Ejecutivo hizo presente urgencia de “discusión inmediata”.


Todo lo anterior, resaltó, a su juicio, manifiesta una falta de deferencia y respeto hacia la labor parlamentaria, impidiendo que se desarrolle un debate serio sobre proyectos de ley de importancia para el país.


En tal sentido, señaló que el análisis de esta iniciativa debió haberse desarrollado con posterioridad al debate presupuestario, de una forma más pausada y reflexiva, para velar por una discusión adecuada y de calidad.


El Honorable Senador señor Ossandón, adhirió a lo expresado por la señora Senadora.


- Puesta en votación la presente modificación, se produjo el siguiente resultado: se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Patricio, y en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón. Repetida la votación, en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se produjo igual resultado, quedando, en atención a lo establecido en ese precepto, desechada la enmienda.

- En segundo orden, eliminó las palabras “y niñas”.


- Puesta en votación esta modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón y Walker, don Patricio.

ARTÍCULO 13


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente artículo 13:


“Artículo 13.- El Defensor podrá ser removido por la Corte Suprema, por inhabilidad sobreviniente en virtud de la concurrencia de alguna de las causales contenidas en los números 1°, 5°, 6°, 7° u 8° del artículo 256 del Código Orgánico de Tribunales, o por negligencia manifiesta e inexcusable en el ejercicio de sus funciones, a requerimiento del Senado mediante acuerdo adoptado por mayoría de sus miembros en ejercicio. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio, habiendo oído previamente al Defensor.


Removido el Defensor, se deberá proceder en el plazo más breve posible al nombramiento del nuevo Defensor, de conformidad con lo establecido en el artículo 10 precedente.


Asimismo, el Defensor cesará en su cargo al cumplir setenta y cinco años de edad.


Una vez cesado en el cargo en virtud de cualquier causal, el Defensor no podrá optar a cargos de elección popular sino después de transcurrido un año desde la cesación del mismo.


En los casos de muerte o renuncia del Defensor, el Senado declarará la vacancia en cuanto tome conocimiento de la circunstancia que la motiva, y regirá a contar de la fecha en que ésta haya ocurrido. Declarada la vacancia por renuncia se aplicará lo establecido en el inciso anterior.”.

La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, introdujo las siguientes modificaciones: 


- En primer término, sustituyó el inciso primero, por el siguiente: 


“Artículo 13.- El Defensor sólo podrá ser removido por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República, de la Cámara de Diputados o de treinta de sus miembros, por incapacidad sobreviniente declarada judicialmente, por alguna de las causales contenidas en los números 1°, 5°, 6°, 7° u 8° del artículo 256 del Código Orgánico de Tribunales, o por negligencia manifiesta e inexcusable en el ejercicio de sus funciones. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio, habiendo oído previamente al Defensor.”.


- En segundo lugar, eliminó el inciso segundo.


- En tercer orden, modificó el inciso cuarto, que pasaría a ser tercero, de la siguiente forma:


Intercaló a continuación de la palabra “popular” la oración “, ni a cargos directivos o de exclusiva confianza en órganos de la Administración del Estado, ni a organismos colaboradores acreditados,”.


Agregó a continuación del punto final, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Se exceptúan de lo anterior las actividades académicas o docentes.”.


- Luego, eliminó la oración final del inciso quinto, que pasaría a ser cuarto.


- Por último, incorporó los siguientes incisos nuevos, que pasarían a ser incisos quinto, sexto y séptimo:


“Producida la vacancia por cualquier causa, se deberá dar inicio al procedimiento de nombramiento del nuevo Defensor, de conformidad a lo establecido en el artículo 10. El Instituto Nacional de Derechos Humanos deberá realizar la propuesta al Senado dentro de los sesenta días siguientes a aquél en que se haya producido la vacancia.


Desde su designación, el Defensor no podrá ser acusado o privado de su libertad, salvo en el caso de delito flagrante, si la Corte de Apelaciones de Santiago, en pleno, no declara previamente haber lugar a formación de causa. La resolución podrá apelarse ante la Corte Suprema.


En caso de ser arrestado por delito flagrante, será puesto inmediatamente a disposición de la Corte de Apelaciones de Santiago con la información sumaria correspondiente, la que deberá proceder conforme a lo dispuesto en el inciso anterior.”.


En discusión estas modificaciones, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, a la luz de la urgencia de “discusión inmediata” con que el Ejecutivo calificó la iniciativa en estudio, sugirió rechazar éstas y todas las enmiendas restantes del proyecto, a fin de que las materias que ellas tratan puedan ser estudiadas adecuadamente y con profundidad en la Comisión Mixta que se forme, dejando constancia de que ello no significa un rechazo al contenido que tales modificaciones contemplan.


Los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Ossandón y Quintana, adhirieron tanto al planteamiento como a la constancia recién descritos.


- Puestas en votación las modificaciones recaídas en el artículo 13, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio.

ARTÍCULO 14


Este precepto consigna las funciones y atribuciones del Defensor.
Letra d)


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra d):


“d) Delegar sus atribuciones y facultades dentro de la institución. Esta delegación deberá ser parcial y en materias específicas.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, intercaló la expresión “fundada,” entre los vocablos “ser” y “parcial”.

- Puesta en votación esta modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio.

ARTÍCULO 15

Inciso primero, encabezado


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó, en lo pertinente, el siguiente encabezado para el inciso primero del artículo 15:


“Artículo 15.- El Defensor deberá presentar anualmente un informe ante el Presidente de la República, el Congreso Nacional y el Presidente de la Corte Suprema, el que deberá contener, a lo menos, lo siguiente:”


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, sustituyó la frase “presentar anualmente un informe” por “realizar anualmente una cuenta pública, para lo cual presentará un informe”.


- Puesta en votación esta modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio.

Letra b) 


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra b):


“b) La situación nacional en materia de derechos de los niños y niñas, tomando en cuenta la realidad de las regiones.”.

La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, la reemplazó por la siguiente: 


“b) La situación nacional en materia de derechos humanos de los niños en los diversos ámbitos, tomando en cuenta la realidad de las regiones e incluyendo, entre otros, el estado de la institucionalidad vigente, el presupuesto nacional correspondiente y el debido acceso a la justicia.”.


- Puesta en votación esta enmienda, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio.

Letra c), nueva 


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, incorporó la siguiente letra c), nueva, pasando la actual c) a ser letra d), y así sucesivamente:


“c) La situación nacional en materia de representación judicial de los niños, así como de los planes y programas que el Estado deba implementar en función de dicho objetivo.”.


- Puesta en votación esta enmienda, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio.

Letra c) 


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra c):


“c) El cumplimiento efectivo de las obligaciones relativas a los derechos de los niños y niñas, incluyendo una opinión fundada de la conducta de los organismos públicos y privados frente a sus requerimientos.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, suprimió en la letra c), que pasaría a ser d), las palabras “y niñas”.


- Puesta en votación esta modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón y Walker, don Patricio.

Letra e) 


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra e):


“e) La situación de los niños y niñas que se encuentren en centros de privación de libertad y centros residenciales de protección, sea que reciban o no recursos por parte del Estado.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, eliminó en la letra e), que pasaría a ser f), los vocablos “y niñas”.


- Puesta en votación esta modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón y Walker, don Patricio.

Letra f) 


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra f):


“f) Las recomendaciones generales que estime convenientes para el resguardo de los derechos de los niños y niñas, incluyendo aquellas relativas a las adecuaciones necesarias de la legislación y reglamentos para el cumplimiento de lo dispuesto en la Convención sobre los Derechos del Niño.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, introdujo las siguientes enmiendas a la letra f), que pasaría a ser g): 


a) Suprimió las palabras “y niñas”.


- Puesta en votación esta modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón y Walker, don Patricio.


b) Sustituyó la frase “Convención sobre los Derechos del Niño” por “Constitución Política de la República, las leyes y los tratados internacionales”.


- Puesta en votación esta modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio.

Inciso final


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente inciso final:


“El informe será público y deberá difundirse a través de mecanismos idóneos que permitan su conocimiento por la ciudadanía y, en especial, por parte de los niños y niñas.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, eliminó la expresión “y niñas”.


- Puesta en votación esta enmienda, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón y Walker, don Patricio.

ARTÍCULO 16


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente artículo 16:


“Artículo 16.- En el ejercicio de sus funciones, el Defensor no podrá intervenir en calidad de parte o perito en procedimientos judiciales o administrativos, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra h) del artículo 4° de la presente ley. 


En caso que, en el ejercicio de sus funciones, conozca cualquier crimen o simple delito cometido contra niños o niñas, deberá denunciarlo ante el órgano competente.


En el caso de hechos que revisten carácter de crímenes de genocidio, de lesa humanidad o de guerra, tortura, desaparición forzada de personas, tráfico ilícito de migrantes o trata de personas, el Defensor deberá, además, poner los antecedentes a disposición del Instituto Nacional de Derechos Humanos, para los fines previstos en el número 5 del artículo 3° de la ley N° 20.405.


Excepcionalmente el Defensor podrá deducir querellas en causas que involucren un interés social relevante y exijan pronta solución por su gravedad e importancia para los derechos de los niños y niñas, siempre que se trate de aquellos delitos tipificados en el artículo 142 y en los Párrafos 5° y 6° del Título VII, y 1°, 2° y 3° del Título VIII, todos del Libro Segundo del Código Penal.”.

La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, introdujo las siguientes enmiendas:

Inciso primero


Reemplazó la expresión “h)” por “j)”.


- Puesta en votación esta modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio.

Inciso segundo


Suprimió las palabras “o niñas”.


- Puesta en votación esta modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón y Walker, don Patricio.

Inciso cuarto


Lo reemplazó por el siguiente:


“El Defensor podrá deducir querellas en causas que produzcan alta conmoción pública y/o que sean relevantes por su gravedad para los derechos de los niños, siempre que se trate de aquellos delitos tipificados en el artículo 142 y en los párrafos 5° y 6° del título VII, y 1°, 2° y 3° del título VIII, todos del Libro Segundo del Código Penal.”.


- Puesta en votación esta modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio.

Inciso final, nuevo


Incorporó el siguiente inciso final, nuevo: 


“Asimismo, para el ejercicio de la facultad establecida en la letra g) del artículo 4, también podrá deducir los recursos consagrados en los artículos 20 y 21 de la Constitución Política de la República, en el ámbito de su competencia.”.


- Puesta en votación esta modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio.

ARTÍCULO 17

El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente inciso primero del artículo 17:


“Artículo 17.- El Consejo Consultivo, en adelante también “el Consejo”, será un órgano colegiado asesor del Defensor que se conformará con representantes de la sociedad civil, de organizaciones de niños y niñas y de las Universidades reconocidas por el Estado y acreditadas. Para estos efectos, la Defensoría deberá llevar un registro de las  organizaciones señaladas. Los estatutos de la Defensoría establecerán los requisitos para la inscripción en el registro, y la manera de proceder a la elección e integración de los representantes del Consejo.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, suprimió la expresión “y niñas”. 


- Puesta en votación esta enmienda, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón y Walker, don Patricio.

ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO

El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente artículo primero transitorio:


“Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia cinco meses después de publicada en el Diario Oficial.


La primera designación del Defensor de la Niñez se hará dentro de los sesenta días de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 10, para efectos de la instalación de la Defensoría de los Derechos de la Niñez. En tanto no inicie sus actividades dicha Defensoría, la remuneración del Defensor de la Niñez se financiará con cargo a la Asignación 50-01-03-24-03-133.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la Defensoría de los Derechos de la Niñez se entenderá legalmente constituida una vez que la presente ley haya entrado en vigencia.


El Consejo Consultivo al que se refiere el artículo 17 se constituirá de conformidad con lo que establezcan los estatutos de la Defensoría.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, introdujo las siguientes enmiendas: 


- En primer lugar, sustituyó, en el inciso segundo, la palabra “sesenta” por “noventa”.


- En segundo orden, incorporó el siguiente inciso cuarto, nuevo:


“El primer Defensor de la Niñez, dentro de los sesenta días siguientes a su nombramiento, deberá proponer al Presidente de la República los estatutos de la Defensoría para su aprobación mediante decreto supremo.”.


- Por último, sustituyó el inciso cuarto, que pasaría a ser inciso quinto, por el siguiente: 


“El Consejo Consultivo a que se refiere el artículo 17 se constituirá de conformidad con lo que establezcan los estatutos de la Defensoría, dentro de los noventa días siguientes al nombramiento del Defensor.”.


- Puestas en votación estas modificaciones, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio.

- - - - - - - - -


En mérito de las consideraciones anteriormente expuestas y de las resoluciones pertinentes, vuestra Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes tiene el honor de proponeros que adoptéis los siguientes acuerdos respecto de las enmiendas introducidas por la Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al proyecto de ley aprobado por el Honorable Senado, en primer trámite constitucional, en lo relativo a los artículos que a continuación se consignan:

ARTÍCULO 1º
Inciso segundo

Aprobar esta enmienda

(Unanimidad 4x0).

- - - - - -
ARTÍCULO 2º
Rechazar esta enmienda

(Unanimidad 4x0).
- - - - - -
ARTÍCULO 4º
Inciso primero

Letra a)

Aprobar esta enmienda

(Unanimidad 4x0).

- - - 
Letra b), nueva

Rechazar esta enmienda

(Unanimidad 5x0).

- - -
Letra b), que pasaría a ser letra c)

Aprobar esta enmienda 

(Unanimidad 4x0).
- - - 

Letra c), que pasaría a ser letra d)

Rechazar esta enmienda

(Unanimidad 4x0).

- - - 

Letra e)

Rechazar esta enmienda

(Unanimidad 4x0).

- - - 

Letra f), nueva

Rechazar esta enmienda

(Unanimidad 4x0).

- - - 

Letra f), que pasaría a ser letra h)

Aprobar esta enmienda

(Unanimidad 4x0).

- - - 

Letra g)

Aprobar la primera modificación propuesta

(Unanimidad 4x0).

Rechazar la segunda modificación propuesta

(Mayoría 3x2).
- - - 

Letra i), nueva

Rechazar la primera modificación propuesta

(Unanimidad 5x0).

Aprobar la segunda modificación propuesta

(Unanimidad 4x0).

- - - 

Letra h), que pasaría a ser letra j)

Aprobar estas modificaciones

(Unanimidad 5x0).

- - - 

Letra k), nueva

Rechazar esta enmienda

(Unanimidad 5x0).

 - - - 

Letra l)

Aprobar esta enmienda

(Mayoría 3x2).

- - -

Letra m), nueva

Aprobar la primera modificación propuesta

(Unanimidad 4x0).

Aprobar la segunda modificación propuesta

(Mayoría 3x2).

- - -

Letra n), nueva
Aprobar esta enmienda

(Unanimidad 4x0).

- - - 

 Letra m), que pasaría a ser letra ñ)

Aprobar esta enmienda

(Unanimidad 4x0).

- - - 

Letra n), que pasaría a ser letra o)

Aprobar esta enmienda

(Unanimidad 4x0).

- - -

Inciso final, nuevo

Aprobar esta enmienda

(Unanimidad 4x0).

- - - - - -
ARTÍCULO 5º
Aprobar estas modificaciones

(Unanimidad 4x0).

- - - - - -
ARTÍCULO 7º
Rechazar esta enmienda

(Unanimidad 4x0).
- - - - - - 
ARTÍCULO 9º

Inciso primero
Aprobar esta enmienda

(Unanimidad 4x0).
- - - - - -
ARTÍCULO 10

Inciso segundo

Rechazar esta modificación

(Unanimidad 4x0).

- - -

Inciso cuarto
Aprobar esta modificación

(Unanimidad 4x0).

- - - - - - 

ARTÍCULO 11

Letra c)

Aprobar esta enmienda
(Unanimidad 4x0).

- - -

Letra e)

Rechazar esta enmienda

(Unanimidad 4x0).

- - -

Letra f)

Rechazar la primera modificación propuesta

(Doble empate 2x2, artículo 182 del Reglamento del Senado).
Aprobar la segunda modificación propuesta

(Unanimidad 4x0).

- - - - - -

ARTÍCULO 13

Rechazar estas modificaciones

(Unanimidad 4x0).

- - - - - -

ARTÍCULO 14

Letra d)

Rechazar esta enmienda

(Unanimidad 4x0).

- - - - - -

ARTÍCULO 15

Inciso primero, encabezado

Rechazar esta enmienda

(Unanimidad 4x0).

- - -

Letra b)

Rechazar esta enmienda

(Unanimidad 4x0).

- - -

Letra c), nueva

Rechazar esta enmienda

(Unanimidad 4x0).

- - -

Letra c), que pasaría a ser letra d)

Aprobar esta enmienda

(Unanimidad 4x0).

- - -

Letra e), que pasaría a ser letra f)

Aprobar esta enmienda

(Unanimidad 4x0).

- - -

Letra f), que pasaría a ser letra g)

Aprobar la primera modificación propuesta

(Unanimidad 4x0).

Rechazar la segunda modificación propuesta

(Unanimidad 4x0).

- - -

Inciso final

Aprobar esta enmienda

(Unanimidad 4x0).

- - - - - -

ARTÍCULO 16

Inciso primero

Rechazar esta modificación

(Unanimidad 5x0).

- - -

Inciso segundo

Aprobar esta modificación
(Unanimidad 4x0).

- - -

Inciso cuarto

Rechazar esta modificación

(Unanimidad 5x0).

- - -

Inciso final, nuevo

Rechazar esta modificación

(Unanimidad 5x0).

- - - - - -

ARTÍCULO 17

Inciso primero

Aprobar esta enmienda

(Unanimidad 4x0).

- - - - - -
ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO

Rechazar estas modificaciones

(Unanimidad 4x0).

- - - - - -

Acordado en sesión celebrada el día 7 de noviembre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señor Patricio Walker Prieto (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Juan Pablo Letelier Morel, Manuel José Ossandón Irarrázabal y Jaime Quintana Leal (Eugenio Tuma Zedán).


Sala de la Comisión, a 10 de noviembre de 2017.

(Fdo.): Jorge Jenschke Smith, Abogado Secretario Accidental de la Comisión.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR LETELIER, SEÑORAS ALLENDE Y MUÑOZ Y SEÑOR MONTES, CON LA QUE COMIENZAN UN PROYECTO DE LEY QUE AUTORIZA A ERIGIR UN MONUMENTO EN MEMORIA DEL EX DIPUTADO SEÑOR HÉCTOR LUIS OLIVARES SOLÍS, EN LA COMUNA DE RANCAGUA

(11.487-04)
Don Héctor Olivares Solís, hijo de José de la Cruz Olivares Castizada y Ana Solís Galdames, nació el 22 de agosto de 1924 en Rancagua. Realizó sus estudios primarios y secundarios en el Liceo de la misma ciudad y al finalizar su etapa escolar ingresó a la Escuela de Minas en Copiapó donde se tituló de Ingeniero en Ejecución. Luego de egresar trabajó en el Departamento de Minas en el puesto de mecánico ayudante, donde también fue empleado minero1.

En 1951 asumió como presidente del Sindicato Industrial Sewell y Minas de la Braden Copper. Fue uno de los fundadores de la Confederación de Trabajadores del Cobre2, del cual fue elegido como su vicepresidente y luego presidente durante los períodos 1958-1960; 1960-1961; 1966-1967; y, 1969-1971. En 1965 fue representante de los obreros en el Consejo del Departamento del Cobre3.

En 1957 concurrió como representante de los trabajadores chilenos a la Conferencia Anual de la Organización Internacional del Trabajo, en Ginebra, Suiza y nuevamente, en 1961. En dos oportunidades viajó a Lima, Perú, al Congreso de la Federación Interamericana de Trabajadores Mineros con miras a la creación del Bloque Minero Andino integrado por mineros de Chile, Perú y Bolivia.

Posteriormente, ingresó al Partido Socialista.

En 1965 fue electo diputado por la Novena Agrupación Departamental constituida por las comunas de Rancagua, Caupolicán, Cachapoal y San Vicente, período 1965-1969. Integró la Comisión Permanente de Trabajo y Legislación Social; y la de Minería e Industrias. Fue miembro de la Comisión Investigadora del Mineral El Salvador, 1966; de la Comisión Especial Investigadora de Sucesos en Colonia Dignidad, en Parral, 1967 a 1968; y la especial Investigadora de Empresas Industriales "El Melón" S.A., 1967 a 1968.

En 1969 fue reelecto diputado por la misma Agrupación Departamental, período 1969-1973. Continuó integrando las mismas Comisiones Permanentes del período anterior: Trabajo y Legislación Social; y Minería e Industrias.

Fue un incansable promotor de la nacionalización de nuestro principal recurso natural, el cobre. Así, el 11 de julio de 1971 fue aprobada con su voto favorable la Ley de Nacionalización del Cobre por el Congreso Pleno.

Debido a que impulsó una serie de iniciativas legales con el objeto de optimizar las labores en el ámbito minero, logró la aprobación de leyes relacionadas con las bonificaciones en las jubilaciones, por labores subterráneas, ambientes tóxicos y trabajos pesados, así como la modificación de la condición jurídica de obreros, técnicos y empleados de minas4.

En 1973 fue electo diputado por la Novena Agrupación Departamental "Rancagua, Caupolicán, San Vicente y Cachapoal", período 1973-1977. Integró la Comisión Permanente de Obras Públicas y Transportes. Sin embargo, mediante decreto ley N°27, de 21 de septiembre de 1973, dictado por la Junta Militar, el Congreso Nacional fue disuelto, declarando cesadas las funciones parlamentarias a contar de la fecha, poniendo término anticipado a su período. Fue detenido y llevado como preso político a la Isla Dawson y posteriormente se fue exiliado a Venezuela desde donde regresó en 1988. Tras su retorno al país, reinició sus funciones políticas.

Con el retorno de la democracia fue elegido Diputado por el Distrito N°32 correspondiente a la comuna de Rancagua, VI Región, por el período 1990-1994. Integró la Comisión Permanente de Trabajo y Seguridad Social. Fue elegido como independiente en el Pacto Concertación por la Democracia.

El 23 de marzo de 1990 registró afiliación al Partido por la Democracia (PPD) y renunció a éste el 9 de agosto de 1991, para reincorporarse al Partido Socialista de Chile5.

Debido a su sustancial aporte en materia de los derechos de los trabajadores de la minería fue nombrado presidente honorario vitalicio, de la Confederación de Trabajadores del Cobre; además, luego de su fallecimiento en 2009, a los 89 años de edad en la ciudad de Rancagua se está desarrollando un proyecto habitacional que lleva su nombre; el 60° Congreso Nacional Ordinario Federación de Trabajadores del Cobre llevó por nombre "HÉCTOR LUIS OLIVARES SOLIS"; y el Senado de la República, en sesión del Senado de 23 de marzo de 2011 reconoció su labor y trayectoria con motivo de la conmemoración de los 60 años de la Federación de Trabajadores del Cobre6.

Por estas razones es que vengo a sugerir al Honorable Senado la aprobación del siguiente proyecto de Ley:

Artículo 1°.- Autorízase la construcción de un monumento, en la Plaza de Los Héroes de la ciudad de Rancagua, en memoria del destacado sindicalista y político, señor Héctor Luis Olivares Solís.

Artículo 2°.- Las obras se financiarán mediante la realización de una colecta pública en la Región de O'Higgins. Los recursos obtenidos se depositarán en una cuenta bancaria especial que al efecto se abrirá en el Banco Estado.

Artículo 3°.- Créase un fondo especial con el mismo objetivo, que estará constituido por erogaciones, donaciones y aportes privados.

Artículo 4°.- Créase una Comisión Especial constituida por miembros ad honorem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará integrada, por los Senadores que representen a la región del Libertador General Bernardo O'Higgins, el Secretario Regional Ministerial del Trabajo y Seguridad Social, el Secretario Regional Ministerial de Educación, el Gobernador de la provincia de Cachapoal, un representante de la Asociación de Municipalidades de la Región de O'Higgins, un representante del Sindicato de Trabajadores Industrial N°8 Sewell y Mina División El Teniente, y un representante de la Federación de Trabajadores Cobre.

Artículo 5°.- La Comisión Especial tendrá las siguientes funciones:

a) Preparar las bases y efectuar el llamado a concurso público o contratar directamente según estime conveniente.

b) Determinar la ubicación exacta donde se localizará el monumento.

c) Seleccionar los proyectos respectivos.

d) Organizar la colecta pública contemplada en el artículo 2°.

e) Administrar la cuenta y el fondo especiales establecidos en los artículos 2° y 3°, respectivamente.

f) Adquirir los bienes necesarios para emplazar y erigir el monumento.

Artículo 6°.- Si al concluir la construcción del monumento resultaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados al fin que la Comisión Especial determine.

Artículo 7°.- La Comisión Especial iniciará las actividades para erigir el monumento en memoria del señor Héctor Luis Olivares Solís dentro del plazo de 5 años contado desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.".

(Fdo.): Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Carlos Montes Cisternas, Senador.

__________________

1 Reseña Biográfica Héctor Luis Olivares Solís. Biblioteca del Congreso Nacional. Disponible en: https://www.bcn.cl/historiapolitica/resenas_parlamentarias/wiki/H%C3%A9ctor_Luis_Olivares_Sol%C3%ADs

2 Disponible en: http://eltipografo.cl/2011/03/rinden-homenaje-a-la-ftc-y-a-hector-olviares-solis-uno-de-sus-fundadores/

3 Reseña Biográfica Héctor Luis Olivares Solís. Biblioteca del Congreso Nacional. Disponible en: https://www.bcn.cl/historiapolitica/resenas_parlamentarias/wiki/H%C3%A9ctor_Luis_Olivares_Sol%C3%ADs 

4 Ídem.

5 Ídem.

6 Acta de la Sesión Ordinaria del Senado del Miércoles 11 de marzo de 2011. Disponible en http://www.senado.cl/appsenado/index.php?mo=sesionessala&ac=getDocumento&teseid=27135&nrobol=&tema=Tema&legiid=&parl_ini=1009&tagid=42
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR DE URRESTI, SEÑORA ALLENDE Y SEÑORES GIRARDI, GUILLIER Y HORVATH, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY PARA PROMOCIONAR LA EFICIENCIA ENERGÉTICA EN SECTORES CON CONSUMO ENERGÉTICO RELEVANTE

(11.489-08)

Fundamentos

Chile ha realizado importantes avances en materia de política energética en la última década, en particular en el ámbito de la promoción de las energías renovables no convencionales (ERNC). No obstante presenta un serio retraso en materia de normas para la eficiencia energética con respecto a los demás países de América Latina y un retraso abismal respecto de los países de la OECD, bloque del cual Chile es miembro. Los países industrializados hace más de 40 años pusieron su foco en promover la Eficiencia Energética (EE), tratándola como una nueva fuente de energía limpia, económica y accesible. 

El uso eficiente de la energía, constituye un tremendo beneficio para la sociedad, el medio ambiente y la economía, pues permite, reducir las emisiones de contaminantes locales (material particulado, óxidos de nitrógeno, dióxido de azufre y metales pesados) que afectan gravemente la salud de la población, y las emisiones de contaminantes globales como el CO2 producidos por la combustión de combustibles fósiles. También permite mejorar la independencia y seguridad energética del país al requerirse menos importación de fósiles. Adicionalmente el Uso Eficiente de la Energía (UEE) permite mejorar la competitividad del país, al aumentar la productividad de las empresas, especialmente las energo-intensivas, liberar recursos destinados al pago de energéticos y crear toda una nueva industria de servicios energéticos y nuevos empleos. Simultáneamente a ello, permite mejorar a bajo costo, las condiciones de climatización e iluminación de las viviendas, mejorando la calidad de vida de las personas.
A pesar de los evidentes beneficios de la eficiencia energética, existen una serie de barreras de mercado -información, regulaciones y políticas financieras- que impiden que la implementación de esta política energética se desarrolle en forma autónoma. Por ello, todos los países desarrollados, y muchos países en vías de serlo, han implementado normativas que permiten superar dichas  barreras. Producto de ello, actualmente todos los países con un PIB per cápita sobre los US$20.000 y que no son productores de petróleo, solo Chile, Panamá y Bahamas, no cuentan en la actualidad con una ley de eficiencia energética (Banco Mundial  2015). 

La implementación de estas leyes de Eficiencia Energética, según la Agencia Internacional de Energía (IEA, informe anual1 de 2014) ha generado importantes ahorros a nivel mundial, al evitar el consumo de 15 MTcal2. Destaca la Agencia Internacional que este ahorro es superior al consumo final de energía de los países de la Unión Europea en el año 2011, lo cual posiciona a la eficiencia energética como el “principal combustible” disponible en los sistemas energéticos de muchas naciones.

Chile, aunque avanzó en los últimos años en el etiquetado de EE para electrodomésticos; la fijación de algunos estándares mínimos, incluidos en la Ley N°20.402 de 2009; y en la creación de una Agencia Chilena de Eficiencia Energética, aún no posee una ley de eficiencia energética y tampoco metas nacionales o sectoriales con este fin. Actualmente los intentos por promover la implementación de medidas de EE a través de programas educativos, estudios, acuerdos voluntarios y proyectos pilotos, han tenido un efecto muy limitado y la EE no se ha logrado integrar en la lógica del desarrollo energético. 

Por esta razón, el país continúa expandiendo su oferta eléctrica, con los consecuentes impactos sobre la población y los territorios, sin siquiera regular niveles de eficiencia mínimas para el uso de dicha energía. 

También continua permitiendo la expansión del sector transporte, con deficiente planificación de la movilidad y sin regulación ni información sobre estándares mínimos de eficiencia energética de las importaciones y comercio del parque vehicular. Adicionalmente no existen estándares ni orientaciones para el uso eficiente de la energía en el diseño e implementación de la edificación y la infraestructura; y tampoco orientaciones en la gestión energética de los sectores productivos intensivos en el uso de la energía y los grandes consumidores. En consecuencia el país no ha logrado avanzar hacia un uso racional de la energía, no ha logrado reducir la contaminación e impactos sociales y territoriales de su generación y consumo; y tampoco en la eficiente implementación de los Planes de Descontaminación. Asimismo, tampoco avanzar en la reducción de CO2 y otros gases de efecto invernadero, aunque la EE es uno de los 3 pilares estructurales, para poder cumplir las metas de reducción nacional de CO2 al año 2030, que comprometió Chile en el Acuerdo de París. 

1. Objetivos del Proyecto de Ley de Promoción de la Eficiencia Energética en sectores relevantes del consumo energético.
El proyecto de ley tiene 3 objetivos: a) promover la eficiencia energética en los grandes consumidores industriales y mineros -“empresas energo-intensivas”- que tengan consumos finales sobre 50 tera-calorías anuales; b) ampliar el ámbito de aplicación de estándares mínimos de eficiencia energética ya establecidos en la Ley Nº20.402 de 2009, para fijar estándares mínimos de eficiencia energética para vehículos motorizados, a través del establecimiento de niveles máximos de emisión de dióxido de carbono (CO2) por kilómetro; y, c) ampliar el sistema de etiquetado vigente para su aplicación a edificaciones residenciales.

1.1. Promover la EE en los Grandes Consumidores de Energía. En Chile existen  130 empresas que presentan grandes consumos de energía, equivalente a un consumo final anual, igual o superior a 50 tera-calorías (aproximadamente $2.500 millones anuales). Estas industrias energo-intensivas, actualmente tienen la capacidad técnica y económica de gestionar un uso eficiente de la energía, y con ello, reducir sus impactos y aumentar su productividad y competitividad. El objetivo del proyecto de ley, es que las empresas energo-intensivas identifiquen su potencial y oportunidades de EE, y desarrollen mecanismos y procedimientos necesarios para poder implementar la EE. 

1.2. Ampliar la cobertura de los estándares mínimos de Eficiencia Energética para incorporar los vehículos motorizados nuevos que se integren al parque vehicular. Actualmente el Ministerio de Energía tiene la facultad de establecer estándares mínimos de EE respecto de productos, máquinas, instrumentos, equipos, artefactos, aparatos y materiales que utilicen cualquier tipo de recurso energético, para su comercialización en el país. El proyecto de ley busca incorporar los estándares mínimos de EE para los vehículos motorizados nuevos que se comercialicen en Chile, estableciendo para estos niveles máximos de emisión de CO2 por kilómetro al año 2021 y al año 2026 respectivamente.

1.3. Ampliar el sistema de etiquetado vigente, para su aplicación a edificaciones residenciales. Desde el año 2009, en virtud de la Ley N°20.402, el Ministerio de Energía tiene la facultad para etiquetar y establecer estándares mínimos de EE respecto de productos, máquinas, instrumentos, equipos, artefactos, aparatos y materiales que utilicen cualquier tipo de recurso energético, para su comercialización en el país. El proyecto de ley busca ampliar el ámbito de aplicación del etiquetado de consumo energético, para incorporarlo a las edificaciones residenciales. 

2.- Contenidos del Proyecto de Ley

2.1. Uso Eficiente de la Energía de los Grandes Consumidores de Energía. 

De acuerdo al Balance de Energía 2015, en Chile existen solo 130 empresas que presentan grandes consumos de energía, equivalente a un consumo final anual, igual o superior a 50 tera-calorías (una factura aproximada de $2.500 millones anuales). Un tercio de ellas, tienen un consumo anual, igual o superior a 100 tera-calorías. 

Estas 130 industrias energo-intensivas representan más de 30% del consumo de energía total del país, de acuerdo al Balance de Energía 2015, y tienen la capacidad técnica y económica para gestionar un uso eficiente de la energía, y con ello, reducir sus emisiones e impactos y aumentar su productividad y competitividad.

A nivel internacional la experiencia ha demostrado que la industria energo intensiva no incorpora voluntariamente estándares de EE en la gestión de la energía, por lo cual los Estados han debido identificar barreras y diseñar políticas públicas para removerlas. Países de gran consumo energético, como los de la Unión Europea, EEUU, y China entre otros; y países de menor consumo como Uruguay, han establecido obligaciones para las grandes industrias, mediante estándares de gestión de la energía y metas de EE para las industrias energo intensivas. 

En particular en la Unión Europea, la directiva 2012/27/UE establece la obligatoriedad de implementar sistemas de gestión de la energía, y de realizar auditorías energéticas periódicas en todas las empresas que no sean pyme; y en la mayor parte de los demás países mencionados existen obligaciones similares. El objetivo general de estas políticas es que las empresas sean capaces de identificar oportunidades de EE, y que desarrollen las capacidades, mecanismos y procedimientos internos necesarios para poder implementarlas.

En este contexto, el proyecto de ley establece que:

a) Todas las empresas con un consumo energético anual, para uso final, igual o superior a las 50 tera-calorías (aprox. $2.500 millones anuales) que constituyen “empresas energo-intensivas”, podrán informar a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, anualmente, sus consumos de energía. (Este reporte anual permitirá al país mejorar las estadísticas respecto al consumo de energía de los diversos sectores usuarios).

b) Las empresas “empresas energo-intensivas” podrán implementar en el plazo de 2 años, un Sistema de Gestión de Energía (SGE), en cada instalación o faena con consumo igual o superior a 10 tera calorías anuales. Este SGE debería ser auditado cada dos años por un auditor externo. Alternativamente, las “empresas energo-intensivas” podrán cumplir la obligación teniendo vigente la Norma Chilena 50.001 u otra norma nacional que se autorice.

c) Las “empresas energo-intensivas” podrán realizar, en el plazo de 24 meses, y posteriormente cada cuatro años, una auditoría energética en cada una de sus instalaciones o faenas con consumos iguales o superiores a 10 tera calorías anuales, elaborada por un auditor externo.

d) Las “empresas energo-intensivas” podrán enviar anualmente, a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, junto al informe con los consumos de energía, las oportunidades de EE detectadas, las medidas de EE realizadas en el año, y aquellas medidas que implementara durante los próximos cuatro años.

Las modelaciones desarrolladas por diversas entidades académicas y técnicas para el Ministerio de Energía, proyectan que de aplicarse SGE en las “empresas energo-intensivas” y medidas auto gestionadas de EE equivalentes a la Norma Chilena 50.001; se podría alcanzar reducciones anuales en el consumo de energía por sobre las 15.000 tera calorías, al año 2035. Ello equivale a ahorros estimados en US$1.200 millones anuales (y el costo asociado a las medidas es menor a los US$500 millones). 

En específico, cada año, las “empresas energo-intensivas” ahorrarían más de US$700 millones anuales en su factura energética, y reemplazarían un gasto de US$500 millones de compra de combustibles y electricidad, para invertirlo en la industria de servicios energéticos que genera más y mejores empleos3. 

En términos de emisiones, al año 2035 se reducirían alrededor de 38 millones de toneladas de CO2e, acumulando hasta ese año la reducción de más de 210 millones de toneladas de CO2e, lo que permitirá a las empresas exhibir estándares de des-carbonización de sus procesos, y a Chile cumplir con sus compromisos internacionales de cambio climático.

2.2. Estándares de Eficiencia Energética del Parque Vehicular.

El sector transporte representa alrededor de un tercio de la demanda energética total del país, del cual 83% corresponde al consumo del transporte caminero, siendo la mitad de este porcentaje consumido por vehículos pesados y la otra  por vehículos livianos.

Actualmente, el parque de vehículos livianos en Chile está constituido por 4,5 millones de vehículos, y crece a una tasa aproximada de 300.000 vehículos nuevos cada año. Como la tendencia de crecimiento del parque vehicular es mundial, la Agencia Internacional de Energía ha recomendado promover y mejorar la EE, mediante el etiquetado vehicular (ya implementado en Chile) y el establecimiento de estándares de consumo de combustible, o estándares de emisiones de CO2 máximas  para los vehículos nuevos. 

La aplicación de estándares de eficiencia energética y/o estándares de emisiones de gases de efecto invernadero (GEI) a vehículos nuevos livianos, ha sido una de las políticas más costo-efectivas para mejorar la EE del parque vehicular, y ha sido ampliamente aplicada en Estados Unidos, Canadá, Unión Europea, Japón, China, Corea del Sur y México entre otros países. Por esta razón, el proyecto de ley, establece estándares de eficiencia energética a los vehículos motorizados nuevos livianos y sus subcategorías, a través de estándares máximos de emisiones de CO2 por kilómetro recorrido.

De acuerdo a los estudios y modelaciones de escenarios de estándares de eficiencia energética en vehículos motorizados , desarrollados por la Universidad de Chile y el Centro Mario Molina, el parque vehicular en Chile podría acercarse gradualmente a los estándares de eficiencia y emisiones de los países desarrollados (con un poco de rezago) . Se estima que los ahorros anuales a consecuencia de la aplicación de  estándares  de emisión o eficiencia -por menor consumo de combustible-, serían de entre 10.000 y 15.000 Tera-calorías anuales al 2035 (lo cual significaría ahorros de entre US$750 - 1.150 millones de dólares). Ello sin cambio en el precio de los vehículos, pues el parque vehicular actual en Chile, ya cuenta con diversos modelos que cumplen estándares internacionales, o bien se asimilan a los estándares internacionales más bajos. 

2.3. Etiquetado de Viviendas (edificaciones residenciales).

Las edificaciones en Chile consumen el 21% de la energía a nivel nacional; y de este, el 70% corresponde al consumo de las viviendas. Desde el año 2011, existe en Chile el etiquetado energético de viviendas, “Calificación Energética de Viviendas”, el cual es de carácter voluntario y es administrado por MINVU.

El etiquetado energético permite transparentar la información sobre la calidad energética de las viviendas, permitiendo al consumidor incorporar la variable eficiencia energética en la decisión de compra de su casa; aspecto que hoy día no es conocido por los consumidores al momento de la compra. Esta información es muy importante para las familias, puesto que en promedio, un 65% del gasto en energía en las viviendas se destina a calefacción en las regiones del centro y sur del país. 

La experiencia de aplicación de etiquetado de EE, desde su establecimiento en la Ley 20.402 de 2009, ha sido una experiencia especialmente exitosa, porque ha mejorado la decisión de compra del consumidor, y porque también ha incentivado a las empresas a vender mejores productos y más eficientes. Por esta razón el proyecto de ley establece que las edificaciones de tipo residencial deberían contar con una etiqueta de eficiencia energética al momento de su comercialización.

Por todo lo anterior, venimos en presentar el siguiente

PROYECTO DE LEY
Artículo 1º:

Aquellas empresas con consumos sobre 100 tera-calorías anuales en el año calendario anterior, o aquellas que tengan instalaciones con consumo energético anual igual o superior a las 50 tera-calorías, podrán ser consideradas, para efectos de esta ley, como “empresas energo-intensivas”. Las empresas energo-intensivas podrán: 

a) Reportar anualmente a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, en adelante “SEC”, sus consumos de energía.

b) Incorporar, en el plazo de 12 meses desde la promulgación de esta ley, un Sistema de Gestión de Energía, en cada una de sus instalaciones con consumos iguales o superiores a 10 tera-calorías anuales. Alternativamente, las empresas energo-intensivas podrán cumplir la obligación anterior si obtienen y mantienen vigente la Norma Chilena 50.001, o aquella que la reemplace. El sistema de gestión podrá ser auditado, al momento de iniciarse, y luego cada tres años, por una empresa que esté acreditada para certificar la Norma Chilena 50.001, y la referida auditoría deberá ser enviada a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.

c) Realizar y enviar a la SEC, en el plazo de 18 meses desde la promulgación de esta ley, y posteriormente cada cuatro años, una auditoría energética en cada una de sus instalaciones con consumos iguales o superiores a 10 tera-calorías anuales. La referida auditoría podrá ser realizada por un auditor externo que se encuentre inscrito en el registro de consultores de la Agencia Chilena de Eficiencia Energética. 

d) Enviar a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y al Ministerio de Energía, anualmente, un informe con sus consumos de energía, oportunidades detectadas, medidas de eficiencia energética realizadas en el año y aquellas contempladas para el año siguiente. 

Artículo 2º 

El parque de vehículos livianos por su parte podrá cumplir con las siguientes metas de emisiones de dióxido de carbono (CO2): 130 gramos de CO2 por kilómetro al año 2021 y 95 gramos de CO2 por kilómetro al año 2026. Los responsables del cumplimento serían los fabricantes, armadores, importadores o sus representantes para cada marca, según corresponda.

En caso de incumplimiento, se podrá establecer una multa, a beneficio fiscal por cada gramo de CO2 por kilómetro por encima del estándar definido para un determinado año, multiplicado por el volumen total de vehículos comercializados por cada responsable.

Para estos efectos, se podrá utilizar la información de emisiones de la Etiqueta de Eficiencia Energética y, los responsables podrán enviar, anualmente, un informe al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, respecto de su nivel de cumplimiento.

Artículo 3º

Las edificaciones de tipo residenciales nuevas podrán obtener, para su comercialización, la Calificación Energética de Viviendas del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, y exhibir dicha calificación en los puntos de venta de las  viviendas.

(Fdo.): Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.

__________________

1 IEA, 2013a. Energy Efficiency Market Report, Paris: OECD/IEA.
2 Mtcal: Millón de Tcal. 

3 De acuerdo a estudios de la UE, la EE crea el doble de empleos que la generación eléctrica por peso invertido.
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MOCIÓN DE LA SENADORA SEÑORA ALLENDE, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE FIJA EL SENTIDO Y ALCANCE DE LAS NORMAS RELATIVAS AL ESTATUTO LEGAL QUE RIGE A LA CORPORACIÓN NACIONAL DEL COBRE

(11.498-08)
1. Fiscalización de Codelco.

Que la Corporación Nacional del Cobre, más conocida como Codelco, es la empresa pública más importante de Chile.

La fiscalización de la misma se realiza por Cochilco1, la Superintendencia de Valores y Seguros en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas, junto con la Cámara de Diputados.

Sin perjuicio de lo anterior, la Ley N° 1.349 que "Crea Cochilco" establece que la Contraloría General de la República podrá fiscalizar indirectamente a ésta a través de Cochilco en lo referente al cumplimiento de objetivos, regularidad de sus operaciones, a hacer efectiva responsabilidad de funcionarios u directivos, y la obtención de los antecedentes necesarios para la confección del Balance Nacional.

Esta misma disposición señala que el Contralor podrá asumir transitoriamente y en plenitud, todas o algunas de sus facultades de fiscalización o de las que corresponden a la Comisión cuando circunstancias especiales así lo aconsejen, dando cuenta al Presidente de la República de los fundamentos de su resolución, de las medidas que adopte en su ejercicio, y de los resultados obtenidos.

De acuerdo a lo anterior, Contraloría General de la República tendría facultades legales para fiscalizar a Codelco, considerando, además, lo dispuesto en el art. 16 de la Ley de Contraloría.

2. Régimen aplicable a la fiscalización.

Si bien Contraloría tiene atribuciones para fiscalizar a Codelco, cabe aclarar el estatuto legal mediante el cual debe desarrollar dicha fiscalización.

La ley N° 20.392, que aprobó el nuevo gobierno corporativo de Codelco, modifica el DL 1350 que regula Codelco. Dicha ley tuvo por objeto la modernización de la dirección y gestión de este, para convertirla en una empresa eficiente, rentable y competitiva. Según la ley, el gobierno corporativo tiene las facultades de administración necesarias para perseguir los objetivos de la empresa, aplicándose a los directores las normas de responsabilidad civil y penal, igual que a los directores de las sociedades anónimas abiertas.

En lo que nos importa, la Ley N° 20.392 vino a ratificar el régimen aplicable al mismo. El DL 1.350 señala en su artículo 1° que la empresa se regulará por su misma ley y por sus estatutos, estableciendo una aplicación supletoria, siempre y cuando no se oponga a esta ley, de las normas que rigen a las sociedades anónimas y la legislación común.

Esta misma ley, ratificó el régimen legal de Codelco, estableciendo en el art. 25 que las normas en general que se dicten para las empresas del sector público, empresas del Estado, sociedades con participación estatal u otra denominación semejante, sólo serán aplicables a Codelco en el caso que expresamente lo señale la norma respectiva.

3. Dictámenes de Contraloría.

Durante el último año Contraloría se ha pronunciado en dos ocasiones respecto a Codelco, realizando observaciones respecto a eventuales conflictos de intereses que, existiría en contratos de suministros, además de objetar las facultades del directorio para negociar laboralmente, como pasamos a señalar a continuación:

a) En este año Contraloría emitió el Informe Final N° 900/2016. Este informe es resultado de una auditoria a los contratos de bienes y servicios realizados por Codelco entre 2013 y 2015, por el cual objeta ciertos procedimientos internos de contratación, debido a un eventual conflicto de interés que habría existido.

En esta materia, sostuvo el órgano contralor, se debe aplicar la Ley N° 19.886 sobre Contratos Administrativos, el cual señala en su inciso sexto del artículo 4°, el cual se remite al artículo 54 de la Ley de Bases de la Administración del Estado, que existe conflicto de interés en la contratación cuando existe una relación de parentesco hasta el tercer grado de consanguinidad.

Esto se contradeciría a las normas internas de Codelco la cual señala como causal de conflicto de intereses hasta el segundo grado de consanguinidad y afinidad.

b) Por otra parte, Contraloría emitió el Dictamen N° 15.679, relativo a las indemnizaciones y el plan de egreso del Sr. Augusto Gonzalez, donde se señala que  Codelco  carecería  de  "libertad  de  disposición patrimonial" para pactar estipulaciones en marco de sus relaciones labores, debido a que la empresa administra recursos públicos.

Esto, al traer problemas en la gestión de Codelco, llevó a la empresa a solicitar una reconsideración, la cual fue rechazada a través del Dictamen N° 18.850 del 24 de mayo de 2017. En dicho acto administrativo, el órgano contralor aclara el pronunciamiento realizado anteriormente, señalando que el dictamen no impide que Codelco pueda dar cumplimiento a la normativa legal en la relación laboral con sus trabajadores, que se regulan bajo las normas del Código del Trabajo2, como tampoco implica desconocer sus facultades de negociar colectivamente. Pero señala que Codelco, como empresa pública, debe someterse a los principios de eficacia y eficiencia en sus actuaciones.

La resolución del órgano contralor mantiene la incertidumbre, ya que invocando estos principios, el órgano contralor podría objetar cualquier actuación de la empresa, no quedando claro el marco bajo el cual podría negociar colectivamente, al no existir criterios objetivos al respecto, en el caso de aplicar lo dispuesto por Contraloría.

4. Falta de claridad del régimen legal aplicable a Codelco.

Los dictámenes de Contraloría han creado dudas respecto al régimen legal aplicable a la gestión Codelco. Por una parte, el órgano contralor ha pretendido la aplicación a la empresa de normas generales que rigen a la Administración del Estado, que no necesariamente tienen alcance sobre Codelco, al no existir una mención expresa de la misma, como lo exige el artículo 25 del Decreto Ley 1.350, por lo cual no compartimos dicha interpretación.

Pese a esto, Codelco ha expuesto la existencia de un régimen legal que asegura cumplir con el principio constitucional de probidad, existiendo normas que regulan el conflicto de interés, además de otras de su régimen interno.

Por lo anterior, es que hemos llegado a la convicción de que dada la contradicción e incertidumbre respecto al régimen aplicable a Codelco, es responsabilidad del legislador determinar el alcance de las normas a través de una ley interpretativa.

Es por lo anteriormente expuesto, que los Senadores que suscribimos esta moción, presentamos la siguiente:

PROYECTO DE LEY INTERPRETATIVA

Artículo 1°.- La presente ley tiene por objeto fijar el alcance y los criterios interpretativos a los cuales se deberá ajustar la aplicación de las normas relativas al estatuto legal que rige a la empresa pública denominada Corporación Nacional del Cobre (Codelco).

Artículo 2°.- Se declara que el sentido y alcance del inciso segundo del artículo 1° del Decreto Ley N° 1350, que crea la Corporación Nacional del Cobre, y que fuera incorporado por medio de la Ley N° 20.392, es que los actos y decisiones económicas, comerciales y mercantiles de la empresa se rigen estrictamente por las disposiciones de su estatuto, y en lo no previsto en él, por las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas y las propias de la legislación común, respondiendo su directorio y administración superior de acuerdo a dichas reglas, sin que se sobrepongan o se le hagan extensivas las disposiciones exigibles a los organismos de la Administración del Estado en general, como lo es la ley N° 18.575 y N° 19.886, salvo aquellas que nombren expresamente a la empresa, según lo exige el artículo 25 del mismo Decreto Ley.

(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.

_________________________

1 DFL N° 1 de 1981, Art. 12.

2 Artículo 25 inciso segundo del DFL 1350: "Los trabajadores de la Empresa estarán sometidos a las disposiciones del Código del Trabajo y leyes complementarias, así como también a las normas sobre organización sindical y negociación colectiva que rijan para las empresas del sector privado."
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA GOIC Y SEÑORES MATTA, IGNACIO WALKER Y PATRICIO WALKER, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE FACULTA A LAS PERSONAS ENTRE CATORCE Y DIECIOCHO AÑOS PARA DESEMPEÑARSE VOLUNTARIAMENTE COMO VOCALES DE MESAS RECEPTORAS DE SUFRAGIO

(11.494-07)
En los plebiscitos y elecciones populares de las autoridades de nuestro país, los vocales de las mesas receptoras de sufragio desempeñan un rol fundamental para el funcionamiento del proceso eleccionario, ya que a ellos les corresponde, entre otras labores, verificar la identidad de los electores, recibir los votos que ellos emitan y realizar el primer escrutinio de los mismos, en conformidad a lo establecido en la Ley N° 18.700 sobre votaciones populares y escrutinios.


La designación de los vocales de mesa la realiza las Junta Electorales de cada provincia, en forma aleatoria entre los ciudadanos con derecho a sufragio, nominando a más de 70.000 vocales de mesa, que son los necesarios para la realización de una elección nacional.
Del proceso eleccionario se excluyen a quienes no son ciudadanos con derecho a sufragio, entre ellos, a los chilenos que no han cumplido 18 años de edad, por lo que ellos no serán designados como vocales de mesa ni podrán votar en elecciones populares, al considerar el legislador que las personas menores de dicha edad, en general, no tienen la suficiente madurez psicológica para asumir y ejercer derechos políticos, asumiendo que su conciencia cívica aún está en desarrollo.


En este sentido, el Estado ha puesto énfasis en la educación cívica durante el periodo formativo previo a la mayoría legal de edad con el objeto de que al momento de que adquieran plena ciudadanía ejerzan efectivamente sus derechos políticos, lo que se ha materializado a través de diversas herramientas, siendo la más reciente la Ley N° 20.911 que crea el plan de formación ciudadana para los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado, el cual tiene por objeto promover valores cívicos y ciudadanos basados en un marco de derechos, especialmente de niños, niñas, adolescentes y jóvenes. De acuerdo a dicho texto legal, cada establecimiento educacional debe contar con un plan de formación cívica, de acuerdo a las bases curriculares y orientaciones aprobadas por el Consejo Nacional de Educación.
Si bien dicho instrumento constituye uno de los pilares de la formación cívica de niños, niñas y adolescentes, la enseñanza formal no es el único espacio donde se pueden desarrollar valores democráticos y promover el ejercicio de una ciudadanía responsable. En forma complementaria a ella, adquieren especial relevancia los espacios de participación comunitaria, que a través de acciones de servicio a la comunidad afianzan un sentido de pertenencia y solidaridad, en pos de un objetivo que involucra a su medio social.
En un contexto en que la sociedad sufre severos procesos de individuación cada vez más crecientes, el Estado debe emprender todas las acciones que sean pertinentes para restablecer y fortalecer lealtades recíprocas entre sus miembros, las que son fundamentales para la vida en sociedad. Durante el proceso de maduración y formativo de los jóvenes es esencial realizar esta labor, integrándolos cada vez más a instancias de participación política, ya que ellas determinarán su valoración sobre nuestro sistema democrático y promoverán aptitudes para la adopción de decisiones ponderadas cuya matriz sea el bien común.
De acuerdo a la Encuesta Nacional de la Juventud del año 2015, en los jóvenes "la relación con el sistema político está marcada por su escaso interés por la política tradicional, lo que sumado a la desconfianza hacia el sistema político, repercutiría en la legitimidad que le dan al régimen democrático"1. Según los datos proporcionados por el mencionado estudio, "solo el 21% de las personas jóvenes indica estar interesada o muy interesada en la política, al tiempo que el 79% está poco o nada interesada en ella". No obstante, dicha desafección contrasta con la participación sociopolítica de los jóvenes. Durante los últimos 12 meses de dicha medición, el 50% de la población joven declaró haber participado en al menos una organización y el 28% en alguna actividad de ayuda a la comunidad.

De acuerdo a dichos datos, no es posible afirmar que los jóvenes demuestren un desinterés respecto de los asuntos públicos. Al contrario, lo que ellos buscan es involucrarse con lo político a través de mecanismos de participación no convencionales, en actividades basadas en redes de acción comunitaria y local. Aquello representa una virtud que se debe fortalecer, estableciendo canales de participación que establezcan vínculos claros entre la participación en el sistema social y la participación en los mecanismos institucionales de participación política.

De esta manera, la incorporación de los jóvenes a los procesos eleccionarios en cuanto vocales en las mesas receptoras de sufragio, como una herramienta de participación ciudadana, beneficiaría a su integración en instancias tan relevantes como las elecciones de las autoridades representativas de nuestro país o la decisión popular respecto de un asunto que afecta nuestra sociedad, asimilando su importancia como actores relevantes que han posibilitado el desarrollo del acto eleccionario y acercándolos a los mecanismos institucionales de participación democrática.

De acuerdo a lo expresado precedentemente, mediante esta moción parlamentaria se propone:

- Facultar a los adolescentes mayores de 14 y menores de 18 años de edad inscribirse voluntariamente para desempeñarse como vocales en las mesas receptoras de sufragio de las elecciones populares de nuestro país.

- Que las mesas receptoras de sufragio se conformen por no más de dos menores de edad con el objeto de asegurar que la mayoría de los miembros designados sean ciudadanos con derecho de sufragio.

- Que el proceso de inscripción voluntaria de los adolescentes se realice en forma previa al procedimiento de designación de los vocales de mesas que deba efectuar la Junta Electoral respectiva, de entre los ciudadanos con derecho a sufragio.

- Los adolescentes designados como vocales de mesa serán capacitados para el desempeño de sus funciones, al igual que aquellos vocales de mesa que han sido designados por primera vez.

- La circunstancia de que un adolescente inscrito y designado no concurra a desempeñar sus funciones no entorpecerá el funcionamiento de la mesa receptora de sufragios, ya que la mayoría de los miembros designados corresponderá a ciudadanos mayores de edad con derecho a sufragio, quienes serán sancionados en caso de incumplir con su deber cívico, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 151 de la Ley N° 18.700.

- Los adolescentes inscritos y designados recibirán un bono de 2/3 de UF por cada acto eleccionario en que participe, tal como se establece para los vocales designados que son ciudadanos con derecho a sufragio. Al respecto, no es necesaria una modificación legal, ya que el artículo 47 bis de la Ley N° 18.700 extiende dicho beneficio a todo aquel que ejerza, de modo efectivo, las funciones de vocal de mesa.

En consideración a lo anteriormente expuesto, vengo en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley N° 18.700 Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:

1. Reemplázase, en el artículo 46, los incisos primero y segundo, por los siguientes incisos primero, segundo, tercero, cuarto y quinto nuevos, pasando los actuales incisos tercero, cuarto y quinto a ser quinto, sexto y séptimo, respectivamente:

"Se designarán cinco vocales de las Mesas Receptoras de Sufragios con ocasión de las elecciones de diputados, senadores, consejeros regionales, alcaldes y concejales, y plebiscitos. Del total de vocales designados, tres a lo menos deben ser ciudadanos con derecho a sufragio.

Los adolescentes mayores de 14 y menores de 18 años de edad podrán postular para desempeñarse como vocales en las mesas receptoras de sufragio de las circunscripciones electorales correspondientes a la comuna en que residan.

Dichas postulaciones se presentarán ante el Servicio Electoral con a lo menos, cinco días de anticipación a aquél en que deban designar los vocales de mesa los miembros de la Junta Electoral respectiva.

A partir del cuadragésimo quinto día anterior a la elección, la Junta Electoral designará a no más de dos personas para cada mesa receptora de sufragios, de entre los adolescentes que hayan postulado para desempeñarse como vocales.

Para proceder a la designación de los vocales restantes, dentro del mismo plazo indicado en el inciso anterior, cada uno de los miembros de la Junta Electoral escogerá diez nombres, que deberán corresponder a diez ciudadanos con derecho a sufragio, que aparezcan en la nómina por mesa receptora de  sufragio del  padrón  electoral  con  carácter  de  definitivo, señalado en  el artículo 33 de la ley N° 18.556, que el Servicio Electoral pondrá a disposición de la Junta. Si la Junta funcionare con dos miembros cada uno elegirá quince nombres.".

2. Agrégase, en el artículo 47, el siguiente inciso segundo nuevo:

"Lo dispuesto en el inciso anterior no se aplicará a los adolescentes menores de 18 años que hayan ejercido voluntariamente las funciones de vocal en las mesas receptoras de sufragio.".

(Fdo.): Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Manuel Antonio Matta Aragay, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
____________________________

1. Octava Encuesta Nacional de la Juventud, Instituto Nacional de la Juventud, Gobierno de Chile, año 2015, p.14.
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MOCIÓN DE LA SENADORA SEÑORA GOIC, CON LA QUE COMIENZA UN PROYECTO PARA REGULAR EL RECURSO DE PROTECCIÓN Y DEROGAR LA LEY N°18.971, QUE REGULA EL RECURSO DENOMINADO DE AMPARO ECONÓMICO

(11.495-07)

El presente proyecto de ley tiene varios objetivos. El primero es resolver una antigua inconstitucionalidad de nuestro sistema jurídico: la regulación del procedimiento del recurso de protección por medio de un auto acordado de la Corte Suprema. La doctrina1 esta mayormente de acuerdo en que estas normas no pueden ser materia de un reglamento del Poder Judicial. Es la ley la que debe reglar aspectos fundamentales de un proceso como los plazos del recurso, la determinación de la competencia, los límites de la potestad cautelar, las sanciones por el incumplimiento de las resoluciones, etc.

El segundo objetivo es dotar al recurso de protección de una regulación moderna y eficaz. La garantía de nuestros derechos carece de elementos importantes para cumplir su objetivo como, por ejemplo, una correcta regulación de la bilateralidad de la audiencia, una poco clara legitimación activa y un plazo demasiado corto para su presentación. Este proyecto viene a corregir este y otros defectos de la actual norma.

A continuación haremos un breve análisis de la institución del recurso de amparo en Colombia, España y Alemania. Luego revisaremos los puntos más importantes del proyecto y explicaremos brevemente los fundamentos de cada uno.

1. Derecho comparado sobre el Recurso de Amparo2
A. Colombia

La acción de amparo en Colombia se conoce con el nombre de "acción de tutela" y nace en un contexto bastante particular. Luego del fracaso de la reforma constitucional de 1988, el movimiento estudiantil de la época propone la creación de una asamblea constituyente mediante la llamada "Séptima Papeleta". Esta asamblea promulga la Constitución de 1991, que dispone la acción de tutela. Desde su creación comenzó a ser ejercida por varios sectores de la población, desde personas pertenecientes a una etnia indígena hasta campesinos, estudiantes, personas de la tercera edad entre otros.3
La Acción de Tutela se encuentra consagrada en el art 86 de la Constitución Colombiana de 1991, el cual prescribe que "Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o  por

quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública.

La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución.

La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión".

De esta manera, la acción de tutela se entiende como un mecanismo para la defensa pronta y efectiva de los derechos fundamentales cuando ello resulte urgente para evitar un perjuicio irremediable o cuando no exista otro medio de defensa judicial que sirva para tales efectos.4
Esta acción, se caracteriza por tener un carácter subsidiario, de modo que sólo procede cuando no hay otro mecanismo de defensa; es específica, ya que solo está dirigida a la protección de derechos fundamentales; es sumaria, debido a la brevedad el procedimiento y eficaz, puesto que se exige del juez un estudio de fondo de la causa antes de dar el veredicto final.

La tramitación de la acción de tutela se encuentra regulada en el Decreto 2591 de 1991, el cual se encarga de establecer el objeto de la acción, la legitimación, los principios, las causales de improcedencia de la acción, las reglas de competencia entre otras materias.

En relación al objeto de la acción de tutela, en artículo 2do del mencionado decreto, establece que la acción de tutela garantiza los derechos fundamentales constitucionales. En este sentido cabe mencionar que la jurisprudencia colombiana considera dentro de estos derechos a:

1. Los derechos fundamentales del bloque constitucionales, que son aquellos que están establecidos en la constitución y en los tratados internacionales ratificados por el estado Colombiano.

2. Los derechos fundamentales innominados, que corresponden a aquellos que son inherentes a las personas y que garantizan condiciones mínimas, que son básicos para el desarrollo, como por ejemplo la dignidad humana.

3. Derechos fundamentales por conexidad, es decir, derechos que no tienen carácter fundamental pero que guardan una relación directa con otros que si tienen ese carácter.

En cuanto a la legitimación activa, puede ser ejercida por cualquier persona natural ante la vulneración o amenaza de sus derechos fundamentales; por personas jurídicas a través de representante legal; por un agente oficioso que actúe a nombre de otra persona que no es capaz de asumir su propia defensa y por el defensor del pueblo.

Por otro lado, la acción de tutela se dirige contra cualquier servidor público con ocasión del ejercicio de sus funciones o apartándose de las mismas, viole o amenace los derechos fundamentales y también procede contra las acciones u omisiones ilegítimas de los particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo4l o respecto de quien el accionante se encuentre en situación de subordinación o indefensión

La forma en que se ejercer esta acción es mediante una solicitud que se presenta ante el juez competente y que exprese con claridad, la acción o la omisión que la motiva, el derecho que se considera violado o amenazado, el nombre de la autoridad pública, si fuere posible, o del órgano autor de la amenaza o del agravio, y la descripción de las demás circunstancias relevantes para decidir la solicitud.

El juez competente es aquel que tiene jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que motivaren la presentación de la solicitud. Con todo, se contempla un caso de competencia especial que se da cuando las resoluciones y providencias judiciales que pongan término a un proceso, dictadas por los jueces superiores, la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado, amenacen o vulneren un derecho fundamental, será competente para conocer de la acción de tutela el superior jerárquico correspondiente.

Las causas derivadas del ejercicio de la acción de tutela tienen preferencia para su vista. Por otro lado, durante el proceso el juez podrá requerir informes al órgano o a la autoridad contra quien se hubiere hecho la solicitud y pedir el expediente administrativo o la documentación donde consten los antecedentes del asunto.

En los casos en que la solicitud se dirija contra una acción de la autoridad el fallo que conceda la tutela tendrá por objeto garantizar al agraviado el pleno goce de su derecho, y volver al estado anterior a la violación, cuando fuere posible. Por otro lado, cuando lo impugnado hubiere sido la denegación de un acto o una omisión, el fallo ordenara realizarlo o desarrollar la acción adecuada.

Una vez dictada la sentencia, la persona responsable del agravio deberá cumplirla inmediatamente, de lo contrario podrá ser sancionado por desacato.

El fallo puede ser impugnado dentro de los tres días siguientes a su notificación por el Defensor de Pueblo, el solicitante, la autoridad pública o el representante del órgano correspondiente, sin perjuicio de su cumplimiento inmediato y pasará a conocimiento del superior jerárquico. Por su parte, los fallos que no fueren impugnados pasarán a ser revisados por la Corte Constitucional.

España

En España, el recurso de amparo tiene como antecedentes históricos los Fueros Aragoneses, las Siete Partidas y las Leyes de Toro, en que se concedían a los individuos ciertas acciones para la protección de algunas libertades.

La importancia de este recurso no ha sido menor, pues permite otorgar una protección eficaz a los fundamentales de las personas, convirtiéndose en un mecanismo de defensa que ha permitido el acercamiento del ciudadano a la constitución5
Este recurso se encuentra consagrado en el art 53.2 de la Constitución Española, el cual dispone que "Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional" y por otro lado en el artículo 161 letra B), que prescribe que "Para interponer el recurso de amparo, toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo, así como el Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal ".

El trámite de este recurso se encuentra regulado en el título II de La Ley Orgánica del Tribunal Constitucional de 1979 y es considerado como un recurso extraordinario y de naturaleza subsidiaria, de modo que solo procederá cuando todos los otros medios de impugnación para la protección del derecho establecidos en las normas procesales se hubieren agotado.

El objetivo o finalidad del recurso de amparo en el ordenamiento jurídico español, es dar protección frente a las vulneraciones de los derechos y libertades reconocidos en los artículos 14 a 29 y 30.2 de la Constitución, dentro de los cuales se encuentran

De acuerdo con la ley, las personas legitimadas para ejercer este recurso las personas naturales o jurídicas que invoquen un interés legítimo, el defensor del pueblo y el Ministerio Fiscal. Por su parte los legitimados pasivos, corresponde a los poderes del estado que hayan vulnerado de alguna forma los derechos fundamentales de las personas.

En cuanto al tribunal competente, se establece que el órgano facultado para conocer del recurso de amparo es el Tribunal Constitucional y además el procedimiento es gratuito, que se inicia con la interposición de la demanda, en la cual deben hacerse constar con claridad los hechos que la fundamenten, los preceptos constitucionales infringidos y fijar con precisión el amparo que se solicita para preservar o restablecer el derecho o libertad que se considere vulnerado.

La interposición del recurso de amparo no suspende los efectos del acto o decisión impugnado, aunque el Tribunal, de oficio o a instancia de parte, puede disponer su suspensión total o parcial cuando la ejecución del acto o decisión recurrido pudiera producir al demandante un perjuicio que pudiera hacer perder al amparo su finalidad y si la suspensión no ocasiona perturbación grave a un interés constitucionalmente protegido ni a los derechos fundamentales o libertades de otra persona.

Alemania

En Alemania la implementación del recurso de amparo fue muy discutida, en la Comisión del Bundestag, tanto el presidente de dicha comisión como los miembros informantes estimaban que la implementación del recurso era innecesaria, pero su parecer no prevaleció y el recurso fue incluido en la Ley reguladora del Tribunal Constitucional Federal. Sin embargo, con posterioridad la discusión respecto de la necesidad y conveniencia del recurso continuó, algunos se preguntaban si realmente había que darse tal "lujo jurídico" y otros fundaban sus críticas en el hecho de que el recurso se encontrase regulado en una ley federal y no en la Carta fundamental, lo que quedó zanjado con la reforma constitucional del año 1969, que añadió al artículo 93 de la Ley Fundamental las ya mencionadas disposiciones núm. A-a y 4-b.6
Este recurso, pese a todas las críticas, para muchos resultaba esencial para fortalecer a los jueces y dar una verdadera protección a los derechos fundamentales de las personas, pues no se quería pasar nuevamente por la experiencia vivida años anteriores con el nacionalsocialismo, que vulneró, violó y aplastó totalmente los derechos y libertades de muchos.

El recurso de amparo constitucional se encuentra contemplado en La Constitución de la República Federal de Alemania en tres artículos: en primer lugar, en el artículo 93, apartado 1, núm. 4-a que hace referencia a la competencia del Tribunal Constitucional para conocer de los recursos de amparo, en segundo lugar, en el artículo 93, apartado 1, núm. 4-b que alude a la facultad del Tribunal Constitucional de conocer de los recursos de amparo interpuestos por municipios y asociaciones de municipios, por violación a su derecho de auto administrarse y por último, en el artículo 94, apartado 2, párrafo 2 que dispone que la organización y procedimiento del Tribunal constitucional serán regulados por una ley federal ordinaria y que ésta puede la organización y el procedimiento del Tribunal poner como condición del recurso de amparo la de  que previamente se hayan agotado las vías jurídicas, pudiendo establecer asimismo un procedimiento especial de admisibilidad.

La regulación del recurso de amparo y su procedimiento son encomendados a una Ley Federal Ordinaria, que es la Ley de la Corte Constitucional Alemana.

De conformidad con la constitución y la ley, este recurso puede ser interpuesto por Cualquiera que afirme encontrarse lesionado por el poder público en alguno de sus derechos fundamentales o en alguno de los derechos contemplados por el artículo 20, apartado 4, y artículos 33, 38, 101, 103 y 104 de la Ley Fundamental, puede interponer el recurso de amparo constitucional ante el Tribunal Constitucional Federal. De esta manera, nos encontramos con que el objeto del recurso de amparo es brindar protección en aquellas situaciones en que se vulneren los derechos fundamentales.

Para poder ejercer el recurso, es necesario que se haya agotado la vía judicial, es decir, que se hayan agotado todos los medios judiciales posibles, esto debido al carácter subsidiario del recurso. Agotadas, todas las otras vías legales, se presenta el recurso ante el Tribunal Constitucional Federal.

Aspectos relevantes del proyecto

A. Legitimación activa

Respecto a este punto, creemos que la acción de protección debe proteger no solo los intereses individuales sino que también los colectivos, en primer lugar por la naturaleza de ciertos derechos como el caso del derecho a un ambiente libre de contaminación. En segundo lugar, porque ciertas vulneraciones a derechos fundamentales no son tan gravosas como desde un punto de vista colectivo, o bien, las respuestas que se dan para los derechos individuales no resultan del todo satisfactorias para los derechos colectivos. En tercer lugar, porque los derechos colectivos y los derechos individuales tienen el mismo peso, son derechos y la protección que se les otorga no puede basarse en el hecho de ser unos de interés individual y otros de interés difuso, pues tal consideración resultaría arbitraria.7
Es por esto que consideramos que la regulación existente en México en cuanto a los titulares de la acción de amparo ha de ser la que inspira la legislación de nuestro país en el tema, pues en el art 5to de la Ley de Amparo contempla lo siguiente:

Artículo 5o. Son partes en el juicio de amparo: 1. El quejoso, teniendo tal carácter quien aduce ser titular de un derecho subjetivo o de un interés legítimo individual o colectivo, siempre que alegue que la norma,  acto  u omisión reclamados violan los derechos  previstos en el artículo lo de la presente Ley y con ello se produzca una afectación real y actual a su esfera jurídica, ya sea de manera directa o en virtud de su especial situación frente al orden jurídico.

El interés simple, en ningún caso, podrá invocarse como interés legítimo. La autoridad pública no podrá invocar interés legítimo.

El juicio de amparo podrá promoverse conjuntamente por dos o más quejosos cuando resientan una afectación común en sus derechos o intereses, aun en el supuesto de que dicha afectación derive de actos distintos, si éstos les causan un perjuicio análogo y provienen de las mismas autoridades.

Tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribunales judiciales, administrativos, agrarios o del trabajo, el quejoso deberá aducir ser titular de un derecho subjetivo que se afecte de manera personal y directa; La víctima u ofendido del delito podrán tener el carácter de quejosos en los términos de esta Ley.

Por otro lado, consideramos indispensable que también que exista una delimitación respecto de quienes serían las personas facultadas para actuar en representación de los intereses colectivos, y en este sentido, el ordenamiento jurídico argentino, nos sirve como referente, dado que el art 43 inciso 2do de la Constitución prescribe lo siguiente:

Art 43. Podrán interponer esta acción contra cualquier forma de discriminación y en lo relativo a los derechos que protegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de incidencia colectiva en general, el afectado, el defensor de/pueblo y las asociaciones que propendan a esos fines, registradas conforme a la ley, la que determinará los requisitos y formas de su organización.

En consideración a todo esto, creemos que han de tener legitimación activa toda persona o grupo de personas que vea afectados sus derechos. También estarán legitimados para interponerlos las personas jurídicas que promuevan el respeto y la defensa de los derechos humanos en el caso de agravio a derechos de incidencia colectiva o en los cuales un exista un interés difuso. La ley podrá autorizar a otros organismos públicos o privados legitimados. En el caso de los organismos públicos, podrá interponer el recurso para proteger los derechos de las personas el instituto de derechos humanos, ya que es una institución que precisamente busca la promoción y protección de estos derechos y de esta manera también se evita que se puedan generar situaciones de abuso dentro de los diversos organismos estatales.

Legitimación pasiva

Sobre la Legitimación Pasiva, creemos que el recurso de protección ha de proceder tanto respecto de actos arbitrarios o ilegales que provengan de un órgano del Estado o de una persona o grupo de personas. Respecto a este último sujeto (grupo de personas), pensamos que no debe limitarse  el  recurso  a  personas que  gocen de  personalidad jurídica. Por el contrario, también debe ser posible accionar contra los actos que vulneren los derechos humanos que provengan de grupos de personas que carecen de personalidad jurídica, dado que a final de cuentas se trata de conductas que transgreden y vulneran derechos.

Respecto de los actos que emanan del poder judicial, las resoluciones dictadas por los tribunales que afectan derechos humanos, creemos que deben poder ser revisados por el recurso. Pero no todas las resoluciones, sino solo aquellas en las cuales la persona afectada no haya sido parte del juicio por causas ajenas a su voluntad y que no exista otro medio idóneo para procurar la protección del derecho afectado. Esto con el fin de evitar que el recurso de protección desnaturalice todo el sistema de recursos y jerarquías del poder judicial.

La idea de fondo es no caer en la negativa absoluta de la procedencia del recurso de protección respecto de resoluciones judiciales. Esta postura plantea que, de permitirse, se abriría la posibilidad de que los jueces inferiores terminen revisando vía recurso de protección las resoluciones de los tribunales superiores. Tampoco comulgamos con la idea de que se permita el recurso en todo evento contra las resoluciones judiciales, pues los problemas que se generarían no serían menores. Es por esto que hemos decidido tener una postura intermedia, adhiriendo de cierta manera al pensamiento y postulados de Humberto Nogueira8, para quien excepcionalmente el recurso de protección procede respecto de resoluciones judiciales.

Tribunal Competente

Actualmente los tribunales con competencia para conocer de este tipo de recursos son las Cortes de Apelaciones y la Corte Suprema. En nuestra opinión esto debe mantenerse por varios motivos: en primer lugar, porque se trata de jueces que ya tienen una considerable experiencia en el ámbito judicial, con un elevado nivel profesional9; en segundo lugar por motivos históricos, ya que desde siempre el recurso de protección ha estado en manos de estos tribunales y; porque si fuese entregada esta facultad a un organismo como el Tribunal Constitucional, se produciría un problema en cuanto a la función de dicho tribunal. Normalmente el TC no analizar si un hecho (acción u omisión) se ajusta a derecho, sino si las normas se ajustan a la Constitución. Parece recomendable entonces dejar en manos de las Cortes de Apelaciones la tramitación de este recurso.

Requisitos de admisibilidad

En la norma actual (el autoacordado) son dos los requisitos de admisibilidad del recurso. Por una parte,  que el recurso se haya  interpuesto dentro del plazo;  por otra,  que se señalen hechos que puedan constituir vulneración a las garantías mencionadas en el art. 20. En nuestra opinión, estas exigencias han de mantenerse, teniendo en cuenta que un examen de admisibilidad se enfoca en una revisión formal y no en un examen de mérito.

Sobre los recursos, creemos que debe poder apelarse la resolución que declara inadmisible el recurso de protección. Nos parece que debe haber un control a las decisiones de las Cortes que unifique los criterios de admisibilidad.

Ahora bien, si se permite que respecto de todas las resoluciones proceda apelación ante la Corte Suprema, es claro que se le estaría dando muchísima carga adicional. Por este motivo, creemos que la mejor solución sería que respecto de cualquier resolución que declare inadmisible un recurso de protección ha de proceder recurso de reposición con apelación subsidiaria.

Bilateralidad de la audiencia

Respecto a este punto, la mayoría de la doctrina y la jurisprudencia postula que el procedimiento del recurso es unilateral. Sin embargo, a nuestro juicio, esto es un problema y debe ser corregido. La tramitación de recurso de protección se inserta en un verdadero proceso desde que existe una parte con legitimación activa, un tribunal competente, un recurrido y un conflicto generado por la vulneración de un derecho. Entonces, existiendo un proceso han de respetarse ciertos principios, entre ellos, la bilateralidad de la audiencia. El juez debe oír a ambas partes, recurrente y recurrido, y a los terceros, todo en base al derecho a la defensa.

Podría decirse que esto se cumple de alguna manera en la actual regulación con el informe que solicita el tribunal al recurrido. Sin embargo, no nos parece que esta diligencia sea suficiente para garantizar la bilateralidad de la audiencia. Por lo que resulta necesario efectuar modificaciones que permitan el desarrollo del debido proceso.

Hemos incluido explícitamente la bilateralidad como uno de los principios del procedimiento. Se considera también al recurrido como parte en el proceso, se explicita por ley el plazo en el cual debe enviar el informe solicitado por la Corte y se explicita la posibilidad de que hayan terceros en el proceso.

Plazos de presentación

El auto acordado señala que el plazo para interponer el recurso es de 30 días corridos contados desde la ejecución del acto o la ocurrencia de la omisión o, según la naturaleza de éstos, desde que se haya tenido noticias o conocimiento cierto de los mismos.

A este respecto, creemos que el plazo de 30 días es apropiado, pero en relación al momento en que comienza a correr, tenemos una postura distinta.

En nuestra opinión, el recurso debiese poder interponerse desde la ejecución del acto o la ocurrencia de la omisión y hasta 30 días después del cese del agravio o, según el caso, desde que se tenga conocimiento cierto del mismo. De esta manera, se da a la persona la posibilidad presentar la solicitud desde que está viendo vulnerado su derecho. Como el plazo del recurso comienza a correr desde el cese del acto o desde que se tuvo conocimiento de éste, tiene más tiempo para recurrir. Esto es importante porque se puede dar el caso de que la vulneración del derecho sea prolongada, y si se usa el plazo actual de 30 días, estos podría terminar siendo menos. También es importante para aquellos casos en que la vulneración del derecho impide en la práctica la presentación del recurso.

Efectos de la sentencia

El efecto de la sentencia que resuelve el recurso de protección es la cosa juzgada formal, la cual tal como señala el profesor Humberto Nogueira. Esto en virtud de las características y objetivos del proceso, que busca el restablecimiento inmediato de la situación afectada por la acción u omisión arbitraria o ilegal. Por otro lado, en razón del carácter de cosa juzgada sólo formal que tiene la sentencia, el rechazo del recurso no afecta la responsabilidad civil, penal o administrativa en que pueda incurrir el autor del delito. A su vez, aquella que acoge el recurso tampoco incide en las eventuales responsabilidades que se podrán perseguir contra el autor del agravio por los medios ordinarios establecidos en la ley.10
No obstante, al existir cosa juzgada, aunque sea formal, no se puede interponer un nuevo recurso de protección si se cumple la triple identidad y no hay un cambio en las circunstancias del caso.

Cumplimiento de la sentencia

Firme el fallo, el auto acordado establece que debe procederse a la transcripción de lo resuelto a la persona, funcionario o autoridad cuyas actuaciones hubieren motivado el recurso de protección, por oficio directo, o por cualquier medio electrónico si el caso así lo requiere.

Si la persona, el funcionario o el representante o jefe del órgano del Estado, ya tenga éste la calidad de titular, interino, suplente o subrogante, o cualquiera otra, no evacuare los informes o no diere cumplimiento a las diligencias, resoluciones y sentencias dentro de los plazos que la Corte de Apelaciones o la Corte Suprema ordenarán, conforme a lo establecido en este Auto Acordado, podrán éstas imponer al renuente, oyéndolo o en su rebeldía alguna o algunas de las siguientes medidas: a) amonestación privada; b) censura por escrito; c) multa a beneficio fiscal que no sea inferior a una unidad tributaria mensual ni exceda de cinco unidades tributarias mensuales;  y  d)  suspensión de  funciones hasta  por  cuatro meses,  tiempo  durante  el cual el funcionario gozará de medio sueldo. Todo ello además de la responsabilidad penal en que pudieran incurrir dichas personas.

En relación a esta disposición. Consideramos que esencial que la ley contemple expresamente que el cumplimiento de la sentencia ha de ser inmediato. Por otro, lado también creemos que al igual que en el caso de los funcionario público, es necesario considerar medidas para sancionar a los particulares similares. En este sentido, a nuestro parecer deberían existir sanciones generales tanto para particulares como para funcionarios públicos, como multa, delito de desacato e indemnización de perjuicios por no cumplir la sentencia y por otro lado, medidas particulares para los funcionarios públicos.

Para efectos de regular este tema, hemos tomado en consideración la legislación colombiana que en el art 27 del decreto 2591 de 1991 establece:

Artículo 27. Cumplimiento del fallo. Proferido el fallo que concede la tutela, la autoridad responsable del agravio deberá cumplirlo sin demora.

Si no lo hiciere dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, el juez se dirigirá al superior del responsable y le requerirá para que lo haga cumplir y abra el correspondiente procedimiento disciplinario contra aquél. Pasadas otras cuarenta y ocho horas, ordenará abrir proceso contra el superior que no hubiere procedido conforme a lo ordenado y adoptará directamente todas las medidas para el cabal cumplimiento del mismo. El juez podrá sancionar por desacato al responsable y al superior hasta que cumplan su sentencia.

Lo anterior sin perjuicio de la responsabilidad penal del funcionario en su caso.

En todo caso, el juez establecerá los demás efectos del fallo para el caso concreto y mantendrá la competencia hasta que esté completamente restablecido el derecho o eliminadas las causas de la amenaza

Orden de no innovar

Esta posibilidad se encuentra contemplada en el inciso final del art 3, el cual prescribe "Los oficios que fueren necesarios para el cumplimiento de las diligencias decretadas se despachará por comunicación directa, por correo o por cualquier medio electrónico; a través de las Oficinas del Estado o por medio de un ministro de fe. El Tribunal cuando lo juzgue conveniente para los fines del recurso, podrá decretar orden de no innovar"

En relación a esta medida, pensamos que puede ser decretada por el juez a petición de parte o bien de oficio cuando lo considere necesario, en ambos casos fundamentando el por qué concede la medida.

El tercer objetivo es el fortalecimiento de los medios cautelares que poseen las Cortes Superiores de Justicia. El auto acordado permite que se decrete la orden de no innovar, sin poner requisitos ni describir la extensión de esta facultad. El proyecto

Respecto de esto, nos inclinarnos a dar más poder cautelar a la Corte. Creemos que para proteger los derechos muchas veces no basta con una orden de no innovar. Al ser la omisión una forma en la cual se pueden vulnerar los derechos, no tiene sentido que la Corte solo pueda hacerse cargo de las vulneraciones que ocurren por una acción positiva. Por eso, proponemos reglas para que se puedan decretar medidas cautelaren en general, las que deberán ser cumplidas de inmediato, podrán ser revisadas en todo momento por el tribunal y serán objeto de recurso de protección.

Derogación del recurso de amparo económico

El presente proyecto busca poner los derechos fundamentales en un plano de igualdad en cuanto a su interpretación y a su aplicación. Desde ese punto de vista, nos parece que el recurso de amparo económico es una institución que rompe esta igualdad. Este recurso es una garantía amplia y enérgica en resguardo de una garantía (la del art. 19 n° 21, limitación a la actividad empresarial del Estado) que no tiene ninguna otra garantía en nuestro sistema. Esta fue instituida el 10 de marzo de 1990, como impulso de temor de la dictadura hacia los desastres que, según ellos, traería la democracia a la economía del país.

Este proyecto vuelve tal recurso redundante e innecesario. En primer lugar, porque nuestra propuesta establece que el plazo se empieza a contar desde en comienzo del agravio del derecho fundamental y hasta el cese de este. Si el Estado realiza una actividad económica fuera de las Constitución o las leyes, los particulares podrán recurrir contra esa medida en tanto se mantenga vigente. En segundo lugar, la legitimación activa de aquel recurso es de acción popular, lo cual es innecesario ante la norma que proponernos. Como se ha explicado, podrán recurrir de protección los agraviados en sus derechos (un particular que deba competir contra el Estado en desventaja es evidentemente un agraviado) y las personas jurídicas sin fines de lucro que se dediquen a la promoción y defensa de los derechos fundamentales. Con los plazos y legitimados activos que establece la configuración que proponemos se protege de forma más que suficiente esta garantía. Por eso proponemos su derogación.

En consideración a los antecedentes y fundamentos precedentemente expuestos, vengo en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Título I.- Disposiciones Generales

Artículo 1°.- Recurso de Protección. El que sufra privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de los derechos y garantías señalados en el artículo 20 de la Constitución Política de la República en las condiciones que esa misma norma establece,  podrá ocurrir por sí o por cualquiera a su nombre, a la Corte de Apelaciones respectiva, la que adoptará de inmediato las providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado, sin perjuicio de los demás derechos que pueda hacer valer ante la autoridad o los tribunales correspondientes.

Artículo 2°.- Normativa aplicable. El procedimiento del Recurso de Protección se regirá por lo dispuesto en la Constitución Política de la República y en las disposiciones de esta ley, sin perjuicio de las facultades propias de la Corte Suprema.

Artículo 3°.- Principios. El Recurso de protección se regirá por los principios de bilateralidad de la audiencia, celeridad y oficiosidad.

Artículo 4°.- Interpretación de conformidad a los tratados internacionales y sana crítica. El tribunal interpretará los derechos resguardados por este recurso a la luz de los tratados de derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

El tribunal apreciará los antecedentes y medios de prueba que consten en la causa conforme a las reglas de la sana crítica

Artículo 5°.- Cumplimiento de las resoluciones. Toda autoridad, funcionario, persona natural o jurídica o grupo de personas deberá cumplir sin dilación las resoluciones que dicte el tribunal en el procedimiento del recurso de protección. El incumplimiento o cumplimiento tardío que haga inútil o ilusoria la resolución acarreará las responsabilidades civiles, funcionarias, penales, y todas las otras que en derecho correspondan. En tal caso, el tribunal remitirá al Ministerio Público y, en su caso, al superior jerárquico de la autoridad o funcionario que incumpla, los antecedentes para que hagan efectiva su responsabilidad conforme a sus atribuciones.

No obstante, el tribunal impondrá por cada incumplimiento o cumplimiento tardío una multa a beneficio fiscal de 1 a 20 unidades tributarias mensuales a quienes las cometan; sean órganos del Estado, personas o grupos de personas.

Podrá también decretar la suspensión de hasta 4 meses del cargo, con medio suelto, al funcionario público que no cumpla o cumpla tardíamente una resolución del tribunal en este proceso.

En casos urgentes, el tribunal podrá disponer directamente la intervención de la fuerza pública para reestablecer el imperio del derecho. La notificación de esta orden al encargado de la fuerza pública se hará por el medio más expedito posible.

Artículo 6°.- Legitimados activos. Podrá interponer el recurso de protección:

1. El  agraviado por el acto u omisión arbitraria o ilegal o cualquiera a su nombre, aun cuando no tenga poder ni cuente con patrocinio de abogado. En casos especialmente calificados, se podrá presentar recurso de protección en nombre y a favor de una persona incluso en contra de su propia voluntad.

2. Las personas jurídicas sin fines de lucro que promuevan el respeto y la defensa de los derechos humanos en el caso de agravio a derechos de incidencia colectiva o en los cuales exista un interés difuso.

3. El Instituto Nacional de Derechos Humanos.

Artículo 7°.- Sujetos pasivos. El recurso puede presentarse contra cualquier órgano del Estado o persona o grupo de personas que haya incurrido en el acto u omisión ilegal o arbitrario. Procederá contra resoluciones judiciales sólo si el agravio es causado por una resolución que pone fin a un proceso o hace imposible su consecución, el afectado no pudo formar parte del mismo por causas que no le sean imputables, y no existe en el ordenamiento jurídico otro medio idóneo y rápido para procurar la protección de los derechos vulnerados.

Los recurridos serán parte del recurso y podrán alegar en la vista de la causa.

Artículo 8°.- Terceros interesados. Podrá hacerse parte del procedimiento todo tercero que tenga derechos emanados de la acción u omisión recurrida. También podrán hacerlo todos aquellos que tengan un interés legítimo en el resultado del proceso. La oportunidad para hacerse parte será antes de la resolución que ordene traer los autos en relación.

Artículo 9°.- Notificaciones. Las resoluciones que soliciten informes y la sentencia del recurso se notificarán por cédula. El resto de las resoluciones de este procedimiento se notificarán por el estado diario. En la primera actuación que realice en el proceso, las partes deberán indicar otra forma de notificación que elijan para sí, la que deberá ser expedita y eficaz según criterio del tribunal.

Artículo 10°.- Tribunal competente. Será competente para conocer del recurso la Corte de Apelaciones correspondiente al lugar de ejecución del acto o de ocurrencia de la omisión, o aquella correspondiente al domicilio del recurrente, a elección de éste último.

Título II.- Procedimiento

Artículo 11.- Plazo de interposición. El recurso podrá interponerse desde la ejecución del acto o la ocurrencia de la omisión y hasta 30 días después del cese del agravio. De no haber sido conocido el acto o la omisión, el plazo se contará desde que se haya tenido conocimiento cierto del mismo.

Artículo 12.- Interposición del recurso. El recurso se presentará por escrito en papel simple o por medios electrónicos, telegráficos o cualquier otro idóneo y capaz de dar fe. Cada Corte de Apelaciones dispondrá de una dirección de correo electrónico habilitada para la recepción de recursos de protección.  En casos urgentes el  recurso podrá ser presentado  oralmente  de forma presencial o remota, en cuyo caso su contenido constará en el acta que levantará la secretaría del tribunal.

El recurso deberá contener:

a) el nombre completo, nacionalidad y domicilio del solicitante;

b) el nombre completo, nacionalidad y domicilio de la persona en favor de la cual se presenta, si no es ella misma la que lo solicita;

c) individualización del órgano del Estado, autoridad, funcionario, persona natural o jurídica o grupo de personas contra la cual se recurre, la cual podrá contener información como nombre, cargo o domicilio de la entidad requerida;

d) una relación de los hechos que motivan el recurso con mención específica de los actos u omisiones arbitrarios o ilegales;

e) los derechos agraviados y las fuentes jurídicas de los que emanan;

f) las peticiones concretas que se realizan a el tribunal;

g) los documentos en los cuales se funde el recurso y que estén en poder del solicitante;

h) una mención a los documentos o pruebas que el solicitante no tenga en su poder, con un señalamiento a la autoridad o lugar donde pudiera encontrárselos.

Artículo 13.- Admisibilidad. No será admitido a trámite el recurso de protección:

a) cuando sea manifiestamente extemporáneo;

b) cuando no contenga una relación de los hechos en los que se funda, o los hechos en los que se funde no puedan ser un agravio a los derechos que establece el art. 20.

La admisibilidad del recurso será vista en cuenta. La resolución que decrete la inadmisibilidad debe estar suficientemente fundada. No se podrá declarar inadmisible un recurso de protección solo por existir cualquier otra vía idónea para resolver el asunto.

Contra la resolución que declare inadmisible el recurso procederá la reposición con apelación en subsidio, que deberá ser presentada dentro de quinto día. La Corte Suprema conocerá esta apelación previa vista de la causa.

Artículo 14.- Medidas provisionales de protección. Acogido a trámite el recurso, el tribunal podrá de oficio o a petición de parte establecer todo tipo de medidas provisionales de protección necesarias, idóneas y proporcionales para el resguardo de los derechos.

Los órganos del Estado, las personas y los grupos de personas deberán cumplir sin dilación las medidas ordenadas por el tribunal. La dilación en el cumplimiento acarreará las sanciones establecidas en esta ley.

Las medidas mencionadas en este artículo podrán ser modificadas o dejadas sin efecto en cualquier momento de oficio o a petición de parte. La discusión sobre las medidas provisionales de resguardo se tramitará como incidente y no afectará la tramitación normal del recurso.

Contra la resolución que establezca medidas provisionales de protección procederá la reposición con apelación en subsidio, que deberá ser presentada dentro de segundo día. La apelación se otorgará solo con efecto devolutivo.

Artículo 15.- Informes. Acogido a trámite el recurso, el tribunal mandará informar al órgano del Estado, autoridad, funcionario, persona o grupos de personas que según el recurso o en concepto del tribunal son los causantes del agravio.

Podrá mandarse también que informe cualquier autoridad, funcionario, persona, grupo de personas que el tribunal estime que pueda tener antecedentes relevantes para la resolución del caso.

Los informes deberán presentarse al tribunal dentro de diez días desde la notificación de la resolución. El informe deberá contener la individualización de la autoridad, funcionario o persona informante. Se deberán adjuntar también todos los documentos y antecedentes relativos a los hechos del recurso.

Artículo 16.- Nuevos antecedentes. Cumplido el plazo para la recepción de los informes, el tribunal podrá ordenar de oficio o a petición de parte que los informantes presenten nuevos antecedentes. Estos deberán ser remitidos dentro de quinto día. El tribunal podrá, mediante resolución fundada y a oficio o petición de parte, mandar informar a órganos del Estado, autoridades, funcionarios, personas o grupos de personas que no hubieran sido mandadas a informar anteriormente.

Artículo 17.- Autos en relación. El tribunal mandará traer los autos en relación y agregará extraordinariamente y en lugar preferente a la causa para su vista antes de quinto día cuando: se haya cumplido el plazo presentar los primeros informes; se hayan cumplido los plazos para la presentación de los nuevos antecedentes y nuevos informes.

Artículo 18.- Sentencia. El tribunal deberá dictar sentencia antes de quinto día desde que la causa haya quedado para estado de fallo. La sentencia debe cumplir los requisitos establecidos en el art. 170 del Código de Procedimiento Civil.

Si la sentencia acoge el recurso, el tribunal podrá decretar todas las medidas que estime necesarias, idóneas y proporcionales para la protección de los derechos y la restitución del imperio del derecho, incluso si no hubieran sido pedidas por el solicitante. La sentencia establecerá el plazo en el cual la parte recurrida deberá cumplir lo ordenado, el cual no podrá exceder los 10 días. En caso de inminente e irreparable riesgo de los derechos protegidos, este plazo no podrá exceder las 48 horas.

La sentencia que acoja el recurso incluirá la condena en costas a la recurrida. Si el recurso es rechazado, se condenará en costas a la parte requirente solo si el tribunal considera que el recurso fue temerario.

Artículo 19.- Efectos de la sentencia. La sentencia producirá efecto de cosa juzgada formal; no obstará ejercicio de ¡as demás acciones o recursos que la ley entregue a las partes o a terceros.

Artículo 20.- Cumplimiento de la sentencia. La Corte de Apelaciones conservará la competencia de la ejecución del fallo hasta que esté completamente restablecido el derecho y eliminadas las causas del agravio.

Artículo 21.- Recursos contra la sentencia. Contra la sentencia del recurso de Protección procederá recurso de apelación, el cual deberá presentarse dentro de quinto día desde la notificación. La apelación se otorgará con efecto suspensivo y devolutivo. La causa contará con preferencia para ser vista en la Corte Suprema, y deberá ser agregada a la tabla antes de quinto día para la vista de la causa.

Encontrándose los antecedentes en la Corte Suprema, la Corte de Apelaciones mantendrá la competencia sobre las medidas provisionales de protección hasta que se apele la resolución que recaiga sobre ellas.

Título III.- Modificación a otras normas

Artículo 21.- Derogase la ley 18.971 que establece recurso especial que indica.

(Fdo.): Carolina Goic Boroevic, Senadora.

_________________

1 Ver, por ejemplo, PINOCHET CANTWELL, Francisco José. El recurso de protección. Primera edición. Santiago de Chile: El Jurista; 2016.

2 En el derecho comparado se conoce como Recurso de Amparo lo que en Chile es conocido como Recurso de Protección, no debe confundirse la denominación internacional del recurso de amparo con la que existe en nuestro país.

3 CARRERA SILVA, LILINA. La acción de tutela en Colombia. Revista. IUS. 2011, vol.5, n.27, pp.72-94.

4 BOTERO MARINO, CATALINA. La acción de tutela en el ordenamiento constitucional colombiano, Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla—Consejo Superior de la Judicatura, Bogotá, D.C., 2006, pp. 11 y 12

5 RODRIGUEZ BEREIJO, ALVARO. Cuestionamientos sobre la reforma de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. Revista Teoría y realidad constitucional, ISSN 1139-5583, N° 4, 1999, PP. 66.

6 VON MÜNCH, INGO. El Recurso de Amparo Constitucional Alemán como instrumento jurídico y político en la República Federal Alemana. Revista de Estudios Políticos del Centro de Estudios Políticos y Constitucionales (n°7, 1979) 279, 280 p.

7 Nogueira Alcalá, Humberto. Derechos Fundamentales y Garantías Constitucionales. Primera Edición. Santiago de Chile: Librotecnia; 2007. Pp. 219-220.

8 Nogueira Alcalá, Humberto. "El derecho de amparo o protección de los derecho humanos, fundamentales o esenciales en Chile: Evolución y perspectivas", en: VVAA. "Acciones Constitucionales De Amparo Y Protección: Realidad Y Prospectiva En Chile Y América". Coordinador Humberto Nogueira, Talca, Chile: Universidad De Talca; 2000. P. 45

9 Pinochet Cantwell, Francisco José. El recurso de protección. Primera edición. Santiago de Chile: El Jurista; 2016. Pp. 160-108.

10 Nogueira Alcalá, Humberto. Derechos Fundamentales y Garantías Constitucionales. Primera Edición. Santiago de Chile: Librotecnia; 2007. Pp. 364
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MOCIÓN DE LA SENADORA SEÑORA GOIC, CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 20 DE LA CARTA FUNDAMENTAL SOBRE RECURSO DE PROTECCIÓN

(11.496-07)
Derecho comparado sobre el Recurso de Amparo1
La presente reforma constitucional tiene por objeto principal la garantía del art. 20 de la Constitución. Actualmente este recurso protege los derechos de primera generación de los derechos humanos, privilegiando especialmente aquellos patrimoniales. Deja en el desamparo, en cambio, a los derechos sociales y aquellos de tercera generación, los cuales eran considerados "aspiraciones sociales" por quienes redactaron la Constitución. En esto, como en muchas otras cosas, nuestro país se aleja del avance del mundo en derechos humanos, ya que en todo el orbe los derechos fundamentales sin excepción son cautelados por una sola acción rápida y efectiva.

Esta reforma cumple con otros objetivos también como son la ampliación de la legitimidad activa del recurso; la posibilidad de recurrir contra resoluciones judiciales; la fijación del plazo para presentar el recurso desde el cese del agravio, etc.

A continuación haremos un breve análisis de la institución del recurso de amparo en Colombia, España y Alemania. Luego revisaremos los puntos más importantes del proyecto y explicaremos brevemente los fundamentos de cada uno.

A. Colombia

La acción de amparo en Colombia se conoce con el nombre de "acción de tutela" y nace en un contexto bastante particular. Luego del fracaso de la reforma constitucional de 1988, el movimiento estudiantil de la época propone la creación de una asamblea constituyente mediante la llamada "Séptima Papeleta". Esta asamblea promulga la Constitución de 1991, que dispone la acción de tutela. Desde su creación comenzó a ser ejercida por varios sectores de la población, desde personas pertenecientes a una étnica indígena hasta campesinos, estudiantes, personas de la tercera edad entre otros2.

La Acción de Tutela se encuentra consagrada en el art 86 de la Constitución Colombiana de 1991, el cual prescribe que "Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública.

La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución.

La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión".

De esta manera, la acción de tutela se entiende como un mecanismo para la defensa pronta y efectiva de los derechos fundamentales cuando ello resulte urgente para evitar un perjuicio irremediable o cuando no exista otro medio de defensa judicial que sirva para tales efectos.3
Esta acción, se caracteriza por tener un carácter subsidiario, de modo que sólo procede cuando no hay otro mecanismo de defensa; es específica, ya que solo está dirigida a la protección de derechos fundamentales; es sumaria, debido a la brevedad el procedimiento y eficaz, puesto que se exige del juez un estudio de fondo de la causa antes de dar el veredicto final.

La tramitación de la acción de tutela se encuentra regulada en el Decreto 2591 de 1991, el cual se encarga de establecer el objeto de la acción, la legitimación, los principios, las causales de improcedencia de la acción, las reglas de competencia entre otras materias.

En relación al objeto de la acción de tutela, en artículo 2do del mencionado decreto, establece que la acción de tutela garantiza los derechos fundamentales constitucionales. En este sentido cabe mencionar que la jurisprudencia colombiana considera dentro de estos derechos a:

1. Los derechos fundamentales del bloque constitucionales, que son aquellos que están establecidos en la constitución y en los tratados internacionales ratificados por el estado Colombiano.

2. Los derechos fundamentales innominados, que corresponden a aquellos que son inherentes a las personas y que garantizan condiciones mínimas, que son básicos para el desarrollo, como por ejemplo la dignidad humana.

3. Derechos fundamentales por conexidad, es decir, derechos que no tienen carácter fundamental pero que guardan una relación directa con otros que si tienen ese carácter.

En cuanto a la legitimación activa, puede ser ejercida por cualquier persona natural ante la vulneración o amenaza de sus derechos fundamentales; por personas jurídicas a través de representante legal; por un agente oficioso que actúe a nombre de otra persona que no es capaz de asumir su propia defensa y por el defensor del pueblo.

Por otro lado, la acción de tutela se dirige contra cualquier servidor público con ocasión del ejercicio de sus funciones o apartándose de las mismas, viole o amenace los derechos fundamentales y también procede contra las acciones u omisiones ilegítimas de los particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo4l o respecto de quien el accionante se encuentre en situación de subordinación o indefensión

La forma en que se ejercer esta acción es mediante una solicitud que se presenta ante el juez competente y que exprese con claridad, la acción o la omisión que la motiva, el derecho que se considera violado o amenazado, el nombre de la autoridad pública, si fuere posible, o del órgano autor de la amenaza o del agravio, y la descripción de las demás circunstancias relevantes para decidir la solicitud.

El juez competente es aquel que tiene jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que motivaren la presentación de la solicitud. Con todo, se contempla un caso de competencia especial que se da cuando las resoluciones y providencias judiciales que pongan término a un proceso, dictadas por los jueces superiores, la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado, amenacen o vulneren un derecho fundamental, será competente para conocer de la acción de tutela el superior jerárquico correspondiente.

Las causas derivadas del ejercicio de la acción de tutela tienen preferencia para su vista. Por otro lado, durante el proceso el juez podrá requerir informes al órgano o a la autoridad contra quien se hubiere hecho la solicitud y pedir el expediente administrativo o la documentación donde consten los antecedentes del asunto.

En los casos en que la solicitud se dirija contra una acción de la autoridad el fallo que conceda la tutela tendrá por objeto garantizar al agraviado el pleno goce de su derecho, y volver al estado anterior a la violación, cuando fuere posible. Por otro lado, cuando lo impugnado hubiere sido la denegación de un acto o una omisión, el fallo ordenara realizarlo o desarrollar la acción adecuada.

Una vez dictada la sentencia, la persona responsable del agravio deberá cumplirla inmediatamente, de lo contrario podrá ser sancionado por desacato.

El fallo puede ser impugnado dentro de los tres días siguientes a su notificación por el Defensor de Pueblo, el solicitante, la autoridad pública o el representante del órgano correspondiente, sin perjuicio de su cumplimiento inmediato y pasará a conocimiento del superior jerárquico. Por su parte, los fallos que no fueren impugnados pasarán a ser revisados por la Corte Constitucional.

España

En España, el recurso de amparo tiene como antecedentes históricos los Fueros Aragoneses, las Siete Partidas y las Leyes de Toro, en que se concedían a los individuos ciertas acciones para la protección de algunas libertades.

La importancia de este recurso no ha sido menor, pues permite otorgar una protección eficaz a los fundamentales de las personas, convirtiéndose en un mecanismo de defensa que ha permitido el acercamiento del ciudadano a la constitución4 

Este recurso se encuentra consagrado en el art 53.2 de la Constitución Española, el cual dispone que "Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional" y por otro lado en el artículo 161 letra B), que prescribe que "Para interponer el recurso de amparo, toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo, así como el Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal ".

El trámite de este recurso se encuentra regulado en el título II de La Ley Orgánica del Tribunal Constitucional de 1979 y es considerado como un recurso extraordinario y de naturaleza subsidiaria, de modo que solo procederá cuando todos los otros medios de impugnación para la protección del derecho establecidos en las normas procesales se hubieren agotado.

El objetivo o finalidad del recurso de amparo en el ordenamiento jurídico español, es dar protección frente a las vulneraciones de los derechos y libertades reconocidos en los artículos 14 a 29 y 30.2 de la Constitución, dentro de los cuales se encuentran

De acuerdo con la ley, las personas legitimadas para ejercer este recurso las personas naturales o jurídicas que invoquen un interés legítimo, el defensor del pueblo y el Ministerio Fiscal. Por su parte los legitimados pasivos, corresponde a los poderes del estado que hayan vulnerado de alguna forma los derechos fundamentales de las personas.

En cuanto al tribunal competente, se establece que el órgano facultado para conocer del recurso de amparo es el Tribunal Constitucional y además el procedimiento es gratuito, que se inicia con la interposición de la demanda, en la cual deben hacerse constar con claridad los hechos que la fundamenten, los preceptos constitucionales infringidos y fijar con precisión el amparo que se solicita para preservar o restablecer el derecho o libertad que se considere vulnerado.

La interposición del recurso de amparo no suspende los efectos del acto o decisión impugnado, aunque el Tribunal, de oficio o a instancia de parte, puede disponer su suspensión total o parcial cuando la ejecución del acto o decisión recurrido pudiera producir al demandante un perjuicio que pudiera hacer perder al amparo su finalidad y si la suspensión no ocasiona perturbación grave a un interés constitucionalmente protegido ni a los derechos fundamentales o libertades de otra persona.

Alemania

En Alemania la implementación del recurso de amparo fue muy discutida, en la Comisión del Bundestag, tanto el presidente de dicha comisión como los miembros informantes estimaban que la implementación del recurso era innecesaria, pero su parecer no prevaleció y el recurso fue incluido en la Ley reguladora del Tribunal Constitucional Federal. Sin embargo, con posterioridad la discusión respecto de la necesidad y conveniencia del recurso continuó, algunos se preguntaban si realmente había que darse tal "lujo jurídico" y otros fundaban sus críticas en el hecho de que el recurso se encontrase regulado en una ley federal y no en la Carta fundamental, lo que quedó zanjado con la reforma constitucional del año 1969, que añadió al artículo 93 de la Ley Fundamental las ya mencionadas disposiciones núm. A-a y 4-b.5
Este recurso, pese a todas las críticas, para muchos resultaba esencial para fortalecer a los jueces y dar una verdadera protección a los derechos fundamentales de las personas, pues no se quería pasar nuevamente por la experiencia vivida años anteriores con el nacionalsocialismo, que vulneró, violó y aplasté totalmente los derechos y libertades de muchos.

El recurso de amparo constitucional se encuentra contemplado en La Constitución de la República Federal de Alemania en tres artículos: en primer lugar, en el artículo 93, apartado 1, núm. 4-a que hace referencia a la competencia del Tribunal Constitucional para conocer de los recursos de amparo, en segundo lugar, en el artículo 93, apartado 1, núm.  4-b que alude a la facultad del Tribunal Constitucional de conocer de los recursos de amparo interpuestos por municipios y asociaciones de municipios, por violación a su derecho de auto administrarse y por último, en el artículo 94, apartado 2, párrafo 2 que dispone que la organización y procedimiento del Tribunal constitucional serán regulados por una ley federal ordinaria y que ésta puede la organización y el procedimiento del Tribunal poner como condición del recurso de amparo la de que previamente se hayan agotado las vías jurídicas, pudiendo establecer asimismo un procedimiento especial de admisibilidad.

La regulación del recurso de amparo y su procedimiento son encomendados a una Ley Federal Ordinaria, que es la Ley de la Corte Constitucional Alemana.

De conformidad con la constitución y la ley, este recurso puede ser interpuesto por Cualquiera que afirme encontrarse lesionado por el poder público en alguno de sus derechos fundamentales o en alguno de los derechos contemplados por el artículo 20, apartado 4, y artículos 33, 38, 101, 103 y 104 de la Ley Fundamental, puede interponer el recurso de amparo constitucional ante el Tribunal Constitucional Federal. De esta manera, nos encontramos con que el objeto del recurso de amparo es brindar protección en aquellas situaciones en que se vulneren los derechos fundamentales.

Para poder ejercer el recurso, es necesario que se haya agotado la vía judicial, es decir, que se hayan agotado todos los medios judiciales posibles, esto debido al carácter subsidiario del recurso. Agotadas, todas las otras vías legales, se presenta el recurso ante el Tribunal Constitucional Federal.

Aspectos relevantes del proyecto 

A. Derechos protegidos

En nuestra normativa actual, los derechos que protege el recurso de protección se limitan algunos de los derechos fundamentales que se encuentran enumerados en el artículo 19 de la Constitución de la República. No obstante, consideramos que es necesario extender el recurso, de modo que se otorgue protección a los derechos humanos que se encuentren contemplados en la Constitución como también a aquellos que se encuentran en los Tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, pues respecto de estos últimos existe también un deber de protección, que se cumple estableciendo mecanismos eficaces para detener o impedir violaciones a esos derechos.

Por otro lado, al realizar esta ampliación, se daría cumplimiento a la disposición del art 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos, el cual reza "Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales".

Ahora bien, para lograr este objetivo, resulta de gran ayuda mirar legislación comparada, y en esta materia en particular, el caso mexicano resulta ser una gran referencia, ya que en la Ley de Amparo en el art 43 inciso primero, prescribe lo siguiente:

Art. 43 inciso 1. Toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de autoridades públicas o de particulares, que en forma actual o inminente lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por esta Constitución, un tratado o una ley. En el caso, el juez podrá declarar la inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u omisión lesiva.

Legitimación pasiva

Sobre la Legitimación Pasiva, creemos que el recurso de protección ha de proceder tanto respecto de actos arbitrarios o ilegales que provengan de un órgano del Estado o de una persona o grupo de personas. Respecto a este último sujeto (grupo de personas), pensamos que no debe limitarse el recurso a personas que gocen de personalidad jurídica. Por el contrario, también debe ser posible accionar contra los actos que vulneren los derechos humanos que provengan de grupos de personas que carecen de personalidad jurídica, dado que a final de cuentas se trata de conductas que transgreden y vulneran derechos.

Respecto de los actos que emanan del poder judicial, las resoluciones dictadas por los tribunales que afectan derechos humanos, creemos que deben poder ser revisados por el recurso. Pero no todas las resoluciones, sino solo aquellas en las cuales la persona afectada no haya sido parte del juicio por causas ajenas a su voluntad y que no exista otro medio idóneo para procurar la protección del derecho afectado. Esto con el fin de evitar que el recurso de protección desnaturalice todo el sistema de recursos y jerarquías del poder judicial.

La idea de fondo es no caer en la negativa absoluta de la procedencia del recurso de protección respecto de resoluciones judiciales. Esta postura plantea que, de permitirse, se abriría la posibilidad de que los jueces inferiores terminen revisando vía recurso de protección las resoluciones de los tribunales superiores. Tampoco comulgamos con la idea de que se permita el recurso en todo evento contra las resoluciones judiciales, pues los problemas que se generarían no serían menores. Es por esto que hemos decidido tener una postura intermedia, adhiriendo de cierta manera al pensamiento y postulados de Humberto Nogueira6, para quien excepcionalmente el recurso de protección procede respecto de resoluciones judiciales.

Tribunal Competente

Actualmente los tribunales con competencia para conocer de este tipo de recursos son las Cortes de Apelaciones y la Corte Suprema. En nuestra opinión esto debe mantenerse por varios motivos: en primer lugar, porque se trata de jueces que ya tienen una considerable experiencia en el ámbito judicial, con un elevado nivel profesional7, en segundo lugar por motivos históricos, ya que desde siempre el recurso de protección ha estado en manos de estos tribunales y; porque si fuese entregada esta facultad a un organismo como el Tribunal Constitucional, se produciría un problema en cuanto a la función de dicho tribunal. Normalmente  el TC no analizar si un hecho (acción u omisión) se ajusta a derecho, sino si las normas se ajustan a la Constitución. Parece recomendable entonces dejar en manos de las Cortes de Apelaciones la tramitación de este recurso.

Bilateralidad de la audiencia

Respecto a este punto, la mayoría de la doctrina y la jurisprudencia postula que el procedimiento del recurso es unilateral. Sin embargo, a nuestro juicio, esto es un problema y debe ser corregido. La tramitación de recurso de protección se inserta en un verdadero proceso desde que existe una parte con legitimación activa, un tribunal competente, un recurrido y un conflicto generado por la vulneración de un derecho. Entonces, existiendo un proceso han de respetarse ciertos principios, entre ellos, la bilateralidad de la audiencia. El juez debe oír a ambas partes, recurrente y recurrido, y a los terceros, todo en base al derecho a la defensa.

Podría decirse que esto se cumple de alguna manera en la actual regulación con el informe que solicita el tribunal al recurrido. Sin embargo, no nos parece que esta diligencia sea suficiente para garantizar la bilateralidad de la audiencia. Por lo que resulta necesario efectuar modificaciones que permitan el desarrollo del debido proceso.

Hemos incluido la bilateralidad de la audiencia como uno de los elementos que debe estar presente en la ley que regule el procedimiento del recurso.

Plazos de presentación

El auto acordado señala que el plazo para interponer el recurso es de 30 días corridos contados desde la ejecución del acto o la ocurrencia de la omisión o, según la naturaleza de éstos, desde que se haya tenido noticias o conocimiento cierto de los mismos.

A este respecto, creemos que el plazo de 30 días es apropiado, pero en relación al momento en que comienza a correr, tenemos una postura distinta.

En nuestra opinión, el recurso debiese poder interponerse desde la ejecución del acto o la ocurrencia de la omisión y hasta 30 días después del cese del agravio o, según el caso, desde que se tenga conocimiento cierto del mismo. De esta manera, se da a la persona la posibilidad presentar la solicitud desde que está viendo vulnerado su derecho. Como el plazo del recurso comienza a correr desde el cese del acto o desde que se tuvo conocimiento de éste, tiene más tiempo para recurrir. Esto es importante porque se puede dar el caso de que la vulneración del derecho sea prolongada, y si se usa el plazo actual de 30 días, estos podría terminar siendo menos. También es importante para aquellos casos en que la vulneración del derecho impide en la práctica la presentación del recurso.

En consideración a los antecedentes y fundamentos precedentemente expuestos, vengo en presentar el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo único.- Reemplázase el artículo 20 de la Constitución Política de la República por el siguiente:

"Artículo 20.- Toda persona o grupo de personas puede interponer por sí o por cualquiera a su nombre recurso de protección en el caso que:

1. Haya sufrido privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de alguno de sus derechos humanos por causa de actos u omisiones arbitrarios o ilegales;

2. Los derechos agraviados se encuentren consagrados en esta Constitución o en tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes;

3. El agravio a los derechos proceda de un órgano del Estado o de una persona o grupo de personas. Procederá el recurso de protección contra resoluciones judiciales sólo si el agravio tiene su origen en una resolución que pone fin a un proceso o hace imposible su consecución, el afectado no pudo formar parte del mismo por causas que le sean inimputables, y no existe en el ordenamiento jurídico otro medio idóneo y rápido para procurar la protección de los derechos vulnerados.

Estarán legitimados para interponerlos las personas jurídicas sin fines de lucro que promuevan el respeto y la defensa de los derechos humanos en el caso de agravio a derechos de incidencia colectiva o en los cuales exista un interés difuso. La ley podrá autorizar a otros organismos públicos o privados legitimados.

El recurso se presentará ante la Corte de Apelaciones respectiva. Podrá interponerse desde la ejecución del acto o la ocurrencia de la omisión y hasta la cantidad de días después del cese del agravio que la ley determine. De no haber sido conocido el acto o la omisión, el plazo se contará desde que se haya tenido conocimiento cierto del mismo.

La ley regulará el procedimiento del recurso, el cual debe ser sumario, eficaz y bilateral. La Corte adoptará de inmediato las providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado, sin perjuicio de los demás derechos que pueda hacer valer ante la autoridad o los tribunales correspondientes.".

(Fdo.): Carolina Goic Boroevic, Senadora.
___________________________

1 En el derecho comparado se conoce como Recurso de Amparo lo que en Chile es conocido como Recurso de Protección, no debe confundirse la denominación internacional del recurso de amparo con la que existe en nuestro país.

2 CARRERA SILVA, LILINA. La acción de tutela en Colombia. Revista. IUS. 2011, vol.5, n.27, pp.72-94


3 BOTERO MARINO, CATALINA. La acción de tutela en el ordenamiento constitucional colombiano, Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla-Consejo Superior de la Judicatura, Bogotá, D.C., 2006, pp. 11 y 12

4 RODRÍGUEZ BEREIJO, Álvaro. Cuestionamientos sobre la reforma de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. Revista Teoría y realidad constitucional, ISSN 1139-5583, N°4, 1999, PP. 66.

5 VON MÜNCH, INGO. El Recurso de Amparo Constitucional Alemán como instrumento jurídico y político en la República Federal Alemana. Revista de Estudios Políticos del Centro de Estudios Políticos y Constitucionales (n°7, 1979) 279, 280 p.

6 NOGUEIRA ALCALÁ, Humberto. "El derecho de amparo o protección de los derecho humanos, fundamentales o esenciales en Chile: Evolución y perspectivas", en: VVAA. "Acciones Constitucionales De Amparo Y Protección: Realidad Y Prospectiva En Chile Y América". Coordinador Humberto Nogueira, Talca, Chile: Universidad De Talca; 2000. P. 45

7 PINOCHET CANTWELL, Francisco José. El recurso de protección. Primera edición. Santiago de Chile: El Jurista; 2016. Pp.160-108.
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MOCIÓN DE LA SENADORA SEÑORA GOIC, CON LA QUE DA COMIENZO A UN PROYECTO DE LEY RELATIVO A LA ALIMENTACIÓN EN LOS LUGARES DE TRABAJO

(11.497-13)
FUNDAMENTOS

De acuerdo al informe "Un enfoque integral para mejorar la alimentación y nutrición en el trabajo: Estudio en empresas chilenas y recomendaciones adaptadas", de la Organización Internacional del Trabajo, en Chile el 38,8% de los trabajadores chilenos no recibe ningún tipo de beneficio alimentario, mientras que un 22% ni siquiera dispone de un lugar físico para comer. Es evidente la necesidad de mejorar las prácticas alimentarias de trabajadores.

Chile ha sido un país pionero en políticas alimentarias, destacando entre ellas el Programa Nacional de Alimentación Complementario (PNAC), el Programa Nacional de Alimentación de Salas Cunas, Jardines Infantiles y Escuelas, con cobertura garantizada para toda la población vulnerable, y, más recientemente, el Programa de Alimentación para la Educación Superior (que hoy alcanza a los estudiantes de los tres primeros quintiles de ingresos, con cuatrocientos mil beneficiarios). Sin embargo, en materia de alimentación de los trabajadores y trabajadoras, Chile se ha quedado rezagado en relación a otros países de la Región y a los de la OCDE, lo que exige nuevas políticas públicas en este ámbito.

Hace algún tiempo presentamos una iniciativa sobre alimentación laboral efectiva, la cual se declaró inadmisible, pues se consideró que incidía en las bases que sirven para determinar las remuneraciones, toda vez que señalaba en el texto que "constituyen remuneración las asignaciones de colación que se paguen en dinero". En esta nueva iniciativa, que ahora presentamos, se ha considerado una opción diversa para promover aquel objetivo.

Esta moción busca esencialmente promover el derecho a la alimentación de los trabajadores dependientes, a través de la incorporación de un nuevo Título VI en el Libro II del Código del Trabajo. El deber del empleador de protección a los trabajadores considera la adopción de medidas necesarias para proteger eficazmente su vida y salud y creemos que la adecuada y efectiva alimentación laboral se orienta en dicho sentido.

En primer lugar, se propone incorporar de manera explícita las modalidades de entrega de alimentación recomendadas por la Organización Internacional del Trabajo, de modo de promover su utilización. Se tiene en consideración que el pago de una asignación de colación en dinero efectivo (habitualmente pagada en forma conjunta con las remuneraciones, aunque no se consideran como tales) ha demostrado ser un mecanismo insatisfactorio, pues con frecuencia esos recursos se destinan a atender otras necesidades, sin que se logre, según concluye el citado estudio de la OIT, su fin alimentario respecto de los trabajadores. Promovemos que para que tal beneficio sea efectivo desde la perspectiva alimentaria, los empleadores lo otorguen en el casino o comedor de la empresa, lo suministren mediante servicio de distribución de comidas, o se preste en restaurantes, en virtud de convenios con éstos o a través de la utilización vales de alimentación.

En segundo lugar, considerando que para que los trabajadores puedan alimentarse en el tiempo destinado para la colación requieren de un lugar apropiado, se establece para las empresas, establecimientos o faenas que ocupen normalmente diez o más trabajadores la obligación de disponer de espacios con condiciones higiénicas y adecuadas que permitan a los trabajadores mantener, preparar y consumir sus alimentos, así como lavar la loza y utensilios que ocupen para dichos fines.

Además de promover la salud y el desarrollo social, se ha destacado el impacto macroeconómico de una buena política de alimentación laboral, estimándose que si el gasto en alimentación óptima aumenta un 1%, ello significa un aumento en cinco años de 0,3% del Producto Interno Bruto (vid. García, Carlos "Impacto macro del aumento en alimentación óptima: el caso de Chile", Universidad Alberto Hurtado).

Debemos consignar que en la preparación de la iniciativa originalmente presentada y también en esta nueva versión han sido muy relevantes los aportes del Departamento de Relaciones Laborales de la Universidad Alberto Hurtado y de la Vicepresidencia de la Central Unitaria de Trabajadores, quienes han tenido un activo papel en la promoción de la alimentación efectiva de los trabajadores.

En consideración de lo precedentemente señalado, venimos en presentar el siguiente

PROYECTO DEL LEY

Artículo único.- Incorpórese en el libro II del Código del Trabajo, el siguiente Título VI, nuevo:

"Título VI

DE LA PROTECCION DE LOS TRABAJADORES MEDIANTE LA

ALIMENTACIÓN LABORAL

Artículo 211-K.- El empleador que proporcione alimentación al trabajador durante el tiempo para la colación regulado en el artículo 34, deberá otorgarla efectivamente en el casino o comedor de la empresa, mediante servicio de distribución de comidas, o en restaurantes, en virtud de convenios con éstos o a través de la utilización vales de alimentación.

Estas modalidades efectivas de alimentación constituyen medidas orientadas a proteger eficazmente la vida y salud de los trabajadores.

Artículo 211-L.- En las empresas, establecimientos o faenas que ocupen normalmente diez o más trabajadores se deberá disponer de espacios con condiciones higiénicas y adecuadas que les permitan a éstos mantener, preparar y consumir los alimentos y lavar la loza y utensilios destinados a dichos fines, en el tiempo destinado para la colación.".
(Fdo.): Carolina Goic Boroevic, Senadora.
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MOCIÓN DE LA SENADORA SEÑORA GOIC, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 20.422, QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE IGUALDAD DE OPORTUNIDADES E INCLUSIÓN SOCIAL DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD, PARA INTERPRETAR LO QUE DEBE ENTENDERSE POR LOS AJUSTES NECESARIOS REQUERIDOS PARA UN CASO EN PARTICULAR

(11.501-11)
I. Introducción

En las últimas décadas la forma de entender la discapacidad ha cambiado sustancialmente. Esto ha significado que tanto la legislación como las políticas públicas han ido adoptando un enfoque de derechos humanos para abordar la realidad de las personas con discapacidad1. En esta línea, se han abandonado modelos como el de la rehabilitación o el asistencialismo y se han reemplazado por modelos que aseguren la opción inalienable que tienen las personas con discapacidad de gobernarse a sí mismas y de ser incluidos en igualdad de condiciones a la comunidad que ellos estimen conveniente2
Este nuevo enfoque basado en derechos se plasma, en términos jurídicos, en la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, adoptada por la Organización de Naciones Unidas el 13 de diciembre de 2006 y en diversos cuerpos de legislación tanto en Estados Unidos (EEUU) como en Europa.

Nuestro país también ha dado pasos en esta materia, suscribiendo durante el año 2008 la Convención y posteriormente con la promulgación en el año 2010 de la ley N° 20.422 sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.

El nuevo enfoque sobre la discapacidad tiene un objetivo claro, hacer que las personas con discapacidad gocen de sus derechos en igualdad de condiciones con el resto de la sociedad. Este objetivo está plasmado en la Convención de las Naciones Unidas que señala en su artículo 1:

"El propósito de la presente Convención es promover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad, y promover el respeto de su dignidad inherente."

Para lograr este objetivo en la Convención se contemplan tres dispositivos que a nuestro juicio son fundamentales para hacer efectivo los derechos que propugna: la accesibilidad universal, el diseño para todos y los ajustes razonables.

La accesibilidad universal dice relación con que el entorno sea accesible para que la persona con discapacidad pueda tener igual goce del derecho; de lo contrario la persona con discapacidad queda en una posición de desigualdad vulnerándose sus derechos como persona.

 Así la accesibilidad universal nace como acción normativa ya que el correcto desenvolvimiento de las personas con discapacidad va de la mano con un correcto acceso en los distintos entornos y "constituyen un condicionante para el ejercicio de derechos de las personas con discapacidad"3.

El acceso universal requiere del diseño para todas las personas, esto significa que los entornos sean pensados desde un inicio en clave de la satisfacción de las necesidades de las personas con discapacidad. Esto está estrechamente ligado al principio de accesibilidad universal4.

El último instrumento es el de los ajustes razonables. Son definidos en la Convención como "las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales”5
Los ajustes razonables son una respuesta que propone la Convención para aquellos casos en que los principios de accesibilidad universal y del diseño para todos no se han logrado consagrar en una realidad particular, en palabras de Cayo:

"Ante el fracaso garantista, valga la expresión, de la accesibilidad universal y del diseño para todas las personas, que ha de gozar de precedencia y preferencia, se despliegan los ajustes razonables, que aspiran a dotar de contenido y preservar el derecho concreto de la persona en situaciones particulares cuando el sistema de accesibilidad universal y de diseño para todos, resulta inoperante, bien porque no se ha extendido jurídicamente a todos los ámbitos posibles y con la intensidad máxima deseable, o bien porque no ha sido capaz de prever (y regular) todas las situaciones en que una persona con discapacidad puede hallarse, en su interacción con el entorno que la rodea, dotándolas de garantías de no discriminación y accesibilidad.”6
Los ajustes razonables hacen un llamado a la imaginación del legislador, ya que una vez que se concreta la idea de igualdad, es necesario establecer los mecanismos para concretar dicha igualdad circunscrita en un contexto socio-político y normativo. De esta forma la legislación o la jurisprudencia tienen que ser lo suficientemente amplias como para que el ideal de igualdad sea realizable mediante los ajustes razonables.

Los ajustes razonables, sin embargo, tiene algunas limitaciones propias de su concepto, como por ejemplo su carácter de subsidiarios, es decir operan únicamente cuando fracasan los otros mecanismos y solo sirven para asegurar el derecho de la igualdad en casos particulares, "están concebidos para ofrecer aseguramientos del derecho a la igualdad en casos particulares cuando los mecanismos reforzados no resultan eficaces."7
Por otro lado, el propio carácter de razonable hace que sea una limitación en sí misma. Cuando no son razonables no es obligatoria su realización aun cuando podrían parecer justas, "no todas esas eventuales adaptaciones terminan siendo jurídicamente obligatorias, por más justas materialmente que puedan parecer, sino únicamente aquellas que sean razonables”8. El legislador debe ser cuidadoso a la hora de legislar sobre dicha materia para evitar y reducir las posibilidades en las que el concepto no tenga aplicabilidad debido a su carácter de poco razonable.

"[C]abe exigir a las legislaciones en la materia que en la regulación de los elementos que conforman el carácter de razonable de los ajustes, se sea muy cuidadoso, de suerte que se abuse de la consideración de no razonable para ampliar el número de supuestos donde no resulta posible imponer la obligación de realizar ajustes. Sería una vía de escape rayana en lo fraudulento, que pondría aún más en entredicho esta falla de la institución".9
En la legislación internacional se ha tendido a circunscribir el concepto de ajustes razonables a las relaciones laborales; EEUU y la Unión Europea (UE) son un ejemplo de lo anterior. Esto no significa que no sea necesario incluirlo en otras esferas de la vida tanto pública como privada. Sin embargo, falta voluntad política para seguir avanzando en otras esferas que rigen la vida diaria. La UE define los ajustes razonables en su directiva 2000/78/CE en su artículo 5 de la siguiente manera:

"A fin de garantizar la observancia del principio de igualdad de trato en relación con las personas con discapacidades, se realizarán ajustes razonables. Esto significa que los empresarios tomarán las medidas adecuadas, en función de las necesidades de cada situación concreta, para permitir a las personas con discapacidades acceder al empleo, tomar parte en el mismo o progresar profesionalmente, o para que se les ofrezca formación, salvo que esas medidas supongan una carga excesiva para el empresario. La carga no se considerará excesiva cuando sea paliada en grado suficiente mediante medidas existentes en la política del Estado miembro sobre discapacidades."

El caso de EEUU es similar al europeo en cuanto a que la definición jurídica es prácticamente la misma, sin embargo, la jurisprudencia ha favorecido la evolución del concepto progresivamente hacia una perspectiva normativa más inclusiva especialmente con las personas con discapacidad:

"Analizando en detalle la configuración de la obligación de realizar ajustes razonables en EE.UU., se ha detectado una definición progresiva del contenido de la obligación, fruto de los vaivenes interpretativos de la jurisprudencia americana, evolucionando hacia una perspectiva normativa más inclusiva, dado que uno de los principales problemas que presentaba la legislación fue una caracterización sumamente restrictiva del concepto de persona con discapacidad.”10
La riqueza de la jurisprudencia en EE.UU. ha permitido que se favorezca el cumplimiento de la obligación detectando los vacíos que pudiesen existir, ofreciendo seguridad jurídica a los involucrados. De esa forma los ajustes razonables no se convierten necesariamente en una carga que a la larga termina siendo perjudicial para aquellos con discapacidad.11
La realidad de Chile

En materia de discapacidad Chile ha ido dando pequeños pasos en línea con la legislación internacional. Las Naciones Unidas, a través del comité sobre los derechos de las personas con discapacidad, en su informe final reconoce como positiva la creación del Servicio Nacional de Discapacidad en 2010 o la inclusión de discapacidad en la ley N° 20.609 como forma de discriminación. Sin embargo, detecta una serie de falencias entre las que destaca que la legislación de ajuste razonable no va en línea con lo que establece la CDPD en su artículo 2.

Al respecto la legislación chilena en la ley N° 20.422, en su artículo 5 consagra el mecanismo de los ajustes razonables en el marco del derecho a la igualdad de las oportunidades:

"Con el fin de garantizar el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, el Estado establecerá medidas contra la discriminación, las que consistirán en exigencias de accesibilidad, realización de ajustes necesarios y prevención de conductas de acoso.

Se entiende por exigencias de accesibilidad, los requisitos que deben cumplir los bienes, entornos, productos, servicios y procedimientos, así como las condiciones de no discriminación en normas, criterios y prácticas, con arreglo al principio de accesibilidad universal.

Los ajustes necesarios son las medidas de adecuación del ambiente físico, social y de actitud a las carencias específicas de las personas con discapacidad que, de forma eficaz y práctica y sin que suponga una carga desproporcionada, faciliten la accesibilidad o participación de una persona con discapacidad en igualdad de condiciones que el resto de los ciudadanos.

Conducta de acoso, es toda conducta relacionada con la discapacidad de una persona, que tenga como consecuencia atentar contra su dignidad o crear un entorno intimidatorio, hostil, degradante, humillante u ofensivo"

La observación del Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad

En su informa de abril de 2016, el Comité planteó su preocupación por la regulación de los ajustes razonables en la legislación nacional12, indica que la definición que establece el artículo 8 de la ley N° 20.422 no es consistente con la que se establece en la Convención.

Junto con lo anterior, el Comité indica que la legislación chilena no contempla la denegación de realizar ajustes razonables como una causal de discriminación en otros ámbitos distintos al empleo. Esto significa una restricción de la obligación que no se condice con la esencia de la misma.

Por lo tanto, este proyecto de ley busca modificar la legislación chilena correspondiente a los ajustes razonables para que sea acorde a los tratados internacionales firmados por Chile tomando como referencia y experiencia la legislación internacional.

Es necesario modificar la legislación actual para que sea explícito que la denegación del ajuste razonable sea considerada como una forma de discriminación. Esto es importante ya que un principio básico del nuevo enfoque en torno a la discapacidad es que todos, incluidos los sujetos con discapacidad, tengan igual goce de los derechos. En esta línea, al no considerar la denegación del ajuste razonable como discriminatorio se abre la posibilidad a que en casos específicos el sujeto con alguna discapacidad sean impunemente discriminados. En ese caso no se cumpliría el principio reivindicatorio de la igualdad a la que todos tienen derecho13.

La ley debe ser lo suficientemente clara como para que los ajustes no constituyan una carga desproporcionada a quien deba realizarlas. Esto con el propósito fundamental de que la puesta en práctica no menoscabe el normal desenvolvimiento de las personas con alguna discapacidad en su vida diaria. En la legislación comparada este problema se ha resuelto por medio de la jurisprudencia o con una definición explícita que facilite la puesta en práctica de dicho principio

Unido a lo anterior, la ley debe establecer los mecanismos adecuados para que funcione de forma correcta el carácter subsidiario de los ajustes razonables En esta línea el carácter de urgente que muchas veces tienen los ajustes razonables (al estar el sujeto sin el correcto goce de sus derechos fundamentales) requiere que el procedimiento burocrático para el cumplimiento efectivo de sus derechos sea rápido y efectivo, así se evita que la legislación sea ineficaz.

A pesar de que la legislación internacional circunscribe el tema de los ajustes razonables principalmente a material laborales14 es menester, de acuerdo con las observaciones hechas por la ONU, que los ajustes razonables se circunscriban a todos los aspectos de la vida.

Con el objeto de asumir las observaciones realizadas por el Comité proponemos la modificación de la definición establecida en la ley, de modo que su formulación no sea más restrictiva que la contemplada en la Convención.

Junto con ello nos parece necesario establecer que la denegación de realizar ajustes necesarios constituye una discriminación por razón de discapacidad siempre que ocurra.

En consideración a los antecedentes y fundamentos expresados precedentemente, vengo en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo único.- introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley N° 20.422 que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad:

1. Reemplázase el inciso tercero del artículo 8° por el siguiente:

"Los ajustes necesarios son las medidas de adecuación requeridas en un caso particular que, sin suponer una carga desproporcionada, permitan garantizar el goce o ejercicio de los derechos fundamentales a las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones que el resto de los ciudadanos.".

2. Agrégase el siguiente nuevo inciso cuarto, pasando el inciso cuarto vigente a ser el inciso quinto:

"La denegación de realizar los ajustes necesarios cuando ellos procedan será considerada una conducta de discriminación por razón de discapacidad.".
(Fdo.): Carolina Goic Boroevic, Senadora.
_____________

1 Cayo Pérez Bueno, Luis (2012): "La configuración jurídica de los ajustes razonables", en; Revista “2003-2012: 10 años de Legislación sobre no Discriminación de Personas con Discapacidad en España. Estudios en homenaje a Miguel Ángel Cabra de Luna". Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad (Cermi) (N°55)
2 Ibíd.

3 Ibíd.,p.3
4 Ibíd.
5 Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Artículo 2.

6 Cayo, L. Op. Cit. p. 5

7 Cayo, Óp. Cit. pág. 5
8 Ibíd., p. 6

9 Ibíd., p. 6

10 Gutiérrez, David. (2015). La obligación de realizar ajustes razonables del puesto de trabajo a personas con discapacidad en EEUU y España: Una visión comparada. Revista internacional comparada de relaciones laborales y derecho del empleo. p29.

11 Ibíd.

12 Las observaciones planteadas son:  "11. Al Comité le preocupa que la definición de ajuste razonable no se adapta al artículo 2 de la Convención; que la legislación del Estado parte no incluya la denegación de ajustes razonables como forma de discriminación contra las personas con discapacidad en otros ámbitos además del empleo; también le preocupa la ausencia de políticas que combatan la discriminación múltiple e interseccional. 12. El Comité recomienda al Estado parte revisar la definición de ajuste razonable así como reconocer en su legislación la denegación de ajustes razonables como forma de discriminación basada en la discapacidad en todas las esferas de la vida. Asimismo le recomienda incluir las formas múltiples e interseccionales en su legislación antidiscriminación, proporcionar remedios adecuados y sanciones en caso de violación." Informe disponible en: http://acnudh.org/paises/chile/
13 Finsterbusch Christian. (2016). La extensión de los ajustes razonables en el derecho de las personas en situación de discapacidad de acuerdo al enfoque social de derechos humanos. lus et Praxis.

14 Cayo, Óp. Cit.
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MOCIÓN DE LA SENADORA SEÑORA GOIC, CON LA QUE DA COMIENZO A UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 20.712, SOBRE ADMINISTRACIÓN DE FONDOS DE TERCEROS Y CARTERAS INDIVIDUALES, PARA ESTABLECER UN MECANISMO DE PUBLICIDAD DE LAS INVERSIONES DE PERSONAS FALLECIDAS QUE TENGAN FONDOS DE INVERSIÓN Y REGULAR EL DESTINO DE DICHOS RECURSOS

(11.503-05)
I. Los Fondos de Inversión en Chile

La ley N°20.712 es la norma encargada de regular todos los tipos de fondos de inversión existentes en nuestro país, regula también a las sociedades que administran estos fondos estableciendo las condiciones que deben cumplir para operar en el mercado. Dentro de esta norma se contempla la regulación de los fondos mutuos, mecanismo que ha masificado la cantidad de personas que han accedido a invertir sus recursos en fondos de inversión.
Los Fondos Mutuos son un instrumento financiero que ha permitido acceder al mercado de capitales a personas que por su patrimonio no tienen la posibilidad de invertir de forma individual en acciones, bonos u otros. El mecanismo permite que una Sociedad Administradora canalice por medio de fondos mutuos la inversión de personas naturales o jurídicas.
La industria de los Fondos Mutuos en nuestro país ha tenido un importante desarrollo en los últimos años, de acuerdo a los datos de la Superintendencia de Valores y Seguros, al 31 de diciembre de 2016 se registraban 2.118.637 partícipes y un patrimonio total administrado por la industria de 27.148.763 miles de pesos.
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I. Los Fondos de Inversion en Chile

La ley N°20.712 es la norma encargada de regular todos los tipos de fondos de inversién
existentes en nuestro pais, regula también a las sociedades que administran estos fondos
estableciendo las condiciones que deben cumplir para operar en el mercado. Dentro de esta norma
se contempla la regulacion de los fondos mutuos, mecanismo que ha masificado la cantidad de
personas que han accedido a invertir sus recursos en fondos de inversién.

Los Fondos Mutuos son un instrumento financiero que ha permitido acceder al mercado de
capitales a personas que por su patrimonio no tienen la posibilidad de invertir de forma individual
en acciones, bonos u otros. El mecanismo permite que una Sociedad Admnistradora canalice por
medio de fondos mutuos la inversion de personas naturales o juridicas.

La industria de los Fondos Mutuos en nuestro pais ha tenido un importante desarrollo en los
ultimos afios, de acuerdo a los datos de la Superintendiencia de Valores y Seguros, al 31 de
diciembre de 2016 se registraban 2.118.637 participes y un patrimonio total administrado por la
industria de 27.148.763 miles de pesos.

Evolucion del n® de Participes y del Patrimonio administrado por la industria de
Fondos Mutuos
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Como se aprecia en el gráfico, el aumento de partícipes y de dinero invertido ha crecido sostenidamente desde 2002, lo que demuestra la relevancia que ha adquirido esta industria que se ha constituido como una alternativa relevante para los ahorrantes del país.
Respecto a la industria de los Fondos de Inversión, de acuerdo a los antecedentes proporcionados por la Superintendencia de Valores y Seguros al 31 de diciembre de 2016 se registraban 11.505 aportantes con un patrimonio total administrado de 6.122 millones de pesos.
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Respecto a la industria de los Fondos de Inversién, de acuerdo a los antecedentes
proporcionados por la Superintendencia de Valores y Seguros al 31 de diciembre de 2016 se
registraban 11.505 aportantes con un patrimonio total administrado de 6.122 millones de pesos.
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Fuente: Superintendencia de Valores y Seguros

Si sumamos los aportantes de la industria de fondos de inversion y de fondos mutuos nos
encontramos con que existen 2.130.142 personas que invierten en algin tipo de fondo y un
patrimonio invertido total de 27.154.885 millones de pesos.

El problema de los participes fallecidos

Investigando con actores de la industria de los fondos de inversion se ha identificado una
realidad no solucionada por la ley N° 20.712 vinculada a la participacién en fondos inversién de
personas que han fallecido y cuya sucesion no ha reclamado el patrimonio invertido,
probablemente, por desconocimiento de su existencia.

La ley no sefiala nada respecto a los deberes que tienen las Administradoras Generales de
Fondos respecto a las inversiones de las personas que han fallecido. Tampoco las Administradoras




Si sumamos los aportantes de la industria de fondos de inversión y de fondos mutuos nos encontramos con que existen 2.130.142 personas que invierten en algún tipo de fondo y un patrimonio invertido total de 27.154.885 millones de pesos.
El problema de los partícipes fallecidos

Investigando con actores de la industria de los fondos de inversión se ha identificado una realidad no solucionada por la ley N° 20.712 vinculada a la participación en fondos inversión de personas que han fallecido y cuya sucesión no ha reclamado el patrimonio invertido, probablemente, por desconocimiento de su existencia.
La ley no señala nada respecto a los deberes que tienen las Administradoras Generales de Fondos respecto a las  inversiones de las personas que han fallecido. 
Tampoco las Administradoras tienen un incentivo para identificar a los partícipes que han fallecido, ya que los recursos que se mantienen invertidos siguen generando utilidades para la sociedad por medio del pago de las respectivas comisiones.
Es por ello que proponemos una modificación a la ley N° 20.712 para que incorpore un mecanismo adecuado de solución a los problemas que esta realidad genera. Consideramos que la ley debe hacerse cargo de dos aspectos: 1) incorporar algún mecanismo de publicidad que permita a los herederos enterarse de la existencia del patrimonio invertido por el causante; 2) determinar el destino de aquellos fondos en el caso de no ser reclamados por los herederos luego de un plazo determinado.
El mecanismo de publicidad: en la actualidad la única opción que tendrían los herederos es consultar en cada una de las Administradoras Generales de Fondos que existen en el país con el objeto de conocer si la persona tenia parte de su patrimonio invertido en alguno de los fondos que administran. Esta consulta puede realizarse a través de la Superintendencia de Valores y Seguros, sin embargo nos parece que el mecanismo no es suficientemente eficiente y tampoco es conocido públicamente.
Consideramos adecuado que las Administradoras tengan la obligación legal de elaborar un listado en el que se incluyan todas aquellas personas fallecidas cuyos fondos no han sido reclamados por sus herederos y que por lo tanto se encuentran "abandonados". Proponemos que anualmente este listado sea actualizado y se de a conocer por los medios que la Comisión para el Mercado Financiero considere más adecuados.
El destino de los fondos: además de la obligación ya descrita proponemos que la ley establezca que transcurrido un plazo sin ser reclamados los fondos, estos pasen al Fisco, debiendo ser transferidos por la Sociedad Administradora. Este plazo deberá contarse a partir de la publicación de la información en el listado público.
El objetivo primordial de esta reforma es generar herramientas que permitan a los herederos tener conocimiento sobre aquellos recursos que el causante ha invertido en algún fondo del cual los herederos no tenían conocimiento. Establecer un mecanismo de publicidad permitirá que se consulte con mayor facilidad y determinar si hay recursos que deban ser contemplados en la posesión efectiva. De este modo se garantiza que el patrimonio del causante sea heredado en su integridad, sin quedar remanentes olvidados en este tipo de instituciones.
El mecanismo de publicidad no garantiza que todos los fondos serán reclamados por los respectivos herederos. En caso de que existan fondos no reclamados, ¿quién debe beneficiarse de los mismos? Si se mantienen los recursos en la Administradora, será esta la que se beneficie ya que seguirá cobrando las comisiones pactadas. Consideramos que dicha situación no puede prolongarse de forma indefinida, por lo que proponemos que los recursos olvidados, transcurrido un plazo, ingresen al Fisco y se destinen a obras que beneficien a la comunidad.
Elementos del proyecto de ley

Proponemos incorporar a la ley N° 20.712 la obligación, para todas las sociedades administradoras, de realizar anualmente un listado que contemple aquellos aportantes fallecidos, cuyos fondos no han sido retirados, el cual será publicado y entregado a la Comisión para el Mercado Financiero (CMF).
Se establece que el listado deberá ser publicado durante el mes de enero y que la información publicada no puede contener el monto invertido, solamente indicará si la persona tenía dinero invertido y en cuál de las sociedades administradoras está. Con dicha información es suficiente para que los herederos puedan realizar las gestiones necesarias para obtener los recursos que existan.
La prevención de no hacer públicos los montos que la persona tenía invertidos responde al interés de evitar que terceros obtengan esta información y busquen obtener algún beneficio ofreciendo a los herederos la recuperación de los fondos. De este modo se equilibran los intereses de publicidad de la información con un grado de privacidad que evite intromisiones indeseadas.
El proyecto establece que transcurridos cinco años desde que la información ha sido publicada, se extinguirán los derechos de los titulares y los fondos deberán ser transferidos a la Tesorería General de la República.
a. Extensión plazo

Se establece el plazo en cinco años principalmente por la consistencia del mismo con otras disposiciones legales relacionadas. En primer término, si consideramos las reglas de la prescripción extintiva el Código Civil establece que la prescripción extingue las acciones y derechos por el transcurso de un plazo durante el cual no se hayan ejercido. Este plazo es de 3 años para las acciones ejecutivas y de 5 años para las acciones ordinarias.1
La Ley General de Bancos contempla la caducidad de las acreencias en favor de terceros en su artículo 1562, el cual dispone que transcurridos dos años sin que la acreencia sea cobrada o sin que la cuenta tenga movimiento la institución financiera deberá publicarla en una lista. Transcurridos tres años desde dicha publicación, la acreencia caduca y deben transferirse los recursos a la Tesorería. Como se aprecia, el plazo también es de cinco años si sumamos los dos años sin movimiento y los tres años desde la publicación de la información.
El plazo de cinco años, además de ser consistente con las disposiciones enunciadas, es un lapso suficiente para que los herederos puedan enterarse de la existencia de las inversiones del causante y reclamar estos recursos ante la entidad correspondiente
b. Afectación al derecho de propiedad

Sabemos que el proyecto puede presentar reparos desde la perspectiva de la vulneración del derecho de propiedad que se produciría con la incorporación de una norma como la que proponemos, sin embargo hay fundamentos suficientes para sostener que no hay una violación de este derecho, sobre todo si consideramos que hay distintas normas con efectos similares que existen actualmente en el sistema jurídico.
De acuerdo a nuestra Constitución: "Sólo la ley puede establecer el modo de adquirir la propiedad, de usar, gozar y disponer de ella y las limitaciones y obligaciones que deriven de su función social."2 El legislador, en diversas normas, establece límites al derecho de propiedad e incluso se establecen casos en los que se pierde el dominio de un bien por el transcurso del tiempo.

Las normas sobre prescripción son el ejemplo más claro de esta realidad, el Código Civil define la prescripción como "un modo de adquirir las cosas ajenas, o de extinguir las acciones y derechos ajenos, por haberse poseído las cosas o no haberse ejercido dichas acciones y derechos durante cierto lapso de tiempo, y concurriendo los demás requisitos legales."4
La institución de la prescripción en un ordenamiento jurídico tiene el rol de dar certeza a los actores respecto a situaciones de inactividad por parte del dueño de un bien o del titular de una acreencia. "La prescripción afecta a derechos que, por su naturaleza, pueden tener una vigencia perpetua. El tiempo actúa como hecho extintivo que se ve acompañado continuamente por la inactividad del titular."5
En el caso de la prescripción el legislador determina que la inactividad del acreedor durante un plazo determinado es motivo suficiente para que su acreencia deje de ser exigible. "El tiempo actúa como elemento para medir si el silencio ha sido tan prolongado como para considerar que el acreedor ha perdido interés o ha dado la señal de perder el interés en el crédito."6
Otras normas que apuntan en el mismo sentido están contenidas en la regulación de los títulos de créditos, en la ley de Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques se establece un plazo para el cobro de los cheques de sesenta días o noventa días dependiendo del lugar de cobro7, transcurrido el cual estos caducan. Lo mismo ocurre en la ley N° 18.092 que establece un plazo de caducidad de un año para los pagarés y letras de cambio.8
Como ya hemos mencionado, la Ley General de Bancos también establece un plazo de caducidad de las acreencias en favor de terceros en su artículo 156. El mecanismo establecido exige que transcurridos dos años sin ser cobrada la acreencia esta debe incorporarse a un listado público, tres años después de la publicación, la acreencia caduca y los recursos deben enterarse al Fisco.
El profesor Salvador Mohor ha planteado los peligros para la propiedad privada que genera el artículo 156 de la Ley General de Bancos señalando que la caducidad es "una especie de sanción que paradójicamente castiga un comportamiento -el retardo en el ejercicio del derecho de restitución- absolutamente inocuo desde el punto de vista de la conservación de los valores y bienes protegidos por el ordenamiento positivo en aras de una convivencia pacífica y una mejor calidad de vida. Más aun, tanto el derecho del depositante a exigir la restitución; como el derecho de la institución financiera a beneficiarse con las ganancias que obtenga de la inversión de los depósitos, y que se mantiene durante el periodo del retardo, sin compensación alguna para el titular del depósito; y el derecho de dominio que luego obtiene del Estado sobre los depósitos caducados, derivan de una misma fuente pecuniaria, de un mismo y único centro de interés: los haberes del titular del depósito, de los cuales finalmente este último termina siendo despojado mediante la caducidad"9
No estamos de acuerdo con Mohor en entender la caducidad como una sanción al propietario por el retardo en el ejercicio del derecho, consideramos que el fundamento de la norma es la presunción de que el dinero no será cobrado por el titular ya sea por olvido o por cualquier otro motivo. El plazo que la ley establece para que caduquen las acreencias es suficientemente extenso, el acreedor que no exige el dinero dentro del mismo probablemente nunca lo exigirá.

Desde esta perspectiva no nos parece adecuado que los recursos no reclamados sean una fuente de enriquecimiento para la institución financiera, tal como reconoce el mismo Mohor, "los depósitos no reclamados enriquecen a la institución financiera hasta el momento de la caducidad, para luego, a partir de este momento incrementar el patrimonio fiscal."10
En el entendido de que los recursos no reclamados en el plazo probablemente nunca sean exigidos por el titular, preferimos que estos pasen al patrimonio fiscal y que puedan ser destinados a obras en beneficio de la comunidad, es un destino socialmente más valioso que el que tendrían si se mantienen en la institución financiera.
Señala también Mohor que "al imponer el Estado como sanción la caducidad de los depósitos, desconoce abiertamente el derecho de los herederos, haciendo jurídicamente imposible que puedan acceder a los haberes del causante, cuando la causa del retardo ha sido la muerte del titular del depósito."11
En ningún caso puede afirmarse que la norma desconozca el derecho que los herederos tienen respecto del patrimonio del causante, nuevamente hay que recordar que el plazo establecido en la ley y la publicidad de las acreencias permiten a los herederos enterarse de la situación y reclamadas. Sin embargo hay casos en los cuales los herederos no conocerán, por diversos motivos, la existencia de dichas acreencias y por lo tanto nunca las podrán exigir. Es este el caso que la ley busca solucionar mediante la caducidad.
La jurisprudencia ha entendido que la caducidad "es una institución de una definida fundamentación objetiva, que el legislador suele introducir en el ordenamiento cuando razones de conveniencia pública hacen aconsejable que determinadas situaciones jurídicas se consoliden definitivamente en un período breve, el que se expresa en un plazo de carácter fatal. En ella la norma fija anticipadamente un límite de tiempo al derecho de modo que si transcurre el plazo que al efecto se ha determinado, sin que se intente la acción o se celebre el acto de que  depende su existencia, el derecho expira inexorablemente quedando las partes desprovistas de toda posibilidad de prolongarlo más allá del último día establecido para el cumplimiento de dicho plazo."12
Como bien se señala en la sentencia de la Corte Suprema, el objetivo de la caducidad es consolidar determinadas situaciones jurídicas por razones de conveniencia pública. La caducidad no debe ser entendida como una sanción para el titular del derecho sino como un mecanismo que permite dar solución a situaciones de incerteza.
Ha quedado de manifiesto que el ordenamiento jurídico dispone de diversos mecanismos en virtud de los cuales una persona puede perder la titularidad de un bien o de un derecho por el transcurso del tiempo, sin que esto sea considerado contrario a la Constitución por vulnerar las normas que regulan el derecho de propiedad.
Consideramos que se hace necesario contemplar un mecanismo que permita que los recursos que una persona invirtió durante su vida sean conocidos por sus herederos, permitiéndoles realizar las gestiones pertinentes para heredarlos. La regulación actual, al no contemplar mecanismos de información, hace muy difícil que los herederos se enteren de la existencia de estos recursos, por lo que las probabilidades de que los mismos queden abandonados son muy altas.
El objetivo principal que se debe buscar es que los herederos conozcan la existencia de los recursos que el causante tenía en fondos de inversión, sin embargo en el caso de que a pesar de las normas de publicidad esto no ocurra, es necesario que la ley contemple un destino de esos recursos.
No parece razonable que los recursos queden a la deriva en las Administradoras Generales de Fondos, generando beneficio exclusivamente para estas entidades, por ello proponemos que ingresen al patrimonio fiscal de modo que se les pueda dar una utilidad social.
En consideración a los antecedentes y fundamentos anteriormente expuestos, venimos en presentar el siguiente
PROYECTO DE LEY

Artículo único.- Agrégase a la ley N° 20.712 "Administración de Fondos de Terceros y Carteras Individuales y deroga los cuerpos legales que indica" el siguiente artículo 34 bis nuevo:
"Artículo 34 bis.- Las Administradoras estarán obligadas a realizar anualmente un listado que individualice a todos los aportantes que hayan fallecido y cuyo patrimonio invertido no haya sido reclamado por sus herederos.
El listado deberá ser publicado durante el mes de diciembre de cada año en la forma que señale la Comisión para el Mercado Financiero mediante una norma de Carácter General. La información publicada no podrá indicar el monto invertido, solamente señalará si existe participación en un fondo y la Administradora en la que está.
Transcurridos 5 años desde la publicación de la información señalada, se extinguirán los derechos de los titulares y los fondos deberán ser transferidos por las Administradoras a la Tesorería General de la República, deducidos los gastos de publicación.".
(Fdo.): Carolina Goic Boroevic, Senadora.

_________________

1 Art. 2514. La prescripción que extingue las acciones y derechos ajenos exige solamente cierto lapso de tiempo, durante el cual no se hayan ejercido dichas acciones.

Se cuenta este tiempo desde que la obligación se haya hecho exigible.

Art. 2515. Este tiempo es en general de tres años para las acciones ejecutivas y de cinco para las ordinarias. La acción ejecutiva se convierte en ordinaria por el lapso de tres años, y convertida en ordinaria durará solamente otros dos.

2"Artículo 156.- Las instituciones financieras estarán sujetas al siguiente sistema de caducidad de los depósitos, captaciones o de cualquier otra acreencia a favor de terceros derivada de su giro financiero, comprendidas expresamente las provenientes de dividendos pagados a sus accionistas:

Transcurridos dos años desde que la cuenta respectiva no haya tenido movimiento o no haya sido cobrada la acreencia por el titular, la institución financiera formará una lista en el mes de enero siguiente, la que fijará en su domicilio principal. Podrán omitirse de la lista las acreencias inferiores al equivalente de una unidad de fomento. Las que excedan individualmente del equivalente de cinco unidades de fomento deberán publicarse en el Diario Oficial en un día del mes de marzo siguiente.

Transcurridos tres años desde el mes de enero en que corresponda formar la lista, la acreencia correspondiente caducará y se extinguirán a su respecto todos los derechos del titular, debiendo la institución financiera enterar las cantidades correspondientes, deducidos los gastos de publicación en su caso, en la Tesorería Regional o Provincial que corresponda a su domicilio principal.

No se aplicará lo dispuesto en este artículo:

a) A los depósitos y captaciones a plazo indefinido o con cláusula de renovación automática;

b) A las boletas o depósitos de garantía;

c) A las sumas recibidas por cheques viajeros, y

d) En los casos en que haya retención, prenda o embargo sobre los dineros correspondientes." 

3 Art. 24 inc. 2. CPR.

4 Art 2492. Código Civil.

5 Lagos, O. "Para una recepción crítica de la caducidad" Revista Chilena de Derecho Privado, núm. 4. 2005. Universidad Diego Portales. Santiago. p. 83. 

6 Ibídem p. 84.

7 Artículo 23.- El portador de un cheque deberá presentarlo al cobro dentro del plazo de sesenta días, contados desde su fecha, si el librado estuviere en la misma plaza de su emisión, y dentro de noventa días, si estuviere en otra.

Este plazo será de tres meses para los cheques girados desde el extranjero.

El portador de un cheque que no reclame su pago dentro de los plazos señalados, perderá su acción contra los endosantes. En el mismo caso el portador perderá su acción contra el librador si el pago se hace imposible por hecho o por culpa del librado, posteriores al vencimiento de dichos plazos.

Estos plazos se aumentarán con los días hábiles durante los cuales el Banco librado hubiere suspendido, por cualquier motivo, sus operaciones y pagos.

8 Artículo 49.- La letra a la vista es pagadera a su presentación, y si no fuere pagada dentro del plazo de un año contado desde la fecha de su giro quedará sin valor a menos de ser protestada oportunamente por falta de pago.

9 Mohor, S. "La caducidad de los depósitos bancarios: un potencial peligro a la propiedad privada". Revista de Derecho Público. Universidad de Chile. Vol. 68. p. 277.

10 Ibídem. p. 277.

11 Ibídem. p. 278.

12 Corte Suprema, 2 de junio de 2004, GJ, N° 288, p. 85. EN: Lagos, O. "Para una recepción crítica de la caducidad" Revista Chilena de Derecho Privado, num. 4. 2005. Universidad Diego Portales. Santiago. p. 93.
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